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sgNTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
22 de febrero de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

Recurrent?.s: Minoru Inuyama y Javier Nonio Inuyama. 
Abogados: Lic. Ramón Cordero G. y Dr. Hugo F. Alvarez V. 

Interviniente: Juan Acosta 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Crupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 2 días del mes de febrero de 1966, 
años 122o. de la Independencia y 103o. de la Restauración, 
dicta en audiencia pública. como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Minoru 
Inuyama, japonés, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado en J:ma Abajo, sección rural del municipio de 
La Vega, cédula No. 6002, serie 44 y Javier Nonio Inuya-
ma, japonés, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do en Jima Abajo sección rural del municipio de La Vega, 
cédula No. 4758, serie 44, contra sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
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NTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DEL 1966 

la impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

22 de febrero de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

Recurrentes: Minoru Inuyama y Javier Nonio Inuyama. 

Abogados: Lic. Ramón Cordero G. y Dr. Hugo F. Alvarez V. 

Lateniniente: Juan Acosta 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Crupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 2 días del mes de febrero de 1966, 
años 122o. de la Independencia y 103o. de la Restauración, 
dicta en audiencia pública. como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Minoru 
Inuyama, japonés, mayor de edad, agricultor, soltero, do-
miciliado en Jama Abajo, sección rural del municipio de 
La Vega, cédula No. 6002, serie 44 y Javier Nonio Inuya-
ma, japonés, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do en Jima Abajo sección rural del municipio de La Vega, 
cédula No. 4758, serie 44, contra sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
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La Vega en fecha 22 de febrero de 1965, cuyo dispositiv o 
 se copia más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oidos los doctores Luis Ramón Cordero, cédula No. 

28384, serie 47, y Hugo Fco. Alvarez Valencia, cédula No. 
20267, serie 47, abogados de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repúbl:ca; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de febrero de 
1965, a requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero , 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el escrito de intervención de fecha 25 de marzo 
de 1965, sometido por Juan Acosta, dominicano, mayor de 
edad, agricultor, domiciliado en Jima Abajo, sección rural 
del municipio de La Vega, cédula 4206, serie 44, suscrito 
por el Dr. Ramón María Pérez Maracallo; 

Visto el memorial de casación fechado a 10 de sep-
tiembre de 1965 suscrito por los abogados de los recurren-
tes, en el cual se invocan los medios que se indicarán más 
adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771 de 1961 
sobre accidentes causados con el manejo de un vehículo de 
motor; 163 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 y 
1384 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
el día 15 de Julio de 1964 en la carretera que conduce de 
Jima Abajo a Fantino, fue sometido a la acción de la Jus-
ticia Minoru Inuyama; b) que regularmente apoderada del 
caso, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 

Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 15 de 
octubre de 1964 dictó una sentencia que tiene el disposi-

tivo 
siguiente: "Falla: Primero: Se declara culpable al 

nombrado 'orado Minoru Inuyama, del delito de Violación a la 
jey 5771, en perjuicio del menor Miguel E. Acosta, y aco-
giendo en su favor amplísimas circunstancias atenuantes, 
se le condena al pago de una multa de RD$10.00; Segundo: 

Se declara buena y válida en cuanto a la forma la constitu-
ción en parte civil hecha por el nombrado Juan Acosta, 
padre del menor Miguel E. Acosta, por medio de su abo-
gado el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, contra la per-
sona civilmente responsable Javier Nonio Inuyama, por lle-
nar los requisitos legales; Tercero: En cuanto al fondo se 
condena a la persona civilmente responsable al pago de 
una indemnización de RD$500.00, en favor de la parte ci-
vil constituída el señor Juan Acosta, padre del menor agra-
viado, por los daños ocasionados en el accidente; Cuarto: 
Se condena al nombrado.Nonio Inuyama, persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles, distrayéndolas 
en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quieo 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se con-

dena al nombrado Minoru Inuyama, al pago de las costas 
penales; "c) que sobre recursos de apelación interpuestos 
por Minoru y Javier Inuyama, intervino la sentenc a ahora 
impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
lucro: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, 

los recursos de apelación que interpusieron conjuntamen-
te en fecha 16 de octubre de 1964, el prevenido Minoru 
Inuyama y la parte civilmente responsable puesta en cau-
sa, Sr. Javier Inuyama, por órgano del abogado Dr. Hugo 

Alvarez Valencia, contra sentencia de fecha 15 del mismo 
mes y año, que condenó al primero al pago de una multa 

de RD$10.00 (diez pesos oro), y al pago de las costas pena-

les por el delito de Violación a la Ley No. 5771, en perjui-
cio del menor Miguel E. Acosta, quien resultó con lesiones 

que curaron después de los 20 días, acogiendo en su favor 
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Instancia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 15 de 
octubre de 1964 dictó una sentencia que tiene el disposi-
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giendo en su favor amplísimas circunstancias atenuantes, 
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padre del menor Miguel E. Acosta, por medio de su abo-
gado el Dr. Ramón María Pérez Maracallo, contra la per-
sona civilmente responsable Javier Norio Inuyama, por lle-
nar los requisitos legales; Tercero: En cuanto al fondo se 
condena a la persona civilmente responsable al pago de 
una indemnización de RD$500.00, en favor de la parte ci-
vil constituida el señor Juan Acosta, padre del menor agra-
viado, por los daños ocasionados en el accidente; Cuarto: 
Se condena al nombrado Norio Inuyama, persona civilmen-
te responsable, al pago de las costas civiles, distrayéndolas 
en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se con-
dena al nombrado Minoru Inuyama, al pago de las costas 
penales; "c) que sobre recursos de apelación interpuestos 
por Minoru y Javier Inuyama, intervino la sentenc a ahora 
impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, 
los recursos de apelación que interpusieron conjuntamen-
te en fecha 16 de octubre de 1964, el prevenido Minoru 
Inuyama y la parte civilmente responsable puesta en cau-
sa, Sr. Javier Inuyama, por órgano del abogado Dr. Hup-fo 
Alvarez Valencia, contra sentencia de fecha 15 del mismo 
mes y año, que condenó al primero al pago de una multa 
de RD$10.00 (diez pesos oro), y al pago de las costas pena-

les por el delito de Violación a la Ley No. 5771, en perjui-
cio del menor Miguel E. Acosta, quien resultó con lesiones 
que curaron después de los 20 días, acogiendo en su favor 

156 	 BOLETÍN JUDICIAL 

La Vega en fecha 22 de febrero de 1965, cuyo dispositiv o 
 se copia más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oidos los doctores Luis Ramón Cordero, cédula No. 

28384, serie 47, y Hugo Feo. Alvarez Valencia, cédula No. 
20267, serie 47, abogados de los recurrentes, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la Repúbl:ca; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de febrero de 
1965, a requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el escrito de intervención de fecha 25 de marzo 
de 1965, sometido por Juan Acosta, dominicano, mayor de 
edad, agricultor, domiciliado en Jima Abajo, sección rural 
del municipio de La Vega, cédula 4206, serie 44, suscrito 
por el Dr. Ramón María Pérez Maracallo; 

Visto el memorial de casación fechado a 10 de sep-
tiembre de 1965 suscrito por los abogados de los recurren-
tes, en el cual se invocan los med:os que se indicarán más 
adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771 de 1961, 
sobre accidentes causados con el manejo de un vehículo de 
motor; 163 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 y 
1384 del Código Civil; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 4* 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
el día 15 de Julio de 1964 en la carretera que conduce de 
Jima Abajo a Fantino, fue sometido a la acción de la Jus-
ticia Minoru Inuyama; b) que regularmente apoderada del 
caso, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
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circunstancias atenuantes, y que condenó al segundo, en su 
calidad antes indicada de persona civilmente responsabl e 

 puesta en causa, después de declarar la regularidad en 
cuanto a la forma y el fondo de la constitución en parte ci. 
vil hecha en su contra por el padre de la víctima, señor 
Juan Acosta, al pago de una indemnización de RD$500.00 
(quinientos pesos), por los daños y perjuicios recibidos por *, 
el menor accidentado, así como al pago de las costas civiles, 
las cuales distrajo en provecho del Dr. Ramón Ma. Pérez 
Maracallo, abogado que afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte, por haber sido interpuestos de acuerdo a la , 1 

 ley; Segundo: Confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes; Tercero: Condena al señor Javier Nonio Inuyama, 
parte civilmente responsable ppuesta en causa, al pago de 
las costas civiles, de ambas instancias, distrayendo estas úl-
timas en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, 
abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Cuarto: Condena además al prevenido Minoru Inuyama, al 
pago de las costas penales; 

Considerando que en sus recursos de casación los re-
currentes alegan los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación al artículo 92, párrafo b) de la Ley 4809 sobre 
Tránsito de Vehículos; Segundo Medio: Falta de Base Le-
gal; Tercer Medio: Violación .al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación a las reglas 
de la Prueba; 

En cuanto a la intervención de la parte civil: 

Considerando que si es incontestable que la parte ci-
vil constituida en un proceso penal puede intervenir en 
el recurso de casación interpuesto por el condenado para 
sostener la sentencia que le dió ganancia de causa, sin ne-
cesidad de observar estrictamente el cumplimiento de las 
formalidades requeridas por los artículos 61 y siguientes 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es indispen- 

sable cuando menos, para salvaguardar el derecho de de-
fensa de su adversario, que la intervención se realice por 
conclusiones de audiencia o por la notificación de la de-

manda a los interesados y su depósito en Secretaría con 

anterioridad a la audiencia; 
Considerando que en la especie, la parte civil cons-

tituida Juana Acosta, no concluyó por órgano de su abo-
gado constituido, en la audiencia pública del 10 de sep-
tiembre de 1965 f.jada para el conocimiento del presente 

recurso de casación, limitándose a enviar el escrito de in-
tervención, del cual no hay constancia en el expediente 
que le fuera notificado a los recurrentes; que en tales con-
diciones, la intervención de que se trata no puede ser ad- 

mitida; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido: 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios de su recurso el recurrente alega, en resumen 
que la Corte a-qua, violó el artículo 92, párrafo b) de la 
Ley No. 4809 sobre Tránsito de Vehículos, y dejó su sen-
tencia carente de base legal, a) porque fundó su conde-
nación en la declaración del prevenido y en el artículo 
citado sin darse cuenta de que las precauciones señaladas 
por dicho artículo sólo está el conductor o chofer de un 
vehículo obligado a observarlas cuando va a alcanzar o re-
basar a personas montadas o a pie que transitan en su 
misma dirección, pero no cuando, como en el caso esas 
personas van a ser encontradas por el vehículo porque 
transitan en sentido contrario a éste; y b) porque la Cor-
te a-qua, no tomó en cuenta el alegato del prevenido de 
que la causa del suceso no fue la velocidad que traía el 
vehículo, que podía de conformidad con la ley transitar 
hasta a 60 kms. por hora, sino las circunstancias de que 
el becerro era trasladado por un menor, cuando esa faena 

es propia de hombres según la ley; porque el menor que 

1 1 
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circunstancias atenuantes, y que condenó al segundo, en su 
calidad antes indicada de persona civilmente responsabl e 

 puesta en causa, después de declarar la regularidad ea 
cuanto a la forma y el fondo de la constitución en parte ci. 
vil hecha en su contra por el padre de la víctima, señor* 
Juan Acosta, al pago de una indemnización de RD$500.00 
(quinientos pesos), por los daños y perjuicios recibidos por 
el menor accidentado, así como al pago de las costas civiles, 
las cuales distrajo en provecho del Dr. Ramón Ma. Pérez 
Maracallo, abogado que afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte, por haber sido interpuestos de acuerdo a la 
ley; Segundo: Confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes; Tercero: Condena al señor Javier Nonio Inuyama, 
parte civilmente responsable ppuesta en causa, al pago de 
las costas civiles, de ambas instancias, distrayendo estas úl-timas en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo, 
abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Cuarto: Condena además al prevenido Minoru Inuyama, al 
pago de las costas penales; 

Considerando que en sus recursos de casación los re-
currentes alegan los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación al artículo 92, párrafo b) de la Ley 4809 sobre 
Tránsito de Vehículos; Segundo Medio: Falta de Base Le-
gal; Tercer Medio: Violación al artículo 141 del Código de 
Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación a las reglas 
de la Prueba; 

En cuanto a la intervención de la parte civil: 

Considerando que si es incontestable que la parte ci-
vil constituida en un proceso penal puede intervenir en 
el recurso de casación interpuesto por el condenado para 
sostener la sentencia que le d:ó ganancia de causa, sin ne-
cesidad de observar estrictamente el cumplimiento de las 
formalidades requeridas por los artículos 61 y siguientes 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, es indispen- 

sable cuando menos, para salvaguardar el derecho de de-
fensa de su adversario, que la intervención se realice por 
conclusiones de audiencia o por la notificación de la de-
manda a los interesados y su depósito en Secretaría con 

anterioridad a la audiencia; 
Considerando que en la especie, la parte civil cons-

tituida Juana Acosta, no concluyó por órgano de su abo-
gado constituido, en la audiencia pública del 10 de sep-
tiembre de 1965 f.jada para el conocimiento del presente 
recurso de casación, limitándose a enviar el escrito de in-
tervención, del cual no hay constancia en el expediente 
que le fuera notificado a los recurrentes; que en tales con-
diciones, la intervención de que se trata no puede ser ad- 

mitida; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido: 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios de su recurso el recurrente alega, en resumen 
que la Corte a-qua, violó el artículo 92, párrafo b) de la 
Ley No. 4809 sobre Tránsito de Vehículos, y dejó su sen-
tencia carente de base legal, a) porque fundó su conde-
nación en la declaración del prevenido y en el artículo 
citado sin darse cuenta de que las precauciones señaladas 
por dicho artículo sólo está el conductor o chofer de un 
vehículo obligado a observarlas cuando va a alcanzar o re-
basar a personas montadas o a pie que transitan en su 
misma dirección, pero no cuando, como en el caso esas 
personas van a ser encontradas por el vehículo porque 
transitan en sentido contrario a éste; y b) porque la Cor-
te a-qua, no tomó en cuenta el alegato del prevenido de 
que la causa del suceso no fue la velocidad que traía el 
vehículo, que podía de conformidad con la ley transitar 
hasta a 60 kms. por hora, sino las circunstancias de que 
el becerro era trasladado por un menor, cuando esa faena 
es propia de hombres según la ley; porque el menor que 
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trasladaba el becerro lo mismo que el golpeado, venían 
en lados opuestos de la carretera y porque estos dos jine-
tes menores y el animal trasladado no marchaban en su s 

 respectivos lados derechos, de tal modo que el becerro se 
 atravesó en la carretera en el momento que pasaba el ve-

hículo obligando al prevenido a realizar una maniobra ha-
cia su derecha donde colidió con el menor Acosta que ve-
nía a su izquierda; ni ponderó la declaración del menor 
atropellado que dijo ante los jueces del fondo, "que si la fl 
becerra no se atraviesa no pasa nada"; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente aportados en la instrucción de la causa, dio por 
comprobados los siguientes hechos: 1) que el día 15 de 
julio de 1964, Minoru Inuyama mientras transitaba por 
la carretera Rincón-Fantino, en dirección Oeste a Este, 
manejando la camioneta placa No. 56083, perteneciente 
a Javier Inuyama, arrolló una becerra que se cruzó en la 
vía la cual era transportada por un menor no identificado, 
por el lado izquierdo de la carretera, estropeó al menor 
Miguel Acosta que transitaba montado sobre una ye-
gua también en sentido contrario del vehículo, ocasionán-
dole golpes y fracturas de la tibia y el peroné, curables 
después de 20 días, dió muerte a la yegua que el menor 
montaba y estropeó otro caballo en que montaba otro me-
nor; 2) que el suceso ocurrió porque el prevenido que 
marchaba a 50 kms, por hora no redujo la velocidad a los 
límites que la prudencia aconsejaba en el caso, para garan-
tizar la seguridad de las personas que alcanzó a ver ca-
balgando a caballo unas y trasladando un ejemplar va-
cuno, otra, de tal modo, que cuando se cruzó la becerra 
se vió obligado a hacer giros inopinados que causaron el 
hecho antes relatado; 

Considerando que lo antes expuesto pone de manifies-
to que la Corte a-qua, para condenar al recurrente no se 
fundó únicamente en la declaración de éste ni violó el ar- 
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título 92 párrafo b) de la ley 4809, el cual no fue aplicado 

por la Corte, por tratarse de una violación a la Ley 5771, 

sino relatado como un texto legal que hace una aplicación 
particular, de un principio general, que obliga a todo cho-

fer o conductor de un vehículo a tomar todas las medidas 

que aconseja la prudencia, hasta detener la marcna del 

mismo, si es necesario, a fin de garantizar la seguridad de 
las personas que va alcanzar o rebasar, no importa la di-
rección en que transiten en relación con el vehículo ma-

nejado; y asimismo pone de manifiesto, que ponderó los 
alegatos del prevenido acerca de las circunstancias que ro-

dean el pecho, aun cuando no diera a la expresión del 
menor víctima del suceso "que si la becerra no se atra-
viesa no pasa nada" el carácter de un hecho eximente de 
la responsabilidad del prevenido, con lo cual hizo una 
apreciación soberana de los elementos de prueba que le 

fueron sometidos; que además el fallo impugnado t:ene 
una descripción de los hechos y circunstancias de la causa 
que han permitido a esta Suprema Corte de Justicia ve-
rificar, que en la especie, se hizo una correcta aplicación 
de la ley; que, por tanto, los dos medios que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos comprobados por la 
Corte a-qua constituyen el delito de golpes por impruden-
cia causados con el manejo de un vehículo de motor, que 
curan después de veinte días cometido por Minom Inuya-
ma en agravio de Miguel E. Acosta, previsto por el artícu-
lo 1 de la Ley 5771 del 31 de diciembre de 1961 y casti-
gado por la letra c) de dicho artículo con la pena de seis 
meses a dos años de prisión correccional y multa de cien 
a quinientos pesos; que, por consiguiente, la Corte a-qua, 
al condenar al indicado prevenido, después de declararlo 
culpable, a una multa de Diez Pesos, acogiendo circunstan-
cias atenuantes, hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que conciernen al interés del recu- 
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trasladaba el becerro lo mismo que el golpeado, venían 
en lados opuestos de la carretera y porque estos dos jine-
tes menores y el animal trasladado no marchaban en su s 

 respectivos lados derechos, de tal modo que el becerro se 
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Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en los demás aspectos que conciernen al interés del recu- 
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rrente no contiene ningún vicio que justifique su casa-
ción; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente 
responsable: 

Considerando que en los dos medios el recurrente ale-
ga, en resumen, que la Corte a-qua, violó el artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil y las reglas que go-
biernan la prueba en materia represiva: 1) porque no 
transcribió en la sentencia impugnada sus conclusiones 
presentadas en la audiencia del día 10 de diciembre de 
1964 y ratificadas en la audiencia del 11 de febrero de 
1965, que dicen así: "Primero: que declaréis bueno y vá-
lido su recurso de apelación, por haberlo interpuesto en 
tiempo hábil; Segundo: que en el caso improbable de que 
sea confirmada la sentencia en cuanto al aspecto penal, él, 
Javier Nonio Inuyama, como parte civilmente responsable, 
accionada por Juan Acosta, solicita que dicha parte civil sea 
rechazada, revocando consecuencialmente la sentencia de 
lra. Instancia, a) porque él no es comitente de Minoru 
Inuyama, sino su hermano; b) porque la parte civil cons-
tituida, que es a quien compete probar lo contrario, o sea 
que ambos están ligados por un lazo de dependencia y su-
bordinación, o que el uno pueda vigilar y controlar las ac-
ciones del otro, no ha hecho esa prueba, ni la misma se 
infiere de ninguna circunstancia o elemento de la causa, y 
c) porque en el momento del accidente la camioneta, aun-
que de su propiedad, no estaba a su servicio, sino simple-
mente prestada a su hermano para transportar a sus an-
cianos padres de un sitio a otro, como se ha establecido 
en el plenario; Tercero: que la parte civil constituida sea 
condenada al pago de las costas de ambas instancias, con 
distracción de las mismas en provecho del infrascrito abo-
gado, por haberlas avanzado en su mayor parte"; 2) por-
que no admitió como sincera la retractación de la confe- 

sión que hizo de que era el comitente del prevenido, en el 
momento del hecho, contenida en un acto de alguacil del 
ministerial Sucre Güichardo, de Estrados del Juzgado de 

Paz de Fantino, la cual le fue arrancada con engaño; pero 

Considerando que las reglas de la redacción de las sen-
tencias en materia correccional están contenidas en el ar-

tículo 163 del Código de Procedimiento Criminal; que di-

cho texto legal sólo exige que sean respondidas las con-

clusiones de las partes; que en la especie, el examen de la 
sentencia impugnada muestra que la Corte a-qua expone, 
en los considerandos del once al dieciseis de su fallo, mo-
tivos que responden totalmente las conclusiones presen-
tadas por el ahora recurrente en la audiencia del 10 de di-
ciembre de 1964 y ratificadas el día 11 de febrero de 1965; 

Considerando que la confesión extrajudicial puede ser 
probada tanto por testigos como por escrito, y su fuerza 
probatoria queda abandonada a la libre apreciación del 
Juez, lo mismo que su retractación; 

Considerando que, en la especie, habiendo retenido como 
prueba de su condición de comitente, a pesar de su retracta-
ción, entre otros elementos de prueba, la confesión hecha 
por él en fecha 21 de diciembre de 1964, según consta en el 
acta No. 21 del ministerial Sucre Güichardo Rodríguez, 
Alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de Fantino, y 
firmada por el recurrente, la cual fue sometida al debate 
contradictorio de audiencia, los jueces han usado del po-
der de apreciación que les pertenece sobre la prueba de la 
existencia de la confesión y sobre la fuerza probatoria de 
la misma; que por consiguiente los medios que se exami-
nan carecen también de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible la 
intervención de Juan Acosta; Segundo: Rechaza los recur- 
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en los considerandos del once al dieciseis de su fallo, mo-
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tadas por el ahora recurrente en la audiencia del 10 de di-
ciembre de 1964 y ratificadas el día 11 de febrero de 1965; 

Considerando que la confesión extrajudicial puede ser 
probada tanto por testigos como por escrito, y su fuerza 
robatoria queda abandonada a la libre apreciación del 

Juez, lo mismo que su retractación; 
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sos de casación interpuestos por Minoru Inuyama y Javi e,. 
1 Norio Inuyama, contra sentencia dictada por la Corte d e 

 Apelación de La Vega, en atribuciones correccionales, en 
 fecha 22 de febrero de 1965, cuyo dispositivo ha sido co-

piado en parte anterior del presente fallo; y Tercero : 
 condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel D. Bergés Chupani.—F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó. 
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi. 
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta- 
rio General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, més y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DE 1966 

Izecurrente: Félix Pérez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Pe-
ña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 2 días del mes de febrero de 1966, años 122 9  de la 

Independencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Pé-
rez, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 16601, 
serie 47, domiciliado y residente en Jima Abajo, La Vega, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 18 de febre-
ro de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 22 de marzo de 
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1965, a requerimiento del Dr. Luis Emilio Vidal Pérez, 
abogado, cédula 26192, serie lra., a nombre del recurren. 
te en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 186, 196 letra b) de la Ley 
6186 del 1963, sobre Fomento Agrícola; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la solicitud de ejecución de un contrato prendario, 
elevado por el Banco Agrícola de ,la República Dominica-
na, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de 
La Vega, dictó en fecha 10 de octubre de 1963, una Reso-
lución, con el siguiente dispositivo: Disponemos: Primero: 
Requerir como al efecto requerimos del señor Félix Pérez, 
de generales anotadas, a hacer la entrega en las puertas del 
Juzgado de Paz de la lra. Circunscripción de La Vega, en el 
improrrogable plazo de 3 días, a partir de la fecha de la noti-
ficación del presente auto, para proceder a la venta en públi 
ca subasta de la garantía puesta por él, en el contrato pren-
dario No. 392 (63, consistente dicha garantía en: 225 fane-
gas de arroz "Torio Brea", en buenas condiciones, envasado 
en saco nuevo i listo para la venta, valorados RD,$2,925.00; 
Segundo: Comisiona al Ministerial Víctor S. Alvarez, Al-
guacil de Estrados de éste Tribunal, para la notificación 
del presente auto"; b) que en fecha 6 de abril de 1964, di-
cho Juzgado dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Se declara al nombrado Félix Pérez, de 
las generales anotadas, culpable de violar la Ley No. 6186, 
en sus Arts. 186, 188, 193, 194, 195 y 196; en consecuen-
cia se condena a un mes (1) de prisión correccional, al pa-
go de una multa de (igual a la mitad de la suma adeudada 
al Banco Agrícola de la República Dominicana, Sucursal  

de La Vega, RD$362.31; pagando además a dicho Banco la 
suma adeudada a la fecha RD$724.63, así como al pago de 
las costas del procedimiento"; c) que sobre el recurso de 
apelación del prevenido Félix Pérez, intervino la senten-
cia ahora impugnada, la cual no le fue notificada al recu- , 

rrente, y cuyo dispositivo se copia a continuación: Falla: 
Primero: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Fé- . 

 lix Pérez, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante estar legalmente citado; Segundo: Se declara bre.ne, 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Félix Pérez, en cuanto a la forma, y en cuanto al 
fondo, se confirma la sentencia anterior que lo condenó a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional y multa 
de RD$362.31, además al pago total de la suma adeudada; 
Tercero: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba regularmente apotados en la instrucción de la cau-
sa; que el prevenido Félix Pérez suscribió un préstamo con 
el Banco Agrícola, sujeto a las d'sposiciones de la Ley No. 
6186 de fecha 16 de febrero de 1963, sobre Préstamos con 
Prenda sin Desapoderamiento, por la suma de RD$1000.- 
00, para el cual puso en garantía 225 fanegas de arroz "To-
rio Brea", valorados en RD$2.925.00; que vencido dicho 
crédito, el Banco Agrícola ri-sluirió del prevenido el pago 
de la deuda, la cual ascendía a la fecha del requerimien-
to a la suma de RD$724 63; que el deudor no obtemperó 
a ese requerimiento, por lo que el acreedor dirigió una ins-
tancia al Juez de Paz de la Primera Circunscripción de La 
Vega, con fines de ejecución del contrato; que el preveni- 
do no entregó los bienes dados en prenda, después de ha-

, ber sido requerido al efecto; 
Considerando que los hechos así comprobados por el 

Tribunal a-quo constituyen el delito previsto por el  párra- 

' fo b) del artículo 196 de la Ley de Fomento Agrícola No. 
6186 de fecha 16 de febrero de 1963, y castigado por el 
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1965, a requerimiento del Dr. Luis Emilio Vidal Pérez, 
abogado, cédula 26192, serie lra., a nombre del recurren. 
te en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 186, 196 letra b) de la Ley 
6186 del 1963, sobre Fomento Agrícola; y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los -
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo. 
tivo de la solicitud de ejecución de un contrato prendario, 
elevado por el Banco Agrícola de ,la República Dominica-
na, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de 
La Vega, dictó en fecha 10 de octubre de 1963, una Reso-
lución, con el siguiente dispositivo: Disponemos: Primero: 
Requerir como al efecto requerimos del señor Félix Pérez, 
de generales anotadas, a hacer la entrega en las puertas del 
Juzgado de Paz de la lra. Circunscripción de La Vega, en el 
improrrogable plazo de 3 días, a partir de la fecha de la noti-
ficación del presente auto, para proceder a la venta en públi 
ca subasta de la garantía puesta por él, en el contrato pren-
dario No. 392 (63, consistente dicha garantía en: 225 fane-
gas de arroz "Torio Brea", en buenas condiciones, envasado 
en saco nuevo i listo para la venta, valorados RD$2,925.00; 
Segundo: Comisiona al Ministerial Víctor S. Alvarez, Al-
guacil de Estrados de éste Tribunal, para la notificación 
del presente auto"; b) que en fecha 6 de abril de 1964, di-
cho Juzgado dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Se declara al nombrado Félix Pérez, de 
las generales anotadas, culpable de violar la Ley No. 6186, 
en sus Arts. 186, 188, 193, 194, 195 y 196; en consecuen-
cia se condena a un mes (1) de prisión correccional, al pa-
go de una multa de (igual a la mitad de la suma adeudada 
al Banco Agrícola de la República Dominicana, Sucursal 

de  La Vega, RD$362.31; pagando además a dicho Banco la 

suma adeudada a la fecha RD$724.63, así como al pago de 

las costas del procedimiento"; c) que sobre el recurso de 
apelación del prevenido Félix Pérez, intervino la senten-

cia ahora impugnada, la cual no le fue notificada al recu-
rrente, y cuyo dispositivo se copia a continuación: Falla: 
Primero: Se pronuncia el defecto contra el nombrado Fé-
lix Pérez, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante estar legalmente citado; Segundo: Se declara brezo 

y válido el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Félix Pérez, en cuanto a la forma, y en cuanto al, 
fondo, se confirma la sentencia anterior que lo condenó a 
sufrir la pena de un mes de prisión correccional y multa 
de RD$362.31, además al pago total de la suma adeudada; 
Tercero: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que los jueces del fondo dieron por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de 
prueba regularmente apotados en la instrucción de la cau-
sa; que el prevenido Félix Pérez suscribió un préstamo con 
el Banco Agrícola, sujeto a las d'sposiciones de la Ley No. 
6186 de fecha 16 de febrero de 1963, sobre Préstamos con 
Prenda sin Desapoderamiento, por la suma de RD$1000.- 
00, para el cual puso en garantía 225 fanegas de arroz "To-
rio Brea", valorados en RD$2.925.00; que vencido dicho 
crédito, el Banco Agrícola rPeiuirió del prevenido el pago 
de la deuda, la cual ascendía a la fecha del requerimien-
to a la suma de RD$724 63; que el deudor no obtemperó 
a ese requerimiento, por lo que el acreedor dirigió una ins-
tancia al Juez de Paz de la Primera Circunscripción de La 
Vega, con fines de ejecución del contrato; que el preveni-
do no entregó los bienes dados en prenda, después de ha-

ber sido requerido al efecto; 
Considerando que los hechos así comprobados por el 

111  Tribunal a-quo constituyen el delito previsto por el párra- 
fo b) del artículo 196 de la Ley de Fomento Agrícola No. 
6186 de fecha 16 de febrero de 1963, y castigado por el 
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mismo texto legal, con prisión de un mes a tres años, y 
una multa igual a la mitad del importe adeudado por con. 
:repto del préstamo; que, por consiguiente, el Tribunal a. 
quo, al condenar al prevenido después de declararlo culpa. 
ble del indicado delito a un mes de prisión y una multa de 
RD$362.31, y al pago total de la suma adeudada, hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto. 
la  sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: rehaza el recurso de c 
sación interpuesto por Félix Pérez, contra sentencia dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 18 de 
febrero de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo) 

Materia: Penal. 

Roeurrente: Catalina Fermín de García 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, a los 2 
días del mes de febrero del año 1966, años 1229 de la 
Independencia y 103 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catali-
na Fermín de García, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, cédula 105, serie 81, domicilia-
da y residente en Los Minas, Calle E-3, casa No. 43, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 

de fecna 10 de agosto de 1964, cuyo dispositivo dice así: 
"Fallía: Primero: Admite, en cuanto a la forma el presente 
recurso de apelación; Segundo: Confirma en todos sus as-
pectos la sentencia recurrida dictada por la Tercera Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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mismo texto legal, con prisión de un mes a tres años, y 
una multa igual a la mitad del importe adeudado por con. 
repto del préstamo; que, por consiguiente, el Tribunal a. 
quo, al condenar al prevenido después de declararlo culpa. 
ble del indicado delito a un mes de prisión y una multa, de 
RD$362.31, y al pago total de la suma adeudada, hizo una g ' 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspecto. 
la  sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: rehaza el recurso de ca. 
sación interpuesto por Félix Pérez, contra sentencia dicta-
da por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha 18 de 
febrero de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentenc:a ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo) 

SENTENCIA DE FECHA 2 DE FEBRERO DE 1966 

,;,»Iitencia, Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 10 de agosto de 1964. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Catalina Fermín de García 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moore, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, a los 2 
días del mes de febrero del año 1966, años 122 9  de la 

Independencia y 1039  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Catali-
na Fermín de García, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, cédula 105, serie 81, domicilia-
da y residente en Los Minas, Calle E-3, casa No. 43, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
de fecna 10 de agosto de 1964, cuyo dispositivo dice así: 
"Falta: Primero: Admite, en cuanto a la forma el presente 
recurso de apelación; Segundo: Confirma en todos sus as-
pectos la sentencia recurrida dictada por la Tercera Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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trito Nacional, en fecha 4 del mes de febrero del año 1964, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bue-
na y válida la constitución en parte civil en cuanto a su 
forma; Segundo: Se revoca la sentencia anterior de fecha 
29 de julio de 1963 que condenó a la nombrada Catalina 
Fermín en defecto a sufrir la pena de seis ,(6) meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas; y obrando por 
propia autoridad condena a la prevenida Catalina Fer-
mín al pago de una multa de RD$2.00 (dos pesos oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes por el deli-
to de violación de propiedad; Tercero: Se ordena a la 
prevenida Catalina Fermín, al desalojo de la propiedad que 
.ocupa indebidamente, por ser propiedad de Ramón Anto-
nio Molina; Tercero: Declara Buena y válida la constitu•
ción en parte civvil hecha por el señor Ramón Antonio 
Molina, contra la prevenida Catalina Fermín, y en conse-
cuencia, la condena al pago de una indemnización simbó-
lica de la suma de un peso oro ( RD$1.00), a favor de dicha 
parte civil const:tuída; Cuarto: Condena a la mencionada 
prevenida, al pago de las costas"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 9  de octubre de 
1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invocan ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
ProcedZiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso de casación es de 10 días, contados desde la fe-
cha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estu- 
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vo presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada; 
Considerando que en la especie, la recurrente fué con-

denada por sentencia de fecha 10 de agosto de 1964, la 
cual se le notificó el 2 de septiembre de ese mismo año; 
que el recurso de casación fue interpuesto el 1° de octubre 
de 1964, cuando ya había vencido el plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío, el recurso de casación interpuesto por Catalina 
Fermín de García contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, de fecha 10 de agosto 
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A García de Peña.— Luis Gómez Tavvárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo. —Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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trito Nacional, en fecha 4 del mes de febrero del año 1964, 
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara bue. 
ña y válida la constitución en parte civil en cuanto a su 
forma; Segundo: Se revoca la sentencia anterior de fecha 
29 de julio de 1963 que condenó a la nombrada Catalin

a  Fermín en defecto a sufrir la pena de seis (6) meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas; y obrando por 
propia autoridad condena a la prevenida Catalina Fer-
mín al pago de una multa de RD$2.00 (dos pesos oro), aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes por el deli-
to de violación de propiedad; Tercero: Se ordena a la 
prevenida Catalina Fermín, al desalojo de la propiedad que 
.ocupa indebidamente, por ser propiedad de Ramón Anto- 
nio Molina; Tercero: Declara Buena y válida la constitu- 
ción en parte civvil hecha por el señor Ramón Antonio ' 
Molina, contra la prevenida Catalina Fermín, y en conse- 
cuencia, la condena al pago de una indemnización simbó-

P, 	lita de la suma de un peso oro (RD$1.00), a favor de dicha 
parte civil const:tuída; Cuarto: Condena a la mencionada 
prevenida, al pago de las costas"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 9  de octubre de 
1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual no se 
invocan ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedir7iiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso de casación es de 10 días, contados desde la fe-
cha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado estu- Jt 
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vo presente en la audiencia en que ésta fue pronunciada; 
Considerando que en la especie, la recurrente fué con-

denada por sentencia de fecha 10 de agosto de 1964, la 
cual se le notificó el 2 de septiembre de ese mismo año; 
que el recurso de casación fue interpuesto el 1 9  de octubre 

de 1964, cuando ya había vencido el plazo legal; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 

tardío, el recurso de casación interpuesto por Catalina 
Fermín de García contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, de fecha 10 de agosto 
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar 
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bei.- 
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex 
A García de Peña.— Luis Gómez Tavvárez.— Rafael Ri-
chiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo. —Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-

rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE t 	EBRERO DEL 1966 No. 4 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 2 
de diciembre de 1964. 

Materia: Correcional (Violación a la ley 5771) 

Recurrentes: Germán Galán Pichardo y Cía. Dominicana de Se-
guros, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen- 
te, Segundo Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, 
Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón 
hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario Gene- 
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 4 días de fe-
brero de 1966, años 122' de la Independencia y 103' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ger-
mán Galán Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, domiciliado y residente en la casa No. 16 de la 
calle Gastón Deligne de la ciudad de Bonao, Municipio de 
Monseñor Nouel, cédula 11473, serie 48, y la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela- 
ción de La Vega, en fecha 2 de diciembre de 1964, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura de rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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, 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a-qua, el día 1 de abril de 1965, a 
requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero, en represen-
tación de los recurrentes, y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra c) de la Ley No. 5771 
de 1961; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
23 de julio de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juzga- ) 

do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
apoderada por el Ministerio Público, dictó una sentencia 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado 
Germán Galán Pichardo, del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, ocasionados con el manejo de vehículo de mo-
tor de su propiedad, en su artículo lro. letra e), en perjui-
cio de la menor Belsis o Belsy Gianilda, hija de la señora 
María Bienvenida Muñoz, y en consecuencia, se le conde-
na a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se de- 

id* clara buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por la señora María Bienvenida Muñoz, contra el preveni-
do y propietario del automóvil que ocasionó los daños a la 
menor Belsis o Belsy Gianilda, a través de su abogado el 
Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, por llenar los requisitos le-
gales, y en consecuencia,.se le condena al prevenido Ger-
mán Galán Pichardo, al pago de los intereses legales del 
1% mensual, de la suma de RD$1,000.00, a que asciende 
la indemnización acordádale a la parte civil constituida, 
a partir de la fecha de la" demanda a título de indemniza-
ción supletoria; Tercero: Se ordena que la presente sen-
tencia sea común y oponible a la Compañía Dominicana de 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE to PAIRERO DEL 1966 No. 4 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 2 
de diciembre de 1964. 

Materia: Correcional (Violación a la ley 5771) 

Recurrentes: Germán Galán Pichardo y Cía. Dominicana de Se. 
guros, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen- 
te, Segundo Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, 
Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael Rincón 
hijo, y Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario Gene- 
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 4 días de fe- 
brero de 1966, años 122' de la Independencia y 103' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ger-
mán Galán Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero, 
negociante, domiciliado y residente en la casa No. 16 de la 
calle Gastón Deligne de la ciudad de Bonao, Municipio de 
Monseñor Nouel, cédula 11473, serie 48, y la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apela- 
ción de La Vega, en fecha 2 de diciembre de 1964, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura de rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, el día 1 de abril de 1965, a 
requerimiento del Dr. Luis Ramón Cordero, en represen-
tación de los recurrentes, y en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra c) de la Ley No. 5771 
de 1961; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 

' 23 de julio de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
apoderada por el Ministerio Público, dictó una sentencia 
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado 
Germán Galán Pichardo, del delito de golpes y heridas in-
voluntarios, ocasionados con el manejo de vehículo de mo-
tor de su propiedad, en su artículo 1ro. letra e), en perjui-
cio de la menor Belsis o Belsy Gianilda, hija de la señora 
María Bienvenida Muñoz, y en consecuencia, se le conde-
na a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: Se de-
clara buena y válida la constitución en parte civil hecha 
por la señora María Bienvenida Muñoz, contra el preveni-
do y propietario del automóvil que ocasionó los daños a la 
menor Belsis o Belsy Gianilda, a través de su abogado el 
Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, por llenar los requisitos le-
gales, y en consecuencia,.se le condena al prevenido Ger-

": mán Galán Pichardo, al pago de los intereses legales del 
17, mensual, de la suma de RD$1,000.00, a que asciende 
la indemnización acordádale a la parte civil constituida, 
a partir de la fecha de la demanda a título de indemniza-
ción supletoria; Tercero: Se ordena que la presente sen-
tencia sea común y oponible a la Compañía Dominicana de 
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Seguros "Sedomca" aseguradora del automóvil propiedad 
del prevenido Germán Galán Pichardo, con el que se co-
metió el hecho delictuoso, regularmente puesta en causa; 
Cuarto: Se condena al rrevenido Germán Galán Pichardo 
y a la Compañía Dominicana de Seguros "Sedomca" que 
sucumben, al pago de las costas penales y civiles, distra-
yendo éstas últimas en favor del Dr. Gustavo E. Gómez 
Ceara, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) que sobre el recurso de apelación del prevenido inter-
vino la sentencia ahora impugnada, la cual no le fue noti-
ficada, y cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Germán Galán Pichardo con-
tra sentencia Núm. 1034 de fecha 23 del mes de julio de 
1964, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega que 
lo condenó a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, 
al pago de una indemnización de RD$1.000.00 (mil pesos 
oro y al pago de las costas penales y civiles por el delito 
de golpes y heridas involuntarias ocasionado con el mane-
jo de vehículo de motor, en perjuicio de la menor Belsy 
Gianilda Román por haber sido intentado en tiempo hábil 
y conforme a las formalidades legales; Segundo: Confir-
ma la sentencia recurrida en cuanto declaró culpable al 
prevenido Germán Galán Pichardo del delito de heridas 
involuntarias ocasionadas con el manejo de un vehículo 
de motor en perjuicio de la menor Belsy Gianilda Román, 
y modifica la referida sentencia en el sentido de acoger 
falta común tanto del prevenido, como de la víctima en 
el presente caso y en cuanto a la pena impuesta condena 
al prevenido Germán Galán Pichardo al pago de una mul-
ta de RD$25.00 (veinticinco pesos oro) acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Modifica, ade-
más la sentencia recurrida en cuanto a la indemnización 
acordada a la parte civil constituida y obrando por propia 
autoridad, condena al prevenido Germán Galán Pichardo, 

a
l pago de una indemnización dé RD$400.00 (cuatrocien-

tos pesos oro) en favor de la señora María Bienvenida Nú-
ñez; Cuarto: conforme la referida sentencia en cuanto de-
claró las condenaciones civiles oponible a la Compañía de 
seguros "Sedomca", aseguradora del automóvil que causó 
el accidente; Quinto; condena al prevenido al pago de las 
costas penales y civiles, y se ordena la distracción de las 
últimas en provecho del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, 
quien ha afirmado haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la Compañía Dominicana de 

Seguros. 
Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 

sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir-
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de mo-

tor; 

Considerando que en el. presente caso, la recurrente 
no invocó cuando declaró su recurso, ningún medio deter-
minado de casación; que dicha recurrente tampoco ha pre-
sentado con posterioridad a la declaración del recurso, el 
memorial con la exposición de los medios que les sirven de 
fundamento; que, por tanto el presente recurso es nulo. 

En cuanto al recurso del prevenido 
Considerando que la Corte a-qua dió por estableci-

dos, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados en la instrucción de la 
causa, los siguientes hechos: a) que el día 13 de febrero 
1964, mientras el prevenido Germán Galán Pichardo, 



• 

174 	 BOLETÍN JUDICIAL 

• 
Seguros "Sedomca" aseguradora del automóvil propiedad 
del prevenido Germán Galán Pichardo, con el que se co-
metió el hecho delictuoso, regularmente puesta en causa ; 

 Cuarto: Se condena al rrevenido Germán Galán Pichardo 
y a la Compañía Dominicana de Seguros "Sedomca" que 
sucumben, al pago de las costas penales y civiles, distra-
yendo éstas últimas en favor del Dr. Gustavo E. Gómez 
Ceara, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
b) que sobre el recurso de apelación del prevenido inter-
vino la sentencia ahora impugnada, la cual no le fue noti-
ficada, y cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el nombrado Germán Galán Pichardo con-
tra sentencia Núm. 1034 de fecha 23 del mes de julio de 
1964, dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega que 
lo condenó a sufrir dos (2) meses de prisión correccional, 
al pago de una indemnización de RD$1.000.00 (mil pesos 
oro y al pago de las costas penales y civiles por el delito 
de golpes y heridas involuntarias ocasionado con elmane-
jo de vehículo de motor, en perjuicio de la menor Belsy 
Gianilda Román por haber sido intentado en tiempo hábil 
y conforme a las formalidades legales; Segundo: Confir-
ma la sentencia recurrida en cuanto declaró culpable al 
prevenido Germán Galán Pichardo del delito de heridas 
involuntarias ocasionadas con el manejo de un vehículo 
de motor en perjuicio de la menor Belsy Gianilda Román, 
y modifica la referida sentencia en el sentido de acoger 
falta común tanto del prevenido, como de la víctima en 
el presente caso y en cuanto a la pena impuesta condena 
al prevenido Germán Galán Pichardo al pago de una mul-
ta de RD$25.00 (veinticinco pesos oro) acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Modifica, ade-
más la sentencia recurrida en cuanto a la indemnización 
acordada a la parte civil constituída y obrando por propia 
autoridad, condena al prevenido Germán Galán Pichardo, 
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a
l pago de una indemnización dd RD$400.00 (cuatrocien-

tos pesos oro) en favor de la señora María Bienvenida Nú-

ñez; Cuarto: conforme la referida sentencia en cuanto de-
claró las condenaciones civiles oponible a la Compañía de 
Seguros "Sedomca", aseguradora del automóvil que causó 
el accidente; Quinto; condena al prevenido al pago de las 
costas penales y civiles, y se ordena la distracción de las 
últimas en provecho del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, 
quien ha afirmado haberlas avanzado en su totalidad"; 

En cuanto al recurso de la Compañía Dominicana de 

Seguros. 
Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 

sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir-
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de mo-

tor; 

Considerando que en el, presente caso, la recurrente 
no invocó cuando declaró su recurso, ningún medio deter-
minado de casación; que dicha recurrente tampoco ha pre-
sentado con posterioridad a la declaración del recurso, el 
memorial con la exposición de los medios que les sirven de 
fundamento; que, por tanto el presente recurso es nulo. 

En cuanto al recurso del prevenido 
Considerando que la Corte a-qua dió por estableci-

dos, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados en la instrucción de la 
causa, los siguientes hechos: a) que el día 13 de febrero dc! 
1964, mientras el prevenido Germán Galán Pichardo, 
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transitaba de Norte a Sur por la Calle Duarte de la ciuda 
de Bonao, conduciendo un vehículo de motor, estropeó a 

 la menor Belsy Gianilda Román, mientras ésta se dis 
nía a cruzar la calle de Oeste a Este, ocasionándole trae 
matismos que curaron después de veinte días; b) que ese 
accidente ocurrió, en primer lugar. por la negligencia de 
prevenido, quien debió tomar todas las precauciones del 
caso para evitarlo, como tocar repetidamente la bocina y 
reducir la velocidad del vehículo, para poder detener 
oportunamente la marcha, cosa que no hizo al cerciorar- 
se que Belsy Gianilda Román había sido llamada por su . 

 tío Leonte Muñoz, desde la acerca opuesta, y que como'' 
ella no podía advertir la presencia del vehículo, por en 
contrarse detrás de una guagua cuando fue llamada, el 
prevenido debió prever que ella cruzaría; y, en segundo l, 
término, a la imprudencia de la propia víctima, quien, por 
encontrarse detrás de la guagua, debió verificar que la vía '1, 
estaba franca, antes de cruzarla; 

Considerando que los hechos así comprobados por la 
Corte a-qua constituyen el delito de golpes por impruden-
cia, que curaron después de veinte días, causados con el 
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 
1 de la ley No. 5771 del 1961, y castigado por el párrafo c) 
de dicho artículo, con prisión de seis meses a dos años y 
multa de cien a quinientos pesos; que, en consecuencia, la 
Corte a-qua al condenar al prevenido, después de decla-
ralo culpable del indicado delito, a pagar una multa de 1 

 RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, , 
que la Corte a-qua estableció que María Bienvenida Mu-
ñoz, parte civil constituida, sufrió a consecuencia de la in-
fracción cometida por Germán Galán Pichardo, daños mo- j ; 

 rales y materiales, cuyo monto fijó soberanamente en la 
suma de cuatrocientos pesos; que, por consiguiente, al  

• 
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condenar a dicho prevenido a pagar esa suma de dinero, 
a título de indemnización en favor de la parte civil cons-
tituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-

tículo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

la sentencia no contiene, en lo que concierne al interés del 
prevenido, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
desación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.; Segundo Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el prevenido Germán Galán Pichardo, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 2 de diciembre de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al pago 

de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas. Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gómez 
Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.—
Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Cu-

riel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 



transitaba de Norte a Sur?por la Calle Duarte de la ciu 
de Bonao, conduciendo un vehículo de motor, estropeó 
la menor Belsy Gianilda Román, mientras ésta se dis 
nía a cruzar la calle de Oeste a Este, ocasionándole trae, 
matismos que curaron después de veinte días; b) que ese 
accidente ocurrió, en primer lugar. por la negligencia del 
prevenido, quien debió tomar todas las precauciones d 

 caso para evitarlo, como tocar repetidamente la bocina 
1' 

reducir la velocidad del vehículo, para poder detener 
oportunamente la marcha, cosa que no hizo al cerciorar-
se que Belsy Gianilda Román había sido llamada por su 
tío Leonte Muñoz, desde la acerca opuesta, y que como'` 
ella no podía advertir la presencia del vehículo, por en 
contrarse detrás de tina guagua cuando fue llamada, el 
prevenido debió prever que ella cruzaría; y, en segundo , 

 término, a la imprudencia de la propia víctima, quien, por 
encontrarse detrás de la guagua, debió verificar que la vía '• 
estaba franca, antes de cruzarla; 

Considerando que los hechos así comprobados por la 
Corte a-qua constituyen el delito de golpes por impruden-
cia, que curaron después de veinte días, causados con el 
manejo de un vehículo de motor, previsto por el artículo 
1 de la ley No. 5771 del 1961, y castigado por el párrafo c1' 
de dicho artículo, con prisión de seis meses a dos años y 
multa de cien a quinientos pesos; que, en consecuencia, la • 
Corte a-qua al condenar al prevenido, después de decla-
ralo culpable del indicado delito, a pagar una multa de 
RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una 
correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua estableció que María Bienvenida Mu-
ñoz, parte civil constituída, sufrió a consecuencia de la in-
fracción cometida por Germán Galán Pichardo, daños mo-
rales y materiales, cuyo monto fijó soberanamente en la 
suma de cuatrocientos pesos; que, por consiguiente, al 
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ndenar a dicho prevenido a pagar esa suma de dinero, 
título de indemnización en favor de la parte civil cons-
tuída, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del ar-

culo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos, 

sentencia no contiene, en lo que concierne al interés del 
revenido, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
desación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A.; Segundo Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por el prevenido Germán Galán Pichardo, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 2 de diciembre de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Tercero: Condena a los recurrentes al pago 

de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas. Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gómez 
Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.—
Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

176 
	

BOLETIT JUDICIAL 
	• 	 



178 

e 

BOLEKLN JUDICIAL lb' 

1 

BOLETÍN JUBICIAL 179 

     

W.1 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1966 No. .; 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del D. J. de La \'f 
ga de fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley No. 1896, sobre Seg., 
ros Sociales) 

Recurrente: Enario de la Rosa 

Dios Patria y Libertad 
• República Dominicana 	 ■ 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con. 
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavarez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. Moore, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 4 días del mes de febrero del año 1966, años 
122' de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 1 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enario de 
la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 5835, 
serie 47, domiciliado en La Vega, contra sentencia de la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en fecha 26 de oe 
tubre del 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 

del Tribunal a-qua, de fecha 9 de noviembre del 1964, a 
requerimiento del recurrente, en la cual no se invocan 
medios determinados de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deli-
berado, y vistos los artículos 30 y 83, apartados a), e) y k), 

y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 7 
de julio de 1964, el Juzgado de Paz de 1,1 Segunda Cir-
cunscripción de La Vega, por requerimiento del Ministe-
rio Público, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
FALLA: PRIMERO: Se Pronuncia el defecto contra el 
nombrado Enario de la Rosa, de generales que constan en 
el expediente, por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido citado legalmente. SEGUNDO: Se de-
clara culpable de haber violado la Ley No. 1896, sobre Se-
guros Sociales, se le condena a sufrir 2 meses de prisión 
correccional y al pago de las costas"; que sobre el recurso 
de apelación del prevenido, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: Pronun 
cia el defecto contra el prevenido Enario de La Rosa, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le-
galmente citado. SEGUNDO: Se acoge como bueno y válido 
el recurso de apelación hecho por el prevenido contra la 
sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción que lo condenó a sufrir la pena de 2 meses de Prisión 
Correccional y al pago de las costas. TERCERO: Se Con-
firma en todas sus partes la indicada sentencia y se con-
dena además al pago de las costas"; 

Considerando que de acuerdo Con el apartado k) del 
artículo 83 de la Ley 1896 del 1948, modificado por la 
Ley 5487 del 1961, "Las sentencias que dictaren los tribu-
nales de justicia en esta materia serán considerados con-
tradictorias, comparezcan o no los inculpados, y, en con- 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1966 No, 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del D. J. de La V 
ga de fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley No. 1896, sobre 
ros Sociales) 

Recurrente: Enario de la Rosa 

Dios Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con. 
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavarez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. Moore, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 4 días del mes de febrero del año 1966, años 
122' de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enario de 
la Rosa, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 5835, 
serie 47, domiciliado en La Vega, contra sentencia de la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en fecha 26 de oc 
tubre del 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 	41.9 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
1 Tribunal a-qua, de fecha 9 de noviembre del 1964, a 
uerimiento del recurrente, en la cual no se invocan 

edios determinados de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, depués de haber deli-

berado, y vistos los artículos 30 y 83, apartados a), c) y k), 

y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 7 
de julio de 1964, el Juzgado de Paz de 11. Segunda Cir-
cunscripción de La Vega, por requerimiento del Ministe-
rio Público, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
FALLA: PRIMERO: Se Pronuncia el defecto contra el 
nombrado Enario de la Rosa, de generales que constan en 
el expediente, por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido citado legalmente. SEGUNDO: Se de-
clara culpable de haber violado la Ley No. 1896, sobre Se-
guros Sociales, se le condena a sufrir 2 meses de prisión 
correccional y al pago de las costas"; que sobre el recurso 
de apelación del prevenido, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "PRIMERO: Pronun 
cia el defecto contra el prevenido Enario de La Rosa, por 
no haber comparecido a la audiencia no obstante estar le-
galmente citado. SEGUNDO: Se acoge como bueno y válido 
el recurso de apelación hecho por el prevenido contra la 
sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscrip-
ción que lo condenó a sufrir la pena de 2 meses de Prisión 
Correccional y al pago de las costas. TERCERO: Se Con-
firma en todas sus partes la indicada sentencia y se con-
dena además al pago de las costas"; 

Considerando que de acuerdo Con el apartado k) del 
artículo 83 de la Ley 1896 del 1948, modificado por la 
Ley 5487 del 1961, "Las sentencias que dictaren los tribu-
nales de justicia en esta materia serán considerados con-
tradictorias, comparezcan o no los inculpados, y, en con- 

il 
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secuencia, no serán susceptibles del recurso de oposición"; 
Considerando que el examen de la sentencia impug 

nada muestra que ella se limita a expresar lo siguiente 
que el acusado tuvo oportunidad de ilustrar al Tribuna 
"sobre el estado de su compromiso con el Instituto de Se-
guros Sociales, ya que fue citado legalmente a comparece r 

 ante el Tribunal y no compareció"; 
Considerando que esos motivos son insufiCientes para 

que esta Corte pueda verificar si las condenaciones pues-
tas a cargo del prevenido están debidamente justificadas: 
que si bien en la sentencia impugnada consta: que se cor 
firma en todas sus partes el fallo de primer grado, éste fa-
llo se limita a expresar que el prevenido "ha violado la 
ley No. 1896 sobre Seguros Sociales al no pagar los meses 
de julio a diciembre del 1963"; que tampoco esos motivos 
tan vagos e imprecisos, son suficientes para justificar di-
cho dispositivo; por todo lo cual la sentencia impugnada 
debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 26 de octubre del año 1964 por la Primera Cá-
mara Penal de La Vega, y cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto al Juz-
gado de Primera Instancia de Espaillat; Segundo: Declara 
las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavarez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.-
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General# 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1966 

tenia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fec'il 

7 de diciembre de 1964. 

iliterla: Penal. 

;.ocurrente: Juan Fernando Capellán y la Compañia Asegurado•a 

The Yorksire Insurance Company Ltd. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Crupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
v:ñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafae: 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1966, 
años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Zernando Capellán, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, cédula No. 13438, serie 32, domiciliado en el 
Municipio de Tamboril, y la Compañía Aseguradora The 
Yorksire Insurance Company Ltd., representada en el 
país por The General Sales Company, C. por A., contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, 
de fecha 7 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procuradcr Gener. ,.1 

(le la República; 
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secuencia, no serán susceptibles del recurso de oposición" ;  
Considerando que el examen de la sentencia impug-

nada muestra que ella se limita a expresar lo siguiente: 
que el acusado tuvo oportunidad de ilustrar al Tribunal 
"sobre el estado de su compromiso con el Instituto de Se-
guros Sociales, ya que fue citado legalmente a comparecer 
ante el Tribunal y no compareció"; 

Considerando que esos motivos son insufiCientes para 
que esta Corte pueda verificar si las condenaciones pues-
tas a cargo del prevenido están debidamente justificadas; 
que si bien en la sentencia impugnada consta: que se con 
firma en todas sus partes el fallo de primer grado, éste fa-
llo se limita a expresar que el prevenido "ha violado la 
ley No. 1896 sobre Seguros Sociales al no pagar los meses 
de julio a diciembre del 1963"; que tampoco esos motivos 
tan vagos e imprecisos, son suficientes para justificar di-
cho dispositivo; por todo lo cual la sentencia impugnada 
debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en fecha 26 de octubre del ario 1964 por la Primera Cá-
mara Penal de La Vega, y cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto al Juz-
gado de Primera Instancia de Espaillat; Segundo: Declara 
las costas de oficio. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavarez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los_ 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fec'rx 

7 de diciembre de 1964. 

Materia: Penal. 

;.ocurrente: Juan Fernando Capellán y la Compañia Asegurade:a 

The Yorksire Insurance Company Ltd. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte le 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Alfrelo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Crupani, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Su-
v:rión, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1966, 
años 122 9  de la Independencia y 103 9  de la Restauración. 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan 
Fernando Capellán, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, cédula No. 13438, serie 32, domiciliado en el 
Municipio de Tamboril, y la Compañía Aseguradora Tiza 
Yorksire Insurance Company Ltd., representada en el 
país por The General Sales Company, C. por A., contra la 
sentencia dictada por la Corte de -Apelación de Santiago, 
de fecha 7 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador Gener-1 

,e la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en ia - 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 de febrero ci e 

 1965, a requerimiento del Dr. José de Jesús Olivares:abo-
gado, cédula No. 26323, serie 54, en representación de los 
r ecurrentes, en la cual se exponen los siguiente medios: 
Violación de la ley y desnaturalización de los hechos de la 
causa; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d ,- 
liberado y vistos los artículos 1 letra d y 6 de la Le:v 
No. 5771, de 1961, 10 de la Ley 4117 de 1955 y 1, 37 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo. 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el 3 de abril de 1964, Juan Fernando Capellán, mien-
tras manejaba el carro placa No. 51282 por la calle Real 
de la Ciudad de Tamboril, le ocasionó golpes con fracturas 
y laceraciones al menor Rafael Liz; b) que en esas circuns-
tancias el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San-
tiago, apoderó del proceso a la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial mencio-
nado, la cual lo juzgó por su sentencia de fecha 9 de sep-
tiembre de 1964, cuyo dispositivo se encuentra inserto en 
el de la sentencia impugnada; e) que contra esa sentencia 
interpusieron recurso de apelación tanto el prevenido co-
mo la compañía aseguradora de referencia, recayendo so-
bre el mismo la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "FA-  
LLA: PRIMERO: Admite los recursos de apelación inter- • 
puestos por el prevenido y por la compañía aseguradora, 
contra sentencia dictada en fecha nueve de septiembre de 
mil novecientos sesenta y cuatro, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO:—Declara al nombrado Juan Fernando Capellán, 
de generales anotadas, culpable de violación  al artículo 
'e la Ley No. 5771, en perjuicio del menor Rafael Liz, y 
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•
consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$ 

211-5 00 (Veinticinco Pesos Oro), acogiendo en su favor cir-
ri:nstancias atenuantes; SEGUNDO:—Declara buena y 
válida la constitución en parte civil de la señora Juana 
Evangelista Liz, en audiencia por órgano de su abogado 
Dr. Clyde E. Rosario, contra el nombrado Juan Fernan-
do Capellán, persona civilmente responsable; y su deman-
da en intervención 'forzosa contra la compañía The York-
side Insurance Company C. por A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Juan Fernando Capellán; TERCERO: 
Condena a Juan Fernando Capellán al pago de una indem-
nización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00), en favor de 
'a señora Juana Evangelista Liz, como justa reparación 

1-)or los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados por ella, a consecuencia de las lesiones sufridas por 
gu hijo Rafael Liz; CUARTO: Condena a Juan Fernando 
Capellán, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada, a partir del día de la demanda y hasta 	total eje- 

cución de la sentencia, a título de indemnización suple-
mentaria; QUINTO: Declara la presente sentencia, eje-
cutable y oponible con todas sus consecuencias legales a 
la compañía aseguradora de la responsabilidad civil de 
Juan Fernando Capellán, compañía The Yorksire Insuran-
re Company Ltd., representada en el país por The Gene-
ral Sales Company, C. por A., hasta el límite del riesgo 
que cubre la póliza de seguros; SEXTO: Condena a Juan 
Fernando Capellán y la compañia The Yorksire Insuran-

e 	Ltd., al pago de las costas civiles, con distrac- 
ción de las mismas en favor del Dr. Clyde E. Rosario, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad; SEPTIMO -
Condena a Juan Fernando Capellán al pago de las costas 
penales"; SEGUNDO: Modifica el fallo impugnado en el 
sentido de reducir la indemnización acordada a la parte ci-
vil constituida, a la suma de RD$2,500.00 (Des Mil Qui-
nientos Pesos Oro); TERCERO: Condena al prevenido 
Juan Fern'indo Capellán y a la The Yorksire Insurance 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en !a 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 de febrero d e 

 1965, a requerimiento del Dr. José de Jesús Olivares,' abo-
gado, cédula No. 26323, serie 54„ en representación de los 
iecurrentes, en la cual se exponen los siguiente medios: 
Violación de la ley y desnaturalización de los hechos de la 
causa; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
liberado y vistos los artículos 1 letra d y 6 de la Lev 
No. 5771, de 1961, 10 de la Ley 4117 de 1955 y 1, 37 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo: 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el 3 de abril de 1964, Juan Fernando Capellán, mien-
tras manejaba el carro placa No. 51282 por la calle Real 
de la Ciudad de Tamboril, le ocasionó golpes con fracturas 
y laceraciones al menor Rafael Liz; b) que en esas circuns-
tancias el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de San-
tiago, apoderó del proceso a la Primera Cámara Penal dei 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial mencio-
nado, la cual lo juzgó por su sentencia de fecha 9 de sep-
tiembre de 1964, cuyo dispositivo se encuentra inserto en 
el de la sentencia impugnada; c) que contra esa sentencia 
interpusieron recurso de apelación tanto el prevenido co-
rno la compañía aseguradora de referencia, recayendo so-
bre el mismo la sentencia ahora impugnada en casación, 
con el dispositivo que se transcribe a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Admite los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido y por la compañía aseguradora, 
contra sentencia dictada en fecha nueve de septiembre de 
mil novecientos sesenta y cuatro, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: "PRI-
MERO:—Declara al nombrado Juan Fernando Capellán, 
de generales anotadas, culpable de violación  al artículo 3 
'e la Ley No. 5771, en perjuicio del menor Rafael Liz, y 
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consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$ 

11 00 (Veinticinco Pesos Oro), acogiendo en su favor cir-
-t:nstancias atenuantes; SEGUNDO:—Declara buena y 
cálida la constitución en parte civil de la señora Juana 
Evangelista Liz, en audiencia por órgano de su abogado 
Dr. Clyde E. Rosario, contra el nombrado Juan Fernan-
do Capellán, persona civilmente responsable; y su deman-
da en intervención 'forzosa contra la compañía The York-
side Insurance Company C. por A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Juan Fernando Capellán; TERCERO: 
Condena a Juan Fernando Capellán al pago de una indem-
nización de cinco mil pesos oro (RD$5,000.00), en favor de 
'a señora Juana Evangelista Liz, como justa reparación 
zlor los daños y perjuicios morales y materiales experimen-
tados por ella, a consecuencia de las lesiones sufridas por 
qu hijo Rafael Liz; CUARTO: Condena a Juan Fernando 
Capellán, al pago de los intereses legales de la suma acor-
dada, a partir del día de la demanda y hasta h. total eje-
cución de la sentencia, a título de indemnización suple-
mentaria; QUINTO: Declara la presente sentencia, eje-
cutable y oponible con todas sus consecuencias legales a 
la compañía aseguradora de la responsabilidad civil de 
Juan Fernando Capellán, compañía The Yorksire Insuran-
ce Company Ltd., representada en el país por The Gene-
ral Sales Company, C. por A., hasta el límite del riesgo 
que cubre la póliza de seguros; SEXTO: Condena a Juan 
Fernando Capellán y la compañia The Yorksire Insuran-
r.e Limited, Ltd., al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Clyde E. Rosario, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad; SEPTIMO . 

 Condena a Juan Fernando Capellán al pago de las costas 
penales"; SEGUNDO: Modifica el fallo impugnado en el 
sentido de reducir la indemnización acordada a la parte ci-
vil constituida, a la suma de RD$2,500.00 (Dos Mil Qui-
nientos Pesos Oro); TERCERO: Condena a! prevenida 
Juan Fernando Capellán y a la The Yorksire Insurance 
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Company Ltd. al pago dé las costas civiles de esta alzada 
y ordena la distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Clyde Eugenio Rosario, abogado de la parte civil constituí• 
da, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad ;  
CUARTO: Condena al expresado prevenido, además, al 
pago de las costas penales de su recurso de alzada"; 

En cuanto al Recurso de The Yorksire Insurance Com-
pany Ltd. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito del memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no 
se ha motivado el recurso en la declaración correspon-
diente; 

Considerando que la regla anteriormente expuesta 
se hace extensiva a la Compañía Aseguradora, cuando ha-
ya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la 
Ley No. 4117 Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos Je 
Motor; 

Considerando que para cumplir el voto de la ley, no 
hasta la simple enunciación de los textos legales y lo:: 
principios jurídicos cuya violación se invoca; que es in- 
dispensable, además, que el recurrente desenvuelva, aun- 
que sea de manera suscinta, al declarar su recurso o en el 
memorial que depositare porteriormente, los medios en 
que lo funda, y que explique en qué consisten las viola- 
ciones de la ley y de los principios jurídicos denunciados: 

Considerando que si es verdad, que la compañía re- 
currente invocó en el acta de la declaración del recurso 
como medios de casación, la violación de la ley y la des- 
naturalización de los hechos, no es menos cierto, que di- 

• 
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cha compañía no ha señalado qué texto 
legal ha sido vio- 

lado, o cuáles hechos de la causa fueron desnaturalizados 
e Corte 

y e
n qué sentido, lo que impide a esta Suprema 	

d 

Justicia precisar, sobre cuáles puntos está limada a 
tr
pro-

nunciarse; que en esa virtud, el recurso de que se eta 
js nulo de acuerda con el artículo 37 precitado; 

En Cuanto al Recurso del Prevenido Juan Fernande 

Capellán. 

Considerando  que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron sometidos 
legularmente a la instrucción definitiva del proceso, dio 
por establecido: a) que en fecha cinco de abril de 

1964. 

Juan Fernando Capellán conducía por la calle Real de 
IR 

población de Tamboril, el carro placa No. 14278; b) que 
en dirección contraria transitaba a pie, agarrado de la fal-
da de su madre, en la misma vía, pero fuera e la banda 
de asfalto, el menor Rafael Liz; c) que cuando

d 
 el vehícu-

lo conducido por el prevenido le pasó por el lado al refe-
rido menor, lo golpeó en el lado derecho, arrojándolo en 

medio de la carretera, ocasionándole luxación del hombro 
derecho, con atrofia muscular y lesión permanente en ese 
mismo hombro; d) que el accidente se produjo por la fal-
ta exclusiva del chofer, quien viajaba a exceso de veloci-

dad unos 60 kilómetros por hora, en la calle de una pobla-

ción, lo que no le permitió maniobrar correctamente pa-
ra evitar dicho accidente procediendo imprudentemente y 
en violación de los reglamentos; e) que asimismo hubo 
imprudencia y torpeza del prevenido, al acercar peligro-
samente su vehículo al paseo de la calle por donde cami-

naba el niño al lado de su madre; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 
Corte a-qua, constituyen a cargo del recurrente, el delito 
de golpes y heridas por imprudencia, previstos por el ar-
tículo 1 de la Ley No. 5771, y castigado por el párrafo se , 

 ñalado con la letra d del artículo citado, con prisión de 

185 
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Company Ltd. al pago dé las costas civiles de esta alzada 
y ordena la distracción de las mismas en provecho del Dr. 
Clyde Eugenio Rosario, abogado de la parte civil constituí• 
da, quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad ;  
CUARTO: Condena al expresado prevenido, además, al 
pago de las costas penales de su recurso de alzada"; 

En cuanto al Recurso de The Yorksire Insurance Com-
pany Ltd. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito del memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no 
se ha motivado el recurso en la declaración correspon-
diente; 

Considerando que la regla anteriormente expuesta 
se hace extensiva a la Compañía Aseguradora, cuando ha-
ya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la 
Ley No. 4117 Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos Je 
Motor; 

Considerando que para cumplir el voto de la ley, no 
hasta la simple enunciación de los textos legales y lo: , 

 principios jurídicos cuya violación se invoca; que es in• 
dispensable, además, que el recurrente desenvuelva, aun- 
que sea de manera suscinta, al declarar su recurso o en el 
memorial que depositare porteriormente, los medios en 
que lo funda, y que explique en qué consisten las viola- 
ciones de la ley y de los principios jurídicos denunciados: 

Considerando que si es verdad, que la compañía re- 
currente invocó en el acta de la declaración del recurso 
como medios de casación, la violación de la ley y la des- 
naturalización de los hechos, no es menos cierto, que di- 
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c
ha compañía no ha señalado qué texto legal ha sido vio-

lado, o cuáles hechos de la causa fueron desnatura
Corte d

lizadoe s 

y en qué 
sentido, lo que impide a esta Suprema  

Justicia precisar, sobre cuáles puntos está limada a 
tr
pro-

nunciarse; que en esa virtud, el recurso de que se ata. 
js nulo de acuerdd con el artículo 37 precitado; 

En Cuanto al Recurso del Prevenido Juan Fernando 

Capellán. 

Considerando iderando que la Corte a-qua mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron sometidos 
regularmente a la instrucción definitiva del proceso, dio 
por establecido: a) que en fecha cinco de abril de 1964. 
Juan Fernando Capellán conducía por la calle Real de lg 
población de Tamboril, el carro placa No. 14278; b) que 
en dirección contraria transitaba a pie, agarrado de la fa t-
da de su madre, en la misma vía, pero 'fuera de la banda 
de asfalto, el menor Rafael Liz; c) que cuando el vehícu-
lo conducido por el prevenido le pasó por el lado al refe-
rido menor, lo golpeó en el lado derecho, arrojándolo en 
medio de la carretera, ocasionándole luxación del hombro 
derecho, con atrofia muscular y lesión permanente en ese 
mismo hombro; d) que el accidente se produjo por la fal-
ta  exclusiva del chofer, quien viajaba a exceso de veloci-

dad unos 60 kilómetros por hora, en la calle de una pobla-

ción, lo que no le permitió maniobrar correctamente pa-
ra evitar dicho accidente procediendo imprudentemente y 
en violación de los reglamentos; e) que asimismo hubo 
imprudencia y torpeza del prevenido, al acercar peligro-
samente su vehículo al paseo de la calle por donde cami-

naba el niño al lado de su madre; 

Considerando que los hechos así establecidos por 
Corte a-qua, constituyen a cargo del recurrente, el delito 
de golpes y heridas por imprudencia, previstos por el ar- 

tículo 1 de la Ley No. 5771, y castigado por el párrafo se• 
ñalado con la letra d del artículo citado, con prisión de 
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nueve meses a tres años y multa de doscientos a seteclea. 
tos pesos; que por consiguiente la Corte a-qua al condena, 
al prevenido, después de declararlo culpable del indican, 
4elito, a 25 pesos de multa, acogiendo en circunstancia:, 
atenuantes, hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua admitió que el delito cometido por e, 
aludido prtevenido causó a la parte civil constituida daños 
y perjuicios cuyo monto estimó soberanamente en la su-
ma de dos mil quinientos pesos oro; que en consecuencia, 
la indemnización otorgada a dicha parte civil en reparacEn 
del daño causado por la infracción, está justificada, y 
estatuir de ese modo la Corte a-qua, hizo una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Cónsiderando que examinada en sus demás aspecto:, 
la sentencia impugnada no contiene en la concerniente al 
:nterés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por The Yorksire Insurance Com-
pany Ltd., contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santiago, de fe-
cha 7 de diciembre de 1964, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, y lo rechaza en lo que 
respecta a Juan Fernando Capellán; Segundo: Condena 
a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rin-
cón hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada par 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
la audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene 
ral, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Crupaní, 
Primer Sustituto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. 
García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Sa-
viñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 4 de febrero de 1966, 

años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación la si- 

guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casáción interpuesto por Manuel 
de Jesús de León Alvarez, dominicano, mayor de edad, 
casado, agricultor, domiciliado y residente en San Juan de 

r Maguana, Cédula 15839, serie 12, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Juan, en fecha 27 de septiembre de 1965, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Primero: 

declara bueno y válido en cuanto a la 'forma el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido Manuel de 
Jesús de León Alvarez y la querellante María Nativa 
Cuevas por haber sido hecho dentro de las formalidades 
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legales; Segundo: Se confirma en todas sus partes la se-
tencia del Juzgado de Paz, del Municipio de San Juan u4 
la Maguana, que condenó al nombrado Manuel de Jesús 
de León Alvarez, a sufrir Dos Años de Prisión Correccio-
nal y a pagar una pensión de RD$18.00 mensuales, pura 
la manutención de tres menores que tiene procreados con 
María Nativa Cuevas; Tercero: Se condena al prevenido 
al pago de las costas del presente recurso de alzada"; 

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador Gene-

ral de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levar tada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 5 de octubre de 1965 4  en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de. 
Aberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 
1950; y 1 4  36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
irna de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente está en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fiar-
73 o la suspensión de la ejecución de la pena, de conformi-
dad con los artículo 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que p 
tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible P 

recurso de casación interpuesto por Manuel de Jesús de 
León Alvarez contra sentencia del Juzgado de Primera 

a 
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Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, 

cle 
fecha 27 de septiembre de 1965, cuyo dispositivo ha s•- 

do 
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segun-

do: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
2és Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— GuarioneY 

\. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez— Pedro María 
Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Rafael Rincón hijo.— 
^,lanfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lrs 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en tr 

' audiencia pública del día, més y año en él expresados, y 

rue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generda, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

.4 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, .:¿ 
fecha 8 de abril de 1964. 

Materia: Comercial. 
Al 

Recurrente: The General Accident Fire and Life Ass. Corporation 
Abogado: Lic Héctor Sánchez Morcelo. 

Recurrido: Bordas y Compañia. 
Abogados: Lic. Carlos Grisolia Poloney y Dra. Olga Seijas de 

Guerra. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

J  En Nombre de la República, la Suprema Corte de J 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre- l' 
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man- k 
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Seci e-  -' 
tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día • 
4 de febrero del año 1966, años 122 9  de la Independencia 
y 1039  de lo Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 	 ii 

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Ge-
neral Accident Fire and Life Assurance Corporation Li-
mited, compañía de seguros con asiento principal en Perth á, 
(Escocia) y domicilio en esta ciudad en la calle Isabel la 
Católica No. 87, donde están radicados sus agentes gene-
rales, la Kettle & Sánchez C. por A., representados por su 
Administrador General Tesorero Maximiliano Valdés Ces- 

44, 
tero, cédula No. 2193, serie 1/, cciiitra sentencia dictada en 
c.tribuciones comerciales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 8 de abril de 1964, cuyo dispositivo 
'e copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, cédula No. 

20224, serie lra. abogado de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oido al Dr. Carlino González, en representación del 
Lic. Carlos Grisolía Poloney y la Dra. Olga Seijas de 
Guerra, abogados de la recurrida, la Borgas & Compañía, 
compañía comercial organizada de conformidad con las 
leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 6 de mayo de 1964, en t.l 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por la Dra. 01- 

Seijas de Guerra por sí y por el Lic. Carlos Grisolía Pe-
loney, abogados de la recurrida y notificado al abogado de 
la recurrente en fecha 22 de julio de 1964; 

Visto el auto dictado en fecha 27 de enero del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en func:.3- 
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz. 
Manfredo A. IMoore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 

trata,  conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 
926, c  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 335, 348:251, 352, 355 del 
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tura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
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trata, de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 v 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 335, 348,'351, 352, 355 del 
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Código de ProcedimientO Civil, y 1 y 65 de la Ley sobr e  
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 103 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en pago de póliza de seguro, intentada po r 

 la Bordas & Compañía contra The General Accident Fire 
and Life Assurance Corporation Limited, la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 9 de mayo de 1963, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 
la demanda en pago de póliza de seguro incoada por Bor-
das & Compañía, contra la The General Accident Fire and 
Life Assurance Corporation Limited, según los motivos ex-
nuestos en el cuerpo de esta sentencia, y, en consecuencia: 
a) Condena a la The General Accident Fire and Life Assu-
rance Corporation Limited, demandada, a pagarle a la 
Bordas & Compañía, demandante, la suma de Veinte Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$20,500.00), que le adeuda a ésta 
última en su condición de beneficiaria de la Póliza de Se-
guro N9 KS-4935; b) Condena a la compañía demandada 
al pago de los intereses legales sobre la referida suma, con-
tados a partir del día de la demanda; SEGUNDO: Condena 
a la The General Accident Fire and Life Assurance Cor-
poration Limited, parte sucumbiente, al pago de las cos-
tas"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
The General Accident Fire and Life Assurance Corpora- 
tion 

 
 Limited intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 

dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por The General Accident Fire and Life Assurar ce Corpo-
ration Limited; SEGUNDO: Rechaza, por improcedentes y 
mal 'fundadas, las conclusiones presentadas en audiencia 
por la compañía intimante, The General Accident Fire As-
surance Corporation Limited; TERCERO: Acoge, en todas 
sus partes, los pedimentos presentados por la compañía in- 
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timada, Bordas & Compañía y, en consecuencia, confirma 

en todas sus partes la sentencia recurrida dictada en fecha 
nueve (9) del mes de mayo del ario mil novecientos sesen-

ta  y tres (1963), por la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-

cia del Distrito Nacional y cuyo dispositivo dice así: "Fa-

lla: Primero: Admite la demanda en pago de póliza de se-

guro incoado por Bordas & Compañía,. contra la The Gene-
ral Accident Fire and Life Assurance Corporation Limiten, 
según los motivos expuestos en el cuerpo de esta senten-
cia, y, en consecuencia: a) Condena a la The General Ac-
cident Fire and Life Assurance Corporation Limited, de-
mandada, a pagarle a la Bordas & Compañia, demandante, 
la suma de Veinte Mil Quinientos Pesos Oro (RD$20,500.- 
00), que le adeuda a ésta última en su condición de bene-
ficiaria de la póliza de seguro No. KS-4935; b) Condena a 
la compañía demandada al pago de los intereses legales so-
bre la referida suma, contados a partir del día de la de-

manda; Segundo: Condena a la The General Accident Fire 
and Life Assurance Corporation Limited, parte sucum-

biente, al pago de las costas; CUARTO: Condena, a The 
General Accident Fire and Life Assurance Corporation Li-
mited, parte que sucumbe, al pago de todas las costas de 
ia presente instancia"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 

medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 
348 del Código de Comercio y falsa aplicación del artículo 
355 del mismo Código. Segundo Medio: Violación del De-
recho de Defensa, aunada a una violación a las reglas 'le 
`-a prueba en materia comercial y de la atribución de au-
tenticidad a una certificación cuya fuerza probante pue-
de ser combatida por prueba testimonial en contrario; 

ercer Medio: Desnaturalización de los hechos y documen-
tos de la causa, subseguida por una falsa relación de he-
chos que conjuntamente con una motivación insuficiente, 
revela una falta absoluta de base legal; 

193 
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timada, Bordas & Compañía y, en consecuencia, confirma 

en todas sus partes la sentencia recurrida dictada en fecha 

nueve (9) del mes de mayo del ario mil novecientos sesen-

ta  y tres (1963), por la Cámara Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-

c i a  del Distrito Nacional y cuyo dispositivo dice así: "Fa-

lla: Primero: Admite la demanda en pago de póliza de EC-

duro incoado por Bordas & Compañía, contra la The Gene-
ral Accident Fire and Life Assurance Corporation Limiten, 
según los motivos expuestos en el cuerpo de esta senten-

cia, y, en consecuencia: a) Condena a la The General Ac-
cident Fire and Life Assurance Corporation Limited, de-
mandada, a pagarle a la Bordas & Compañia, demandante, 
la suma de Veinte Mil Quinientos Pesos Oro (RD$20,500.- 
001, que le adeuda a ésta última en su condición de bene-
ficiaria de la póliza de seguro No. KS-4935; b) Condena a 
la compañía demandada al pago de los intereses legales so-
bre la referida suma, contados a partir del día de la de-

manda; Segundo: Condena a la The General Accident Fire 
and Life Assurance Corporation Limited„ parte sucum-

biente, al pago de las costas; CUARTO: Condena, a The 
General Accident Fire and Life Assurance Corporation Li-
mited, parte que sucumbe, al pago de todas las costas de 
la presente instancia"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 

medios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 
348 del Código de Comercio y falsa aplicación del artículo 
355 del mismo Código. Segundo Medio: Violación del De-
recho de Defensa, aunada a una violación a las reglas de 
la prueba en materia comercial y de la atribución de au-
tenticidad a una certificación cuya fuerza probante pue-
de ser combatida por prueba testimonial en contrario; 
tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y documen-
tos de la causa, subseguida por una falsa relación de he-
chos que conjuntamente con una motivación insuficiente, 
revela una falta absoluta de base legal; 
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Código de Procedimientó Civil, y 1 y 65 de la Ley sobr e 
 Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo s 
 documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 

de una demanda en pago de póliza de seguro, intentada po r 
 la Bordas & Compañía contra The General Accident Fire 

and Life Assurance Corporation Limited, la Cámara Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 9 de mayo de 1963, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 
la demanda en pago de póliza de seguro incoada por Bor-
das & Compañía, contra la The General Accident Fire ancl 
Life Assurance Corporation Limited, según los motivos ex-
nuestos en el cuerpo de esta sentencia, y, en consecuencia: 
a) Condena a la The General Accident Fire and Life Assu-
rance Corporation Limited, demandada, a pagarle a la 
Bordas & Compañía, demandante, la suma de Veinte Mil 
Quinientos Pesos Oro (RD$20,500.00), que le adeuda a ésta 
última en su condición de beneficiaria de la Póliza de SE--
guro N9 KS-4935; b) Condena a la compañía demandada 
al pago de los intereses legales sobre la referida suma, con-
tados a partir del día de la demanda; SEGUNDO: Condena 
a la The General Accident Fire and Life Assurance Cor-
poration Limited, parte sucumbiente, al pago de las cos-
tas"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
The General Accident Fire and Life Assurance Corpora-
tion Limited intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por The General Accident Fire and Life Assurar ce Corpo-
ration Limited; SEGUNDO: Rechaza, por improcedentes y 
mal 'fundadas, las conclusiones presentadas en audiencia 
por la compañía intimante, The General Accident Fire As-
surance Corporation Limited; TERCERO: Acoge, en todas 
sus partes, los pedimentos presentados por la compañía in- 
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Considerado que en el desenvolvimiento de los tre s  
Insdios la recurrente alega, en síntesis: a) que la Cort e  
a-qua violó el art. 348 del Código de Comercio y aplicó 
falsamente el art. 355 del mismo Código, por no haber 
admitido que la Casa Rodríguez C. por A., incurrió en  
eticencia e hizo una falsa declaración en la solicitud ae 

la pól:za de seguro, por haber expresado en dicha solici, 
tud que la motonave Carib en la cual fué embarcado el 
cargamento de maíz asegurado, había zarpado del puerto 
de La Romana con destino a San Juan de Puerto Rico, en 
f.---cha 15 de diciembre de 1961, pero omitiendo declal al 
deliberadamente que la mencionada embarcación había 
zarpado del puerto de Santo Domingo el 11 del citado mes 
de diciembre y que debido a una avería se había visto 
obligada a arribar al puerto de La Romana; b) que eliz 
adujo y estableció ante la Corte a-qua que la motonave 
Carib era un barco defectuoso que requería reparaciones 
frecuentes y que durante los últimos tres años no había 
sido posible obtener para el mismo una póliza de seguro; 
v que según se estableció por el conocimiento de embar-
que y el acta de naufragio de la Comandancia del Puer-
to de La Romana, la mencionada motonave Carib arribó a 
ese puerto consecuencia de averías que trató inútilmente 
de reparar, hechos estos a través de los cuales se configura-
ba la situación prevista por los artículos 351 y 352 del Có-
digo de Comercio, que liberan de toda responsabilidad al 
asegurador; e) pero que, como estimaba suficiente para el 
rechazamiento de la demanda intentada por Bordas & 
Compañía, lo alegado en relación a la reticencia y falsa 
declaración del asegurado, sólo solicitó a título subsidiario, 
un informativo testimonial para robustecer y pormenori-
zar dichas circunstancias, con el resultado, de que, tardo 
el Juez de primer grado como la Corte a-qua, atribuyeron 
un valor probatorio exagerado y sui generis a un certifi-
cado de franco bordo, expedido luego de encontrarse en 

/3111  

estado de fallo la demandada de que se trata, considerán-

dolo incontrovertible por el simple hecho de emanar de 
fencionarios oficiales, a pesar de que dicho certificado po-
día ser contradicho por la prueba testimonial, al tratarse 
'le materia comercial y no constituir dicha pieza un docu-
mento auténtico en el senttido del artículo 1319 del Có-
digo Civil, texto que ha recibido una falsa aplicación en 
este caso, violándose al mismo tiempo el derecho de de-
fensa de la parte intimante y las reglas de la prueba en 
materia comercial a las cuales se acogió la recurrente al 
concluir en su escrito de ampliación, elevando formalmen-
te el pedimento subsidiario de "celebrar un informativo 
testimonial que desnude totalmente el fraude cometido 
en perjuicio de la empresa exponente"; y d) "que la Cor-

te a-qua no señala de cuales documentos extrajo el crite-
rio de "que el arribo de la motonave Carib al puerto de 
La Romana obedeció ala necesidad de instalar una bomba 
de succión nueva que indudablemente proporcionaría ma-
yor seguridad a la embarcación", hecho que se dice ha si-
do establecido por los documentos del expediente", perc , 

 que según la recurrente los documentos sometidos al de-
bate demostraban lo contrario, "acusan una desnaturali-
zación de las piezas aportadas por la exponente al debate e 
igualmente una falsa relación de los hechos concernientes 

a dicho punto lo que despoja al fallo impugnado de base 
legal y lo tara con una injustificable insuficiencia de moti- 

vos"; pero, 

Considerado en cuanto al alegato contenido en la le-
tra a); que no habiendo la ley definido el carácter de los 
hechos quc pueden constituir la reticencia a que se refie-
te el artículo 348 del Código de Comercio, corresponde a 
'.os jueces del fondo decidir, de acuerdo con los elementos 
-le la causa, si la omisión de una declaración en un acto 9 

de un hecho ha podido influir en el espíritu del asegurador 
en cuanto a su opinión relativa al riesgo o sobt'e su obje- 

• 
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Considerado que en el desenvolvimiento de los tre s  
medios la recurrente alega, en síntesis: a) que la Co rte  
a-qua violó el art. 348 del Código de Comercio y aplicó 
falsamente el art. 355 del mismo Código, por no haber 
admitido que la Casa Rodríguez C. por A., incurrió en  
reticencia e hizo una falsa declaración en la solicitud ..te 
la póliza de seguro, por haber expresado en dicha sobe'. 
tud que la motonave Carib en la cual fué embarcado el 
cargamento de maíz asegurado, había zarpado del puerto 
de La Romana con destino a San Juan de Puerto Rico, e n  f.--cha 15 de diciembre de 1961, pero omitiendo decía) ar 
deliberadamente que la mencionada embarcación había 
zarpado del puerto de Santo Domingo el 11 del citado mes 
de diciembre y que debido a una avería se había visto 
obligada a arribar al puerto de La Romana; b) que ella 
adujo y estableció ante la Corte a-qua que la motonave 
Carib era un barco defectuoso que requería reparaciones 
frecuentes y que durante los últimos tres años no había 
sido posible obtener para el mismo una póliza de seguro; 

que según se estableció por el conocimiento de embar-
que y el acta de naufragio de la Comandancia del Puer-
to de La Romana, la mencionada motonave Carib arribó a 
ese puerto átconsecuencia de averías que trató inútilmente 
de reparar, hechos estos a través de los cuales se configura-
ba la situación prevista por los artículos 351 y 352 del Có-
digo de Comercio, que liberan de toda responsabilidad al 
asegurador; c) pero que, como estimaba suficiente para el 
rechazamiento de la demanda intentada por Bordas & 
Compañía, lo alegado en relación a la reticencia y falsa 
declaración del asegurado, sólo solicitó a título subsidiario, 
un informativo testimonial para robustecer y pormenori-
zar dichas circunstancias, con el resultado, de que, tardo 
el Juez de primer grado como la Corte a-qua, atribuyeron 
un valor probatorio exagerado y sui generis a un certifi-
rad° de franco bordo, expedido luego de encontrarse en 
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estado de fallo la demandada de que se trata, considerán-
dolo incontrovertible por el simple hecho de Emanar de 
fencionarios oficiales, a pesar de que dicho certificado po-
día ser contradicho por la prueba testimonial, al tratare 

ie materia comercial y no constituir dicha pieza un dom.:-
mento auténtico en el senttido del artículo 1319 del Có-
digo Civil, texto que ha recibido una falsa aplicación en 
este caso, violándose al mismo tiempo el derecho de de-
fensa de la parte intimante y las reglas de la prueba en 
materia comercial a las cuales se acogió la recurrente al 
concluir en su escrito de ampliación, elevando formalmen-

te el pedimento subsidiario de "celebrar un informativo 
testimonial que desnude totalmente el fraude cometido 
en perjuicio de la empresa exponente"; y d) "que la Cor-

te a-qua no señala de cuales documentos extrajo el crite-
rio de "que el arribo de la motonave Carib al puerto de 
La Romana obedeció ala necesidad de instalar -una bomba 
de succión nueva que indudablemente proporcionaría ma-
yor seguridad a la embarcación", hecho que se dice ha si-
do establecido por los documentos del expediente", pero 
que según la recurrente los documentos sometidos al de-
bate demostraban lo contrario, "acusan una desnaturali-
zación de las piezas aportadas por la exponente al debate e 
igualmente una falsa relación de los hechos concernientes 

a dicho punto lo que despoja al fallo impugnado de base 
legal y lo tara con una injustificable insuficiencia de moti- 

vos"; pero, 

Considerado en cuanto al alegato contenido en la le-

tra a); que no habiendo la ley definido el carácter de los 
hechos que pueden constituir la reticencia a que se refie-
i e el artículo 348 del Código de Comercio, corresponde a 
:os jueces del fondo decidir, de acuerdo con los elementos 
-le la causa, si la omisión de una declaración en un acto 
de -un hecho ha podido influir en el espíritu del asegurador 

en cuanto a su opinión relativa al riesgo o sobre su obje- 
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ir Considerando que el examen del fallo impugnado, as: 
romo el de primera instancia confirmado por aquél, pon e  
de manifiesto, que los jueces del fondo, para decidir que 
la Casa Rodríguez C. por A., no había incurrido en reti- 
cencia, se fundaron, en que The General Accident Fire 
and Life Assurance Corporation Limited no aportó la 

'prueba de la reticencia o falsa declaración que pretenee 
atribuir a la compañía asegurada, por el motivo de que 
no podía admitirse como prueba de esa reticencia o falsa 
declaración "el hecho o circunstancia de haberse asegurado 
la carga en el puerto de La Romana y no en el de Santo Do-
mingo, sitio este último desde donde zarpó la nave rumbo al 
puerto de destino conduciendo en sus bodegas el cargamento 
objeto del convenio de seguro; ni que "al declarar el asegu-
rado que el buque partía del mencionado puerto de La Ro-
mana, lejos de incurrir en una falsedad, ajustó sus informa-
ciones en ese sentido, a la expresión absoluta de la verdad"; '+ 
que además, en el fallo Impugnado, para robustecer la tesis 
de que la compañía asegurada no incurrió en reticencia o 
falsa declaración, se hace mención de la Certificación ex- III 
pedida como prueba de la existencia de la póliza de segu- 1 
ro, en la cual, en la parte destinada a la descripción de! 1  
cargamento asegurado, se expresa: "5,145 sacos de maíz 
de 100 lbs., según conocimiento de embarque", con lo cu:'I 

se demuestra "que la compañía aseguradora, al admitir 
el riesgo, tuvo a la vista el conocimiento de embarque que : 
amparaba el cargamento asegurado" y se dió cuenta de j 

que el mismo había sido embarcado en el puer+o de Santo 'i 
Domingo; _II 

Considerando que al estatuir la Corte a-qua en la for-
ma que antecede hizo uso de su poder soberano de com- 

probar los hechos y no ha violado el articulo 348 del Có-
digo de Comercio, ni ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 355 del mismo Código; por lo cual el alegato que se 
examina carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en lo que concierne a los alegatos conte-
nidos en la letra b); que la Corte a-qua, para dar por esta-
blecido que la motonave Carib no se encontraba en malas 
condiciones para la navegación, se fundó, en certificácio 
nes de navegabilidad y Franco Bordo, "expedidos por los 
organismos oficiales instituídos por la ley conforme a los 
cuales se establece que la nave se encontraba en buen es-
tado para la navegación"; que, por otra parte, en lo que 
respecta al cambio de rumbo de la embarcación, por haber 
la motonave Carib arribado al puerto de La Romana para 
reparar averías, ese hecho no puede configurar la situa-
ción prevista por los artículos 351 y 352 del Código de 
Comercio, porque cuando sucedió, todavía no había si -lo 

celebrado el contrato de seguro de que se trata; y ademas. 
Porque en el caso de que la hubiera sido, la arribada for- 

zosa para reparar averías lo que configura es una de les 
situaciones previstas por el artículo 350 del mencionado 
código de Comercio, que no libera a la compañía asegura- 
dora de que corran a cargo de ella "todas las pérdidas y 
daños que suceden a los efectos asegurados", que, por t 

 lo expuesto, se establece que los alegatos que se exa- 
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando en lo que atañe a los alegatos conteni- 
dos en la letra c); que los jueces de la apelación no están 
obligados a dar motivos sobre las cuestiones surgidas an-

: le la jurisdicción de primer grado a menos que les sean 
presentadas por las partes; que el examen del fallo impug-
nado pone de manifiesto que la recurrente presentó ante 
la jurisdicción de primer grado conclusiones subsidiaria- 
tendientes a que 'fuera ordenado un informativo testimo-
nial para probar la reticencia o falsa declaración cometida 
por la aseguradora, Casa Rodríguez, C. por A pero que 

'o, y constituir a partir de ese momento, una reticenci a 
 que anule el contrato de seguro; 
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'o, y constituir a partir de ese momento, una reticen c ia 
 que anule el contrato de seguro; 

Considerando que el examen del fallo impugnado, a sf 
romo el de primera instancia confirmado por aquél, pone 
de manifiesto, que los jueces del fondo, para decidir que 
la Casa Rodríguez C. por A., no había incurrido en reti-
cencia, se fundaron, en que The General Accident Fire 
and Life Assurance Corporation Limited no aportó la 

'prueba de la reticencia o falsa declaración que pretence 
atribuir a la compañía asegurada, por el motivo de que 
no podía admitirse como prueba de esa reticencia o falsa ' 
declaración "el hecho o circunstancia de haberse asegurado 
la carga en el puerto de La Romana y no en el de Santo Do-
mingo, sitio este último desde donde zarpó la nave rumbo al 
puerto de destino conduciendo en sus bodegas el cargamento 
objeto del convenio de seguro; ni que "al declarar el asegu-
rado que el buque partía del mencionado puerto de La Ro-
mana, lejos de incurrir en una falsedad, ajustó sus informa-
ciones en ese sentido, a la expresión absoluta de la verdad";Tri 
que además, en el fallo :mpugnado, para robustecer la tesis 
de que la compañía asegurada no incurrió en reticencia o 
falsa declaración, se hace mención de la Certificación ex-
pedida como prueba de la existencia de la póliza de segu- 
ro, 

 
 en la cual, en la parte destinada a la descripción del I1  

cargamento asegurado, se expresa: "5,145 sacos de maíz 
de 100 lbs., según conocimiento de embarque", con lo civil 

se demuestra "que la compañía aseguradora, al admitir 
el riesgo, tuvo a la vista el conocimiento de embarque que 
amparaba el cargamento asegurado" y se dió cuenta de - 1 
que el mismo había sido embarcado en el puerip de Santo 4' 
Domingo; 

Considerando que al estatuir la Corte a-qua en la for-
ma que e ntecede hizo uso de su poder soberano de C0111- 
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probar los hechos y no ha violad el articulo 348 del Có-
digo de Comercio, ni ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 355 del mismo Código; por lo cual el alegato que se 
examina csrece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en lo que concierne a los alegatos conte- 
nidos en la letra b); que la Corte a-qua, para dar por esta- 
blecido que la motonave Carib no se encontraba en malas 
condiciones para la navegación, se fundó, en certifica«  cla- 

nes de navegabilidad y Franco Bordo, "expedidos por los 
organismos oficiales instituidos por la ley conforme a los 
cuales se establece que la nave se encontraba en buen es- 
tado para la navegación"; que, por otra parte, en lo que 
respecta al cambio de rumbo de la embarcación, por haber 
la motonave Carib arribado al puerto de La Romana para 
reparar averías, ese hecho no puede configurar la situa- 
ción prevista por los artículos 351 y 352 del Código de , 

Comercio, porque cuando sucedió, todavía no había si :c 
celebrado el contrato de seguro de que se trata; y ademas. 
Porque en el caso de que la hubiera sido, la arribada for- 
zosa para reparar averías lo que configura es una de les 
situaciones previstas por el artículo 350 del mencionado 
Código de Comercio, que no libera a la compañía asegura-
dora de que corran a cargo de ella "todas las pérdidas y 
daños que sucedan a los efectos asegurados", que, por t:.-
do lo expuesto, se establece que los alegatos que se exa-
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando en lo que atañe a los alegatos conteni-

dos en la letra c); que los jueces de la apelación no están 
obligados a dar motivos sobre las cuestiones surgidas an-

'e la jurisdicción de primer grado a menos que les se5n 
presentadas por las partes; que el examen del fallo impug-
nado pone de manifiesto que la recurrente presentó ante 
la jurisdicción de primer grado conclusiones subsidiaria 
tendientes a que 'fuera ordenado un informativo testimo-
nial para probar la reticencia o falsa declaración cometida 
por la aseguradora, Casa Rodríguez, C. por A , pero que 
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esas conclusiones subsidiarias, no fueron reiteradas ante id 
Corte a-qua, razón por la cual dicha Corte no estaba ob:i-
',lada a dar motivos sobre las msimas; que finalmente, la 
Corte a-qua no ha hecho una falsa aplicación del artícu10 
1319 del Código Civil ni tampoco ha violado las reglas de 
la prueba en materia comercial, ni el derecho de defensa 
sino que de la ponderación que hizo de los documento, 
que le fueron presentados como medios de prueba, dió má-
crédito a los de la parte íntimada, de donde uedujo qe 
procedía "descartar cualquier prueba en sentido contra-
rio", todo lo cual entraba dentro de su poder soberano os 
apreciación; que, por consiguiente, los alegatos que se ex:.: 
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados 

Considerado en lo que se refiere a los alegatos conte-
nidos en la letra d) ; que el hecho de que en el fallo im-
pugnado no se precise de cuál documento dedujo la Corta 
a-qua que la avería corregida consistió en dotar a la moto-
natte Carib de una bomba de succión nueva, carece de 
interés, puesto que la reparación de la aludida avería, he-
cho admitido por las partes, en vez de aumentar el riesgr, 
del seguro, contribuía a disminuirlo, y por tanto no ha' 
podido influir de manera desfavorable en la concertación 
del contrato de seguro; que, por otra parte, de las com-
probaciones que figuran en la sentencia impugnada, no re-, 
suite que la Corte a-qua haya desnaturalizado el alcance o 
el sentido de los documentos del expediente, sino lo que 
ha hecho es ponderar cada uno de ellos en el valor que le 
merecieron, dentro de su poder soberano de apreciación; 
que, por último, en cuanto a la alegada insuficiencia de 
motivos y falta de base legal, que todo lo anteriormente 
expuesto muestra, que la sentencia impugnada contiene 
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-
sitivo y una exposición de los hechos de la causa que per-
miten a esta Corte verificar, que los jueces del fondo hi-
cieron una correcta aplicación de la ley; que por consi- 

guiente, los alegatos que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por The General Accident Fire ano 

1
.4ife Assurance Corporation Limited, contra sentencia dic-
tada en atribuciones comerciales por la Corte de Apela-
Lión de Santo Domingo, el 8 de abril de 1964, cuyo disp)- 
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravc1s) 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Mar-
fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en ia 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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esas conclusiones subsidiarias, no fueron reiteradas ante Id 
Corte a-qua, razón por la cual dicha Corte no estaba obli-
gada a dar motivos sobre las msimas; que finalmente, la 
Corte a-qua no ha hecho una falsa aplicación del artículo 
1319 del Código Civil ni tampoco ha violado las reglas de 
la prueba en materia comercial, ni el derecho de defensa, 
sino que de la ponderación que hizo de los documentos 
que le fueron presentados como medios de prueba, dió más 
crédito a !os de la parte íntimada, de donde dedujo que 
procedía "descartar cualquier prueba en sentido contra-
rio", todo lo cual entraba dentro de su poder soberano de 
apreciación; que, por consiguiente, los alegatos que se exz.. .. 
minan carecen de fundamento y deben ser desestimados: 

Considerado en lo que se refiere a los alegatos conte-
nidos en la letra d); que el hecho de que en el fallo im-
pugnado no se precise de cuál documento dedujo la Corte 
a-qua que la avería corregida consistió en dotar a la moto-
nade Carib de una bomba de succión nueva, carece de 
interés, puesto que la reparación de la aludida avería, he-
cho admitido por las partes, en vez de aumentar el riese', 
del seguro, contribuía a disminuirlo, y por tanto no h 
podido inf'uir de manera desfavorable en la concertaciól 
del contrato de seguro; que, por otra parte, de las com-
probaciones que figuran en la sentencia impugnada, no re• 
salta que la Corte a-qua haya desnaturalizado el alcance o 
el sentido de los documentos del expediente, sino lo que 
ha hecho es ponderar cada uno de ellos en el valor que le 
merecieron, dentro de su poder soberano de apreciación; 
que, por último, en cuanto a la alegada insuficiencia de 
motivos y falta de base legal, que todo lo anteriormente 
expuesto muestra, que la sentencia impugnada contiene 
motivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-
sitivo y una exposición de los hechos de la causa que per-
miten a está Corte verificar, que los jueces del fondo hi-
cieron una correcta aplicación de la ley; que por consi- 
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uiente, los alegatos que se examinan carecen de funda-
nento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por The General Accident Fire anu 
T,ife Assurance Corporation Limited, contra sentencia che-
:acta en atribuciones comerciales por la Corte de Apela-
Lión de Santo Domingo, el 8 de abril de 1964, cuyo disp D-
sltivo se copia en parte anterior del presente fallo; Segun-
do: Condena a la recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravclo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Mar- 

' fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hilo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por le s 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el recurrido Dr. Clyde Eugenio Rosario, aboga-
do, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 47910, 
serie 31, en representación de sus abogados los Dres. Jesús 
Hernández V., cédula 23846, serie 31 y Darío Balcácer, 
cédula 26110, serie 1, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ma-
nuel Tomás Rodríguez, cédula 42155, serie 1, abogado de 
'a recurrente y notificado al recurrido en fecha 9 de no-
,-iembre de 1964; 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha cl 
de octubre de 1964. 

Materia: Civil (Divorcio) 

Recurrente: Estela M. Altagracia Muñoz de Rosario 
Abogado: Dr. Manuel Tomás Rodriguez 

Recurrido: Dr. Clyde Eugenio Rosario 
Abogados: Dres. Darío Balcácer y Jesús Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 1) , 

Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi 
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto do 
Presidente Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafaci 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Salo 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 7 días del mes de febrer 
de 1966, años 1229  de la Independencia y 1039 de la Re , 

 tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ,-i-
sación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Estela 
Mercedes Altagracia Muñoz de Rosario, dominicana, 
yor de edad, casada. empleada, domiciliada en la ciudad 
de Monte Cristi, cédula 14477, serie 56, contra la senten-
cia dictada en atribuciones civiles por la Corte de Ape-
lación de Santiago de fecha 9 de octubre de 1964, cuyc , 

 dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

.. lir Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito 
,)or sus abogados y notificado al abogado de la recurrente, 
en fecha 23 de noviembre de 1964; 

ra. 	Visto el escrito de ampliación de la recurrente noti- 
- icado a los abogados del recurrido en fecha 11 de febrero 
dp 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 4 de febrero de 1966, 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre- 
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre- 

■ do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la de-
liberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
le conformidad con las leyes No. 684, de 1934, y 926 de 
1935; .. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 141, 407, 409 y 413 del Có-
ligo de Procedimiento Civil, 15 de la Ley de Divorcio 
1306-Bis del 1937; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con 
motivó de una demanda de divorcio intentada por Clyde 



Sentencia impugnada: Corta de Apelación de Santiago de fecha n 
de octubre de 1964. 
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Recurrente: Estela M. Altagracia Mufioz de Rosario 
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Recurrido: Dr. Clyde Eugenio Rosario 
Abogados: Dres. Darío Balcácer y Jesús Hernández. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju-- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel U . 

Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto di , 

 Presidente: Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Mantredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Saii 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 7 días del mes de febrer 
de 1966, años 122 9  de la Independencia y 1039 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esteli 
Mercedes Altagracia Muñoz de Rosario, dominicana, mi-
yor de edad, casada. empleada, domiciliada en la ciudad 
de Monte Cristi, cédula 14477, serie 56, contra la senten-
cia dictada en atribuciones civiles por la Corte de Ape-
lación de Santiago de fecha 9 de octubre de 1964, cuy() 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el recurrido Dr. Clyde Eugenio Rosario, aboga-
do, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 47910, 
serie 31, en representación de sus abogados los Dres. Jes:"is 
Hernández V., cédula 23846, serie 31 y Darío Balcácer, 
cédula 26110, serie 1, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Ma-
nuel Tomás Rodríguez, cédula 42155, serie 1, abogado de 
'a recurrente y notificado al recurrido en fecha 9 de no-
viembre de 1964; 

	

111111111 	

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito 
por sus abogados y notificado al abogado de la recurrente, 
en fecha 23 de noviembre de 1964; 

	

dm 	Visto el escrito de ampliación de la recurrente noti- 
icado a los abogados del recurrido en fecha 11 de febrero 

dg 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 4 de febrero de 1966, 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del 
cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfre- 

4 do A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la de-
liberación y fallo del recurso de casación de que se trata, 
de conformidad con las leyes No. 684, de 1934, y 926 de 

1935; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado y vistos los artículos 141, 407, 409 y 413 del Có-
ligo de Procedimiento Civil, 15 de la Ley d'e Divorcio 

1306-Bis del 1937; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que cou 
motivó de una demanda de divorcio intentada por Clyde 
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Eugenio Rosario, el Juzgado de Primera Instancia del D. S. 
arito Judicial de Monte Cristi, apoderado del asunto,. dicte 

:en fecha 16 de marzo de 1964, una sentencia cuyo dispo. 
.sitiVo es el siguiente: "Falla: Primero: Rechaza como al 
efecto rechazamos, la demanda civil de divorcio por la cao-
'sa determinada de incompatibilidad de caracteres, incoa-
da por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, contra su legítima 
esposa Estela Altagracia Muñoz de Rosario, por improce-
dente; Segundo: Compensar como al efecto compensainos 
las costas del procedimiento entre ambos esposos pura 
y simplemente"; b) que sobre el recurso de apelación In-
terpuesto por el, esposo, la Corte de Apelación de Santia-
go dictó en fecha 10 de junio de 1964, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Primero: Admite en la forma 
el recurso de apelación interpuesto por el Dr Clyde Eti-
genio Rosario; Segundo: Ordena un informativo sumaria 
a cargo de Clyde Eugenio Rosario, a fin de que éste prue-
be la incompatibilidad de caracteres existente entre él y 
su esposa demandada, reservándolo el derecho al contra 
informativo a la señora Estela Altagracia Muñoz de Ro-

: gario, fijando el conocimiento de las medidas ordenadas, 
para la audiencia del día seis del mes de julio del año en 
curso, a las nueve horas de la mañana, en el local donde 
acostumbra a celebrar sus audiencias, sito en la planta alta 
del Palacio de Justicia de esta ciudad; Tercero: Comisiona 
al Ministerial Emilio Betances, Alguacil de Estrados del 
Juzgado de Primera Instancia deel Distrito Judicial de 
VIontecristi, para la notificación de la presente sentenci•; 
Cuarto: Compensa pura y simplemente las costas de la 
oresente instancia"; c) que por ordenanza No. 9 del 3 de 
julio de 1964, la Corte de Apelación de Santiago resolvirS 
fijar la audiencia del día 31 de julio de 1964 para la ve-
rificación de las medidas de instrucción ordenados; 
que ese día, después de celebrado el informativo a cargo 
del esposo apelante, el abogado de la esposa concluyó de  
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la  siguiente manera: Primero: Que ordenéis un contrain-
formativo para ella probar por testigos idóneos que no 

existe entre ambos esposos el estado de incompatibilidad 
rle caracteres alegado por el esposo demandante; Segundo: 

que ordenéis asimismo la comparecencia personal de las 
partes en litis. sin asistencia de abogados a fin de escla-
recer los hechos y circunstancias de la causa; Tercero: 
Que ambas medidas sean ordenadas para la misma fecha; 
v, Cuarto: Que compenséis las costas del procedimiento 
nor tratarse de litis entre esposos. Bajo toda reserva"; d) 
que posteriormente intervino la sentencia ahora impugna-
da cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Re-

chaza las conclusiones de la esposa intimada en el sen-
tido de que sea ordenado un contrainformativo y admi-
tiendo las mismas conclusiones en su segundo aspecto, or-
dena la comparecencia personal de las partes, para ser 
oídas en Cámara de Consejo, en el local de esta Corte de 
Apelación, sito en la planta alta del Palacio de Justicia 
de la ciudad de Santiago de los Caballeros; Segundo: Fija 
para la comparecencia personal antes señalada la audien-
cia de las nueve horas de la mañana del día trece del mes 
de noviembre del año mil novecientos sesenta y cuatro, 
en curso; Tercero: Reserva la atribución de las costas para 
ser falladas conjuntamente con el fondo"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: a) violación`` de 
los artículos 15 de la Ley de Divorcio; 409, 413, 428 y 259 
del Código de Procedimiento Civil; b) Falsa aplicación de 
los artículos 256 y 413 del Código de Procedimiento Ci-
vil; c) Violación del derecho de defensa; d) violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por insu-
ticiencia de motivos; y, e) falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
, dios de casación la recurrente alega en síntesis, que la Corte 
a-qua dispuso por su sentencia del 10 de junio de 1964, que 
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Eugenio Rosario, el Juzgado de Primera Instancia del Ds_ 
,trito Judicial de Monte Cristi, apoderado del asunto,. dictó 
:en fecha 16 de marzo de 1964, una sentencia cuyo dispo. 
.sitivo es el siguiente: 'Talla: Primero: Rechaza como al 
efecto rechazamos, la demanda civil de divorcio por la cau-
tsa determinada de incompatibilidad de caracteres, incoa-
da por el Dr. Clyde Eugenio Rosario, contra su legítinv, 
esposa Estela Altagracia Muñoz de Rosario, por improce-
dente; Segundo: Compensar como al efecto compensaines 

I las costas del procedimiento entre ambos esposos pura 
y simplemente"; b) que sobre el recurso de apelación 
terpuesto por el, esposo, la Corte de Apelación de Santia-
go dictó en fecha 10 de junio de 1964, una sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Primero: Admite en la forma 
el recurso de apelación interpuesto por el Dr Clyde Eu-
genio Rosario; Segundo: Ordena un informativo sumaria 
a cargo de Clyde Eugenio Rosario, a fin de que éste prue-
he la incompatibilidad de caracteres existente entre él y 
su esposa demandada, reservándolo el derecho al contra 
informativo a la señora Estela Altagracia Muñoz de Ro-

:sario, fijando el conocimiento de las medidas ordenadas, 
para la audiencia del día seis del mes de julio del año en 
curso, a las nueve horas de la mañana, en el local dond• 
acostumbra a celebrar sus audiencias, sito en la planta alta 
del Palacio de Justicia de esta ciudad; Tercero: Comisiona 
al Ministerial Emilio Betances, Alguacil de Estrados del 
Juzgado de Primera Instancia deel Distrito Judicial de 
Vlontecristi, para la notificación de la presente sentencie; 
Cuarto: Compensa pura y simplemente las cestas de la 
presente instancia"; c) que por ordenanza No. 9 del 3 de 
julio de 1964, la Corte de Apelación de Santiago resolvió 
fijar la audiencia del día 31 de julio de 1964 para la ve-
rificación de las medidas de instrucción ordenados; cii) 
que ese día, después de celebrado el informativo a cargo 
del esposo apelante, el abogado de la esposa concluyó de  
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la  siguiente manera: Primero: Que ordenéis un contrain-
formativo para ella probar por testigos idóneos que no 

existe entre ambos esposos el estado de incompatibilidad 
r1e caracteres alegado por el esposo demandante; Segundo: 
que ordenéis asimismo la comparecencia personal de las 
;partes en litis. sin asistencia de abogados a fin de escla-
recer los hechos y circunstancias de la causa; Tercero: 
Que ambas medidas sean ordenadas para la misma fecha: 
y, Cuarto: Que compenséis las costas del procedimiento 
por tratarse de litis entre esposos. Bajo toda reserva"; dl 

.
que posteriormente intervino la sentencia ahora impugna-
da cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Re-
chaza las conclusiones de la esposa intimada en el sen-
tido de que sea ordenado un contrainformativo y admi-
tiendo las mismas conclusiones en su segundo aspecto,. or-
dena la comparecencia personal de las partes, para ser 
oídas en Cámara de Consejo, en el local de esta Corte de 
Apelación, sito en la planta alta del Palacio de Justicia 
de la ciudad de Santiago de los Caballeros; Segundo: Fija 
para la comparecencia personal antes señalada la audien-
cia de las nueve horas de la mañana del día trece del mes 
de noviembre del año mil novecientos sesenta y cuatro, 
en curso; Tercero: Reserva la atribución de las costas para 

ser falladas conjuntamente con el fondo"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: a) violación 1  de 
los artículos 15 de la Ley de Divorcio; 409, 413, 428 y 259 
del Código de Procedimiento Civil; b) Falsa aplicación de 
)os artículos 256 y 413 del Código de Procedimiento Ci-
vil; c) Violación del derecho de defensa; d) violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por insu-
ficiencia de motivos; y, e) falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación la recurrente alega en síntesis, que la Corte 
a-qua dispuso por su sentencia del 10 de junio de 1964, que 
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las dos medidas de instrucción ordenadas, el informativ o 
 y el contrainformativo, fuesen realizados en la misma re_ 

cha, pero esto no quiere decir que no podían efectuarse en 
otras fechas, particularmente en lo que se refiere al co n_ 
..rainformativo que faltaba, pues es de jurisprudencia coas_ 
tante, que en materia sumaria, tanto el informativo corno, 
el contrainformativo pueden ser ejecutados en fechas di-
ferentes; que si la sentencia impugnada le había reservado 
originariamente a la esposa el derecho a un contrainfor-
metivo, y si ésta no pudo aportar sus testigos el día del 
informativo, su pedimento en audiencia el día 31 de jul.: , 

 de 1964, implicaba una prórroga que debió ser acogida; 
que la Corte a-qua al negarle a la recurrente el derecho 
de realizar la medida de instrucción que se le había con-
cedido a su esposo, rompió el equilibrio de la prueba en 
los debates e incurrió de ese modo tanto en la violación 
del derecho de defensa, como en los vicios y demás viola-
ciones denunciados; pero, 

Considerando que en materia de divorcio, el infor-
mativo y el contrainformativo que se ordenen, son suma-
rios y deben realizarse en la misma audiencia: que, por 
consiguiente, los litigantes deben hacer oir sus testigos, 
en la audiencia que al efecto fije el tribunal; que siendo 
el contrainformativo de derecho, la parte que desee hacer 
uso de él debe aportar sus testigos en esa audiencia o so-
licitar una prórroga para esos fines, por motivos graves; 

Considerando que en el rallo impugnado consta: a) 
que el esposo citó a su esposa para que compareciera a 
:a audiencia del 31 de julio de 1964 que celebraría la Cor-
te a-qua para la verificación del informativo sumario qu 
rara probar los hechos de la demanda, había solicitajo 
dicho esposo; b) que también le fue notificada a la esposa 
la lista de los testigos que el esposo haría oír; c) que en 
efa • audiencia el esposo apelante hizo oir sus testigos; cb) 
que la esposa demandada se limitó a presentar en la re- 
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ferida audiencia las conclusioné•, antes anotadas; d) que 
la Corte a-qua rechazó por infundado el pedimento del 
contrainformativo, y ordenó la comparecencia personal de. 

I j s partes; 
Considerando que de lo anteriormente expuesto re-

sulta que la esposa recurrente se queja, en definitiva, de 

que la Corte a-qua no ordenó un contrainformativo que, 
nor ser de derecho, no tenía que ser ordenado, contrain-
formativo que pudo verificarse en la audiencia del 31 de 
julio de 1964, fijada para esos fines, si la esposa así lo 
hubiera querido o en otra audiencia posterior, si dicha 
esposa hubiera justificado con motivos graves, la solicitud 

de una prórroga, lo cual no hizo; 
Considerando que en esas condiciones, la Corte a-qua 

al rechazar la referida medida de instrucción, sobre el 
fundamento de que la esposa no tuvo interés e t promover 
el contrainformativo a que tenía derecho en audiencia 
que para ese fin se había fijado, no incurrió en ningunk -, 

 de los vicios y violaciones denunciadas, por lo cual :es 
medios que se examinan carecen de fundamentos y deben 

ser desestimados; 
Considerando en otro orden de ideas, que aun en el 

caso de que las conclusiones de la esposa hubiesen imp1i-
cado una solicitud de prórroga del informativo tal hipó-
tesis en nada alteraría la solución que a este punto de la 
:itis le ha dado la Corte a-qua, porque ese es un asunto 
de la facultad discrecional de los jueces del fondo que 
escapa a la censura de la casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza: el recurso de 
casación interpuesto por Estela Mercedes Altagracia Mu-
ñoz de Rosario, contra la sentencia dictada en atribuciones 
civiles por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 9 
le octubre de 1964, cuyc dispostivo se ha copiado en otro 
lugar del presente fallo; y, Segundo: Compensa las costas 
por tratarse de litis entre esposos. 
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las dos medidas de instrucción ordenadas, el informativ o 
 y el contrainformativo, fuesen realizados en la misma fp_ 

cha, pero esto no quiere decir que no podían efectuarse en 
otras fechas, particularmente en lo que se refiere al con.. 
.rainformativo que'  altaba, pues es de jurisprudencia cons_ 
tante, que en materia sumaria, tanto el informativo conic 
el contrainformativo pueden ser ejecutados en fechas di-
ferentes; que si la sentencia impugnada le había reservarlo 
originariamente a la esposa el derecho a un centrainfor-
metivo, y si ésta no pudo aportar sus testigos el día del 
informativo, su pedimento en audiencia el día 31 de juli , 

 de 1964, implicaba una prórroga que debió ser acogida; 
que la Corte a-qua al negarle a la recurrente el derecho 
de realizar la medida de instrucción que se le había con-
cedido a su esposo, rompió el equilibrio de la prueba en 
los debates e incurrió de ese modo tanto en la violación 
del derecho de defensa, como en los vicios y demás viola-
ciones denunciados; pero, 

Considerando que en materia de divorcio, el infor-
mativo y el contrainformativo que se ordenen, son suma- 

y deben realizarse en la misma audiencia
: por 

consiguiente, los litigantes deben hacer oir sus testigos, 
en la audiencia que al efecto fije el tribunal; que siendo 
el contrainformativo de derecho, la parte que desee hacer 
uso de él debe aportar sus testigos en esa audiencia o so-
licitar una prórroga para esos fines, por motivos graves; 

Considerando que en el Tallo impugnado consta: a) 
que el esposo citó a su esposa para que compareciera a 
:a audiencia del 31 de julio de 1964 que celebraría la Cor-
.te a-qua para la verificación del informativo sumario Ti ,: 
rara probar los hechos de la demanda, había solicitaklo 
dicho esposo; b) que también le fue notificada a la esposa 
la lista de los testigos que el esposo haría oír; c) que en 
ea ' audiencia el esposo apelante hizo oir sus testigos; ch) 
que la esposa demandada se limitó a presentar en la re- 
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erida audiencia las conclusions antes anotadas; d) que 
a Corte a-qua rechazó por infundado el pedimento del 
ontrainformativo, y ordenó la comparecencia personal de 

95 partes; 
Considerando que de lo anteriormente expuesto re- 

ulta que la esposa recurrente se queja, en definitiva, de 
ue la Corte a-qua no ordenó un contrainformativo que, 

Dor ser de derecho, no tenía que ser ordenado, contrain-
formativo que pudo verificarse én la audiencia del 31 de 
julio de 1964, fijada para esos fines, si la esposa así lo 
hubiera querido o en otra audiencia posterior, si dicha 
esposa hubiera justificado con motivos graves, la solicitud 

de una prórroga, lo cual no hizo; 
Considerando que en esas condiciones, la Corte a-qua 

al rechazar la referida medida de instrucción, sobre el 
fundamento de que la esposa no tuvo interés e -1 promover 

el contrainformativo a que tenía derecho en h audiencia 
que para ese fin se había fijado, no incurrió en ninguno 
de los vicios y violaciones denunciadas, por lo cual :es 
medios que se examinan carecen de fundamentos y deben 

ser desestimados; 
Considerando en otro orden de ideas, que aun en el 

caso de que las conclusiones de la esposa hubiesen im.p11- 
cado una solicitud de prórroga del informativo tal hipó-
tesis en nada alteraría la solución que a este punto de la 
:itis le ha dado la Corte a-qua, porque ese es un asunto 
de la facultad discrecional de los jueces del fondo que 
oscapa a la censura de la casación; y 

Por tales motivos, Primero: Rechaza: el recurso de 
casación interpuesto por Estela Mercedes Altagracia Mu-
ñoz de Rosario, contra la sentencia dictada en atribuciones 
civiles por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 9 
'le octubre de 1964, cuyc dispostivo se ha copiado en otro 
lugar del presente fallo; y, Segundo: Compensa las costas 
por tratarse de litis entre esposos. 
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(Firmados:) Manueik 	Bergés Chupani.— F. E. Itz_ 
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro Maria Cruz.— Manfredo A. Moo. 
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día mes y año en él expresados, y 
:ue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene• 
tal, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo).  

• 

SENTENCIA DE FECHA 7 DÉ FEBRERO DEL 1966 

centencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de 
Valverde, como Tribunal de Segundo Grado, de fecha 30 de jugo 

de 1965. 

Materia: Correccional (Viol. de la Ley de Policía, artículo 40). 

Recurrente: Rodolfo Antonio Torres N. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte (12 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presidelnte; Manuel D. Bergés Chupani, 

'Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García 
de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moo-
re, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, a los 7 días del mes de febrero de 1966, 
años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rodol-
fo Antonio Torres N., dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad de. Valverde. 
cklula 1642, serie 42, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Valverde, como Tribunal de 
Segundo Grado, en fecha 30 de julio de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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(Firmados:) Manuel -:;: Bergés Chupani.• F. E. R2._ 
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro Maria Cruz.— Manfredo A. Mo0. 
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día mes y año en él expresados, y 
;lie firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene. 
tal, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Juzgado de ira. Instancia del D. J. de 
Valverde, como Tribunal de Segundo Grado, de fecha 30 de julio 

de 1965. 

Materia: Correccional (Viol. de la Ley de Policía, artículo 40). 

Recurrente: Rodolfo Antonio Torres N. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte (12 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo 
Conde Pausas, Presideinte; Manuel D. Bergés Chupani, 

Primer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuen-
te, Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García 
de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo A. Moo-
re, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, a los 7 días del mes de febrero de 1966. 
años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rodol-
fo Antonio Torres N., dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad clz. Valverde. 
cklula 1642, serie 42, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primcra Insta3-
cia del Distrito Judicial de Valverde, como Tribunal de 
Segundo Grado, en fecha 30 de julio de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 13 de agosto de  
1965, a requerimiento del recurrente, en la cual no se inv 
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 
berado y vistos los artículos 40 de la Ley de Policía; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
8 de febrero de 1965, el Juzgado de Paz del Municipio de 
Valverde, dictó una sentencia en sus atribuciones de simple 
policía, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara al nombrado Rodolfo Antonio Torres Núñez, no 
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo 
descarga de responsabilidad penal por insuficiencia de 
pruebas; Segundo: Ordena la devolución de una escopeta 
de cartucho (cuerpo del delito); Tercero: Declara las costas 
de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Valverde, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Que debe declarar 
como al efecto declara, bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial de Valverde, contra sentencia dictada 
en fecha 8-2-65, por el Juzgado de Paz de este Municipio, 
que declaró al nombrado Rodolfo Antonio Torres N., no 
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo 
descarga de responsabilidad penal por insuficiencia de prue-
bas, ordena la devolución de una escopeta de cartucho 
(cuerpo del delito) y declara las costas de oficio; Segundo: 
Que debe revocar la sentencia recurrida, declara al preve-
nido culpable de violación al artículo 40 de la Ley de Poli-
cía, por hacer disparos al aire sin causa justificada, y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de cinco pe-
sos oro (RD$5.00); Tercero: Que debe ordenar y ordena la 
confiscación del arma, cuerpo del delito; y Cuarto: Que  
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"debe condenar y condena a dicho prevenido, al pago de las 

costas"; 

Considerando que el Tribunal a-quo dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
regularmente aportados en la instrucción de la causa, que 
en el mes de febrero del año 1965, el prevenido Rodolfo 
Antonio Torres N., después de sostener una discusión con 
Porfirio Colón, se dirigió a su casa y buscó una escopeta, 
con la cual hizo dos disparos al aire en la calle, sin ninguna 

justificación; 

•Considerando que los hechos así comprobados por el 
Tribunal a-quo, constituyen la contravención de policía de 
hacer disparos de armas de fuego sin necesidad justificada 
donde ofrezcan peligro, contravención prevista por el ar-
tículo 40 de la Ley de Policía, y castigada por dicho texto 
legal. con multa de uno a cinco pesos y prisión de uno a 
cinco días o con una de estas penas solamente, y además con 
la confiscación del arma; que, por consiguiente, al condenar 
al prevenido al pago de una multa de cinco pesos oro, y 
ordenar la confiscación del arma, el Tribunal a-quo hizo 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Rodolfo Antonio Torres N., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Valverde, como Tribunal de Segundo Gra-
do, en fecha 30 de julio de '1965, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Gar-
cía de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Sa- 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 13 de agosto de 
1965, a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-. 
ca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 
berado y vistos los artículos 40 de la Ley de Policía; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en loa 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
8 de febrero de 1965, el Juzgado de Paz del Municipio de 
Valverde, dictó una sentencia en sus atribuciones de simple 
policía, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara al nombrado Rodolfo Antonio Torres Núñez, no 
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo 
descarga de responsabilidad penal por insuficiencia de 
pruebas; Segundo: Ordena la devolución de una escopeta 
de cartucho (cuerpo del delito); Tercero: Declara las costas 
de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Valverde, 
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "Falla: Primero: Que debe declarar 
como al efecto declara, bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal de 
este Distrito Judicial de Valverde, contra sentencia dictada 
en fecha 8-2-65, por el Juzgado de Paz de este Municipio, 
que declaró al nombrado Rodolfo Antonio Torres N., no 
culpable del hecho puesto a su cargo, en consecuencia lo 
descarga de responsabilidad penal por insuficiencia de prue-
bas, ordena la devolución de una escopeta de cartucho 
(cuerpo del delito) y declara las costas de oficio; Segundo: 
Que debe revocar la sentencia recurrida, declara al preve-
nido culpable de violación al artículo 40 de la Ley de Poli-
cía, por hacer disparos al aire sin causa justificada, y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de cinco pe-
sos oro (RD$5.00); Tercero: Que debe ordenar y ordena la 
confiscación del arma, cuerpo del delito; y Cuarto: Que 
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debe condenar y condena a dicho prevenido, al pago de las 
postas"; 

Considerando que el Tribunal a-quo dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
regularmente aportados en la instrucción de la causa, que 
en el mes de febrero del año 1965, el prevenido Rodolfo 
Antonio Torres N., después de sostener una discusión con 
Porfirio Colón, se dirigió a su casa y buscó una escopeta, 
con la cual hizo dos disparos al aire en la calle, sin ninguna 
justificación; 

• Considerando que los hechos así comprobados por el 
Tribunal a-quo, constituyen la contravención de policía de 
hacer disparos de armas de fuego sin necesidad justificada 
donde ofrezcan peligro, contravención prevista por el ar-
tículo 40 de la Ley de Policía, y castigada por dicho texto 
legal. con multa de uno a cinco pesos y prisión de uno a 
cinco días o con una de estas penas solamente, y además con 
la confiscación del arma; que, por consiguiente, al condenar 
al prevenido al pago de una multa de cinco pesos oro, y 
ordenar la confiscación del arma, el Tribunal a-quo hizo 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Rodolfo Antonio Torres N., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Valverde, como Tribunal de Segundo Gra-
do, en fecha 30 de julio de '1965, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. Gar-
cía de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Sa- 
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viñón.— Pedro María éruz.— Rafael Rincón hijo.—Mari _ 
fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Criminal (Estupro). 

Recurrente: Saturnino Sabino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chapani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo' A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistido del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo Do. 
mingo, Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero del año 
1966, años 122 9. de la Independencia y 103°. de la Restau• 
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Satur-
nino Sabino, dominicano, mayor de edad, solte ro, mecán• 
co, domiciliado y residente en ésta ciudad, cédula No. 
115162, serie lra., contra sentencia' dictada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de octubre de 
1964; 

Oído el alguacil de turno en lá lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
á de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente, en la 
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viñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.—Man 
 fredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gener 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 26 de octubre de 1964. 

Materia: Criminal (Estupro). 

Recurrente: Saturnino Sabino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chapani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistido del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencia, en la ciudad de Santo Dn-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 7 de febrero del año 
1966, años 122 9. de la Independencia y 103 9 . de la Restan: 
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Satur-
nino Sabino, dominicano, mayor de edad, soltero, mecáni-
co, domiciliado y residente en ésta ciudad, cédula No. 
115162, serie lra., contra sentencia' dictada por la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de octubre de 
1964; 

Oído el alguacil de turno en lá lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente, en 11 
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cual no se invoca ningún medio determinado de casació n . 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii: 

bfirado, y visto los artículos 355 del Código Penal, 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimient o  
rte. Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 'os. 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fech a 

 12 de agosto de 1963, el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial Nacional, requirió al Juez de Instrucción de la Se-
gunda Circunscripción del mencionado Distrito, instruir 
la sumaria correspondiente a cargo de Saturno Sabino, 
acusado del crimen de estupro en perjuicio de la menos 
•Maritza Aurora Peña; b) que en fecha 22 de agosto de 
'1963, el Juez de Instrucción dictó acerca del hecho la Pro-
videncia Calificativa cuyo dispositivo dice así:"RESOLVE-
MOS: PRIMERO: declarar, como al efecto Declaramos, 
que hay cargos suficientes para inculpar al nombrado Sa 
turno Sabino, del crimen de estupro, en perjuicio de la 
menor de 12 años de edad Maritza Aurora Peña y de vio-
lación de domicilio, en perjuicio de Andréa Felipe Peña; 
Hecho previsto y sancionado por el artículo 332, del Có-
digo Penal; SEGUNDO: Enviar, como al efecto Enviamos, 
per ante el Tribunal Criminal, al nombrado Saturno Sabi-
no, para que allí sea Juzgado con arreglo de Ley; TERCE-
RO: Que la presente Providencia Calificativa sea Notifi-
cada por nuestro Secretario, al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, y que las actuaciones de la Ins-
trucción y un estado de los documentos y objetos que han 
de obrar como elemento de convición sean trasmitidos por 
nuestro:Secretario, inmediatamente después de expirado el 
plazo del recurso de apelación de que es susceptible esta 
Providencia Calificativa a dicho funcionario para los fi-
nes que establece la Ley"; c) que así apoderado del caso. 
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

' Oia del Distrito Judicial Nacional, lo decidió por sentenecia  

e fecha 22 de noviembre de 	, con el dispositivo si- 

guiente: "FALLA PRIMERO: Se declara reguiar y válido 

e n la forma, la constitución en parte civil hecha en audien-

cia  por el Dr. Ernesto Calderón Cuello a nombre y repre-

sentación de la madre querellante Andréa Felipe Peña, 
por haberla hecho dentro de las formalidades legales; 
SEGUNDO: Se varía la calificación dada al hecho por la 
sustracción momentánea de menor y en consecuencia al 
declarar culpable de dicho hecho al nombrado Saturno Sa-
hino en perjuicio de la menor Maritza Aurora Peña, lo 
condena a Dos (2) años de prisión correccionll; TERCE-

RO: Se condena además al pago de tina indemnización dé 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de la parte civil cons-
tituida compensable en caso de insolvencia a un día ne 
prisión por cada peso dejado de pagar; CUARTO: Se con-

dena así mismo a dicho inculpado al pago de las costas pe-
nales y civiles con distracción de las últimas en favor del 
Dr. Ernesto Calderón Cuello quién afirma haberlas avan 
zado en su mayor parte; QUINTO: Que debe descargar co-
mo en efecto descarga al nombrado Saturno Sabino del 
delito de violación de domicilio en perjuicio de Andrea . 

 Felipe Peña por insuficiencias de pruebas"; di que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por el acusado y la 
parte civil constituida, intervino la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

MERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la forrn. 

los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Sa-
bino Saturno ó Saturno Sabino y la señora Andréa 

Peña, parte civil, contra la sentencia dictada en fecha 
22 de noviembre de 1963, por la Cuarta Cámara Penal del 
Juzgado de la. Instancia del Distrito Nacional, la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Se declara 
regular y válido en la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en audiencia por el Dr. Ernesto Calderón Cue-
llo, a nombre y representación de la madre querellante 
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cual no se invoca ningún medio determinado de easacion. 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell: 

berado, y visto los artículos 355 del Código Penal, 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimient o  
cie Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en :os 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fech a 

 12 de agosto de 1963, el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial Nacional, requirió al Juez de Instrucción de la Se-
gunda Circunscripción del mencionado Distrito, instruir 
la sumaria correspondiente a cargo de Saturno Sabino, 
acusado del crimen de estupro en perjuicio de la menos 
• Maritza Aurora Peña; b) que en fecha 22 de agosto de 
'1963, el Juez de Instrucción dictó acerca del hecho la Pro-
videncia Calificativa cuyo dispositivo dice así:"RESOLVE-

' MOS: PRIMERO: declarar, como al efecto Declaramos, 
I  que hay cargos suficientes para inculpar al nombrado Sa 
turno Sabino, del crimen de estupro, en perjuicio de la 
menor de 12 años de edad Maritza Aurora Peña y de vio-
lación de domicilio, en perjuicio de Andréa Felipe Peña; 
Hecho previsto y sancionado por el artículo 332, del Có-
digo Penal; SEGUNDO: Enviar, como al efecto Enviamos 
por ante el Tribunal Criminal, al nombrado Saturno Sa -oi-
no, para que allí sea Juzgado con arreglo de Lay; TERCE-
RO: Que la presente Providencia Calificativa sea Notifi-
cada por nuestro Secretario, al Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, y que las actuaciones de la Ins-
trucción y un estado de los documentos y objetos que ha:: 
de obrar como elemento de convición sean trasmitidos por 
nuestro « Secretario, inmediatamente después de expirado el 
plazo del recurso de apelación de que es susceptible esta 
Providencia Calificativa a dicho funcionario para los fi-
nes que establece la Ley"; c) que así apoderado del caso. 
'la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cía del Distrito Judicial Nacional, lo decidió por sentenccia  

e fecha 22 de noviembre de 	, con el dispositivo si- 

guiente: "FALLA PRIMERO: Se declara regu.ar y válido 
tn la forma, la constitución en parte civil hecha en audien-

cia por el Dr. Ernesto Calderón Cuello a nombre y repre-
3entación de la madre querellante Andréa Felipe Peña, 
por haberla hecho dentro de las formalidades legales; 
SEGUNDO: Se varía la calificación dada al hecho por la 
sustracción momentánea de menor y en consecuencia al 
declarar culpable de dicho hecho al nombrado Saturno Sa-
hino en perjuicio de la menor Maritza Aurora Peña, lo 
condena a Dos (2) años de prisión correccionl i.; TERCE-

RO: Se condena además al pago de úna indemnización de 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de la parte civil cons= 
tituída compensable en caso de insolvencia a un día ne 
prisión por cada peso dejado de pagar; CUARTO: Se con-
dena así mismo a dicho inculpado al pago de las costas pe-
nales y civiles con distracción de las últimas en favor' del 
Dr. Ernesto Calderón Cuello quién afirma haberlas avan: 
zado en su mayor parte; QUINTO: Que debe descargar co-
mo en efecto descarga al nombrado Saturno Sabino del 
delito de violación de domicilio en perjuicio de Andrea . 

 Felipe Peña por insuficiencias de pruebas"; d) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por el acusado y la 
parte civil constituída, intervino la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regulares y válidos en cuanto a la forma 
los recursos de apelación interpuestos por el prevenido Sa-
bino Saturno ó Saturno Sabino y la señora Andréa Feli-
pe Peña, parte civil, contra la sentencia dictada en fecha 
22 de noviembre de 1963, por la Cuarta Cámara Penal del 
Juzgado de 1 1. Instancia del Distrito Nacional, la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Se declara 
regular y válido en la forma, la constitución en parte ci-
vil hecha en audiencia por el Dr. Ernesto Calderón Cue-
llo, a nombre y representación de la madre querellante 
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Andréa Felipe Peña, por haberla hecho dentro de las for-
malidades legales; Segundo: Se varía la calificación dada 
al hecho por la de sustracción de menor y en consecuenci a 

 al declarar culpable de dicho hecho al nombrado Saturno 
Sabino en perjuicio de la menor Maritza Aurora Peña, lo 
condena a Dos (2) años de prisión correccional; Tercero: 
Se condena además al pago de una indemnización de Mil 
Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de la parte civil consti-
tuida compensable en caso de insolvencia a un día de pri-
sión por cada peso dejado de pagar; Cuarto: Se condena 
así mismo a dicho inculpado al pago de las costas penales 
y civiles con distracción de las últimas en favor del Dr. 
Ernesto Calderón Cuello quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte; Quinto: Que se debe descargar como al 
efecto descarga al nombrado Saturno Sabino del delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Andrés Felipe Pe-
ña por insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Anula la 
antes expresada decisión por haber sido omitido expresar 
si el prevenido obró ó no con discernimiento; TERCERO: 
Avoca el fondo y obrando por propia autoridad; Primero: 
Declara que el nombrado Saturno Sabino, menor de 18 años 
al momento de cometer el hecho puesto a su cargo, obró con 
discernimiento; Segundo: Varía la calificación de estupro 
dada al hecho, por la de sustracción de menor en perjuicio 
de la joven de 13 años de edad, Maritza Aurora Peña y en 
consecuencia declara al nombrado Saturno Sabino ó Sabi-
no Saturno culpable de la comisión del referido delito y lc 
condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prision Corre , • 
cional; Tercero: Condena al prevenido Saturno Sabinc a 
pagar una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos 
IRD$1,500.00) a favor de la parte civil constituida señora 
Andréa Felipe Peña, en su calidad de madre de la menor 
agraviada; Cuarto: Ordena que la indemnización sea com-
pensada a razón de un día por cada peso, en caso de insol-
vencia; Quinto: Descarga al prevenido Saturno Sabino  

1 bino Saturno del delito de viola ón de domicilio en per-
uicio de Andréa Felipe Peña, por insuficiencia de prue-

bas; SEXTO: Condena al procesado al pago de las costas 
penales y civiles de ambas instancias, con distracción de 
Iss últimas en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello, 

abogado de la parte civil constituida quien ha afirmado 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la. Corte a-qua, dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, que Saturno Sabino, en el curso del año 1963, en varias 
ocasiones condujo, en ésta ciudad a Maritza Aurora Peña, 
de 13 años de edad, a distintos lugares y sostuvo con el19 

relaciones carnales; 

Considerandc que los hechos así comprobados y adrni-

tidos por la Corte a-qua, constituyen el delito de sustrac-
ción de una joven menor de 16 años, previsto y E-ancionaoc 
por el artículo 355, primera parte, del Código Penal, con 
las penas de uno a dos años de prisión y multa de doscien-
tos a quinientos pesos; que por consiguiente, la Corte a-

qua, dió a los hecho la calificación legal que les correspon-
día, y al condenar al prevenido después de dec.ararlo cul-
pable del indicado delito, a un año de prisión correccio-
nal, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, 

hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que como consecuencia del delito come-
tido por el prevenido, la Corte a-qua, comprobó que la 
narte civil constituida por Andréa Felipe de Peña, sufrió 
daños y perjuicios morales y materiales cuyo monto apre-
ció soberanamente la Corte a-qua, en la suma de-mil qui-
nientos pesos oro; que, en consecuencia, al condenar al 
prevenido recurrente, a pagar esa suma a la parte civil, a 
título de indemnización, dicha Corte hizo una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
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Andréa Felipe Peña, por haberla hecho dentro de las for-
malidades legales; Segundo: Se varía la calificación dada 
al hecho por la de sustracción de menor y en consecuenci a 

 al declarar culpable de dicho hecho al nombrado Saturno 
Sabino en perjuicio de la menor Maritza Aurora Peña, lo 
condena a Dos (2) años de prisión correccional; Tercero: 
Se condena además al pago de una indemnización de Mil 
Pesos Oro (RD$1,000.00) a favor de la parte civil consti-
tuida compensable en caso de insolvencia a un día de pr)- 
sión por cada peso dejado de pagar; Cuarto: Se condena 
así mismo a dicho inculpado al pago de las costas penales 
y civiles con distracción de las últimas en favor del Dr. 
Ernesto Calderón Cuello quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte; Quinto: Que se debe descargar como 
efecto descarga al nombrado Saturno Sabino del delito de 
violación de domicilio en perjuicio de Andrés Felipe Pe-
ña por insuficiencia de pruebas; SEGUNDO: Anula la 
antes expresada decisión por haber sido omitido expresar 
si el prevenido obró ó no con discernimiento; TERCERO: 
Avoca el fondo y obrando por propia autoridad; Primero: 
Declara que el nombrado Saturno Sabino, menor de 18 años 
al momento de cometer el hecho puesto a su cargo, obró con 
discernimiento; Segundo: Varía la calificación de estupro 
dada al hecho, por la de sustracción de menor en perjuicio 
de la joven de 13 años de edad, Maritza Aurora Peña y en 
consecuencia declara al nombrado Saturno Sabino ó Sabi-
no Saturno culpable de la comisión del referido delito y 1c 
condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prision Corre , • 
rional; Tercero: Condena al prevenido Saturno Sabinc a 
pagar una indemnización de Un Mil Quinientos Pesos 
RD$1,500.00) a favor de la parte civil constituida señora 

Andréa Felipe Peña, en su calidad de madre de la menor 
agraviada; Cuarto: Ordena que la indemnización sea com-
pensada a razón de un día por cada peso, en caso de insol-
vencia; Quinto: Descarga al prevenido Saturno Sabino 

Sabino Saturno del delito de violación de domicilio en per-
juicio de Andréa Felipe Peña, por insuficiencia de prue-

bas; SEXTO: Condena al procesado al pago de las costas 
penales y civiles de ambas instancias, con distracción de 
lis últimas en provecho del Dr. Ernesto Calderón Cuello, 
abogado de la parte civil constituida quien ha afirmado 
haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que la. Corte a-qua, dió por establecido, 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, que Saturno Sabino, en el curso del año 1963, en varias 
ocasiones condujo, en ésta ciudad a Maritza Aurora Peña, 
de 13 años de edad, a distintos lugares y sostuvo con en.] 

relaciones carnales; 

Considerando que los hechos así comprobados y adrni-

tidos por la Corte a-qua, constituyen el delito de sustrac-
ción de una joven menor de 16 años, previsto y 1.ancionacic: 
por el artículo 355, primera parte, del Código Penal, con 
las penas de uno a dos años de prisión y multa de doscien-
tos a quinientos pesos; que por consiguiente, la Corte a-

gua, dió a los hecho la calificación legal que les correspon-

día, y al condenar al prevenido después de dec,ararlo cul-

pable del indicado delito, a un año de prisión correccio-
nal, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que como consecuencia del delito come-
tido por el prevenido, la Corte a-qua, comprobó que la 
narte civil constituida por Andréa Felipe de Peña, sufrió 
daños y perjuicios morales y materiales cuyo monto apre-
ció soberanamente la Corte a-qua, en la suma de-rnil qui-

nientos pesos oro; que, en consecuencia, al condenar al 
prevenido recurrente, a pagar esa suma a la parte civil, a 
título de indemnización, dicha Corte hizo una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
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Considerando que .:minada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente ¿I 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa. 
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Saturno Sabino, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela_ 
ción de Santo Domingo, en fecha 26 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
f'allo; Segundo: condena al recurrente al pago de las cos-
tas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Cnupani; F. E. Ravelo 
ele la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Rafael Ri- 
chiez Saviñón; Pedro María Cruz; Mandredo A. Moore; 
Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lis 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 8 de febrero de 1965. 

>lateria: Correccional (Violación a las leyes 5771 y 4809). 

Recurrentes: Félix Francisco Díaz Villar y Cia. Dominicana de 

Seguros, C. por A. 

Interviniente: Dr. Sonny Hiram Moreta C. 
Abogado: Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Jasticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo 
k. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 7 días del mes de febrero del año 
1966, años 122°. de la Independencia y 103 9. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix 
Francisco Díaz Villar y la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo de fecha 8 de febrero de 1965, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y 
válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación in- 
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Considerando que ,-aminada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente a 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su cas a . 
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Saturno Sabino, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela. 
ción de Santo Domingo, en fecha 26 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 
rallo; Segundo: condena al recurrente al pago de las cos-
tas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Cnupani; F. E. Ravelo 
cae la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Rafael Ri- 
chiez Saviñón; Pedro María Cruz; Mandredo A. Moore; 
Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 

fecha 8 de febrero de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a las leyes 5771 y 4809). 

Recurrentes: Félix Francisco Díaz Villar y Cía. Dominicana de 

Seguros, C. por A. 

Interviniente: Dr. Sonny Hiram Moreta C. 
Abogado: Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
jasticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Pa-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo 

A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Sante Domingo, 
Distrito Nacional, a los 7 días del mes de febrero del año 
:966, años 122 9 . de la Independencia y 1039 . de la Restau-

, ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix 
( Francisco Díaz Villar y la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., contra la sentencia dictada en atribucio-
nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo Do-

( - mingo de fecha 8 de febrero de 1965, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y 
válidos en cuanto a la forma, los recursos de apelación in- 
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terpuestos por la Compañía Dominicana de Seguros, 2 . 
 por A., (o Seguros Dominicanos, C. por A.), y el señor Fé. 

lix Francisco Díaz Villar, contra sentencia dictada el día 
2 de abril de 1964 por la Segunda Cámara Penal del Juz- 
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: Falla: Primero: Declara 
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos d,, 
oposición interpuestos por los señores Bienvenido Fortu.. 
nato Moreno, Félix Francisco Díaz Villar, y la Compañia 
Dominicana de Seguros C. por A., contra sentencia dicta- 
da en fecha 31 de Octubre de 1963, cuyo dispositivo dice 
asi: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra el nombra.. 
do Bienvenido Fortunato Moreno por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; Se. 
gundo: Declara regular y válido en cuanto a la forma !a 
constitución en parte civil hecha en audiencia por el se-
ñor Sonny Hiram Moreta Cabrera, por conducto de su 
abogado constituído Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez, 
contra el prevenido Bienvenido Fortunato Moreno, y el 
señor Félix Francisco Díaz Villar, persona civilmente res-
ponsable así como la puesta en causa de la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A.; Tercero: Declara al nom-
brado Bienvenido Fortunato Moreno, de generales ignora-
das, prevenido de violación a las leyes 5771 y 4809, en 
perjuicio de Sonny Hirán Moreta Cabrera, culpable del re-
ferido delito, y, en consecuencia, se le condena a sufrir 
seis meses de prisión correccional; Cuarto: Declara al 
nombrado Sonny Hirán Moreta Cabrera de generales ano-
tadas inculpado de violación a la Ley 4809, no culpable 
del referido delito, y en consecuencia, se le descarga del 
hecho que se le imputa, por insuficiencia de pruebas; 
Quinto: Pronuncia el defecto contra el señor Félix Fran-
cisco Díaz Villar, persona civilmente responsable por no 
naber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
legalmente citado; Sexto: Condena al señor Bienvenido  

4p 
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IIFortunato Moreno, conjuntament con el señor Félix Fran-
cisco Díaz Villar, persona civilmente responsable al pago 
solidario de una indemnización de seis mil pesos oro (RDS 

6,000.00), en favor del señor Sonny Hirán Moreta Cabrera, 
parte civil constituida, por los daños y perjuicios morales 

y materiales sufridos por éste con motivo del accidente; 
Octavo: Declara que la presente sentencia le sea oponible 
a la Compañía Dominicana de Seguros C. por A.; Noveno: 
Declara que la indemnización indicada en el ordinal pre-
cedentemente señalado sea ejecutable, en caso de insolven-
cia con apremio corporal; Décimo: Condena al inculpado 
Bienvenido Fortunato Moreno, al pago de las costas pena-
les; Undécimo: Condena al nombrado Bienvenido Fortuna-
to Moreno, así como al señor Félix Francisco Díaz Villar, 
nersona civilmente responsable al pago solidario de las 
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho 
del Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez, abogado de la par-
te civil, constituida, quién afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte. SEGUNDO: Declara nulo el recurso de 
oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., contra la sentencia precedentemente indi-
cada; TERCERO: Modifica, la sentencia objeto del recur 
so en cuanto al aspecto penal se refiere únicamente, y, en 
consecuencia, condena al inculpado Bienvenido Fortunato 
Moreno, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro 
(RD$50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia 
objeto del recurso en cuanto a la persona civilmente res-
ponsable señor Félix Francisco Díaz Villar, en sus ordina-
les números 2do., 6to., 9no. y limo. QUINTO: Condena 
a los recurrentes en oposición en 'favor del Dr. Ramón Oti-
lio Rivera Alvarez, abogado de la parte civil constituída, 
quién afirma haberlas avanzado en su mayor parte'. SE-

GUNDO: Modifica la antes expresada decisión en el senti-
do de reducir la indemnización impuesta de Seis Mil Pe- 
os Oro (RD$6,000.00), a Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000. 
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terpuestos por la Compañía Dominicana de Seguros, 
por A., (o Seguros Dominicanos, C. por A.), y el señor Fé, 
lix Francisco Díaz Villar, contra sentencia dictada el día 
2 de abril de 1964 por la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual 
contiene el. siguiente dispositivo: Falla: Primero: Declara 
regulares y válidos en cuanto a la 'forma, los recursos a, 
oposición interpuestos por los señores Bienvenido Fortu-
nato Moreno, Félix Francisco Díaz Villar, y la Compañia 
Dominicana de Seguros C. por A., contra sentencia dicta-
da en fecha 31 de Octubre de 1963, cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto contra el nombra-
do Bienvenido Fortunato Moreno por no haber comparecido 
a la audiencia, no obstante haber sido legalmente citado; Se. 
gundo: Declara regular y válido en cuanto a la forma la 
constitución en parte civil hecha en audiencia por el se-
ñor Sonny Hiram Moreta Cabrera, por conducto de su 
abogado constituído Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez, 
contra el prevenido Bienvenido Fortunato Moreno, y el 
señor Félix Francisco Díaz Villar, persona civilmente res-
ponsable así como la puesta en causa de la Compañía Do-
minicana de Seguros C. por A.; Tercero: Declara al nom-
brado Bienvenido Fortunato Moreno, de generales ignora-
das, prevenido de violación a las leyes 5771 y 4809, en 
perjuicio de Sonny Hirán Moreta Cabrera, culpable del re-
ferido delito, y, en consecuencia, se le condena a sufrir 
seis meses de prisión correccional; Cuarto: Declara al 
nombrado Sonny Hirán Moreta Cabrera de generales ano-
tadas inculpado de violación a la Ley 4809, no culpabl 
del referido delito, y en consecuencia, se le descarga del 
hecho que se le imputa, por insuficiencia de pruebas; 
Quinto: Pronuncia el defecto contra el señor Félix Fran-
cisco Díaz Villar, persona civilmente responsable por no 
naber comparecido a la audiencia no obstante haber sido 
legalmente citado; Sexto: Condena al señor Bienvenido 

Fortunato Moreno, conjuntament con el señor Félix Fran-
cisco Díaz Villar, persona civilmente responsable al pago 
solidario de una indemnización de seis mil pesos oro (RDS 
6,000.00), en favor del señor Sonny Hirán Moreta Cabrera, 

parte civil constituida, por los daños y perjuicios morales 
y materiales sufridos por éste con motivo del accidente; 
Octavo: Declara que la presente sentencia le sea oponible 

a la Compañía Dominicana de Seguros C. por A.; Noveno: 
Declara que la indemnización indicada en el ordinal pre-
cedentemente señalado sea ejecutable, en caso de insolven-
cia con apremio corporal; Décimo: Condena al inculpado 
Bienvenido Fortunato Moreno, al pago de las costas pena-
les; Undécimo: Condena al nombrado Bienvenido Fortuna-
to Moreno, así como al señor Félix Francisco Díaz Villar, 

persona civilmente responsable al pago solidario de :as 
costas civiles, con distracción de las mismas en provecho 
del Dr. Ramón Otilio Rivera Alvarez, abogado de la par-
te civil, constituida, quién afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte. 'SEGUNDO: Declara nulo el recurso de 
oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., contra la sentencia precedentemente indi-

cada; TERCERO: Modifica, la sentencia objeto del recua 
so en cuanto al aspecto penal se refiere únicamente, y, en 
consecuencia, condena al inculpado Bienvenido Fortunato 
Moreno, al pago de una multa de Cincuenta Pesos Orn 
(RD$50.00) acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; CUARTO: Confirma en todas sus partes la sentencia 
objeto del recurso en cuanto a la persona civilmente res-
ponsable señor Félix Francisco Díaz Villar, en sus ordina-
les números 2do., 6to., 9no. y limo. QUINTO: Condena 
a los recurrentes en oposición en 'favor del Dr. Ramón Oti-
lio Rivera Alvarez, abogado de la parte civil constituida, 
quién afirma haberlas avanzado en su mayor parte'. SE-
GUNDO: Modifica la antes expresada decisión en el senti- 
do de reducir la indemnización impuesta de Seis Mil Pe- 
s. os Oro (RD$6,000.00), a Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000. 
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00), y ordenar la inclusión en el ordinar 4to. dé la senten- 
cia apelada del apartado octavo de la sentencia en defecto 
del 31 de octubre de 1963, que por error material omitió 
hacer constar el Juez de Primer Grado y que dice as; : 

 "Octavo: Declara que la presente sentencia le sea oponible 
`á la Compañía Seguros Dominicanos C. por A., TERCERO: 
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos y 
ordena que la misma sea oponible a la Compañía Domini.' 

'cana de Seguros C. por A., Seguros Dominicanos C. por A., 
hasta el monto de sus obligaciones solamente; CUARTO: 
Condena a los recurrentes al pago de las -costas de la pre-
sente alzada con distracción en provecho del Dr. Ramón 
Otilio Rivera Alvarez, por afirmar haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Otilio Rivera, abogado del intervi-

niente en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

.• Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de julio de 1964; 

.a requerimiento del Dr. Rafael Lolet Santamaría, abo-
gado, dominicano, cédula 4455, serie 65, y el Dr. Joaquín 
Pamírez de la Rocha, dominicano, abogado cédula 1040-
345, serie lra., a nombre y representación de los recurren-
res, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
•asación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. 
.Ramón Otilio Rivera Alvarez, cédula 10655, serie 2, 2n 
representación del Dr. Sonny Hirán Moreta Cabrera, cio-
rninicano mayor de edad, médico, soltero, cédula 84147, se. 
rie lra; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación;  

. Considerando que al tener a I artículo 37 de la Ley 

'Sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, 

la  parte civil y la persona civilmente responsable, que re.- 
curran en casación, deben, a pena de nulidad, deposita: 

un memorial con la indicación de los medios, si no han 
motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie, los recurrentes, per-
sona civilmente responsable puesta en causa, y su asegu-
radora, no invocaron cuando declararon su recurso, nin-
gún medio determinado de casación, ni han presentada 
tampoco con posterioridad a la declaración del recurso, el 
memorial con la exposición de los medios que le sirven de 

fundamento; 
Por tales motivo, Primero: Admite como intervenien-

te al Dr. Sonny Hirán Moreta Cabrera; Segundo: Declara 
nulo el recurso de casación interpuesto por Félix Francis-
co Díaz Villar y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 8 de febrero de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo; y, Tercero: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani; F E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Pedro María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfre-
do A. Moore; Ernesto Curiel hijo; Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretaria General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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00), y ordenar la inclusión en el ordinar 4to. de la senten- 

, 'cia' apelada del apartado octavo de la sentencia en defecto 
del 31 de octubre de 1963, que por error material omitió 
'hacer constar el Juez de Primer Grado y que dice a ; :-
"Octavo: Declara que la presente sentencia le sea oponible 
'a la Compañía Seguros Dominicanos C. por A., TERCERO :  
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos y 
ordena que la misma sea oponible a la Compañía Domini-

'cana de Seguros C. por A., Seguros Dominicanos C. por A., 
hasta el monto de sus obligaciones solamente; CUARTO: 
Condena a los recurrentes al pago de las "bostas de la pre-
lente alzada con distracción en provecho del Dr. Ramón 
Otilio Rivera Alvarez, por afirmar haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Otilio Rivera, abogado del intervi-

niente en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en b 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de julio de 1964, 

,a requerimiento del Dr. Rafael Lolet Santamaría, abo-
gado, dominicano, cédula 4455,. serie 65, y el Dr. Joaquín 
?amírez de la Rocha, dominicano, abogado cédula 1040-
345, serie lra., a nombre y representación de los recurren-
tes, en lía cual. no se invoca ningún medio determinado de 
'asación; 

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr. 
.Ramón Otilio Rivera Alvarez, cédula 10655, serie 2, 2n 
representación del Dr. Sonny Hirán Moreta Cabrera, cio-
minicano mayor de edad, médico, soltero, cédula 84147, se-
rie lra; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37, y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación;  

. Considerando que al tener ct 1 artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, 

la parte civil y la persona civilmente responsable, que re-
ran en casación, deben, a pena de nulidad, deposita: 
memorial Con la indicación de los medios, si no han 

motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
Considerando que en la especie, los recurrentes, per-

sona civilmente responsable .  puesta en causa, y su asegu-
radora, no invocaron cuando declararon su recurso, nin• 

gún medio determinado de casación, ni han presentada 
tampoco con posterioridad a la declaración del recurso, el 
memorial con la exposición de los medios que le sirven do 

fundamento; 
Por tales motivo, Primero: Admite como intervenien-

te al Dr. Sonny Hirán Moreta Cabrera; Segundo: Declat a 
nulo el recurso de casación interpuesto por Félix Francis-
co Díaz Villar y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 8 de febrero de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado 
en otro lugar del presente fallo; y, Tercero: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani; F E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Pedro María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfre-
do A. Moore; Ernesto Curiel hijo; Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
los señores Jueces que figuran en su escabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FEChA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d, 
fecha 18 de junio de 1964. 

Materia: Correccional. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju - 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun 
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña. 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sag 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 7 días del mes de febrero de 1966, años 12• 
de la Independencia y 103 9. de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, Como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bruno ' 
Familia del Rosario, dominicano, mayor de edad, soltero,. 
chofer,' cédula 20094, serie 37, residente en esta ciudad, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales per 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 18 del 
mes de junio del año 1964, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido, en la forma, el pre-
sente recurso de oposición interpuesto por el Dr. Leo Na-
rita Cuello, a nombre y representación de la Compañia 
Dominicana de Seguros C. por A., contra sentencia dicta- 
da por esta Corte en fecha 10 del mes de abril del añ9  

64; Segundo: Confirma la senteri la objeto del presente 
urso de oposición, dictada en atribuciones correcciona-

s por esta Corte de Apelación en fecha 10 del mes de 

abril del año 1964, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime. 
ro: Declara regular y válido, en la forma el presente re-
curso de apelación interpuesto por la Compañía Domini-
-:ana de Seguros C. por A., Segundo: Pronuncia el defecto 
-nntra la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
no haber comparecido a esta audiencia, para la cual fue 
legalmente citada; Tercero: Da acta al prevenido Bruno 

Familia del Rosario, del desistimiento de su recurso de ape-
lación interpuesto contra sentencia dictada por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de lra. Instancia del Distrito Na-
cional de fecha 7 de febrero de 1964; Cuarto: Confirma !a 

sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 

por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de lra. Instan 
cia del Distrito Nacional en fecha 17 de febrero de 1964 
c'lyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por el Sr. Alfredo Cuomo, por conducto de su 

abogado constituido Lic. Luis Henríquez Castillo, contra 
el prevenido Bruno Familia del Rosario, así como la pues-
ta en causa de la Compañía Dominicana de Següros, C. 
por A., Segundo: PrOnuncia el defecto contra la Compañía 
de Seguros, C. por A., por no haber comparecido a la au - 

diencia, para la cual fue legalmente emplazada; Tercer'): 
Declara al nombrado Bruno Familia del Rosario, de gene-
rales anotadas, prevenido de violación a las leyes No. 5771 
y 4809, en perjuicio del señor Alfredo Cuomo, culpable 
del referido delito, y, en consecuencia, se le condena al pa-
go de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00), acogien-

do en su favor circunstancias atenuantes, Cuarto: Declara 

al nombrado Enrique Dorville hijo, de generales anotadas, 
.)revenido de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en 
perjuicio de Alfredo Cuomo, no culpable del referido de-
lito, y, en consecuencia se le descarga del hecha) que se le 

Recurrente: Bruno Familia del Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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SENTENCIA DE FEChA 7 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, (I(_ 
fecha 18 de junio de 1964. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Bruno Familia del Rosario. 

•	 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju ,  - 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun 
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Ma-
ría Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, as . 3- 
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra s -.1 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, a los 7 días del mes de febrero de 1966, años 122' 
de la Independencia y 103 9. de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bruno 
Familia del Rosario, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chofer: cédula 20094, serie 37, residente en esta ciudad, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales pcf 
la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 18 del 
mes de junio del año 1964, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido, en la forma,. el pre-
sente recurso de oposición interpuesto por el Dr. Leo Na-
nita Cuello, a nombre y representación de la Compañia 
:Dominicana de Seguros C. por A., contra sentencia dicta-
da por esta Corte en Techa 10 del mes de abril del aíro  

1964; Segundo: Confirma la sentei. ia objeto del presente 
recurso de oposición, dictada en atribuciones correcciona-

es  por esta Corte de Apelación en fecha 10 del mes de 
abril del año 1964, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Prime. 

ro: 
Declara regular y válido, en la forma el presente re-

curso de apelación interpuesto por la Compañía Domini-
-;ana de Seguros C. por A., Segundo: Pronuncia el defecto 

•
-ontra la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., por 
no haber comparecido a esta audiencia, para la cual fue 
legalmente citada; Tercero: Da acta al prevenido Bruno 
Familia del Rosario, del desistimiento de su recurso de ape-
lación interpuesto contra sentencia dictada por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de lra. Instancia del Distrito Na-
cional de fecha 7 de febrero de 1964; Cuarto: Confirma a 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales 
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Ira. Instan 
cia del Distrito Nacional en fecha 17 de febrero de 1964 

culyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular 

y válido en cuanto a la forma la constitución en parte ci-
vil hecha por el Sr. Alfredo Cuomo, por conducto de su 
abogado constituido Lic. Luis Henríquez Castillo, contra 
el prevenido Bruno Familia del Rosario, así como la pues-
ta en causa de la Compañía Dominicana de Segtiros, C. 

por A., Segundo: Prbnuncia el defecto contra la Compañía 
de Seguros, C. por A., por no haber comparecido a la au - 

diencia, para la cual fue legalmente emplazada; Tercer ,): 

Declara al nombrado Bruno Familia del Rosario, de gene-
rales anotadas, prevenido de violación a las leyes No. 5771 
y 4809, en perjuicio del señor Alfredo Cuomo, culpable. 
del referido delito, y, en consecuencia, se le condena al pa-
go de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00), acogien-

do en su *favor circunstancias atenuantes, Cuarto: Declara 

al nombrado Enrique Dorville hijo, de generales anotadas, 
prevenido de violación a las leyes Nos. 5771 y 4809, en 
perjuicio de Alfredo Cuomo, no culpable del referido de-
lito, y, en consecuencia se le descarga del hecha que se le 
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imputa, por no haberlo? ,-netido; Quinto: Condena al no n.1_ 
brado Bruno Familia del Rosario al pago de una inderoni.. 
zación de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.), en fa-
vor del señor Alfredo Cuomo, parte civil constituída, 
j!!sta reparación por los daños y perjuicios mol -ales y niz,_ 
teriales sufridos por éste con motivo del accideLte; Sexto :' 
Condena al nombrado Bruno Familia del Rosario, al paf 
de las costas civiles y penales, con distracción de las pz-;. 
meras en provecho del Lic. Luis Henríquez Castillo, ab, ; . 
gado de la parte civil constituída, quien afirma haberiaz 
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Declara las costas 
de oficio en lo que respecta al inculpado Enrique Dorvi-
He hijo; Octavo: Ordena que la presente sentencia le se 
oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
A."; Quinto: Condena al prevenido Bruno Familia del 
sario, al pago de las costas penales hasta el momento de su 
desistimiento; Sexto: Condena a la Compañía Dominicana 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con dis 
tracción de las mismas e nprovecho del Lic. Luis Henríquez 
:juez Castillo, quien afirma haberla avanzado en su mayo-
parte'; Tercero: Condena a la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con di 
tración de las mismas en provecho del Lic. Luis Henríquez 
Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su mayor paz- 
fe"- 

Oído e' alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a -qua, en fecha 8 de octubre de 
1965, a requerimiento del Dr. Leo Nanita Cuello, cédula 
52869, serie 2, a nombre y representación del recurrent,7. 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interpo- 

ner el recurso de casación "es de 10 días, contados desde 
fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusa-

o estuvo presente en la audiencia en que ésta fue pronun- 
da o si fue debidamente citado para la misma. En todo 

tro caso, el plazo correrá a partir de la notificación ( -Ie 

a sentencia.. ."; 

Considerando que en la especie, el recurrente fue con-
denado por sentencia de fecha 18 de junio de 1964, que le 
fue notificada el día 25 de ese mismo mes; que, el recurso 
de casación fue interpuesto por Bruno Familia del Rosa-
rio el día 8 de octubre de 1965, cuando ya había vencido el 

plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Bruno Fa-
milia del Rosario contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, de fecha 18 de junio de 1964, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costo ,:. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Bergés 
Chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García 
de Peña; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; 
Pedro María Cruz; Manfredo A. Moore; Rafael Rincón hi-
jo; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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imputa, por no haberlo ..netido; Quinto: Condena al norn.. 
brado Bruno Familia del Rosario al pago de una inderri n i_ 
zación de un mil quinientos pesos oro (RD$1,500.), en fa_ 
vor del señor Alfredo Cuomo, parte civil constituida, con- 
justa reparación por los daños y perjuicios moiales y ma-
teriales sufridos por éste con motivo del accidente; 
Condena al nombrado Bruno Familia del Rosario, al pag-
de las costas civiles y penales, con distracción de las pr i _ 
meras en provecho del Lic. Luis Henríquez Castillo, a b _ 
gado de la parte civil constituída, quien afirma haber;as 
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Declara las costas 
de oficio en lo que respecta al inculpado Enrique Dorvi-
lle hijo; Octavo: Ordena que la presente sentencia le se,. 
oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C. per 
A."; Quinto: Condena al prevenido Bruno Familia del Rir -- 
sario, al pago de las costas penales hasta el momento de su 
desistimiento; Sexto: Condena a la Compañía Dominicana 
de Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con dis 
tracción de las mismas e nprovecho del Lic. Luis Henríquez 
quez Castillo, quien afirma haberla avanzado en su mayor 
parte'; Tercero: Condena a la Compañía Dominicana de 
Seguros, C. por A., al pago de las costas civiles, con di, 
tración de las mismas en provecho del Lic. Luis Henríquez 
Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su mayor par- 
te"; 

Oído e' alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 1:' 
secretaría de la Corte a-qua, en fecha 8 de octubre de 
1965, a requerimiento del Dr. Leo Nanita Cuello, cédiaa 
52869, serie 2, a nombre y representación del recurrent: , . 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

BOLETÍN 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
,:obre Procedimiento de Casación, el plazo para interpn-

;ler el recurso de casación "es de 10 días, contados desde 
la fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusa-
do estuvo presente en la audiencia en que ésta fue pronun-
ciada o si fue debidamente citado para la misma. En todo 
otro caso, el plazo correrá a partir de la notificación (le 

la sentencia.. ."; 

Considerando que en la especie, el recurrente fue cor - 
denado por sentencia de fecha 18 de junio de 1964, que le 
fue notificada el día 25 de ese mismo mes; que, el recurso 
de casación fue interpuesto por Bruno Familia del Rosa-
rio el día 8 de octubre de 1965, cuando ya había vencido el 

plazo legal; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por 
tardío el recurso de casación interpuesto por Bruno Fa-
milia del Rosario contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, de fecha 18 de junio de 1964, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costoiz. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Bergés 
Chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García 
de Peña; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; 
Pedro María Cruz; Manfredo A. Moore; Rafael Rincón hi-
jo; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generi.1, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
fecha 13 de mayo de 1964. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Banco Agrícola de la República Dominicana. 
Abogado: Dr. Jorge Martínez Lavandier 

Recurrido: Máximo Rodríguez Gelabert 
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcárcer R. 

ti 
	 Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jes-
ticia regularmente constituída por los Jueces Manuel D 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en 'funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael RiciVez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretato 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 9 días 
del mes de febrero del año 1966, años 122 de la Indepen-
.1encia y 1039. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución banca-
r'a organizada de acuerdo con la Ley No. 6186. de fecha 
12 de febrero de 1963, con su domicilio en la Avenida 
"George Washington" de esta ciudad, representada por su 
Administrador General, Dr. Rafael Jorge, dominicano, ca-
sado, cédula No. 24700, serie 31, contra sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en le• 
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a 13 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-

lante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Euclides Vicioso, en representación del 

1)r. Jorge Martínez Lavandier, cédula No. 37944, serie 
lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus cone tu-- 

dones; 
Oído el Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula No. 58473, 

serie ira., abogado del recurrido Máximo Rodríguez Gela-
bert, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de-la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de julio de 
1964, suscrito por el Dr. Jorge Martínez Lavan dier, cédu-
la No. 37944, serie ira., y notificado al recurrido en fecha 
12 de agosto de 1964, y el escrito de ampliación de fecha 
23 de diciembre del mismo año, notificado al recurrido el 
mismo día; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por el Dr. Porfirio L. Balcácer R. y notificado al recurren-
te el 13 de enero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
"iones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pi'r 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore, Jueces de éste Tribunal, para integrar 
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
las Leyes Nos. 684, de 1934; y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2059 "Je 

1949; la Ley No. 6186 del 12 de febrero de 1963; la Ley 
No. 908 del lro. de junio de 1945; el artículo 274 del Re-
glamento Interior del Banco Agrícola aprobado por el Pe- 
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	 Dios, Patria y Libertad. 

República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituída por los Jueces Manuel D 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en 'funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Rich'ez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 9 dias 
del mes de febrero del año 1966, años 122 de la Indepen-
lencia y 1039. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, institución banca-
r'a organizada de acuerdo con la Ley No. 6186. de fecha 
12 de febrero de 1963, con su domicilio en la Avenida 
"George Washington" de esta ciudad, representada por su 
Administrador General, Dr. Rafael Jorge, dominicano, ca-
sado, cédula No. 24700, serie 31, contra sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fe. 
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a 13 de mayo de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-

2nte; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Euclides Vicioso, en representación del 
Jorge Martínez Lavandier, cédula No. 37944, serie 

lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus conchi- 

11"es;  Oído el Dr. Porfirio L. Balcácer R., cédula No. 58473, 
serie lra., abogado del recurrido Máximo Rodríguez Gela-
bert, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

da la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 17 de julio de 

1964. suscrito por el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédu-
la No. 37944, serie lra., y notificado al recurrido en fecha 
12 de agosto de 1964, y el escrito de ampliación de fecha 
23 de diciembre del mismo año, notificado al recurrido el 
mismo día; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por el Dr. Porfirio L. Balcácer R. y notificado al recurren-
te el 13 de enero de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 9 de febrero del corrien-
te año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en fui:- 
,iones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, per 
medio del cual llama a los Magistrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore, Jueces de éste Tribunal, para integrar 
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del 
recurso de casación de que se trata, de conformidad con 
;as Leyes Nos. 684, de 1934; y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley No. 2059 tic 

1949; la Ley No. 6186 del 12 de febrero de 1963; la Ley 
No. 908 del lro. de junio de 1945; el artículo 274 del Re-
glamento Interior del Banco Agrícola aprobado por el Pe- 
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oler Ejecutivo, en fecha 15 de julio de 1957; y 1 y 65 de I 
Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motu 
yo de una demanda laboral intentada por el recurrido con- 
tra el Banco Agrícola de la República Dominicana, y pre- 
via tentativa infructuosa de conciliación, el juzgado (l e 

 Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 12 de 
noviembre de 1963, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: Primero: Declara rescindido el con-
trato de trabajo por tiempo indefinido que existía entre 
el señor Máximo Rodríguez Gelabert y el Banco Agríe-- 
la de la República Dominicana, por causa de despido in-
justificado; SEGUNDO: Condena al Banco Agrícola de la 
República Dominicana, a pagar al señor Máximo Rodrí-
guez Gelabert las siguientes prestaciones: a) La suma de 
Trescientos Pesos Oro con NO/00 (RD$300.00) por con-
cepto de 24 días de preaviso); b) la suma de Tres Mil Se-
tecientos Cincuenta Pesos Oro con NO/00 (RD$3,750.00) 
por concepto de 300 días de auxilio de cesantía; c) La su-
ma de Ciento Setenta y Cinco Pesos Oro con NO/00 
(RD$175.00) por concepto de 14 días de vacaciones; d) La 
suma de Un Mil Ciento Veinticinco Pesos Oro con NO/00 

(RD$1,125.00) por concepto de 3 meses de indemnización 
que le corresponden de acuerdo con el artículo 84 inciso 
3ro., del Código de Trabajo. Todo esto basado en un salario 
de RD$375.00 mensuales. TERCERO: Se Condena al patro-
no sucumbiente en juicio, al pago de las costas"; b) que so-

, bre el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrí-
cola intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
iivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible el recurso de apelación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, contra la sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de 
fecha 12 de noviembre de 1963, dictada en favor de Má-
ximo Rodríguez Gelabert, según los motivos precedente-
mente expuestos; SEGUNDO: Condena al Banco Agrícola 
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.4 e  la República Dominicana, parte sucumbiente al pago 
de las costas del procedimiento tan sólo en un cincuenta 
por ciento de acuerdo con los artículos 691 dei Código ae 
;Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637 sobre Contratos de 
Trabajo vigente; ordenándose su distracción en favor del 
Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien afirma haberlas avanzado 

en sucotnotsaidliedraadn
'; d
' 
o que en su memorial de casación el re-

currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio- 
lación del artículo 59 de la Ley No. 639, sobre Contratos 
de Trabajo. del 16 de junio de 1944; Segundo Medio: Vio-
lación del derecho de defensa, exceso de poder; Tercer 
Medio: Falta de motivos y de base legal; violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que la sen-
tencia impugnada declaró inadmisible el recurso de ape-
lación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, porque en el expediente no existe la senten 
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
dictada en fecha 12 de noviembre de 1963, apelada laca 
'a recurrente; b) que el artículo 59 de la Ley No. 637, del 
16 de junio de 1944 dice así: "Los Tribunales de Trabajo 
podrán dictar sentencia preparatoria y ordenar cuantas 
medidas de instrucción consideren necesarias para el es-
;larecimiento de los litigios sometidos a su fallo"; que de 
,a lectura de este texto legal se infiere que el legislador ha 
dejado a la discreción, al sentido de justicia y a la con-
ciencia de los jueces de los Tribunales de Trabajó la facul-
tad de ordenar cuantas medidas• de instrucción consideren 
necesarias, a fin de que los litigios de que sean apodera-
dos resulten bien esclarecidos y se administre una buena 
justicia; c) que si por cuestión de criterio o por inadver-
tencia, las recurrente en apelación no depositó la copia de 
la sentencia apelada, el Juez debió, antes de declarar inad-
misible el recurso, ordenar la presentación de la copia de 
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caer Ejecutivo, en fecha 15 de julio de 1957; y 1 y 65 de 
Ley Sobre Prooedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con rnoti. 
vo de una demanda laboral intentada por el recurrido con-
tra el Banco Agrícola de la República Dominicana, y p re. 
via tentativa infructuosa de conciliación, el juzgado de 
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 12 de 
noviembre de 1963, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: Primero: Declara rescindido el con-
trato de trabajo por tiempo indefinido que existía entre 
el señor Máximo Rodríguez Gelabert y el Banco Agríc--- 
la de la República Dominicana, por causa de despido in. 
justificado; SEGUNDO: Condena al Banco Agrícola de la 
República Dominicana, a pagar al señor Máximo Rodrí-
guez Gelabert las siguientes prestaciones: a) La suma de 
Trescientos Pesos Oro con NO/00 (RD$300.00) por con-
z•epto de 24 días de preaviso); b) la suma de Tres Mil Se-
tecientos Cincuenta Pesos Oro con NO/00 (RD$3,750.00) 
por concepto de 300 días de auxilio de cesantía; c) La su-
ma de Ciento Setenta y Cinco Pesos Oro con NO/00 
(RD$175.00) por concepto de 14 días de vacaciones; d) La 
suma de Un Mil Ciento Veinticinco Pesos Oro con NO/00 

(RD$1,125.00) por concepto de 3 meses de indemnización 
que le corresponden de acuerdo con el artículo 84 inciso 
3ro., del Código de Trabajo. Todo esto basado en un salario 
de RD$375.00 mensuales. TERCERO: Se Condena al patro-
no sucumbiente en juicio, al pago de las costas"; b) que so-

, bre el recurso de apelación interpuesto por el Banco Agrí-
cola intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara inad-
misible el recurso de apelación interpuesto por el Banco 
Agrícola de la República Dominicana, contra la sentencia 
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de 
fecha 12 de noviembre de 1963, dictada en favor de Má-
ximo Rodríguez Gelabert, según los motivos precedente-
mente expuestos; SEGUNDO: Condena al Banco Agrícola  

de la República Dominicana,, parte sucumbiente al pago 
de las costas del procedimiento tan sólo en un cincuenta 
por ciento de acuerdo con los artículos 691 del Código Lie 
Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637 sobre Contratos de 
Trabajo vigente; ordenándose su distracción en favor del 
Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien afirma haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 59 de la Ley No. 639, sobre Contratos 
de Trabajo. del 16 de junio de 1944; Segundo Medio: Vio-
lación del derecho de defensa, exceso de poder; Tercer 
Medio: Falta de motivos y de base legal; violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio 
e] recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que la sen-
tencia impugnada declaró inadmisible el recurso de ape-
lación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, porque en el expediente no existe la senten 
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
dictada en fecha 12 de noviembre de 1963, apelada per 
la recurrente; b) que el artículo 59 de la Ley No. 637, del 
16 de junio de 1944 dice así: 'Los Tribunales de Trabajo 
podrán dictar sentencia preparatoria y ordenar cuantas 
medidas de instrucción consideren necesarias para el es-
zlarecimiento de los litigios sometidos a su fallo"; que de 
_a lectura de este texto legal se infiere que el legislador ha 
dejado a la discreción, al sentido de justicia y a la con-
ciencia de los jueces de los Tribunales de Trabajó la facul-
tad de ordenar cuantas medidas de instrucción consideren 
necesarias, a fin de que los litigios de que sean apodera-
dos resulten bien esclarecidos y se administre una buena 
justicia; c) que si por cuestión de criterio o por inadver-
tencia, las recurrente en apelación no depositó la copia de 
la sentencia apelada, el Juez debió, antes de declarar inad-
misible el recurso, ordenar la presentación de la copia de 
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la citada sentencia, y si esa orden no hubiese s'do cumpii_ 
aa, entonces sí procedía declarar la inadmisibilidad del re-
curso; pero, 

Considerando que en materia civil la aportación de .a 
sentencia de la cual se apela por la parte que interpon,. 
Ja apelación es un requisito fundamental para que el re-
curso sea recibible; que esta diligencia de la parte apelante 
sólo puede excusarse cuando la sentencia es aportada espora. 
táneamente por la parte intimada en interés de acelerar :a 
solución del caso; que sin el cumplimiento de ese requisito 
el Juez apoderado de la apelación no puede materialmente 
ponderar los agravios de la parte apelante y ni siquiera es-
tar formalmente enterado de que existe una sentencia qu:. 
hace agravios al apelante; que ese requisito fundamental 
resulta lógicamente de los artículos 18 y 443 del Código 
de Procedimiento Civil y del artículo 62 de la Ley No. 637 
de 1944; ya que si las setnencias apeladas no son aportadas 
al Juez del recurso. éste no podría decidir, en formal cs -,- 
nocimiento de causa, si por su carácter preparatorio o por 
razón de cuantía, tales sentencias son apelables: 

Considerando que, cuando en materia laboral el ape-
lante no deposita, como es su deber, la copia certificada de 
la sentencia apelada, esa omisión no constituye una nuli-
dad de prcicedimiento que obligue al juez con carácter im-
perativo, a reenviar la causa para rectificar el procedi-
miento de conformidad con el artículo 56 de la Ley 637; 
que si bien es cierto que el Juez a-quo pudo, de oficio, ()I-
clenar alguna medida de instrucción para procurarse ese 
documento esencial para la admisibilidad del recurso, 
también es verdad que como en la especie no ordenó esa 
medida, la sentencia no puede ser casada por ese motiv 
que, por tanto, el juez a-quo al fallar Como lo hizo, no in-
currió en los vicios y violaciones denunciadas en el medi•) 
que se examina, el cual carece de fundamento y debe ser 
desestimado, sin que seá necesario ponderar los demás 
medios del recurso que se refieren a puntos que no tuvo que  
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.:ecidir el juez a-quo por haber declarado inadmisible la 

apelación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca 

sación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 
Dominicana, contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 13 de mayo de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
vente fallo; y Segundo: Condena al Banco Agrícola de la 
República Dominicana, parte que sucumbe, al pago de las 

costas ,  ordenándose la distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Porfirio L. Balcácer, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

Firmados): Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Man-
fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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la citada sentencia, y si esa orden no hubiese s'clo cumpli_ 
aa, entonces sí procedía declarar la inadmisibilidad del re-
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sentencia de la cual se apela por la parte que interpon e 
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el Juez apoderado de la apelación no puede materialmente 
ponderar los agravios de la parte apelante y ni siquiera es-
tar formalmente enterado de que existe una sentencia qu,. 
hace agravios al apelante; que ese requisito fundamental 
resulta lógicamente de los artículos 18 y 443 del Código 
de Procedimiento Civil y del artículo 62 de la Ley No. 637 
de 1944; ya que si las setnencias apeladas no son aportadas 
al Juez del recurso. éste no podría decidir, en formal c,:,- 
nocimiento de causa, si por su carácter preparatorio o por 
razón de cuantía, tales sentencias son apelables: 

Considerando que, cuando en materia laboral el ape-
lante no deposita, como es su deber, la copia certificada de 
la sentencia apelada, esa omisión no constituye una nuli- 
dad de prcácedimiento que obligue al juez con carácter im-
perativo, a reenviar la causa para rectificar el procedi-
miento de conformidad con el artículo 56 de la Ley 637; 
que si bien es cierto que el Juez a-quo pudo, de oficio, oi-
denar alguna medida de instrucción para procurarse ese 
documento esencial para la admisibilidad del recurso, 
también es verdad que como en la especie no ordenó esa 
medida, la sentencia no puede ser casada por ese moti; c; 
que, por tanto, el juez a-quo al fallar como lo hizo, no in-
currió en los vicios y violaciones denunciadas en el medie 
que se examina, el cual carece de fundamento y debe ser 
desestimado, sin que seá necesario ponderar los demás 
medios del recurso que se refieren a puntos que no tuvo que  

.Ny 
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•Iecidir el juez a-quo por haber declarado inadmisible la 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Banco Agrícola de la República 

Dominicana, contra sentencia dictada por la Cámara de 
Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 13 de mayo de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
rente fallo; y Segundo: Condena al Banco Agrícola de la 
República Dominicana, parte que sucumbe, al pago de las 
costas, ordenándose la distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Porfirio L. Balcácer, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

Firmados): Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
cle la Fuer.te; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
'ravárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Man-
fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Mag 
na, de fecha 27 de julio de 1965. 

Materia: Criminal (Heridas voluntarias que ocasionaron la muerl.: 
al agraviado). 

Recurrente: Ramón Ramírez (a) Peguero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
i3ergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre31- 
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto zle 
Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael_ Rincón hi-
jo asistido? del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, Distri-
to Nacional, a los 9 días del mes de febrero del año 1966, 
años 1229. de la Independencia y 103 9. de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de casación, la s- 
guien sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón R e-
rnírez dominicano, de 17 años de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de "El Pinar", 
municipio de "El Cercado", sin cédula, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en fecha 27 de julio :iP 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

110 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
ecretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de julio de 1965, 

a  requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 

ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber De-

liberado y vistos los artículos 67, 309 y 463, 3ra. escala del 

Código Penal; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
22 de mayo de 1964, el Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, requirió al 
Juez de Instrucción del indicado Distrito Judicial, para 
que procediera a instruir la sumaria correspondiente, a 
cargo de Inicasio Ramírez, Ramón Ramírez, Artemio del 
Oleo y Octaviano Ramírez, en relación con la muerte de 
Abrahan Montero, hecho ocurrido el día 12 de marzo de 
1964, en la Sección "El Pinar", Municipio de "El Cercado': 
o) que apoderado del caso el referido Juez de Instrucción, 
dictó en fecha 30 de junio de 1964, acerca del caso, la si-
guiente Providencia Calificativa: "Resolvemos: Primero: 
Declarar como al efecto declaramos, que existen en el pre-
sente caso indicios y presunciones suficientes para incul-
par a los nombrados Anicasio Ramírez (a) Anicón y Ra-
món (a) Peguero, de generales anotadas, como autores del 
crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la muerte 
lel que en vida se llamó Abrahan Montero, hecho ocurri-
do en el paraje Los Paredones de la sección El Pinar del 
municipio de El Cercado, en fecha 12 de marzo del año 
1964; Segundo: Ordenar, como al efecto ordenamos, que 
los nombrados Anicasio Ramírez (a) Anicón y Ramón Ra-
mírez (a) Peguero, sean enviados por ante el Tribunall Cri-
minal, para que sean juzgados de acuerdo con la ley; Terce-
ro: Declarar, como al efecto declaramos que no ha lugar la 
prosecución de las actuaciones contra los nombrados Arte-
mio de Oleo(a)Temo y Octaviano Ramírez, de generales ano- 
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SENTENCIA DE. FECHA 9 DE FEBRERO DEL 1966; 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Magua 
 na, de fecha 27 de julio de 1965. 

Materia: Criminal (Heridas voluntarias que ocasionaron la muerte 
al agraviado). 

Recurrente: Ramón Ramírez (a) Peguero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto :le 
Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, 
Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hi-
jo asistido? del Secretario General, en la Sala donde ce!c.- 
bra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, Distri-
to Nacional, a los 9 días del mes de febrero del año 1966, 
años 1229. de la Independencia y 103 9. de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como Corte de casación, la s-
guien sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón Re-
mírez dominicano, de 17 años de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de "El Pinar", 
municipio de "El Cercado", sin cédula, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, en fecha 27 de julio 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en ta 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de julio de 1965, 

a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 

ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber Je-

liberado y vistos los artículos 67, 309 y 463, 3ra. escala del 
Código Penal; y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
22 de mayo de 1964, el Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, requirió al 
Juez de Instrucción del indicado Distrito Judicial, para 
que procediera a instruir la sumaria correspondiente, a 
cargo de Inicasio Ramírez, Ramón Ramírez, Artemio del 
Oleo y Octaviano Ramírez, en relación con la muerte de 
Abrahan Montero, hecho ocurrido el día 12 de marzo de 
1964, en la Sección "El Pinar", Municipio de "El Cercado"; 
o) que apoderado del caso el referido Juez de Instrucción, 
dictó en fecha 30 de junio de 1964, acerca del caso, la si-
guiente Providencia Calificativa: "Resolvemos: Primer• 
Declarar como al efecto declaramos, que existen en el pre-
sente caso indicios y presunciones suficientes para incul-
par a los nombrados Anicasio Ramírez (a) Anicón y Ra-
món (a) Peguero, de generales anotadas, como autores del 
crimen de heridas voluntarias que ocasionaron la muerte 
Jel que en vida se llamó Abrahan Montero, hecho ocurri-
do en el paraje Los Paredones de la sección El Pinar &I 
municipio de El Cercado, en fecha 12 de marzo del año 
1964; Segundo: Ordenar, como al efecto ordenamos, que 
los nombrados Anicasio Ramírez (a) Anicón y Ramón Ra-
mírez (a) Peguero, sean enviados por ante el Tribunall Cri-
minal, para que sean juzgados de acuerdo con la ley; Terce-
ro: Declarar, como al efecto declaramos que no ha lugar la 
prosecución de las actuaciones contra los nombrados Arte-
mio de Oleo(a)Temo y Octaviano Ramírez, de generales ano- 
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tada, en este mismo hecho; Cuarto: Ordenar como al efecto 
ordenamos, que dichos nombrados Artemio de Oleo y Octa. 
Mano Ramírez, de encontrarse presos sean puesto en liber-
tad inmediatamente, a no ser que lo estén por otra causa; 
Quinto: Que el infrascrito Secretario proceda a las notifi-
taciones de la presente providencia calificativa dentro del 
plazo de ley, tanto al Magistrado Procurador Fiscal de es-
ta Distrito Judicial como a los inculpados; Sexto: Que un 
:estado de los documentos y objetos que han de obrar como 
,elementos de convicción sean trasmitidos por Secretaria 
tprevio inventario de las piezas que lo componen al Magis-
trado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, para los 
fines procesales"; c) que así apoderado el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, dictó en sus atribuciones criminales, en fecha 30 
de noviembre de 1964, una sentencia con el dispositivo si-
guiente: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara 
al acusado Ramón Ramírez (a) Peguero, de generales ano-
tadas, culpable del crimen de Heridas Voluntarias que oc:;- 
sionaron la muerte al que en vida respondía al nombre de 
Abranan Montero, y en consecuencia se condena a sufrir 
cinco años de trabajos públicos; Segundo: Se condena a di.. 
cho acusado al pago de las costas; Tercero: Descargar, co-
mo al efecto descarga, al acusado Nicasio Ramírez (a) Ni-. 
cón, de generales anotadas del mismo crimen, por insufi-
'ciencia de pruebas; se declaran en cuanto a éste las costas 
de oficio"; d) que sobre los recursos de apelación del Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de San Juan (12, 
'la Maguana y del acusado Ramón Ramírez, intervino la 
'sentencia ahora impugnada, cuyo dispositvo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter-
puestos por Ramón Ramírez y el Magistrado Procurador 
de esta Corte de Apelación, contra la sentencia criminat 
No. 116 del Juzgado de Primera Instancia de•San Juan d' 
fecha 30 de noviembre de 1964, por haber llenado los re- 
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ciuerimientos legales al hacerlo; Segundo: Se modifica la 
sentencia recurrida en el sentido de declarar que el acusa-

do  Ramón Ramírez (a) Peguero, obró con discernimiento y 
acogiendo circunstancias atenuantes Y excusa legal de mi-
loridad, condena al acusado a sufrir cinco años de prisión 
correccional; Tercero: Condena además al acusado Ramón 
Ramírez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa, que el día 
12 de marzo de 1964, con motivo de una discusión sobre 
una faja de terreno, sostenida entre Anicasio Ramírez y 
su hijo Ramón Ramírez de 16 años de edad, de una parte, 

y Artemio de Oleo, de la otra, después de intervenir el Al-
calde Pedáneo Isidro Montero y su ayudante Arcadio Mon-
tero, sin poder conciliar el caso, se originó una riña en la 
cual Ramón Ramírez le infirió voluntariamente a Abrahan 
Montero, tro de Artemio de Oleo, varias heridas con un 
machete, que le ocasionaron la muerte; 

Considerando que los hechos así comprobados por la 
Corte a-qua, constituyen el crimen de heridas inferidas yo 
luntariamente que le han ocasionado la muerte a Abrahan 
Montero, crimen previsto por el Artículo 309 del Código 
Penal, y castigado por dicho texto legal con la pena de tra-

bajos públicos; que la Corte a-qua, después dé declarar al 
acusado culpable del indicado crimen, lo condenó a cinco 
años de prisión correccional sobre el 'fundamento de que al 
acoger circunstancias atenuantes la pena se rebajaba a de-
tención, y que al aplicar después la excusa legal de la mi-
noridad, debía imponérsele la mitad del máximo de esa 
pena; pero, 

Considerando que como el crimen de heridaá que han 
ocasionado la muerte al agraviado, está castigado con la 
pena de trabajos públicos, que es de 3 a 20 años, y el ar-
tículo 463 escala 3ra. del Código Penal dispone, que "cuan- 

•, 
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tada, en este mismo hecho; Cuarto: Ordenar como al efecto 
ordenamos, que dichos nombrados Artemio de Oleo y Octa. 
Mano Ramírez, de encontrarse presos sean puesto en liber-
tad inmediatamente, a no ser que lo estén por otra causa; 
Quinto: Que el infrascrito Secretario proceda a las notifi-
leaciones de la presente providencia calificativa dentro del 
plazo de ley, tanto al Magistrado Procurador Fiscal de es-
ta Distrito Judicial como a los inculpados; Sexto: Que un 
estado de los documentos y objetos que han de obrar como 
,elementos de convicción sean trasmitidos por Secretaria. 
;previo inventario de las piezas que lo componen al Magis-
trado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, para los 
fines procesales"; e) que así apoderado el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, dictó en sus atribuciones criminales, en fecha 30 
de noviembre de 1964, una sentencia con el dispositivo si-
guiente: "Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara 
al acusado Ramón Ramírez (a) Peguero, de generales ano-
tadas, culpable del crimen de Heridas Voluntarias que oca-
sionaron la muerte al que en vida respondía al nombre de 
Abranan Montero, y en consecuencia se condena a sufrir 
cinco años de trabajos públicos; Segundo: Se condena a di. 
cho acusado al pago de las costas; Tercero: Descargar, co-
mo al efecto descarga, al acusado Nicasio Ramírez (a) Ni-
eón, de generales anotadas del mismo crimen, por insuri« 
'ciencia de pruebas; se declaran en cuanto a éste las costas 
de oficio'; d) que sobre los recursos de apelación del Ma-
gistrado Procurador General de la Corte de San Juan d 
'la Maguana y del acusado Ramón Ramírez, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositvo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: Declara regulares y váli-
dos en cuanto a la forma los recursos de apelación inter-
puestos por Ramón Ramírez y el Magistrado Procurador 
de esta Corte de Apelación, contra la sentencia crimina t 
No. 116 del Juzgado de Primera Instancia de 'San Juan de 
fecha 30 de noviembre de 1964, por haber llenado los re- 

ciuerirnientos legales al hacerlo; Segundo: Se modifica la 
sentencia recurrida en el sentido de declarar que el acusa-

do  Ramón Ramírez (a) Peguero, obró con discernimiento y 
acogiendo circunstancias atenuantes Y excusa legal de mi-
roridad, condena al acusado a sufrir cinco años de prisión 
correccional; Tercero: Condena además al acusado Ramón 
Ramírez, al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-

larmente aiiortados en la instrucción de la causa, que el día 
12 de marzo de 1964, con motivo de una discusión sobre 
una faja de terreno, sostenida entre Anicasio Ramírez y 
su hijo Ramón Ramírez de 16 años de edad, de una parte, 

Artemio de Oleo, de la otra, después de intervenir el Al-
calde Pedárieo Isidro Montero y su ayudante Arcadio Mon-
tero, sin poder conciliar el caso, se originó una riña en la 
cual Ramón Ramírez le infirió voluntariamente a Abrahan 
Montero, tio de Artemio de Oleo, varias heridas con un 
machete, que le ocasionaron la muerte; 

Considerando que los hechos así comprobados por la 
Corte a-qua, constituyen el crimen de heridas inferidas yo 
luntariamente que le han ocasionado la muerte a Abrahan 
Montero, crimen previsto por el Artículo 309 del Código 
Penal, y castigado por dicho texto legal con la pena de tia-
bajos públicos; que la Corte a-qua, después dé declarar al 
acusado culpable del indicado crimen, lo condenó a cinco 
años de prisión correccional sobre el fundamento de que al 
acoger circunstancias atenuantes la pena se rebajaba a de-
tención, y que al aplicar después la excusa legal de la mi-
noridad, debía imponérsele la mitad del máximo de esa 
pena; pero, 

Considerando que como el crimen de heridaS que han 
ocasionado la muerte al agraviado, está castigado con la 
pena de trabajos públicos, que es de 3 a 20 años, y el ar-
tículo 463 escala 3ra. del Código Penal dispone, que "cuan-. 
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-4o la ley imponga al delito la pena de trabajos público, 
que no sea el máximun, los tribunales podrán rebajar l a» 

 r.ena a la de reclusión o de prisión correccional, cuya du-
ración no podrá ser menos de un año", cuando se acoj an 

 circunstancias atenuantes, es evidente que al aplicar al 
acusado la pena de cinco años de prisión correccional cal-
culando la excusa .de la minoridad a base de ]a detención , 

 que es una pena de naturaleza más grave, y no de la re-
clusión o de la prisión correccional, la Corte a-qua ha vio.. 
lado al expresado apartado 3ro. del Art. 463 del Código 
Penal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la pera 
impuesta solamente, la sentencia dictada en sus atribucio-
nes criminales, por la Corte de Apelación de San Juan de 
la Maguna, de fecha 27 de julio de 1965, cuyo dispositivo 
c:e ha copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto a la Corte de Apelación de Barahona; Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

4118' (Firmados) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuerte; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Sav:- 
ñón; Pedro María Cruz; Manfredo A. Moore; Rafael Rin-

, cón hijo; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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ENTENCIA DE FECHA 9 DE -- EBRERO DEL 1966 

cía impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Indepei1. 

dencia de fecha 12 de agosto de 1965. 

: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

nte: Heriberto Rivas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Btrgés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-. 
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta ,-, 
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de 

febrero del año 1966, años 122 9 . de la Independencia y 

1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to Rivas, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor. 
domiciliado en Postrer Río, cédula Número 388, serie 70, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia en fecha 12 de agosto de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Que 

debe Declarar y Declara, regular y válido en cuanto a 11 

forma, el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Heriberto Rivas, de generales anotadas, contra senten-
cia correccional No. 67 de fecha 1 9. del mes de julio del 

presente año 1965, dictada por el Juzgado de Paz del Mu- 



1 

yif 
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-',10 la ley imponga al delito la pena de trabajos público 
que no sea el máximun, los tribunales podrán rebajar la 
fena a la de reclusión o de prisión correccional, cuya du-
ración no podrá ser menos de un año", cuando se ac oj an 

 circunstancias atenuantes, es evidente que al aplicar al 
acusado la pena de cinco años de prisión correccional ca). 
rulando la excusa .de la minoridad a base de la detención , 

 que es una pena de naturaleza más grave, y no de la re-
clusión o de la prisión correccional, la Corte a-qua ha vio.. 
lado al expresado apartado 3ro. del Art. 463 del Código 
Penal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, en cuanto a la pena 
impuesta solamente, la sentencia dictada en sus atribucio-
nes criminales, por la Corte de Apelación de San Juan de 
la Maguna, de fecha 27 de julio de 1965, cuyo dispositivo 
Qe ha copiado en otro lugar del presente fallo, y envía cl 
asunto a la Corte de Apelación de Barahona; Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuerte; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Sav:- 
ñón; Pedro María Cruz; Manfredo A. Moore; Rafael Rin-

. eón hijo; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. sj1, 

• 	La presente sentencia ha sido dada y firmada por le' 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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ENTENCIA DE FECHA 9 DENEBB,ERO DEL 1966 

cía impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Indepen-, 
dencia de fecha 12 de agosto de 1965. 

: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

ate: Heriberto Rivas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Btrgés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-. 
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez TE' ," 

várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
lo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 1.1 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de 

febrero del año 1966, años 122 9. de la Independencia y 

1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heriber-
to Rivas, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor. 
domiciliado en Postrer Río, cédula Número 388, serie 70, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Independencia en fecha 12 de agosto de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación: FALLA: PRIMERO: Que 
debe Declarar y Declara, regular y válido en cuanto a 11 
forma, el recurso de apelación interpuesto por el nombra-
do Heriberto Rivas, de generales anotadas, contra senten-
cia correccional No. 67 de fecha 1 9. del mes de julio del 

presente año 1965, dictada por el Juzgado de Paz del Mu- 
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nicipio de La DescubieY a, de esta demarcación provincia, 

-., 

cuyo dispositivo dice como se expresa a continuación: T ri: 
mero: Declara como al efecto declara, al nombrado Heri. 
berto Rivas, de generales anotadas, culpable del delito 
que se le imputa, violación a la ley No. 2402, en perjuicio; 
de los menores Julio César, Luis Ney, Ricardo Augusto y 
Germán Medina, de 10, 8, 6 y 4 años edad, respcctivame n. 
te, procreados con la nombrada Aufracina Medina; Segun. 
do: Fijar como por medio de la presente audiencia Fija, la 
suma de RD$15.00 (quince pesos Oro) como monto a sus 
obligaciones que como padre tiene, para el sustento de 
alimentación de los mencionados menores; Tercero: Cor 
denar como al efecto condena, al mismo acusado, a sufn: 
la pena de Dos Años de Prisión Correccional, cuando éste 
deje de cumplir con la pensión fijada que es a partir de 
la fecha de la presente audiencia', por haber sido hecho en 
tiempo hábil y mediante el cumplimiento de las formali-
dades legales; Segundo: Modificar y Modifica, la senten-
cia recurrida, y en consecuencia obrando por propia au. 
teridad, condena al recurrente Heriberto Rivas, a sufrir la 
pena de Dos Años de Prisión Correccional; TERCERO: 
Asignar y Asigna, en la suma de RD$10.00 (Diez Pesos 
Oro), la pensión que el recurrente Heriberto Rivas, deberá 
suministrarles todos los meses a partir de la Techa de 3a 
querella, a la madre querellante, señora Eufracina Medina, 
para las necesidades de los menores procreados por éllos: 
CUARTO: Declarar y Declara, ejecutoria ésta sentencia, 
no obstante cualquier recurso; y QUINTO: Condenar y 

Condena, además, al recurrente Heriberto Rivas, al pago 
de las costas de ésta alzada": 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimientz, del recu- 
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rrente en fecha 17 de agosto de 1.965, en la cual no se in. 
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la LeY 2402, de 1950; 

y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-

c
edimiento de Casación dispone que los condenados a una 

pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 

libertad provisional bajo finaza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente está en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za o la suspensión de la ejecución de la pena. de confor-
midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, 
por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Heriberto Rivas con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Independencia de fecha 12 de agosto de 
1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 

pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Man-
fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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• 
nicipio de La Descubiefía, de esta demarcaciónprovinci al 

 cuyo dispositivo dice como se expresa a continuación: `Pri-
mero: Declara como al efecto declara, al nombrado Hei-
berto Rivas, de generales anotadas, culpable del delito 
que se le imputa, violación a la ley No. 2402, en perjuicio; 
de los menores Julio César, Luis Ney, Ricardo Augusto y 
Germán Medina, de 10, 8, 6 y 4 años edad, respcctivame n. 
te, procreados con la nombrada Aufracina Medina; Segun. 
do: Fijar •nno por medio de la presente audiencia Fija, la 
suma de RD$15.00 (quince pesos Oro) como monto a sus 
obligaciones que como padre tiene, para el sustento de 
alimentación de los mencionados menores; Tercero: Cor 
denar como al efecto condena, al mismo acusado, a surnr 
la pena de Dos Años de Prisión Correccional, cuando éste 
deje de cumplir con la pensión fijada que es a partir de 
la fecha de la presente audiencia', por haber sido hecho en 
tiempo hábil y mediante el cumplimiento de las formali-
dades legales; Segundo: Modificar y Modifica, la senten-
cia recurrida, y en consecuencia obrando por propia au. 
teridad, condena al recurrente Heriberto Rivas, a sufrir la 
pena de Dos Años de Prisión Correccional; TERCERO: 
Asignar y Asigna, en la suma de RD$10.00 (Diez Pesos 
Oro), la pensión que el recurrente Heriberto Rivas, deberá 
suministrarles todos los meses a partir de la Techa de 3a 
querella, a la madre querellante, señora Eufracina Medina, 
para las necesidades de los menores procreados por ellos; 
CUARTO: Declarar y Declara, ejecutoria ésta sentencia, 
no obstante cualquier recurso; y QUINTO: Condenar y 

Condena, además, al recurrente Heriberto Rivas, al pago 
de las costas de ésta alzada": 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimientz, del recu- 
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rrente en fecha 17 de agosto de 1.965, en la cual no se in. 
voca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la LeY 2402, de 1950; 

y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-

c
edimiento de Casación dispone que los condenados a una 

pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o er 

libertad provisional bajo finaza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente está en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za o la suspensión de la ejecución de la pena. de confor-
midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, 
por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Heriberto Rivas con-
tra sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Independencia de fecha 12 de agosto de 
1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al 

pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez: Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Man-
fredo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en :a 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados, y. 
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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SENTENCIA DE FECI1 9 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip. 

ción del Municipio de Santiago, de fecha 28 de junio de 1965 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 4809 sobre tránsito de 
vehículos de motor). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de 
febrero del año 1966, años 122°. de la Independencia y 
1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Elpidio Aponte, dominicano, mayor de edad, casado, odon-
tólogo, cédula 41149, serie 31, domiciliado y residente en 
la calle Abréu No. 96, de la ciudad de Santo Domingo, con-
tra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Municipio de Santiago, de fecha veintiocho de junio de 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
-Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 30 de junio de 
.1965, a requerimiento del Dr. Arniris Díaz, abogado, cé-
dula No. 41459, serie 31, a nombre del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Sur,-.‘rema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 167, 200 y 201 del Código de 
procedimiento Criminal; y 1 Y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta; a) que en fecha 
28 de Junio de 1965, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripcie.n del Municipio de Santiago, dictó en sus atri-
buciones correccionales una sentencia con el dispositivo si-
guiente: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al 
efecto declara, al nombrado Tomás Elpidio Aponte Espinal, 
de generales anotadas, culpable de violar el artículo 92 
de la Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, y, 
en consecuencia, se le condena al pago de una multa de 
RD$1.00 (un peso oro), acogiendo circunstancias atenuar-
tes a su favor; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara, al nombrado Luis Manuel Cuello Gómez. de gene-
rales anotadas, no culpable de violar el artículo 92 de la 
Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, y, en 
consecuencia, se le descarga por no haber cometido el he-
cho puesto a su cargo; Tercero: Que debe condenar como 
al efecto condena, al nombrado Tomás Elpidio Aponte Es-
pinal al pago de las costas y las declara de oficio en cuan-
to al nombrado Cuello Gómez"; 

Considerando que el artículo 167 del Código de Pro-
cedimiento Criminal al declarar inapelables las sentencias 
que pronuncien condenaciones de menos de RD$2.00, no 
contando las costas, se refiere exclusivamente a gas senten-
cias de simple policía, pero no a las dictadas en materia 
correccional, que, en la especie, la sentencia impugnada es 
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Sentencia impugnada: Juzgado, de Paz de la Primera Circunscrirp. 

ción del Municipio de Santiago, de fecha 28 de junio de 1965 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 4809 sobre tránsito de 
vehículos de motor). 

Recurrente: Tomás Elpidio Aponte, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 9 de 
febrero del año 1966, años 122 9. de la Independencia y 
1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de crsación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Tomás 
Elpidio Aponte, dominicano, mayor de edad, casado, odon-
tólogo, cédula 41149, serie 31, domiciliado y residente en 
la calle Abréu No. 96, de la ciudad de Santo Domingo, con-
tra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Municipio de Santiago, de fecha veintiocho de junio de 
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 30 de junio de 
1965, a requerimiento del Dr. Amiris Díaz, abogado, ce-
dilla No. 41459, serie 31, a nombre del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 167, 200 y 201 del Código de 
Procedimiento Criminal; y 1 Y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta; a) que en fecha 
28 de Junio de 1965, el Juzgado de Paz de la Primera Cir-
cunscripcie,n del Municipio de Santiago, dictó en sus atri-
buciones correccionales una sentencia con el dispositivo si-
guiente: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al 
efecto declara, al nombrado Tomás Elpidio Aponte Espinal, 
de generales anotadas, culpable de violar el 1. -..rtículo 92 
de la Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, y, 
en consecuencia, se le condena al pago de una multa de 
RD$1.00 (sin peso oro), acogiendo circunstancias atenuar-
tes a su favor; Segundo: Que debe declarar como al efecto 
declara, al nombrado Luis Manuel Cuello Gómez. de gene-
rales anotadas, no culpable de violar el artículo 92 de la 
Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículo de motor, y, en 
cmsecuencia, se le descarga por no haber cometido el he-
cho puesto a su cargo; Tercero: Que debe condenar como 
al efecto condena, al nombrado Tomás Elpidio Aponte Es-
pinal al pago de las costas y las declara de oficio en cuan-
to al nombrado Cuello Gómez"; 

Considerando que' el artículo 167 del Código de Pro-
cedimiento Criminal al declarar inapelables las sentencias 
que pronuncien condenaciones de menos de RD$2.00, no 
contando las costas, se refiere exclusivamente a las senten-
cias de simple policía, pero no a las dictadas en materia 
Correccional, que, en la especie, la sentencia impugnada es 

SENTENCIA DE FEC }i 9 DE FEBRERO DEL 1966 
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una sentencia correccional, por tratarse del delito prevista 
por el artículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículo; 
No. 4809 de fecha 28 de noviembre de 1957, y castigado 
por el artículo 171, párrafo XII, de dicha ley, modificad o  
por la Ley No. 5060 de fecha 19 de diciembre del año 1958, 
con multa de RD$5.00 a RD$50.00; que por consiguiente, 
la sentencia impugnada debía ser objeto de recurso de ape-
lación y no de casación; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re. 
curso de casación interpuesto por Tomás Elpidio Aponte, 
contra sentencia dictada en sus atribuciones correcciona 
les por el juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de 
Santiago, en fecha 28 de junio de 1965, cuyo dispositivo se 
ha copiado en otro lugar del presente fallo; Y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani; Fernando E. 
Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; LuiQ 
Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María 
Cruz; Manfredo A . Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1966 

Setencia impugnada: Corte de Apélación de Santo Domingo, de 
fecha 9 de diciembre de 1963. 

Materia: Criminal (Asociación de Malechores) 

>t ecurrentes: Proc. General de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo y Dr. Mario Jerez Cruz. 

Abogado: del prevenido Tomás R. Coceo Cordero: Lic. Quirico 
Elpidio Pérez B. 

Ditn, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en 'funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente .  Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 18 
días del mes de febrero de 1966, años 122 9  de la Indepen-
dencia y 1039 de la Restauración, dicta en audiencia píc-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo y por el Dr. Mario Jerez Cruz, dominicano, mayor 
de edad, cédula 12817, serie 25, domiciliado y residente 
en la calle Palo Hincado No. 82 del Seybo, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
en sus atribuciones criminales, en fecha 9 de diciembre 
de 1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del 1o1; 
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una sentencia correccional, por tratarse del delito previsto 
por el artículo 92 de la Ley sobre Tránsito de Vehículos 
No. 4809 de Techa 28 de noviembre de 1957, y castigado 
por el artículo 171, párrafo XII, de dicha ley, modificad o 

 por la Ley No. 5060 de fecha 19 de diciembre del año 1958, 
con multa de RD$5.00 a RD$50.00; que por consiguiente, 
la sentencia impugnada debía ser objeto de recurso de ape-
lación y no de casación; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Tomás Elpidio Aponte, 
contra sentencia dictada en sus atribuciones correcciona 
les por el juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de 
Santiago, en fecha 28 de junio de 1965, cuyo dispositivo se 
ha copiado en otro lugar del presente fallo; Y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani; Fernando E. 
Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis 
Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María 
Cruz; Manfredo A . Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE FEBRERO DEL 1966 

seteneia impugnada: Corte de Apélación de Santo Domingo, de 
fecha 9 de diciembre de 1963. 

gatería: Criminal (Asociación de Malechores) 

necurrentes: Proc. General de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo y Dr. Mario Jerez Cruz. 

Abogado: del prevenido Tomás R. Coceo Cordero: Lic. Quirio,o 
Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en 'funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente .  Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Man-
fredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 18 
días del mes de febrero de 1966, años 122 9  de la Indepen-

dencia y 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Dc-
mingo y por el Dr. Mario Jerez Cruz, dominicano, may .n. 
de edad, cédula 12817, serie 25, domiciliado y residente 
en la calle Palo Hincado No. 82 del Seybo, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
en sus atribuciones criminales, en fecha 9 de diciembre 
de 1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del 1°1; 
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 Oída la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, en 
sentación del Lic Quírieo Elpidio Pérez B. cédula 3720, 
serie 1, abogado del recurrido Tomás R. Cocco Cordero, 
dominicano, oficinista, mayor de edad, casado, domiciliad o  
y residente en la calle Beller No. 139, de la ciudad de 
Puerto Plata, cédula No. 16405, serie 1, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generi.i 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaria 
de la Corte a-qua, en fecha 11 de diciembre de 1963, a re-
querimiento del Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en la cual se invocan los medisis 
de casación que más adelante se exponen; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua, en fecha 11 de diciembre de 1963, a re-
querimiento del Dr. Mario Jerez Cruz, en la cual se invo-

_q.an los medios de casación que se expresan más adelante: 
Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 

riel recurrido Tomás R. Cocco Cordero, en fecha 8 de ene-
ro de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 7 de febrero del zo-
-rriente año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en 
-funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 
por medio del cual llama a los Magistrados Pcdro Maria 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces 
de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Jus-
ticia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 
y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 
oerado y vistos los artículos 265, 266 y 267 del Código 

Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnaoa y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que por reque- 
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rtiniento del Procurador Fiscal de Jurisdicción Nacional._; 

ea .  Juez de Instrucción de esa misma Jurisdicción dictó el:: 
fecha 19 de noviembre del 10h2 una providencia califi-
cativa cuyo dispositivo dice a sí: Resolvemos: Declarar y 
al efecto ueclaramos: Primero; Que hay cargos suficien-, 
te3, para inculpar a los procesados Mario Abreu Penz9,1 
Mario Jerez Cruz, Luis Tomás Saillant Ornes, Tomás Ra-, 
fael Cocco Cordero (a) Coquito, Rafael Estrella Mendoza 
(a) Señorcito, Narciso Dereche, Jaime Rafael Santos Cas- ; 

 tillo (a) Guachupita y José Ludens Olivero, ce 
pteanotadas, como coautores del crimen de Asociación dtl, 
Malhechores, hecho previsto y sancionado por los artícu,-,-, 
los 265 y 266, reformados, del Código Penal; Segundo.:. 
Qie no hay cargos suficientes, para inculpar ;,1 proce.ss, 
do Fernando Rafael Forteza Mercado, cuyas generales.  
constan, del crimen de Asociación de Malhechores; b) quu, 
en cambio, hay cargos suficientes, para inculpas al misrlic, 
procesado Fernando Rafael Forteza Mercado, del crimen; 
de haber favorecido a sabiendas y voluntariamente a los 
autores del crimen de Asociación de Malhechores, por 
dios de correspondencia, hecho previsto y sancionado por 
el artículo 267, reformado, del Código Penal; Tercero: Que'; 
por tanto mandamos y ordenados, que dichos procesado 
sean enviados al Tribunal Criminal, para que allí se .1c.;. 
juzgue con arreglo a la ley, y que las actuaciones de la, 
instrucción, el acta redactada respecto al cuerpo del 
lito, y un estado de los documentos y objetos que hayan , 

 de obrar como fundamento de convicción, sean transm:-. 
tidos al Magistrado Procurador Fiscal de Jurisdicción Ns-' 
cional. para los 'fines que establece la ley; Cuarto: que nu 
hay cargos suficientes, para inculpar al procesado Eliseo 
de los Santos Nivar, cuyas generales también constan 
el proceso, del crimen de Asociación de Malhechores, ni. 
de ninguna otra infracción a la ley penal, por lo cual "Nu 
hay lugar a la persecución criminal" en su contra, y pro-
cede a su respecto el sobreseimiento de las netuacione9: 



£244 

Oída la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, en repre-
sentación del Lic Quírico Elpidio Pérez B. cédula 3720, 
serie 1, abogado del recurrido Tomás R. Cocco Cordero, 
dominicano, oficinista, mayor de edad, casado, domiciliad( ) 

 y residente en la calle Beller No. 139, de la ciudad de 
Puerto Plata, cédula No. 16405, serie 1, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generz.) 
de la República; 

- Vista el acta del recurso levantada en la Secretaria 
de la Corte a-qua, en fecha 11 de diciembre de 1963, a re-
querimiento del Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en la cual se invocan los medisis 
de casación que más adelante se exponen; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría 
de Ia Corte a-qua, en fecha 11 de diciembre de 1963, a re- 
quérhniento del Dr. Mario Jerez Cruz, en la cual se invo- 
een los medios de casación que se expresan más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido Tomás R. Coceo Cordero, en fecha 8 de ene-.. 
re de 1965; 

Visto el auto dictado en fecha 7 de febrero del zo-
-rriente año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en -- 
-funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro Maria 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces 
de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Jus-
ticia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de 
que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 
y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber do- 
lí oerado y vistos los artículos 265, 266 y 267 del Código 
Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que por reque- 
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lirtlient0 del Procurador Fiscal de Jurisdicción Naciona:1) 
el Juez de Instrucción de esa misma Jurisdicción dictó en . 

 fecha 19 de noviembre del 1962 una providencIa califi-. 
cativa cuyo dispositivo dice a sí: Resolvemos: Declarar y 
al efecto declararnos: Primero; Que hay cargos suficien-. 

tes, para inculpar a los procesados Mario Abreu Penzo .,1 

Mario Jerez Cruz, Luis Tomás Saillant Ornes, Tomás lb-, 
fael Cocco Cordero (a) Coquito, Rafael Estrella Mendoza 
(a) Señorcito, Narciso Dereche, Jaime Rafael Santos Cas-, 
tillo (a) Guachupita y José Ludens Olivero, ce generale 

pi eanotadas, como coautores del crimen de Asociación de. 
Malhechores, hecho previsto y sancionado por los artícu.-,, 
los 265 y 266, reformados, del Código Penal: Segunde.:. 

-41 Que no hay cargos suficientes, para inculpar ;.,1 procesa, 
do Fernando Rafael Forteza Mercado, cuyas generales. 
constan, del crimen de Asociación de Malhechores; b) que, 
en cambio, hay cargos suficientes, para inculpas al misrnz. -., 
procesado Fernando Rafael Forteza Mercado, del crimen; 
de haber favorecido a sabiendas y voluntariamente a los 
autores del crimen de Asociación de Malhechores, por me-i 
dios de correspondencia, hecho previsto y sancionado por, 
el artículo 267, reformado, del Código Penal; 1 ercero: Que -i 

por tanto mandamos y ordenados, que dichos procesado; 
sean enviados al Tribunal Criminal, para que. allí se lol. 
juzgue con arreglo a la ley, y que las actuaciones de la, 
instrucción, el acta redactada respecto al cuerpo del cil;r1 
lito, y un estado de los documentos y objetos que hayan . 

 de obrar como fundamento de convicción, sean transm:- 
tidos al Magistrado Procurador Fiscal de Jurisdicción 
cional, para los 'fines que establece la ley; Cuarto: que nd 
hay cargos suficientes, para inculpar al procesado Eliseo 
de los Santos Nivar, cuyas generales también constan eM 

el proceso, del crimen de Asociación de Malhechores, ni. 
de ninguna otra infracción a la ley penal, por lo cual "Nu 
hay lugar a la persecución criminal" en su contra, y pro-
cede a su respecto el sobreseimiento de las netuacione9: 
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Quinto; Que por tanto, mandamos y ordenamos, que di- 
cho procesado sea puesto en libertad, si se encontrare 
tenido y no estuviere preso por otra causa; Sexto: Que la 
presente providencia calificativa, sea notificada por nues- 
tro Secretario, tanto al Magistrado Procurador Fiscal de 
Jurisdicción Nacional, como a los mencionados Procesados, 
dentro del plazo de 24 horas que indica la ley, para los fines 
consiguientes"; b) que en fecha 9 de mayo del 1963, la 
Cámara Penal con Jurisdicción Nacional, dictó una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: En 
cuanto a ls incompetencia presentada por el abogado de 
oficio defensor del acusado Jaime Rafael Santos Castillo 
a) Guachupita el tribunal ratifica su rechazo en razón de 
que éste mismo incidente fue presentado ante este tribu-
nal, habiéndose ya pronunciado sentencia dictada el día 
8 del presente mes, y en consecuencia, por la presente, sP 
pronuncia en favor de la competencia y apoyando en las 
leyes leídas por el Juez; Segundo: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, a los acusados Mario Jerez Cruz, José 
Liundens Olivero Mota y Jaime Rafael Santos 
(a) Guachupita, culpable del crimen de Asociación de Mal-
hechores por el hecho de haberse afiliados a estas asocii 
ciones; Tercero: En consecuencia debe condenar, como al 
efecto condena, a Mario Jerez Cruz, a sufrir la pena de 
cinco (5) años de trabajos públicos; a José Lumdens Oli-
vero Mota, a sufrir la pena de dos (2) años de prisión co-
rreccional,. acogiendo en su favor circunstancias atenu la-
tes; a Jaime Rafael Santos Castillo (a) Guachupita, a si-- 
frir la pena de un (1) año de prisión correccional acogiere 
do en su favor circunstancias atenuantes y todos al pago 
de los costos penales; Cuarto: que debe variar, como al 
efecto varía. la  calificación imputada al nombrado Rafael 
Estrella Mendoza (a) Señorcito, del crimen de Asociaci6r. 
de Malhechores, por la de haber favorecido a sabiendas y ,. 
voluntariamente, a los autores del crimen previsto en el 
artículo 265 del Código Penal declarándolo culpable v 
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en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de seis (6) me-
ses ¿e prisión correccional y al pago de los costos; Quinta. 
Que debe descargar, como al efecto descarga a los nombra-

dos Narciso Dereche, por falta de intención delictuosa en 

el hecho que se le imputa; Tomás Rafael Cocee Corderu 
(a) Coquito, por insuficiencia de pruebas Y Fernando Ra-
fael Forteza Mercado, por no haber cometido e: hecho que 
se le imputa; y, Sexto: Declara los costos de oficio"; c) que. 
sobre los recursos de apelación del Procurador Fiscal de 
Jurisdicción Nacional, y de los acusados José Lundens Oli-
vero Mota y Dr. Mario Jerez Cruz, intervino la sente.i-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Se declaran buenos y válidos, los recursos de 
apelación intentados por los señores Mario Jerez Cruz, Je 
sé Lundens Olivero, así como el del Magistrado Procurador 
Fiscal de Jurisdicción Nacional, por haber sido interpues-
tos en tiempo hábil y de conformidad con las leyes de pro-
cedimiento en cuanto a la forma; Segundo: Se declara bue-
no y válido el desistimiento de la apelación interpuesta 
por el acusado José Lundens Olivero, por haber sido rel 
lizada en forma legal y tiempo útil, y a la vez se da acta de 

dicho desistimiento al acusado expresado; Tercero: Modifi-
ca en cuanto a la pena impuesta al acusado Mario Jerez 
Cruz, la sentencia apelada, dictada en atribuciones crimi-
nales por la Cámara de lo Penal de jurisdicción Nacional, 
en fecha 9 de mayo de 1963, que lo condenó a cinco añ. -)s 

de trabajos públicos, por el crimen de Asociación de Ma-- 
hechores, y , en consecuencia, La Corte, condena a dicho 
acusado de sufrir la pena de tres años de trabajos púbi-
cos; Cuarto: Confirma la sentencia apelada, en cuanto se 

refiere a los acusados Tomás Rafael Coceo y Fernando Ra-
fael Forteza Mercado, cuyo dispositivo figura en el cuerpo 

de la presente sentencia y se ordena por tanto la libertad 
de dichos acusados, a no ser que se encuentren detenido: 

por otra causa; y, Quinto: Condena a los acusados Mario 

Jerez Cruz y José Lundens Olivero. al  pago de las coste -; 
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Quinto; Que por tanto, mandamos y ordenamos, que di- 
cho procesado sea puesto en libertad, si se encontrare 
tenido y no estuviere preso por otra causa; Sexto: Qüe la 
presente providencia calificativa, sea notificada por nues- 
tro Secretario, tanto al Magistrado Procurador Fiscal d e  
Jurisdicción Nacional, como a los mencionados Procesados, 
dentro del plazo de 24 horas que indica la ley, para los fines 
consiguientes"; b) que en fecha 9 de mayo del 1963, la 
Cámara Penal con Jurisdicción Nacional, dictó una sen- 
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Primero: En 
cuanto a la incompetencia presentada por el abogado de 
oficio defensor del acusado Jaime Rafael Santos Castillo 
a) Guachupita el tribunal ratifica su rechazo en razón de 
que éste mismo incidente fue presentado ante este tribu-
nal, habiéndose ya pronunciado sentencia dictada el día 
8 del presente mes, y en consecuencia, por la presente, s' 
pronuncia en favor de la competencia y apoyando en las 
leyes leídas por el Juez; Segundo: Que debe declarar, cc.- 
rno al efecto declara, a los acusados Mario Jerez Cruz, José 
Lumdens Olivero Mota y Jaime Rafael Santos Castilla 
(a) Guachupita, culpable del crimen de Asociación de Mci 
hechores por el hecho de haberse afiliados a estas asocii-
ciones; Tercero: En consecuencia debe condenar, como al 
efecto condena, a Mario Jerez Cruz, a sufrir la pena de 
cinco (5) años de trabajos públicos; a José Lumdens Oli-
vero Mota, a sufrir la pena de dos (2) años de prisión co-
rreccional, acogiendo en su favor circunstancias atenu la-
tes; a Jaime Rafael Santos Castillo (a) Guachupita, a st-- 
frir la pena de un (1) año de prisión correccional acogiera 
do en su favor circunstancias atenuantes y todos al pago 
de los costos penales; Cuarto: que debe variar, como al 
efecto varía la calificación imputada al nombrado Rafael 
Estrella Mendoza (a) Señorcito, del crimen de Asociaciór. 
de Malhechores, por la de haber favorecido a sabiendas y 
voluntariamente, a los autores del crimen previsto en el 
artículo 265 del Código Penal declarándolo culpable v 
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en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de seis (6) me-

ses ¿e prisión correccional y al pago de los costos; QuintG. 

Que debe descargar, como al efecto descarga a los nombra-

dos Narciso Dereche, por falta de intención delictuosa en 
el hecho que se le imputa; Tomás Rafael Cocce 
(a) Coquito, por insuficiencia de pruebas Y Fernando Ra-
fael Forteza Mercado, por no haber cometido el hecho que 
se le imputa; y, Sexto: Declara los costos de oficio"; c) que 
sobre los recursos de apelación del Procurador Fiscal de 
Jurisdicción Nacional, y de los acusados José Lundens Oli-
vero Mota y Dr. Mario Jerez Cruz, intervino la senteh-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Se declaran buenos y válidos, los recursos de 
apelación intentados por los señores Mario Jerez Cruz, Je 
sé Lundens Olivero, así como el del Magistrado Procurador 
Fiscal de Jurisdicción Nacional, por haber sido interpues-
tos en tiempo hábil y de conformidad con las leyes de pro-
cedimiento en cuanto a la forma; Segundo: Se declara bue-
no y válido el desistimiento de la apelación interpuesta 
por el acusado José Lundens Olivero, por haber sido rei 
lizada en forma legal y tiempo útil, y a la vez se da acta de 
dicho desistimiento al acusado expresado; Tercero: Modifi-
ca en cuanto a la pena impuesta al acusado Mario Jerez 
Cruz, la sentencia apelada, dictada en atribuciones crimi-
nales por la Cámara de lo Penal de jurisdicción Nacional, 
en fecha 9 de mayo de 1963, que lo condenó a cinco añ -)s 

de trabajos públicos, por el crimen de Asociación de Mal-
hechores, y , en consecuencia, La Corte, condena a dicho 
acusado de sufrir la pena de tres años de trabajos púbi-
cos; Cuarto: Confirma la sentencia apelada, en cuanto se 
refiere a los acusados Tomás Rafael Coceo y Fernando Ra-
fael Forteza Mercado, cuyo dispositivo figura en el cuerpo 

de la presente sentencia y se ordena por tanto la libertad 
de dichos acusados, a no ser que se encuentren detenido: 
Dor otra causa; y, Quinto: Condena a los acusados Mario 
Jerez Cruz y José Lundens Olivero. al  pago de las cost2s 
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judiciales, pero en lo que se refiere a este último, solam en: 
 te hasta las causadas al momento que se proaujo su desis-

timientos, y de oficio en cuanto respecta a los acusados des-. 
cargados Tomás Rafael Coceo Cordero y Fernando Rafael 
Fonteza Mercado"; 

Considerando que el recurrido Tomás R. Cocco Cord2. 
ro, ha propuesto en su escrito de defensa la nulidad del re-
curso interpuesto por el Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en razón de que dicho 
funcionario no indicó en la forma requerida por la ley lo s 

 medios de casación en que fundó su recurso, ni tampoco 
hizo el desenvolvimiento de los mismos en un memoria, 
ulterior, por lo que incurrió en la violación del artículo Si, 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; pero, bis 

Considerando que el examen del acta del recurso an-
tes aludida pone de manifiesto que, tal como se verá mas 
adelante en ella no sólo se indica los medios de casación. 
sino que se desenvuelven, en su mayor parte, aunque de 
manera sucinta, dichos medios, lo que basta para que se 
cumpla el voto de la ley; que en tales circunstancias el me-
dio de nulidad propuesto carece de fundamento y debe ser 
rechazado; 

Considerando que el Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, ha invocado en el acta de 
casación los siguientes medios: Falta de base legal; desna-
turalización de los hechos de la causa; contradicción y au-
sencia de motivos; violación de los artículos 265, 266 y 267 
del Código Peral; desconocimiento de la prueba literal el 
materia penal; 

Considerando que el acusado, Dr. Mario Jerez Cruz, ha 
invocado en el acta del recurso los medios de casación .5)- 
guientes: Violación del art. 47 de la Constitución de la Re-
pública; Violación del artículo 72 de dicha Constitución; y, 
errónea interpretación y mala aplicación de los artículos 
265, 266 Y 267 del Código Penal; 

11 

-vp 
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Considerando que el recurrente Jerez Cruz ha alega-
do en apoyo de sus medios de casación que en la sentencia 
impugnada se ha violado el artículo 47 de la Constitución 
de la República que estatuye en el sentido de que las leyes 
no tienen efecto retroactivo, salvo cuando favorecen al que 
está subjudice; que "la aplicación de la ley que incrimina a 
los que sirvieron o se acusa de ello, es posterior a la diso-
lución del Servicio de Inteligencia Militar;" pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da muestra que el acusado Jerez Cruz fue condenado a 
tres años de trabajos públicos por haber sido convicto del 
crimen de asociación de malhechores, infracción prevista y 
sancionada por los artículos 265, 266 y 267 del. Código Pe-
nal; que estas disposiciones legales existían con anteriori-
dad a la comisión de los hechos imputados al acusado, por 
lo que no podía alegar éste que los jueces aplicaron retro-
activamente la ley al condenarlo por haber cometido esos 
hechos; que igualmente carece de fundamento el alegato 
del acusado, en cuanto a que los jueces no podían conde-
narlo porque en el momento en que aplicaron la ley ya 
había sido disuelto el Servicio de Inteligencia Militar, pues, 
esta circunstancia no lo eximía de su culpabilidad en los 
hechos delictuosos que había cometido; que por todo lo 
cual este medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 72 
de la Constitución; que el recurrente alega que dicho texto 
es de interpretación restrictiva y el mismo no autorizaba la 
creación de la Cámara Penal de Jurisdicción Nacional; que 
por tanto, siendo nula su existencia, todas las sentencias 
que dictó, son nulas, también; pero, 

Considerando que en virtud del artículo 63 de la Cons-
titución vigente en la fecha en que se dictó la sentencia: 
"la ley determinará el número de los distritos judiciales, el 
número de los jueces de que deban componerse los Juzga- 
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judiciales, pero en lo que se refiere a este último, solam en 
 te hasta las causadas al momento que se proaujo su desis-

timientos, y de oficio en cuanto respecta a los acusados des-. 
cargados Tomás Rafael Coceo Cordero y Fernando Rafa el 
Fonteza Mercado"; 

Considerando que el recurrido Tomás R. Coceo Corde-
ro, ha propuesto en su escrito de defensa la nulidad del re. 
curso interpuesto por el Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, en razón de que dicho 
funcionario no indicó en la forma requerida por la ley los 
medios de casación en que fundó su recurso, ni tampoco 
hizo el desenvolvimiento de los mismos en un memoria; 
ulterior, por lo que incurrió en la violación del artículo Si 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que el examen del acta del recurso an-
tes aludida pone de manifiesto que, tal como se verá mas 
adelante en ella no sólo se indica los medios de casación 
sino que se desenvuelven, en su mayor parte, aunque de 
manera sucinta, dichos medios, lo que basta para que se 
cumpla el voto de la ley; que en tales circunstancias el me-
dio de nulidad propuesto carece de fundamento y debe ser 
rechazado; 

Considerando que el Procurador General de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, ha invocado en el acta de 
casación los siguientes medios: Falta de base legal; desna-
turalización de los hechos de la causa; contradicción y au-
sencia de motivos; violación de los artículos 265, 266 y 267 
del Código Penal; desconocimiento de la prueba literal c.n 
materia penal; 

Considerando que el acusado, Dr. Mario Jerez Cruz, ha 
invocado en el acta del recurso los medios de casación si-
guientes: Violación del art. 47 de la Constitución de la Re-
pública; Violación del artículo 72 de dicha Constitución; y. 
errónea interpretación y mala aplicación de los artículos 
265, 266 Y 267 del Código Penal; 
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Considerando que el recurrente Jerez Cruz ha alega-
' do en apoyo de sus medios de casación que en la sentencia 
impugnada se ha violado el artículo 47 de la Constitución 

• de la República que estatuye en. el sentido de que las leyes 
no tienen efecto retroactivo, salvo cuando favorecen al que 
está subjudice; que "la aplicación de la ley que incrimina a 
los que sirvieron o se acusa de ello, es posterior a la diso-
lución del Servicio de Inteligencia Militar;" pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da muestra que el acusado Jerez Cruz fue condenado a 
tres años de trabajos públicos por haber sido convicto del 
crimen de asociación de malhechores, infracción prevista y 
sancionada por los artículos 265, 266 y 267 del. Código Pe-
nal; que estas disposiciones legales existían con anteriori-
dad a la comisión de los hechos imputados al acusado, por 
lo que no podía alegar éste que los jueces aplicaron retro-
activamente la ley al condenarlo por haber cometido esos 
hechos; que igualmente carece de fundamento el alegato 
del acusado, en cuanto a que los jueces no podían conde-
narlo porque en el momento en que aplicaron la ley ya 
había sido disuelto el Servicio de Inteligencia Militar, pues, 
esta circunstancia no lo eximía de su culpabilidad en los 
hechos delictuosos que había cometido; que por todo lo 
cual este medio del recurso debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 72 
de la Constitución; que el recurrente alega que dicho texto 
es de interpretación restrictiva y el mismo no autorizaba la 
creación de la Cámara Penal de Jurisdicción Nacional; que 
por tanto, siendo nula su existencia, todas las sentencias 
que dictó, son nulas, también; pero, 

Considerando que en virtud del artículo 63 de la Cons-
titución vigente en la fecha en que se dictó la sentencia: 
"la ley determinará el número de los distritos judiciales, el 
número de los jueces de que deban componerse los Juzga- 
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dos de Primera Instancia, así como el número de Cámar as 
 en que estos puedan dividirse"; por lo que el legislador te_ 

nía 'facultad, de acuerdo con dicha disposición constitucio-
nal, de crear la Cámara Penal de Jurisdicción Nacional ;  

• que, por tanto, este medio del recurso carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a la violación de los artículos 
265, 266 y 267 del Código Penal; que el recurrente, Jere z: 

 Cruz, alega en apoyo de este medio que el Servicio de Inte-
!igencia Militar era una institución del Estado, que usaba 
el escudo y la bandera nacional, y que no podía ser denun 
ciada por tus hechos al gobierno que lo creó y sostuvo, ni 

a otras instituciones nacionales e internacionales, ni reli-
giosas; que su nombre, el del recurrente, no aparece en la 
nómina de dicha institución publicada en la prensa local; 
que, no obstante, el Ministerio Público ha presentado una 
lista que no está firmada por ningún funcionario, en la que 
aparece su nombre; pero, 

Considerando que de conformidad con las disposicio-
nes del artículo 265 del Código Penal, cometen el crimen 
de asociación de malhechores, los que, intencionalmente 
forman una asociación o establecen un concierto con el fin 
de preparar o de cometer crímenes contra las personas o 
propiedades; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en :cs 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
el acusado Mario Jerez Cruz confesó haber pertenecido al 
Servicio de Inteligencia Militar y haber recibido la canti-
dad de RD$200 como pago de sus servicios; b) que el refe-
rido Mario Jerez Cruz al ingresar a dicho cuerpo formó, 
con otras nersonas, con intención culpable, una asociación, 
o establecieron un concierto, para preparar o cometer crí-
menes y delitos contra las personas y las propiedades, des-
naturalizando de ese modo dicho servicio; c) que los he-
chos delictuosos preparados y cometidos por el acusado, 3 
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consecuencia de la indicada asociación o concierto, consis-
tieron en injurias ,amenazas y torturas en agravio de va-
rias personas; 

Considerando que el examen de la indicada sentencia 
pone de manifiesto que los jueces del fondo para formar 
su convicción respecto ¿e los hechos anteriormente seña-
lados ponderaron los elementos de prueba aportados regu-
larmente en la instrucción de la causa, y que al dar por es-
tablecido que los indicados miembros del Servicio de Inte-
ligencia dcsnnaturalizaron los fines de ese organismo al 
asociarse para cometer los crímenes ya referidos, dichos 
jueces no han incurrido en las violaciones antes denuncia-
das, que, por tanto, los alegatos del recurrente carecen de 
fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos así establecido constitu-
yen a cargo del acusado Jerez Cruz, el crimen de asociación 
de malhechores, previsto por el artículo 265 del Código Pe-
nal, y castigado por el artículo 266 del mismo Código con 
la pena de trabajos públicos que es de 3 a 20 años; que, 
por consiguiente, la Corte a-qua al condenar a dicho acu-
sado a tres años de trabajos públicos después de declararlo 
culpable del indicado crimen, hizo una correcta aplicación 
de la ley; 

Considerando, en cuanto al recurso del Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Santo Domingo, que di-
cho funcionario alega en el acta del recurso que la senten-
cia impugnada está viciada de falta de base legal, porque 
no contiene una exposición completa de los hechos de la 
causa; que ni la providencia calificativa, ni la decisión de 
la cámara de calificación integraron el expediente por lo 
que el Ministerio Público desconocía los testigos que f le-
ron oídos en instrucción e ignoró los documentos de esta 
actuación, como lo revela la comunicación dirigida al Prg-
curador Fiscal, que consta en el expediente por la cual el 
Procurador General de la Corte de Apelación solicita la 
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la cámara de calificación integraron el expediente por lo 
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providencia calificativa a cargo de los Drs. Rafael Ferna n. 
do Forteza Mercado y ltyrio Jerez Cruz, y de Tomás Ra-
fael Coceo Cordero, todo lo cual impide a la Suprema Cor. 
!e de Justicia comprobar si la Corte a-qua ha hecho una 
correcta aplicación de la ley; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impug na
-da muestra que tanto la ordenanza del Juez de Instrucción 

 como la providencia calificativa de este proceso se encuen-
tran depositadas en el expediente; que, además, en la sen-
tencia de primera instancia y en la sentencia impugnada se 
hace referencia al procedimiento de instrucción, lo que in-
dica que los jueces tuvieron en cuenta al dictar sus fali 
todos los documentos e interrogatorios de ese procedimien-
to; que en el expediente no se encuentran la solicitud he-
cha por el Procurador General de la Corte de Apelación al 
Procurador Fiscal en la cual requiere de este último el de-
pósito en el expediente de la providencia calificativa co-
rrespondiente a este proceso; por todo lo cual este med , 0 
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimad'; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
265, 266 y 267 del Código Penal, y desconocimiento de la 
prueba literal en materia penal alegadas por el Procurador 
General de la Corte de Apelación en el acta del recurso, en 
cuanto a los descargos pronunciados por el fallo impugna-
dos que en dicha acta no se explica en qué consisten las vio-
laciones alegadas, ni se ha aportado ningún memorial en 
que se desenvuelvan esos alegatos por lo cual estos medios 

inadmisibles; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal, de 
naturalización de los hechos de la causa, contradicción d 
motivos y ausencia de motivos, alegadas también por di 
cho recurrente; que la sentencia impugnada contiene moti 
vos suficientes, pertinentes y congruentes que justifican , 

 'plenamente su dispositivo, así como una exposición com-
pleta de los hechos y una descripción, de las circunstancias  

de  la causa que han permitido verificar que la Corte a-qua 

hizo, en el caso, una correcta aplicación de la ley a los he 
chos soberanamente comprobados, sin incurrir en desnatu-
ralización alguna; por lo cual este medio del recurso care-
ce también de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del acusado recurrente ningún vicio que justifique 

su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 

casación interpuestos por el Procurador General de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo y por Mario Jerez Cruz, 
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictada en sus atribuciones criminales en fecha 9 
de diciembre del 1963, y CUYO dispositivo se copia en parte 

anterior del presente fallo; Segundo: Condena al acusado 

recurrente al pago de las costas. 

((Firmados:) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez 
Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Man-
f redo A. Moore; Rafael Rincón hijo; Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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 correcta aplicación de la ley; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugn a. 
da muestra que tanto la ordenanza del Juez de Instrucción 
como la providencia calificativa de este proceso se encuen-
tran depositadas en el expediente; que, además, en la sen-
tencia de primera instancia y en la sentencia impugnada se 
hace referencia al procedimiento de instrucción, lo que in-
dica que los jueces tuvieron en cuenta al dictar sus fallos 
todos los documentos e interrogatorios de ese procedimien-
to; que en el expediente no se encuentran la solicitud he-
cha por el Procurador General de la Corte de Apelación al 
Procurador Fiscal en la cual requiere de este último el de-
pósito en el expediente de la providencia calificativa co-

• irespondiente a este proceso; por todo lo cual este mecho 
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimad»; 

Considerando en cuanto a la violación de los artículos 
265, 266 y 267 del Código Penal, y desconocimiento de la 
prueba literal en materia penal alegadas por el Procurador 
General de la Corte de Apelación en el acta del recurso, en 
cuanto a los descargos pronunciados por el fallo impugna-
dos que en dicha acta no se explica en qué consisten las vio-
laciones alegadas, ni se ha aportado ningún memorial en 
que se desenvuelvan esos alegatos por lo cual estos medios 
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. Considerando en cuanto a la falta de base legal, des-
riaturalización de los hechos de la causa, contradicción de 
motivos y ausencia de motivos, alegadas también por di-
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Settencla impugnad: Primert Cámara Penal del Juzgado de 1ra. 
Instancia del D. J. de La Vega, de fecha 17 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Modesto Rodriguez y el Magistrado Procurador 
Fiscal del D. J. de La Vega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
21 de febrero del año 1966, años 122o. de la Independencia y 
103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Modesto Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado en Jarabacoa, cédula No. 3929, serie 
50; y el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de La Vega, contra sentencia de fecha 17 de marzo de 
1965, dictada en atribuciones correccionales, como tribu-
nal de segundo grado, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación de fecha 17 de 
o de 1965 levantada en la Secretaría del Tribunal 

no, a requerimiento del prevénido, en la cual no se in- 
ningún medio determ-nado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación de fecha 24 de 

marzo de 1965, levantado en la Secretaría del Tribunal 
-quo, a requerimiento del Procurador Fiscal, en la que se 
vaca el medio que más adelante se expondrá; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley N 9  5771 de 1961, 
163 del Código de Procedimiento Criminal; y 1, 20, 43 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
el día 16 de diciembre de 1964 se originó un choque entre 
el Jeep placa N9  55664, manejado por José Modesto Ro-
dríguez Durán y la camioneta chevrolet placa No. 59218, 
manejada por José B. Ramos, mientras transitaban en sen-
tido contradio por la carretera Jarabacoa - Pinar Quema-
do, resultando con heridas curables antes de diez días Jo-
sé Modesto Rodríguez y Julio Antonio Batista; b) que apo-
derado del caso el Juzgado de Paz de Jarabacoa, dictó en 
fecha 18 de enero de 1965 una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que se descargue y descar-
ga de toda responsabilidad penal al inculpado José Modes-
to Rodríguez del delito que se le imputa por no ser culpa-

. ble del hecho; SEGUNDO: Se declara culpable al incul-
pado José B. Ramos del delito de violación a la Ley de 
Carreteras y en tal virtud el Juez le condena a una multa 
de RD$6.00 y al pago de las costas"; c.) que sobre recursos 
de apelación interpuestos por el Magistrado Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de La Vega y José B. Ramos, 
intervino la sentencia ahora impugnada que tiene el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara re-
gular y válido los recursos de apelación interpuestos por 
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el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, y 
por el señor José B. Ramos; SEGUNDO: Se revoca en tod a 

 su parte la sentencia recurrida y se descarga a José B. 
Ramos de violación a la ley No. 5771 por no haber violado 
la misma; Tercero: Se declara culpable a José Modest o 

 Rodríguez de violación a la ley N9  5771 en jerjuicio de 
Julio Antonio Batista y se le condena al pago de una mul-
ta de RD$6.00 y costas acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes"; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido; 
Considerando que el tribunal a-quo dio por establecido 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron administrados en la instrucción de la causa que el 
prevenido José Modesto Rodríguez transitaba a una ve-
locidad de 50 ó 60 kilómetros, en el camino carretero Ja-
rabacoa - Pinar Quemado que está en malas condiciones, y 
no redujo la velocidad al llegar a la curva donde ocurrió 
el choque con la camioneta manejada por José B. Ramos, 
choque del cual resultaron con heridas curables antes de 
diez días Julio Antonio Batista y el propio conductor Ro-
dríguez; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el tribunal a-quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia causados con el manejo de un vehículo de motor, cura-
bles antes de diez días, cometido por el prevenido; pre-
visto 

 
 por el artículo 1 9  de la Ley 5771 de 1961 y castigado 

por la letra a) de dicho artículo con prisión correccional de 
seis días a seis meses y multa de seis a ciento ochenta pe-
sos; que, por tanto, el tibunal a-quo, al condenar al preve-
nido al pago de una multa de RD$6.00, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, después de declararlo culpable, ha he-
cho una correcta aplicación de dicho texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del 
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recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-

sación; 
En cuanto al recurso del ministerio público; 

Considerando que en el acto de su recurso el Procu-
rador Fiscal alega en resúmen, que el tribunal a-quo, para 
descargar al prevenido José B. Ramos de su participación 
en el delito, no ponderó la declaración de éste en la que 
reconoce que no tocó bocina, falta con la cual contribuyó 
por lo menos a la realización del hecho, ni motivó su sen-
tencia relativa al descargo de éste prevenido; 

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada y de los documentos a que ella se refiere, 
pone de manifiesto, que el tribunal a-quo para descargar 
de toda responsabilidad penal al prevenido Ramos se li-
mita a expresar "quedó establecido que José B. Ramos 

quien conducía la camioneta N 9  159218 por la carretera Ja-
rabacoa - Pinal Quemado, no incurrió en ninguna fal-
ta ..." sin exponer en su sentencia los motivos de hecho 
que justifiquen el dispositivo de su fallo en ese sentido, 
sobre todo, cuando el prevenido descargado reconoce que 
no tocó bocina antes de aproximarse a la curva donde ocu-
rrió el choque; que en tales condiciones, la sentencia im-
pugnada carece en este aspecto de motivos y debe ser ca-
sada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Modesto Rodríguez, contra 
sentencia de fecha 17 de marzo de 1965 dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Casa la referida sentencia en 
cuanto al prevenido José B. Ramos y envía el asunto, así 
delimitado, a la Segunda Cámara Penal de La Vega; y 
Tercero; Condena al recurrente José Modesto Rodríguez al 
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el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La Vega, y 
por el señor José B. Ramos; SEGUNDO: Se revoca en tod a 

 su parte la sentencia recurrida y se descarga a José g. 
Ramos de violación a la ley No. 5771 por no haber violado 
la misma; Tercero: Se declara culpable a José Modesto 
Rodríguez de violación a la ley N9 5771 en jerjuicio de 
Julio Antonio Batista y se le condena al pago de una muls 
ta de RD$6.00 y costas acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes"; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido; 
Considerando que el tribunal a-quo dio por establecido 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron administrados en la instrucción de la causa que el 
prevenido José Modesto Rodríguez transitaba a una ve-
locidad de 50 ó 60 kilómetros, en el camino carretero Ja-
rabacoa - Pinar Quemado que está en malas condiciones, y 
no redujo la velocidad al llegar a la curva donde ocurrió 
el choque con la camioneta manejada por José B. Ramos, 
choque del cual resultaron con heridas curables antes de 
diez días Julio Antonio Batista y el propio conductor Ro-
dríguez; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el tribunal a-quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia causados con el manejo de un vehículo de motor, cura-
bles antes de diez días, cometido por el prevenido; pre-
visto por el artículo 1 9  de la Ley 5771 de 1961 y castigado 
por la letra a) de dicho artículo con prisión correccional de 
seis días a seis meses y multa de seis a ciento ochenta pe-
sos; que,•por tanto, el tibunal a-quo, al condenar al preve-
nido al pago de una multa de RD$6.00, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, después de declararlo culpable, ha he-
cho una correcta aplicación de dicho texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés del 
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recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-

ación; 
En cuanto al recurso del ministerio público; 

Considerando que en el acto de su recurso el Procu-
rador Fiscal alega en resúmen, que el tribunal a-quo, para 
descargar al prevenido José B. Ramos de su participación 
n el delito, no ponderó la declaración de éste en la que 
econoce que no tocó bocina, falta con la cual 'contribuyó 

r lo menos a la realización del hecho, ni motivó su sen-
tencia relativa al descargo de éste prevenido; 

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada y de los documentos a que ella se refiere, 
pone de manifiesto, que el tribunal a-quo para descargar 
de toda responsabilidad penal al prevenido Ramos se li-
mita a expresar "quedó establecido que José B. Ramos 

quien conducía la camioneta N 9  159218 por la carretera Ja-
rabacoa - Pinal Quemado, no incurrió en ninguna fal-
ta..." sin exponer en su sentencia los motivos de hecho 
que justifiquen el dispositivo de su fallo en ese sentido, 
sobre todo, cuando el prevenido descargado reconoce que 
no tocó bocina antes de aproximarse a la curva donde ocu-
rrió el choque; que en tales condiciones, la sentencia im-
pugnada carece en este aspecto de motivos y debe ser ca-
sada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Modesto Rodríguez, contra 
sentencia de fecha 17 de marzo de 1965 dictada en atribu-
ciones correccionales por la Primera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
Vega, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del 

presente fallo; Segundo: Casa la referida sentencia en 
cuanto al prevenido José B. Ramos y envía el asunto, así 
delimitado, a la Segunda Cámara Penal de La Vega; y 
Tercero; Condena al recurrente José Modesto Rodríguez al 
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pago de las costas de su recurso y declara de oficio las d e 
 recurso del Ministerio Público; 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. ge r. 
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.--- 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.. 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

tenia impugnada: Corte de ApUación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 25 de noviembre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

Recurrentes:: José Eugenio Valerio y compartes 

1nterviniente: Ramona Tejada Gómez 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente, F.E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 21 días del mes de febrero del 
año 1966, años 122' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Eu-
genio Valerio, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, 
domiciliado y residente en Tenares, cédula No. 1656, se-
rie 55; Alfonso Valerio Morales, y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Francisco de Macorís, en 
fecha 25 de noviembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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pago de las costas de su recurso y declara de oficio las d el 
recurso del Ministerio Público; 

Firmados: Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bes-
, gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 
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$ENTENC1A DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Arllación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 25 de noviembre de 1964. 

tenia: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

Recurrentes:: José Eugenio Valed° y compartes 

• 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Interviniente: Ramona Tejada Gómez 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente, F.E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 21 días del mes de febrero del 
año 1966, años 122' de la Independencia y 103' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Eu-
genio Valerio, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, 
domiciliado y residente en Tenares, cédula No. 1656, se-
rie 55; Alfonso Valerio Morales, y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., contra sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación del 
Departamento Judicial de San Francisco de Macorís, en 
fecha 25 de noviembre de 1964, cuyo dispositivo se copia 
rnás adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, cédul a 

 No. 21463, serie 47, en representación de Ramona Teja. 
da Gómez, dominicana, soltera, mayor de edad, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la calle "Buena-
ventura Almánzar", de la ciudad de Salcedo, cédula No. 
5293, serie 64, interviniente, en la lectura de sus conclu. 
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de abril de 1965, 
a requerimiento del Dr. Jesús Antonio Pichardo, abogado, 
cédula No. 4468, serie 64, a nombre de los recurrentes, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de c 
ción; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la interviniente, Dr. R. Bienvenido Amaro, de fecha 3 
de Diciembre de 1965 y notificado en fecha 19 del mismo 
mes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1ro., letra b) de la Ley 5771 
de 1961; 10 de la Ley 4117 de 1955, Sobre Seguro Obliga-
torio contra daños ocasionados con vehículos de motor; 
1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
20 de Marzo de 1964, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, dictó en sus atribuciones 
correccionales una sentencia cuyo dispositivo consta en el 
de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de apela-
ción de los recurrentes, intervino la sentencia ahora im-
pugnada la cual no fue notificada, y cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO:— Declara re-
gular y válido el recurso de apelación intentado por el 
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Prevenido José Eugenio Valerio, la parte civilmente res-
ponsable Alfonso Valeriano Morales y La Compañía Domi-
nicana de Seguros C. por A., contra la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
de fecha veinte (20) del mes de marzo del año mil nove-

cientos sesenta y cuatro (1964), cuyo dispositivo dice así:-- 

'FALLA: PRIMERO:— Declara a José Eugenio Valerio, 
culpable de violar la Ley No. 5771, en su artículo I, apar-

tado (b) en perjuicio del menor Ramón Rafael Villavizar, 
quién a su vez cometió una falta que coadyuvó a la comi-
sión del accidente y en consecuencia se condena al citado 
prevenido José Eugenio Valerio al pago de una multa de 
RD$10.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-

tes; SEGUNDO: Declara a José Eugenio Valerio, no culpa-
ble del delito de abandono en perjuicio del citado menor 
Ramón Villavizar, y en consecuencia, se le descarga de es-
te delito por no haberlo cometido, declarando asimismo 
de oficio las costas penales en cuanto respecta a este de-

lito. TERCERO: Declara regular y válida la constitución 
en parte civil hecha por la señora Ramona Tejada Gó-
mez, madre y tutora legal del menor Ramón Rafael Villa-
vizar, por órgano de su abogado constituido el Dr. Bien-
venido Amaro; CUARTO: Condena a Alfonso Valeriano 
Morales, en su calidad de comitente de José Eugenio Va-
lerio, al pago de una indemnización de RD$500.00 pesos 
oro dominicanos, en favor del menor Ramón Rafael Villa-
vizar, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por dicho menor a causa del delito come- . 
tido por José Eugenio Valerio; Quinto: Se condena a José 

Eugenio Valerio, al pago de las costas penales; SEXTO: 
Condena a Alfonso Valeriano Morales, al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en favor del Dr. R. 
Bienvenido Amaro, quién afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte; SEPTIMO: la presente sentencia, en cuanto 
a la indemnización, y las costas civiles, es común —y opo-
nible y ejecutoria solidariamente— contra la Compañía 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, cédula 

 No. 21463, serie 47, en representación de Ramona Teja. 
da Gómez, dominicana, soltera, mayor de edad, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en la calle "Buen a.. 
ventura Almánzar", de la ciudad de Salcedo, cédula No. 
5293, serie 64, interviniente, en la lectura de sus conclu. 
sienes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de abril de 1965, 
a requerimiento del Dr. Jesús Antonio Pichardo, abogado, 
cédula No. 4468, serie 64, a nombre de los recurrentes, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la interviniente, Dr. R. Bienvenido Amaro, de fecha 3 
de Diciembre de 1965 y notificado en fecha 19 del mismo 
mes; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos lro., letra b) de la Ley 5771 
de 1961; 10 de la Ley 4117 de 1955, Sobre Seguro Obliga-
torio contra daños ocasionados con vehículos de motor; 
1, 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
20 de Marzo de 1964, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, dictó en sus atribuciones 
correccionales una sentencia cuyo dispositivo consta en el 
de la ahora impugnada; b) que sobre el recurso de apela-
ción de los recurrentes, intervino la sentencia ahora im-
pugnada la cual no fue notificada, y cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "FALLA: PRIMERO:— Declara re-
gular y válido el recurso de apelación intentado por el 
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prevenido José Eugenio Valerio, la parte civilmente res-
ponsable Alfonso Valeriano Morales y La Compañía Domi-
nicana de Seguros C. por A., contra la sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
de fecha veinte (20) del mes de marzo del año mil nove-
cientos sesenta y cuatro (1964), cuyo dispositivo dice así:-- 

'FALLA: PRIMERO:— Declara a José Eugenio Valerio, 
culpable de violar la Ley No. 5771, en su artículo I, apar-

tado (b) en perjuicio del menor Ramón Rafael Villavizar, 
quién a su vez cometió una falta que coadyuvó a la comi-
sión del accidente y en consecuencia se condena al citado 
prevenido José Eugenio Valerio al pago de una multa de 
RD$10.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuan-

tes; SEGUNDO: Declara a José Eugenio Valerio, no culpa-
ble del delito de abandono en perjuicio del citado menor 
Ramón Villavizar, y en consecuencia, se le descarga de es-
te delito por no haberlo cometido, declarando asimismo 
de oficio las costas penales en cuanto respecta a este de-

lito. TERCERO: Declara regular y válida la constitución 
en parte civil hecha por la señora Ramona Tejada Gó-
mez, madre y tutora legal del menor Ramón Rafael Villa-
vizar, por órgano de su abogado constituido el Dr. Bien-
venido Amaro; CUARTO: Condena a Alfonso Valeriano 
Morales, en su calidad de comitente de José Eugenio Va-
lerio, al pago de una indemnización de RD$500.00 pesos 
oro dominicanos, en favor del menor Ramón Rafael Villa-
vizar, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos por dicho menor a causa del delito come- . 
tido por José Eugenio Valerio; Quinto: Se condena a José 
Eugenio Valerio, al pago de las costas penales; SEXTO: 
Condena a Alfonso Valeriano Morales, al pago de las costas 
civiles con distracción de las mismas en favor del Dr. R. 
Bienvenido Amaro, quién afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte; SEPTIMO: la presente sentencia, en cuanto 
a la indemnización, y las costas civiles, es común —y opo-
nible y ejecutoria solidariamente— contra la Compañía 
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Dominicana de Seguros C. por A., en su condición de A. 
guiadora del vehículo propiedad de Alfonso Valeriano M o_ 
rales'. SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten. 
cia apelada; TERCERO: Condena al prevenido José Euge. 
nio Valerio, al pago de las costas penales; CUARTO: Con. 
dena a Alfonso Valeriano Morales, al pago de las costas 
civiles ordenando su distracción en provecho del Dr. R. 
Bienvenido Amaro, abogado quién afirma haberlas avan-
zado; QUINTO: Ordena que las condenaciones civiles pro-
nunciadas por la sentencia contra Alfonso Valeriano Mo. 
rales, así como las apeladas, sean oponibles a la Compañía 
Dominicana de Seguros C. por A.; 

En cuanto al recurso de Alfonso Valerio Morales, pe-
rona civilmente responsable y de 1)a Compañía Dominicana 
de Seguros, C. por A. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, sino se ha 
motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir-
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, Sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de 
motor; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no invocaron cuando declararon sus recursos ningún me-
dio determinado de casación; que dichos recurrentes tam-
poco han presentado con posterioridad a la declaración de 
Ios recursos, el memorial con la exposición de los medios 
que le sirvan de fundamento; 

En cuanto al recurso del prevenido.  

Considerando que la Corte a qua dio por establecidos, 

mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa, los si-
guientes hechos: a) que mientras el prevenido José Euge-
nio Valerio transitaba el día 8 de Noviembre de 1963, por 
un tramo de carretera que conduce de Tenares a la ciudad 
de Salcedo, situado en zona urbana de ésta última ciudad, 
conduciendo un automóvil, a una velocidad de 30 a 40 ki-
lómetro por hora, al pasar por el lado de un camión. de 
volteo que venía en sentido contrario, sorpresivamente 
dio un viraje hacia la izquierda, en forma tan torpe e im-
prudente, qué alcanzó con su automóvil al menor Ramón 
Rafael Villavizar, que se encontraba parado en la carre-
tera, causándole heridas traumáticas que curaron después 
de los diez días y antes de los veinte; b) que ese accidente 
se debió exclusivamente a la forma imprudente y torpe en 
que el prevenido maniobró su automóvil al pasar por el 
lado del camión; 

Considerando que los hechos así comprobados por la 
Corte a qua, constituyen el delito previsto por el artículo 
lro. de la Ley No. 5771, de 1961, y castigado por la letra 15\ 
de dicho artículo con la pena de tres meses a un año de 
prisión y multa de cincuenta pesos a trescientos; que, por 
consiguiente, la Corte a-qua al condenar al prevenido a 
una multa de RD$10.00, después de declararlo culpable 
del indicado delito, y acogiendo circunstancias atenuantes, 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a qua estableció que Ramona Tejada Gómez, 
constituida en parte civil, sufrió a consecuencia de los he-
chos cometidos por el prevenido, daños morales y mate-
riales cuyo monto fijó soberanamente en la suma de RD$- 
500.00; que, por consiguiente, al condenarlo al pago de 
esa suma a título de indemnización en provecho de la per-
sona constituida en parte civil, la Corte a qua hizo una 
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Dominicana de Seguros C. por A., en su condición de As e, 
guradora del vehículo propiedad de Alfonso Valeriano M o

-rales'. SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la senten. 
cia apelada; TERCERO: Condena al prevenido José Euge. 
nio Valerlo, al pago de las costas penales; CUARTO: Con. 
dena a Alfonso Valeriano Morales, al pago de las costas 
civiles ordenando su distracción en provecho del Dr. R . 

 Bienvenido Amaro, abogado quién afirma haberlas avan-
zado; QUINTO: Ordena que las condenaciones civiles pro-
nunciadas por la sentencia contra Alfonso Valeriano Mo-
rales, así como las apeladas, sean oponibles a la Compañía 
Dominicana de Seguros C. por A.; 

En cuanto al recurso de Alfonso Valerio Morales, pe. 
rona civilmente responsable y de Compañía Dominicana 
de Seguros, C. por A. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, sino se ha 
motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
que, aunque ese texto legal se refiere solamente a las par-
tes ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la en-
tidad aseguradora, que haya sido puesta en causa en vir-
tud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, Sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de 
motor; 

Considerando que en el presente caso, los recurrentes 
no invocaron cuando declararon sus recursos ningún me-
dio determinado de casación; que dichos recurrentes tam-
poco han presentado con posterioridad a la declaración de 
Ios recursos, el memorial con la exposición de los medios 
que le sirvan de fundamento; 

En cuanto al recurso del prevenido.  
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Considerando que la Corte a qua dio por establecidos, 
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guientes hechos: a) que mientras el prevenido José Euge-
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sona constituída en parte civil, la Corte a qua hizo una 



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

26 de marzo de 1965. 

:Materia: Correccional. 

Recurrente: José Rafael Noesí Núñez. 

Bevturrentes: José Rafael Noesí Núñez, Luis Miguel Crespo Rodri 
guez y la Compañia Dominicana de Seguros, C. por A. 

- 11b, • 

BOLETÍN JVCIAL 	 265 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Abogado: Lic. J. Gabriel Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gámez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 21 
días del mes de febrero de 1966, años 122o. de la Indepen-
dencia y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Rafael Noesí Núñez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado en la calle Archile Michel de la ciudad 
de Santiago, cédula 59199, serie 31; Luis Miguel Crespo 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado 
en la casa No. 14 de la calle J. Armando Bermúdez de la 
ciudad de Santiago, cédula 3664, serie 31, persona civilmen-
te responsable puesta en causa, y la Compañía Dominicana 
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correcta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 
Considerando que examinada en sus demás aspectos 

la sentencia impugnada n6 contiene, en lo que conciern e 
 al interés del prevenido recurrente, vicio alguno qtie jus-

tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Ramona Tejada Gómez; SEGUNDO: Declara nulos los 
recursos de casación interpuestos por Alfonso Valerio Mo-
rales y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
Tercero: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Jo-
sé Eugenio Valerio, contra sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales, por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís, de fecha 25 de Noviembre de 1964, 
cuyo dispositivo fue copiado en otro lugar del presente fa-
llo; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las cos-
tas, con distracción de los civiles en provecho del Dr. R. 
Bienvenido Amaro, por afirmar haberlas avanzado en su 
mayor parte; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón 
hijo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General. 
que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
26 de marzo de 1965. 

materia: Correccional. 

Recurrente: José Rafael Noesí Núñez. 

Recurrentes: José Rafael Noesí Núñez, Luis Miguel Crespo Rodri 
guez y la Compañia Dominicana de Seguros, C. por A. 

Abogado: Lic. J. Gabriel Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gámez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 21 
días del mes de febrero de 1966, años 122o. de la Indepen-
dencia y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Rafael Noesí Núñez, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado en la calle Archile Michel de la ciudad 
de Santiago, cédula 59199, serie 31; Luis Miguel Crespo 
Rodríguez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado 
en la casa No. 14 de la calle J. Armando Bermúdez de la 
ciudad de Santiago, cédula 3664, serie 31, persona civilmen-
te responsable puesta en causa, y la Compañía Dominicana 



de Seguros C. por A., organizada de acuerdo con las leye s 
 de la República Dominicana, domiciliada en esta ciudad, 

en su calidad de aseguradora del vehículo, contra sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Apa. 
lación de La Vega, en fecha 26 de marzo de 1965, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. J. Gabriel Rodríguez, cédula 4607, serie 31. 

abogado de la parte interviniente Bienvenida Hernández 
Vda. Fernández, de oficios domésticos, domiciliada en Pa-
yero, del Municipio de Bonao, cédula 180, serie 35, en ' t 

 lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantadas en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 29 de marzo de 1964, 
a requerimiento del Lic. Jorge Luis Pérez, cédula 6852, 
serie 1, en representación de los recurrentes, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito de la parte interviniente firmado por 
su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la ley 5771 de 1961, 1382 
y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la ley 4117 de 1955, y 1 
y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente res-
ponsable y de la Compañía aseguradora puesta en causa. 

Considerando que al tenor del art. 37 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la parte 
civil y la persona civilmente responsable que recurran en 
casación, deben a pena de nulidad, depositar un memorial 
con la indicación de los medios, si no ha motivado el recurso 
en la declaración correspondiente; que, aunque ese texto 

IP 
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legal se refiere solamente a las partes ya mencionadas, su 
disposición debe aplicarse a la ,  entidad aseguradora que 
haya sido puesta en causa en virtud del art. 10 de la Ley 
4117 de 1955, sobre seguro obligatorio contra daños ocasio-
nados por vehículos de motor; 

Considerando que en la especie, ni Luis Miguel Cres-
po, persona civilmente responsable, ni la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., aseguradora del vehículo de 
motor manejado por el prevenido José Rafael Noesí Núñez, 
han invocado al declarar sus recursos ningún medio deter-
minado de casación, ni han presentado con posterioridad 
a la declaración de dichos recursos, el memorial con la in-
dicación de los medios en que se fundan; que, por tanto los 
referidos recursos son nulos; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 19 
de noviembre de 1964, la Segunda Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, 
regularmente apoderada por el Ministerio Público, dictó 
una sentencia en atribuciones correccionales, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara culpable 
al nombrado José Rafael Noesí Núñez, de violación a la Ley 
No. 5771, en sus párrafos 1ro. y 5to., en perjuicio de Edmi-
dio Fernández o Nidio Fernández Luna, y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, se le condena a sufrir ocho 
(8) meses de prisión correccional y al pago de las costas; 
Segundo: Se declara no culpable al nombrado Francisco 
Polanco Sánchez, del hecho puesto a su cargo, y se descarga 
por no haberlo cometido, y se declaran en cuanto a éste las 
costas de oficio; Tercero: Se declara buena y válida en cuan-
to a la forma la constitución en parte civil hecha por la 
nombrada Bienvenida Hernández Vda. Fernández, a través 
de su abogado el Lic. José Gabriel Rodríguez, contra la 
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,Persona civilmente responsable y contra la Compañía Ase-
guradora, la Dominicana cle Seguros C. por A., por llenar  
los requisitos legales; Cuarto: En cuanto al fondo, se con. 
dena a la persona civilmente responsable al pago de un, 
indemnización de RD$10,000.00 (diez mil pesos oro), e n 

 favor de la parte civil constituída, por los daños y perjuicios 
 ócasionádole con el hecho delictuoso del prevenido José 

Rafael Noesí Núñez, conductor del vehículo y empleado del 
Señor Luis Miguel Crespo; y se condena además al pag o 

 del uno por ciento (1 ) de interés legal sobre la suma 
principal a partir de la fecha de la demanda a título de 
una indemnización supletoria; Quinto: Se le condena al pa-
gó de las costas civiles del procedimiento en favor del abo-
tado de la parte civil, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Sexto: Se declara oponible en toda su exten• 
sión la presente sentencia a la Compañía Aseguradora del 
vehículo accidentado, la Dominicana de Seguros C. por A.; ' 
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos intervino 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es siguiente: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido en la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido José Ra-
fael Noesí Núñez, la parte civilmente responsable señor 
Luis Miguel Crespo y la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., contra sentencia dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
sial de La Vega, de fecha 19 de noviembre de 1964, que le 
condenó a sufrir la pena de ocho (8) meses de prisión correo-
Cional y al pago de las costas, por el delito de Violación a 
la ley Núm. 5771, en perjuicio de Edmidio Fernández o 
Nidio Fernández, condenando a la parte civilmente respon-- 
sable señor Luis Miguel Crespo, al pago de una indemni-
iación de RD$10,000.00, (Diez mil pesos oro), en favor de 
la parte civil constituída señora Bienvenida Hernández 
Viuda Fernández, así como al pago del le de interés legal 
Sobre la suma principal a partir de la fecha de la demanda 
a ,título de indemnizaciór supletoria, y al pago de las costas 

civiles en favor del abogado de la parte civil constituida. 
declarando oponible en toda su extensión la presente sen• 
tencia a la Compañía Aseguradora del Vehículo, La Domi-

nicana de Seguros, C. por A., por haber sido hecho de con-
formidad con las disposiciones legales; Segundo: Modifica 
la sentencia apelada, en el sentido de condenar al prevenido 
José Rafael Noesí Núñez, a tres (3') meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de RD$100.00 (cien pesos) 
por el delito de violación a la ley Núm. 5771, en perjuicio 
de Edmidio o Nidio Fernández, (fallecido), acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Declara regular •' 

y válida en la forma la constitución en parte civil hecha por 
la señora Bienvenida Hernández Viuda Fernández; Cuarto: 
Modifica la sentencia asimismo en cuanto al monto de la 
indemnización acordada, que la reduce a RD$5,000.00 (cinco 
mil pesos oro), así como al 1 5 de interés legal sobre la su- 

ma 

 

 principal a partir de la fecha de la demanda a título 
de indemnización supletoria; Quinto: Condena al prevenido 
José Rafael Noesí Núñez, al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena a la persona civilmente responsable Luis.  
Miguel Crespo, y a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., al pago de las costas civiles, con distracción en 
favor del Licdo. J. Gabriel Rodríguez, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad; Séptimo: Declara oponible en 
toda su extensión (indemnización y costas civiles) a la Com-
pañía Aseguradora del vehículo La Dominicana, C. por A."; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados en la instruc-
ción de la causa, dió por establecido los siguientes hechos: 
al que como a las 6:30 de la tarde del 16 de febrero de 1964, 
mientras el prevenido manejaba un camión propiedad de 
Luis Miguel Crespo, por el Km. 11 de la autopista Monse-
ñor Nouel-La Vega, atropelló a Edmidio o Nidio Fernández, 
quien conversaba con Laura Minaya en el paseo derecho 
de dicha autopista; b) que a consecuencia de los golpes 
recibidos, Fernández murió inmediatamente; e') que el he- 
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persona civilmente responsable y contra la Compañía A se. 
guradora, la Dominicana cíe Seguros C. por A., por llena r 

 los requisitos legales; Cuarto: En cuanto al fondo, se con. 
dena a la persona civilmente responsable al pago de un a 

 indemnización de RD$10,000.00 (diez mil pesos oro), en 
favor de la parte civil constituída, por los daños y perjuicio s 

 ócasionádole con el hecho delictuoso del prevenido José 
Rafael Noesí Núñez, conductor del vehículo y empleado del 
Señor Luis Miguel Crespo; y se condena además al pago 
del uno por ciento (1 / ) de interés legal sobre la suma 
principal a partir de la fecha de la demanda a título de 
Una indemnización supletoria; Quinto: Se le condena al pa-
gó de las costas civiles del procedimiento en favor del ab )- 
tacto de la parte civil, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad; Sexto: Se declara oponible en toda su exten-
sión la presente sentencia a la Compañía Aseguradora del 
vehículo accidentado, la Dominicana de Seguros C. por A.;' 
b) que sobre los recursos de apelación interpuestos intervino 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es siguiente: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido en la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido José Ra-
fael Noesí Núñez, la parte civilmente responsable señor 
Luis Miguel Crespo y la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., contra sentencia dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
bial de La Vega, de fecha 19 de noviembre de 1964, que le 
condenó a sufrir la pena de ocho (8) meses de prisión correc-
Cional y al pago de las costas, por el delito de Violación a 
la ley Núm. 5771, en perjuicio de Edmidio Fernández o 
Nidio Fernández, condenando a la parte civilmente respon-
sable señor Luis Miguel Crespo, al pago de una indemni-
ación de RD$10,000.00, (Diez mil pesos oro), en favor de 

la parte civil constituída señora Bienvenida Hernández 
Viuda Fernández, así como al pago del 1% de interés legal 
Sobre la suma principal a partir de la fecha de la demanda 
a ,título de indemnizaciór supletoria, y al pago de las costas 
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civiles en favor del abogado de la parte civil constituida, 
declarando oponible en toda su extensión la presente sen-
tencia a la Compañía Aseguradora del Vehículo, La Domi-
nicana de Seguros, C. por A., por haber sido hecho de con-
formidad con las disposiciones legales; • Segundo: Modifica 
la sentencia apelada, en el sentido de condenar al prevenidc 
José Rafael Noesí Núñez, a tres (3) meses de prisión correc-
cional y al pago de una multa de RD$100.00 (cien pesos) 
por el delito de violación a la ley Núm. 5771, en perjuicio 
de Edmidio o Nidio Fernández, (fallecido), acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Declara regular • 

y válida en la forma la constitución en parte civil hecha poi 
la señora Bienvenida Hernández Viuda Fernández; Cuarto: 
Modifica la sentencia asimismo en cuanto al monto de la 
indemnización acordada, que la reduce a RD$5,000.00 (cinco 
mil pesos oro), así como al 1% de interés legal sobre la su-
ma principal a partir de la fecha de la demanda a título 
de indemnización supletoria; Quinto: Condena al prevenido 
José Rafael Noesí Núñez, al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena a la persona civilmente responsable Luis.  
Miguel Crespo, y a la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., al pago de las costas civiles, con distracción en 
favor del Licdo. J. Gabriel Rodríguez, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad; Séptimo: Declara oponible en 
toda su extensión (indemnización y costas civiles) a la Com-
pañía Aseguradora del vehículo La Dominicana, C. por A."; 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba aportados en la instruc-
ción de la causa, dió por establecido los siguientes hechos: 
a) que como a las 6:30 de la tarde del 16 de febrero de 1964, 
mientras el prevenido manejaba un camión propiedad de 
Luis Miguel Crespo, por el Km. 11 de la autopista Monse-
ñor Nouel-La Vega, atropelló a Edmidio o Nidio Fernández, 
quien conversaba con Laura Minaya en el paseo derecho 
de dicha autopista; b) que a consecuencia de los golpes 
recibidos, Fernández murió inmediatamente; c) que el he- 
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cho ocurrió por la torpeza con que actuó el prevenido puesto 
que "al llegar al sitio desvió, de una manera inexplicable

'  el camión y penetró al pasea" dándole un violento golpe con 
la cama de dicho camión, al mencionado Nidio Fernández; 

Considerando que en los hechos así establecidos se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
cie homicidio por imprudencia previsto por el art. 1 de la 
ley 5771 de 1961 y castigado por el párrafo I de dicho art. 
con prisión de dos a 5 años y multa de RD$500 a RD$2,000,- 
00; que, por consiguiente, la Corte a-qua al condenar al 
prevenido, después de declararlo culpable del indicado de-
lito, a tres meses de prisión correccional y cien pesos de 
multa, acogiendo circunstancia atenuantes, hizo una correc-
ta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al inte-
rés del prevenido recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Bienvenida Her-
nández Vda. Fernández, como parte interviniente; Segundo: 
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por Luis 
Miguel Crespo y la Compañía Dominicana de Seguros C. 
por A. contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 26 de 
marzo de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar 
del presente fallo; Tercero: Rechaza el recurso de casación 
que contra la referida sentencia ha interpuesto el preveni-
do José Rafael Noesí Núñez; Cuarto: Condena a Luis Mi-
guel Crespo y Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
al pago de las costas relativas a la acción civil, ordenándose 
la distracción de ellas en provecho del Lic. J. Gabriel Rodrí-
guez L. abogado de la parte interviniente quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y, Quinto: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas relativas a la acción 
pública. 
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(Firmados:) Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Bergés 
chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García de 
peña; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro 
María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfredo A. Moore; Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue fir-

mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Firmado, Ernesto Curiel hijo.) 

J. 
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cho ocurrió por la torpeza con que actuó el prevenido puesto 
que "al llegar al sitio desvió, de una manera inexplicabl e 

 el camión y penetró al paseo" dándole un violento golpe Cor; 
la cama de dicho camión, al mencionado Nidio Fernández; 

Considerando que en los hechos así establecidos se 
encuentran reunidos los elementos constitutivos del delito 
de homicidio por imprudencia previsto por el art. 1 de la 
ley 5771 de 1961 y castigado por el párrafo I de dicho art. 
con prisión de dos a 5 años y multa de RD$500 a RD$2,000,- 
00; que, por consiguiente, la Corte a-qua al condenar al 
prevenido, después de declararlo culpable del indicado de-
lito, a tres meses de prisión correccional y cien pesos de 
multa, acogiendo circunstancia atenuantes, hizo una correc-
ta aplicación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al inte-
rés del prevenido recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Bienvenida Her-
nández Vda. Fernández, como parte interviniente; Segundo: 
Declara nulos los recursos de casación interpuestos por Luis 
Miguel Crespo y la Compañía Dominicana de Seguros C. 
por A. contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 26 de 
marzo de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar 
del presente fallo; Tercero: Rechaza el recurso de casación 
rue contra la referida sentencia ha interpuesto el preveni-
do José Rafael Noesí Núñez; Cuarto: Condena a Luis Mi-
guel Crespo y Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
al pago de las costas relativas a la acción civil, ordenándose 
la distracción de ellas en provecho del Lic. J. Gabriel Rodrí-
guez L. abogado de la parte interviniente quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad; y, Quinto: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas relativas a la acción 
pública. 
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(Firmados:) Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Bergés 
chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. García de 
Peña; Luis Gómez Tavárez; Rafáel Richiez Saviñón; Pedro 

María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfredo A. Moore; Er-

nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Firmado, Ernesto Curiel hijo.) 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de' Apelación de San Pedro de Maco 
de fecha 26 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Antonio Báez Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presidente; F. 
E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 21 días del mes de febrero del año 1966, años 122o. 
de la Independencia y 103o. de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Báez Rosario, dominicano, mayor de edad, chófer, 
domiciliado en el kilómetro 2 de la carretera Hato Mayor-
San Pedro de Macorís, municipio de Hato Mayor, cuya 
cédula no consta en el expediente, contra sentencia de fecha 
26 de marzo de 1965, dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuy() 
dispositivo dice: "Falla: Primero: Rechaza por improceden-
tes, las conclusiones del Magistrado Procurador General de 
esta Corte de Apelación y de la parte civil constituída, 
señora María de los Angeles Román; Segundo: Reenvía pa. 
ra una próxima fecha que será señalada oportunamente, a  

los fines de una mejor sustanciación, el conocimiento de la 

causa seguida al nombrado José-Antonio Báez Rosario, pre-
venido del delito de violación a la Ley de Cheques, en per-
juicio de la señora María de los Angeles Román; Tercero: 
Ordena la citación de las partes y la de las personas que 
figuran como testigos; Cuarto: Reserva las costas; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cotre a-qua, en fecha 9 de abril de 1965, 
a requerimiento del Dr. J. Diómedes de los Santos Céspe-
des, cédula 94925, Serie 27; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 32, y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 32 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación "el recurso de casación 
contra las sentencias preparatorias no estará abierto sino 
después de la sentencia definitiva"; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna-
da en lo relativo al incidente propuesto por el prevenido, se 
limita a ordenar un reenvío de la causa con fines de una 
mejor sustanciación del asunto y ordenar la citación de las 
partes y los testigos, sin especificar sobre qué puntos serían 
interrogadas dichas personas, por lo cual dicho fallo es pre-
paratorio; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Antonio Báez Rosa-
rio, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fecha 26 de marzo de 1965 cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; -y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte del' Apelación de San Pedro de Maco, 
de fecha 26 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Antonio Báez Rosario. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presidente; F. 
E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 21 días del mes de febrero del año 1966, años 122o. 
de la Independencia y 103o. de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Báez Rosario, dominicano, mayor de edad, chófer, 
domiciliado en el kilómetro 2 de la carretera Hato Mayor. 
San Pedro de Macorís, municipio de Hato Mayor, cuya 
cédula no consta en el expediente, contra sentencia de fecha 
26 de marzo de 1965, dictada en atribuciones correccionales 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo 
dispositivo dice: "Falla: Primero: Rechaza por improceden-
tes, las conclusiones del Magistrado Procurador General de 
esta Corte de Apelación y de la parte civil constituída, 
señora María de los Angeles Román; Segundo: Reenvía pa. 
ra una próxima fecha que será señalada oportunamente, a 

los  fines de una mejor sustanciación, el conocimiento de la 
causa seguida al nombrado José-Antonio Báez Rosario, pre-
venido del delito de violación a la Ley de Cheques, en per-
juicio de la señora María de los Angeles Román; Tercero: 
Ordena la citación de las partes y la de las personas que 
figuran como testigos; Cuarto: Reserva las costas; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cotre a-qua, en fecha 9 de abril de 1965, 
a requerimiento del Dr. J. Diómedes de los Santos Céspe-
des, cédula 94925, Serie 27; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 32, y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 32 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación "el recurso de casación 
contra las sentencias preparatorias no estará abierto sino 
después de la sentencia definitiva"; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna-
da en lo relativo al incidente propuesto por el prevenido, se 
limita a ordenar un reenvío de la causa con fines de una 
mejor sustanciación del asunto y ordenar la citación de las 
partes y los testigos, sin especificar sobre qué puntos serían 
interrogadas dichas personas, por lo cual dicho fallo es pre-
paratorio; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Antonio Báez Rosa-
rio, contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de 
San Pedro de Macorís en fecha 26 de marzo de 1965 cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente 
fallo; •y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. llave. 
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis G45.. 
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo,, 
ManfredoA. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ce. 
neral. 

La presente senencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

'audiencia. pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue laída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de ira. 
Instancia de La Vega, como Tribunal de Segundo Grado, 
de fecha 23 de marzo de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Amado B. Jiminián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de febre. 
ro del año 1966, años 122o. de la Independencia y 103o. de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Amado B. 
Jiminián, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en San Francisco de Macorís, cédula 
16391, serie 23, contra sentencia dictada en fecha 23 de 
marzo de 1965 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia de La Vega, como Tribunal de Segundo 
Grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye  
lo de la Fuente— Guarionex A. García de Peña.— Luis G (5, 
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo_ 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.. 
neral. 

La presente senencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces• que figuran en su encabezamiento, en la 
udiencia pública del día, mes y año en él expresados, :5 

fue laída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 
A 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de ira. 
Instancia de La Vega, como Tribunal de Segundo Grado, 
de fecha 23 de marzo de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Amado B. Jiminián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael 
Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y 
Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, a los 21 días del mes de febre-
ro del año 1966, años 122o. de la Independencia y 103o. de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

ah' 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Amado B. 
Jiminián, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domi-
ciliado y residente en San Francisco de Macorís, cédula 
16391, serie 23, contra sentencia dictada en fecha 23 de 
marzo de 1965 por la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia de La Vega, como Tribunal de Segundo 
Grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

1 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la  
secretaría del Juzgado a-qt-sto, a requerimiento de los Do c.. 
'torés Rafael Morey Valdez y Mario A. de Moya, abogad os, 

 a 'nombre del recurrente, en la cual no se invoca ningún 
 medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. letra a de la Ley 5771 de 
1961; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 19 
de noviembre de 1964, el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de La Vega, dictó en sus atribuciones 
correccionales una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución 

'ñ parte civil hecha por el Dr. Gregorio de Jesús Batista 
Gil, a nombre y representación del señor Valentín Almonte, 

:Padre del menor Francisco Antonio Almonte y contra el 
'nombrado Amado B. Jiminián, en cuanto a la forma; Se-
'gundo: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto contra 
`la parte civil constituída, por falta de conclusiones; Teree-
'ro: Se declara culpables a los nombrados Amado B. Jimi-
nián y Ramón Rodríguez, de Violación a las Leyes Nos. 

'5771 y 4809, en perjuicio de los nombrados Félix Antonio 
Beato y Francisco José Almonte (menor de edad), y en con-
secuencia se les condena a cada uno al pago de una multa 

RD$5.00 y al pago de las costas, por haberse establecido 
en audiencia la culpabilidad de ambos"; b) que sobre el re-
eurso de apelación de los prevenidos intervino la sentencia 

:ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: 
,"Falla: Primero: Se declara bueno y válido el recurso de 
apelación interpuesto po rel acusado Amado B. Jiminián 
contra la sentencia No. 1496, dictada por el Juzgado de Paz 
de la 2da. Circunscripción que le condenó al pago de una 
multa de RD$5.00 y costas; Segundo: En cuanto al fondo y 

len lo `que se refiere a Amado B. Jiminián se modifica la 
sentencia recurrida y se condena a pagar una multa de 

RD$5.00, y costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; Tercero: Se declara bueno y válido el presente 
recurso de apelación interpuest&por Ramón Rodríguez con-
tra la sentencia No. 1496 del Juzgado de Paz de la 2da. Cir-
cunscripción que lo condenó al pago de una multa de RD$ 

5.00 y costas; Cuarto: En cuanto al fondo y en lo que se 
refiere a Ramón Rodríguez se revoca la sentencia recurrida, 
se descarga por no haber violado las Leyes 5771 y 4809; 

Quinto: Se declaran las costas de oficio"; 

Considerando que el Tribunal a-quo dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba 
regularmente aportados en la instrucción de la causa los 
hechos siguientes: a) que mientras Amado .B. Jiminián tran- . 

sitaba conduciendo un camión, por el tramo de la carretera 
Rancho Viejo-La Vega, al llegar al kilómetro 12 de la refe-
rida vía, y tratar de pasar por el lado de una camioneta que 
se encontraba estacionada en dirección contraria, lo hizo 
en una forma tan imprudente, que la chocó por el guarda-
lodo delantero izquierdo; b) que como consecuencia de ese 
accidente resultaron con golpes y heridas Félix Antonio 
Beato y Francisco José Almonte, que curaron antes de los 
diez días; 

Considerando que los hechos así comprobados por el 
Tribunal a-quo, constituyen el delito de golpes por impru-
dencia previsto por el artículo 1 de la Ley No. 5771 de 1961, 
y castigado por la letra a) de dicho texto legal con prisión 
de seis días a seis meses y . multa de seis a ciento ochenta 
pesos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, a cinco pe-
sos de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, el Tri-
bunal a-quo hizo una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Amado B. Jiminián, contra sentencia 
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de La Vega, en fecha 23 de marzo de 1965, 



e 

BOLIN JUDICIAL 
27:1 BOLETÍN JUDICIAL 

Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 secretaría del Juzgado a-qtuo, a requerimiento de los Doc .. 

atores Rafael Morey Valdez y Mario A. de Moya, abogados, 
á'nornbre del recurrente, en la cual no se invoca ningú n 

 medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos lro. letra a de .la Ley 5771 de 
1961; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 19 
de noviembre de 1964, el Juzgado de Paz de la Segunda 
Circunscripción de La Vega, dictó en sus atribuciones 
correccionales una sentencia con el dispositivo siguiente: 
.¿Talla: Primero: Se declara buena y válida la constitución • .( 
en parte civil hecha por el Dr. Gregorio de Jesús Batista 
Gil, a nombre y representación del señor Valentín Almonte, 
padre del menor Francisco Antonio Almonte y contra el 
'nombrado Amado B. Jiminián, en cuanto a la forma; Se-
'gundo: En cuanto al fondo se pronuncia el defecto contra 
`la parte civil constituída, por falta de conclusiones; Terce-
'ro: Se declara culpables a los nombrados Amado B. Jimi-
nián y Ramón Rodríguez, de Violación a las Leyes Nos. 

'5771 y 4809, en perjuicio de los nombrados Félix Antonio 
Beato y Francisco José Almonte (menor de edad), y en con-
secuencia se les condena a cada uno al pago de una multa 
de RD$5.00 y al pago de las costas, por haberse establecido 
en audiencia la culpabilidad de ambos"; b) que sobre el re-
curso de apelación de los prevenidos intervino la sentencia 
ahora impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"Falla: Primero: Se declara bueno y válido el recurso de 

japelación interpuesto po rel acusado Amado B. Jiminián 
contra la sentencia No. 1496, dictada por el Juzgado de Paz 
de la 2da. Circunscripción que le condenó al pago de una 
multa de RD$5.00 y costas; Segundo: En cuanto al fondo y 

.ten lo 'que se refiere a Amado B. Jiminián se modifica la 
sentencia recurrida y se condena a pagar una multa de 

D$5.00, y costas, acogiendo en su favor circunstancias 
tenuantes; Tercero: Se declara bueno y válido el presente 

recurso de apelación interpuesto'por Ramón Rodríguez con-
tra la sentencia No. 1496 del Juzgado de Paz de la 2da. Cir-
cunscripción que lo condenó al pago de una multa de RD$ 

5.00 y costas; Cuarto: En cuanto al fondo y en lo que se 
refiere a Ramón Rodríguez se revoca la sentencia recurrida, 
se descarga por no haber violado las Leyes 5771 y 4809; 

Quinto: Se declaran las costas de oficio"; 

Considerando que el Tribunal a-quo dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba 
regularmente aportados en la instrucción de la causa los 
hechos siguientes: a) que mientras Amado. B. Jiminián tran- . 

sitaba conduciendo un camión, por el tramo de la carretera 
Rancho Viejo-La Vega, al llegar al kilómetro 12 de la refe-
rida vía, y tratar de pasar por el lado de una camioneta que 
se encontraba estacionada en dirección contraria, lo hizo 
en una forma tan imprudente, que la chocó por el guarda-
lodo delantero izquierdo; b) que como consecuencia de ese 
accidente resultaron con golpes y heridas Félix Antonio 
Beato y Francisco José Almonte, que curaron antes de los 
diez días; 

Considerando que los hechos así comprobados por el 
Tribunal a-quo, constituyen el delito de golpes por impru-
dencia previsto por el artículo 1 de la Ley No. 5771 de 1961, 
y castigado por la letra a) de dicho texto legal con prisión 
de seis días a seis meses y multa de seis a ciento ochenta 
pesos; que, por consiguiente, al condenar al prevenido, des-
pués de declararlo culpable del indicado delito, a cinco pe-
sos de multa, acogiendo circunstancias atenuantes, el Tri-
bunal a-quo hizo una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Amado B. Jiminián, contra sentencia 
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de La Vega, en fecha 23 de marzo de 1965, 
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como Tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo, y, Segundo: Conden a 

 al recurrente al uago de las costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Góme z 

 Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.—Pedro María Cruz.— 
Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Cu. 
riel hijo, Secretario General. 

La presente senencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue laída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico, (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

ntencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de La Alta-

gracia, de fecha 4 de marzo de 1965. 

ria: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

aumente: Bernardino Castillo Mota. 

bogado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo, representado por el Dr. 

Braulio José Cosme. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña. 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Matía 
Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. Moore, asistidos del 
secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a 
los 21 días del mes de febrero del año 1966, años 122 9. de 

la Independencia y 103 9 . de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernardi-
no Castillo Mota, dominicano, mayor de edad, casado em-
pleado público, domiciliado y residente en la población de 
San Rafael del Yuma, cédula 16854, serie 26, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, como 
Tribunal de Segundo Grado, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia, en fecha 
4 de Marzo de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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como Tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo, y, Segundo: Conden a 

 al recurrente al uago de lás costas. 

(Firmados): Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Luis Gómez 
Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.—Pedro María Cruz. 
Manfredo A. Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Cu. 
riel hijo, Secretario General. 

La presente senencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue laída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE FEBRERO DEL 1966 

Menda impugnada: Juzgado de Primera Instancia de La Alta-

gracia, de fecha 4 de marzo de 1965. 

ria: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

urrente: Bernardino Castillo Mota. 

gado: Dr. Adolfo Oscar Caraballo, representado por el Dr. 

Braulio José Cosme. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente, Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente, Guarionex A. García de Peña. 
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro Mai ía 
Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. Moore, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a 
los 21 días del mes de febrero del año 1966, años 122 9. de 

la Independencia y 103 9 . de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Bernardi-
no Castillo Mota, dominicano, mayor de edad, casado em-
pleado público, domiciliado y residente en la población de 
San Rafael del Yuma, cédula 16834, serie 26, contra sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales, como 
Tribunal de Segundo Grado, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Altagracia„ en fecha 
4 de Marzo de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Braulio José Cosme, abogado, cédula 35224, 

serie 47, en renresentacióri del Dr. Adolfo Oscar Caraball o, 
 cédula 9627, serie 28, abogado del recurrente, en la lectu-

ra de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del Dr. 
Adolfo Oscar Caraballo, en fecha 13 de septiembre de 1965, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de septiem• 
bre de 1965, suscrito por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 163 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada Y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la querella presentada por Natalia Paulino David en fe-
cha 30 de Septiembre de 1964, contra Bernardino Castillo 
Mota, por violación de la Ley No. 2402, en cuyo caso no hu-
bo conciliación, el Juzgado de Paz del Municipio de San 
Rafael del Yuma, dictó en sus atribuciones correccionales 
una sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
que debe condenar, como en efecto condena al nombrado 
Bernardino Castillo Mota, a dos años de prisión, y al pago 
de RD$&.00 mensuales de pensión a la nombrada Natalia 
Paulino David; Segundo: que debe condenar, como en efec-
to condena a dicho inculpado al pago de las costas"; b) que 
?obre recurso de apelación del prevenido, intervino la sen-
tencia ahora impugnada la cual le fue notificada el día 3 
de Septiembre de 1965, cuyo dispositivo se copia a conti- 

nuación: "Falla: Primero: Declara bueno y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Bernardino Castillo Mota, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de San Rafael de Yuma en fe-
cha 20 de Octubre de 1964, que lo condenó a sufrir la pena 
de dos años de prisión correccional, por el delito de viola-
ción a la Ley No. 2402, en perjuicio de un menor que tie-

ne procreado con Natalia Paulino David, y le fijó la suma 
de seis pesos oro (RD$6.00) como pensión mensual en be-
neficio del referido menor; Segundo: En cuanto al fondo, 
modifica la antes referida sentencia y en consecuencia b 
condena a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal y le fija la suma de cinco pesos oro (RD$5.00) como 
pensión mensual que deberá pasar el prevenido a la quere-
llante, llante, en beneficio del menor que ambos tienen procrea-
do; Tercero .  Condena al prevenido al pago de las costas de 
ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente invoca en su mem-- 
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Falta de base legal: Violación de una sen-
tencia interlocutoria; Tercer, Medio: Falta de pruebas. 

Considerando que en el desarrollo de los tres medios 
reunidos, el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: 
a) que en la sentencia impugnada se ha violado el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto que el 
Tribunal a-quo no ha señalado los puntos de hecho y de de-
recho en que 'fundamenta su sentencia los cuales son sus-
tanciales para la justificación de dicho fallo; b) que, ade-
más la decisión impugnada no se ajusta a ninguna dis-
posición legal, pues al declarar la culpabilidad del recu-
rrente no establece ninguna relación de los hechos qe de-
bió comprobar; que, por otra parte, que como el Juez ha-
bía ordenado el reenvío de la causa para oir testigos y ha- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Braulio José Cosme, abogado, cédula 35224, 

serie 47, en reoresentacióri del Dr. Adolfo Oscar Caraballo 
cédula 9627, serie 28, abogado del recurrente, en la lectu' 
ra de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del Dr. 
Adolfo Oscar Caraballo, en fecha 13 de septiembre de 1965 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de septiem-
bre de 1965, suscrito por el abogado del recurrente, en el 
cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 163 del Código de Proceui-
miento Criminal; 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada Y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de la querella presentada por Natalia Paulino David en fe-
cha 30 de Septiembre de 1964, contra Bernardino Castillo 
Mota, por violación de la Ley No. 2402, en cuyo caso no hu-
bo conciliación, el Juzgado de Paz del Municipio de San 
Rafael del Yuma, dictó en sus atribuciones correccionales 
una sentencia con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: 
que debe condenar, como en efecto condena al nombrado 
Bernardino Castillo Mota, a dos años de prisión, y al pago 
de RD$6.00 mensuales de pensión a la nombrada Natalia 
Paulino David; Segundo: que debe condenar, como en efec-
to condena a dicho inculpado al pago de las costas"; b) que 
sobre recurso de apelación del prevenido, intervino la sen-
tencia ahora impugnada la cual le fue notificada el día 3 
de Septiembre de 1965, cuyo dispositivo se copia a cont;- 
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nuación: "Falla: Primero: Declara bueno y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el 
nombrado Bernardino Castillo Mota, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Paz de San Rafael de Yuma en fe-
cha 20 de Octubre de 1964, que lo condenó a sufrir la pena 
de dos años de prisión correccional, por el delito de viola-
ción a la Ley No. 2402, en perjuicio de un menor que tie-
ne procreado con Natalia Paulino David, y le fijó la suma 
de seis pesos oro (RD$6.00) como pensión mensual en be-
neficio del referido menor; Segundo: En cuanto al fondo, 
modifica la antes referida sentencia y en consecuencia 19 

condena a sufrir la pena de dos años de prisión correccio-
nal y le fija la suma de cinco pesos oro (RD$5.00) como 
pensión mensual que deberá pasar el prevenido a la quere-
llante, en beneficio del menor que ambos tienen procrea-
..io; Tercero .  Condena al prevenido al pago de las costas de 
ambas instancias"; 

Considerando que el recurrente invoca en su mem-- 
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Falta de base legal: Violación de una sen-
tencia interlocutoria; Tercer, Medio: Falta de pruebas. 

Considerando que en el desarrollo de los tres medios 
reunidos, el recurrente invoca, en resumen, lo siguiente: 
a) que en la sentencia impugnada se ha violado el artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto que el 
Tribunal a-quo no ha señalado los puntos de hecho y de de-
recho en que 'fundamenta su sentencia los cuales son sus-
tanciales para la justificación de dicho fallo; b) que, ade-
más la decisión impugnada no se ajusta a ninguna dis-
posición legal, pues al declarar la culpabilidad del recu-
rrente no establece ninguna relación de los hechos qe de-
bió comprobar; que, por otra parte, que como el Juez ha-
bía ordenado el reenvío de la causa para oir testigos y ha- 
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cer la prueba sanguínea, debió realizar esas medidas o ex_ 
plicar por qué las descartó; que al no hacerlo así, se fundó 
para fallar exclusivamente en la declaración de la quere_ 
llante, contradicha por el prevenido, violando las reglas de 
la prueba; y, c) que la querellante no probó el hecho alega. 
do de que el prevenido había procreado un hijo con ella: 

Considerando que los jueces del fondo están en el de-
ber de motivar sus decisiones; que en materia represiva, 
es indispensable que ellos comprueben en hecho la exis-
tencia de todas las circunstancias exigidas para caracteri-
zar la infracción, y que en derecho califiquen estas circuns-
tancias con relación a la ley que ha sido aplicada; que en el 
presente caso, el Tribunal a-quo para condenar al recu-
rrente por violación a la LeY No. 2402, no obstante negar 
éste ser el padre del menor cuya paternidad se le atribu-
ye, se limitó a expresar: "que en cuanto al fondo, modifi-
ca la antes referida sentencia y en consecuencia lo conde-
na a sufrir la pena de dos años de prisión correccional y le 
fija una pensión mensual de RD$5.00 en beneficio del me-
nor que tiene procreado con Natalia Paulino David"; que, 
asimismo, en la sentencia de primer grado, cuyos motivos 
se adoptan implícitamente en la del Tribunal del Segundo 
Grado, el Juez del fondo sólo expone lo que sigue: "que el 
nombrado Bernardino Castillo Mota, ha contravenido las 
disposiciones del artículo 2402, párrafo 2, contra la nombra-
da Natalia Paulino David, quien tiene un niño procreado 
con dicho señor, de 2 años de edad y lleva por nombre Ni-
colás Paulino, negando el nombrado Bernardino Castillo 
Mota., ser padre de dicho niño, hecho demostrado en au-
diencia pública celebrada al efecto, por lo que procede su 
condenación"; 
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debe ser casada, sin necesidad de examinar los otros me-

dios del presente recurso; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
(le La Altagracia. en sus atribuciones correccionales y co-
mo tribunal de segundo grado, en fecha 4 de marzo de 1963, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial del Seybo; y Segundo: Declara de oficio 

las costas. 

(Firmados ) : Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Ber-

gés Chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; 
Pedro María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfredo A. Moo 
re; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada Y firmada por 'OS 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que la sentencia impugnada carece de motivos de he-
cho y de derecho que justifiquen su dispositivo, por lo cual 
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cer la prueba sanguínea, debió realizar esas medidas o ex. 
plicar por qué las descarté; que al no hacerlo así, se fundó 
para fallar exclusivamente en la declaración de la quere. 
llante, contradicha por el prevenido, violando las reglas de 
la prueba; y, e) que la querellante no probó el hecho alega. 
do de que el prevenido había procreado un hijo con ella: 

Considerando que los jueces del fondo están en el de-
ber de mativar sus decisiones; que en materia represiva, 
es indispensable que ellos comprueben en hecho la exis-
tencia de todas las circunstancias exigidas para caracteri-
zar la infracción, y que en derecho califiquen estas circuns-
tancias con relación a la ley que ha sido aplicada; que en ci 
presente caso, el Tribunal a-quo para condenar al recu-
rrente por violación a la LeY No. 2402, no obstante negar 
éste ser el padre del menor cuya paternidad se le atribu-
ye, se limitó a expresar: "que en cuanto al fondo, modifi-
ca la antes referida sentencia y en consecuencia lo conde-
na a sufrir la pena de dos años de prisión correccional y le 
fija una pensión mensual de RD$5.00 en beneficio del me-
nor que tiene procreado con Natalia Paulino David"; que, 
asimismo, en la sentencia de primer grado, cuyos motivas 
se adoptan implícitamente en la del Tribunal del Segundo 
Grado, el Juez del fondo sólo expone lo que sigue: "que el 
nombrado Bernardino Castillo Mota, ha contravenido las 
disposiciones del artículo 2402, párrafo 2, contra la nombra-
da Natalia Paulino David, quien tiene un niño procreado 
con dicho señor, de 2 años de edad y lleva por nombre Ni-
colás Paulino, negando el nombrado Bernardino Castillo 
Mota., ser padre de dicho niño, hecho demostrado en au-
diencia pública celebrada al efecto, por lo que procede su 
condenación";  
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debe ser casada, sin necesidad de examinar los otros me-

dios del presente recurso; 	n  
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 

por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Altagracia. en sus atribuciones correccionales y co-
mo tribunal de segundo grado, en fecha 4 de marzo de 1965, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo y envía el asunto al Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial del Seybo; y Segundo: Declara de oficio 

lis costas. 
(Firmados): Alfredo Conde Pausas; Manuel D. Ber-

gés Chupani; F. E. Ravelo de la Fuente; Guarionex A. Gar-
cía de Peña; Luis Gómez Tavárez; Rafael Richiez Saviñón; 
Pedro María Cruz; Rafael Rincón hijo; Manfredo A. Moo 
re; Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada Y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 

leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte que la sentencia impugnada carece de motivos de he-
cho y de derecho que justifiquen su dispositivo, por lo cual 



Interviniente: Antonia de los Santos H. Vda. Almo'nte y compartes. 

Abogado: Dr. Gustavo E. Gómez Ceara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia Impugnada: Cene de Apelación de La Vega, de fech a 
 5 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrente: Carlos Ma. Almonte Espinal y compartes. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore, y, Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 23 
días del mes de febrero de 1966, años 122 9. de la Independen-
cia y 1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos 
María Almonte, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado en la calle Sánchez, casa Número 11, del 
Municipio de Monción, cédula No. 4372, serie 42; José Fran-
cisco Estevez, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en el Paraje Estancita, Municipio de Monción, Provincia 
Santiago Rodríguez, cédula 6218, serie 36; y, la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedonca) compañía co- 
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inercial, organizada de conformidad con las leyes de la Re-
pública Dominicana, domiciliada en la casa No. 30 de la ca-

lle  Arzobispo Meriño de esta ciudad; contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 5 de marzo de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Oído el Dr. Gustavo Gómez Ceara, cédula 1183, serie 
47, abogado de los intervinientes Antonia de los Santos He-
rrera Vda. Almonte y Antonio Colón, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
cha 1 de abril de 1965, en la Secretaría de la Corte a-qua, a 
requerimiento del Dr. Luis R.. Cordero, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación. 

Visto el escrito de fecha 25 de octubre de 1965, suscrito 
por el abogado de los intervinientes, Antonia de los Santos 
Herrera Vda. Almonte, dominicana, mayor de edad, viuda, 
de quehaceres domésticos, domiciliada en la ciudad de La 
Vega, cédula 1752, serie 50; y, Antonio Colón, dominicano, 
mayor de edad, mecánico, domiciliado en Esperanza, provin-
cia de Santiago, cédula 8976, serie 30; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 
1 párr. 1 de la Ley No. 5771; 1382 del Código Civil; y, 1, 37 y 
65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 1 del mes de mayo de 1964, ocurrió en la sección 
de Sonador, municipio de Monseñor Nouel, un choque de 
automóviles a consecuencia del cual fueron sometidos a la 
acción de la justicia Carlos María Almonte Espinal y Ra- 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
5 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771). 

Recurrente: Carlos Ma. Almonte Espinal y compartes. 

Interviniente: Antonia de los Santos H. Vda. Alindrite y compartes. 

Abogado: Dr. Gustavo E. Gómez Ceara. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo 
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis 
Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore, y, Rafael Rincón hijo, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 23 
días del mes de febrero de 1966, años 122 9. de la Independen-
cia y 1039. de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos 
María Almonte, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado en la calle Sánchez, casa Número 11, del 
Municipio de Monción, cédula No. 4372, serie 42; José Fran-
cisco Estevez, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do en el Paraje Estancita, Municipio de Monción, Provincia 
Santiago Rodríguez, cédula 6218, serie 36; y, la Compañía 
Dominicana de Seguros, C. por A., (Sedonca) compañía co- 
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rriercial, organizada de conformidad con las leyes de la Re-
pública Dominicana, domiciliada en la casa No. 30 de la ca-

lle  Arzobispo Meriño de esta ciudad; contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 5 de marzo de 1965, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Oído el Dr. Gustavo Gómez Ceara, cédula 1183, serie 
47, abogado de los intervinientes Antonia de los Santos He-
rrera Vda. Almonte y Antonio Colón, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
cha 1 de abril de 1965, en la Secretaría de la Corte a-qua, a 
requerimiento del Dr. Luis R. Cordero, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación. 

Visto el escrito de fecha 25 de octubre de 1965, suscrito 
por el abogado de los intervinientes, Antonia de los Santos 
Herrera Vda. Almonte, dominicana, mayor de edad, viuda, 
de quehaceres domésticos, domiciliada en la ciudad de La 
Vega, cédula 1752, serie 50; y, Antonio Colón, dominicano, 
mayor de edad, mecánico, domiciliado en Esperanza, provin-
cia de Santiago, cédula 8976, serie 30; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 10 de la Ley No. 4117, de 1955; 
1 párr. 1 de la Ley No. 5771; 1382 del Código Civil; y, 1, 37 y 
65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 1 del mes de mayo de 1964, ocurrió en la sección 
de- Sonador, municipio de Monseñor Nouel, un choque de 
automóviles a consecuencia del cual fueron sometidos a la 
acción de la justicia Carlos María Almonte Espinal y Ra- 
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1 
món Tejada Custodio; b) que así apoderada la Segund a 

 Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, dicte'en fecha 29 de octubre de 1964 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero : 

 Se declara no culpable al nombrado Ramón Tejada Custodio, 
del delito de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio del 
nombrado Jovino Almonte (fallecido), y en consecuencia, 
se le descarga del hecho puesto a su cargo, por no haberlo 
cometido, y se declaran en cuanto a éste las costas de ofi-
cio; Segundo: Se declara culpable al nombrado Carlos Ma-
ría Almonte Espinal, del delito de violación a la Ley No. 
5771, en perjuicio del nombrado Jovino Almonte (fallecido), 
y en consecuencia se le condena acogiendo en su favor cir 
cunstancias atenuantes, al pago de una multa de RD$75.00, 
y al pago de las costas; Tercero: Se declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por la Señora Antonia 
de los Santos Herrera Vda. Almonte, en su propio nombre 
y de sus hijos menores Rosa, Jovino y Ana Antonia o Alta-
gracia Almonte, y Antonio Colón, por medio de su abo-
gado el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, contra el prevenido 
Carlos María Almonte Espinal, José Francisco Estévez, 
propietario del vehículo, y contra la Compañía Dominica-
na de Seguros , C. por A., por llenar los requisitos legales: 
Cuarto: Se condena al prevenido Carlos María Almonte 
Espinal, y al propietario del vehículo placa No. 55670, al 
pago de una indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos 
oro), en favor de la parte civil constituida, señora Antonia 
de los Santos Herrera Vda. Almonte; y de RD$1,000.00 
(un mil pesos oro), para cada uno de sus hijos menores: 
Rosa, Jovino y Ana Antonia o Altagracia Almonte; por 
los daños y perjuicios ocasianados con la muerte del nom-
brado Jovino Almonte (fallecido), con el hecho delictuoso 
del apoderado del señor José Francisco Estévez, Carlos 
María Almonte Espinal; y de RD$1.000.00 (un mil pesos 
oro) para Antonio Colón, por los daños y perjuicios que 
éste recibiera en su persona a causa del mismo hecho de- 
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lictuoso del apoderado del Señor José Francisco Estévezi 
Carlos María Almonte Espinal; Quinto: Condena a éstos ,  

al pago de los intereses legales' del uno por ciento (1%) 
mensual de la suma indicada a partir de la demanda a 
título de indemnización supletoria; Sexto: Condena al pago 
de las costas civiles causadas, a favor del Dr. Gustavo E. 
Gómez Ceara, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Declara oponible esta sentencia a la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por .A., aseguradora del ve-
hículo placa No. 55670, propiedad del señor José Francisco 
Estévez, en toda su extensión"; c) que sobre recursos de 
apelación formulado por el prevenido Carlos María Almon-
te Espinal, la parte civilmente responsable y la Compañía 
Dominicana de Seguros C. por A., intervino la sentencia 
ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido en la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el Dr. Luis Ramón Cordero 
González, por los señores Carlos María Almonte Espinal, 
José Francisco Estévez, y la Compañía Dominicana de Se-' 
guros C. por A., prevenido y persona civilmente responsable, 
respectivamente, los dos primeros contra dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en sus atribucio-
res correccionales, en fecha 29 de octubre de 1964, que 
descargó a Rafael Tejada Custodio del delito de Violación 
a la Ley Núm. 5771, en jerjuicio de Jovino Almonte; de-
claró culpable a Carlos María Almonte Espinal del delito 
de Violación a la Ley Núm. 5771, en perjuicio de Jovino 
Almonte (fallecido), condenándole al pago de una multa' 
de RD$75.00, (setenta y cinco pesos oro) ; declaró regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por la señora 
Antonia de los Santos IIerrera Viuda Almonte, en su propio 
nombre y en el de sus hijos menores de nombres Rosa, Jo-
vina y Ana Almonte o Altagracia Almonte y por Antonio 
Colón, contra el prevenido Carlos María Almonte Espinal, 
y José Francisco Estévez, propietario del vehículo y la Com- 



4 
t 

286 	 BOLETÍN JUDICIAL 

món Tejada Custodio; b) que así apoderada la Segund a 
 Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

 Judicial de La Vega, dicte'en fecha 29 de octubre de 1964 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero :  
Se declara no culpable al nombrado Ramón Tejada Custodio, 
del delito de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio del 
nombrado Jovino Almonte (fallecido), y en consecuencia, 
se le descarga del hecho puesto a su cargo, por no haberlo 
cometido, y se declaran en cuanto a éste las costas de ofi-
cio; Segundo: Se declara culpable al nombrado Carlos Ma-
ría Almonte Espinal, del delito de violación a la Ley No. 
5771, en perjuicio del nombrado Jovino Almonte (fallecido), 
y en consecuencia se le condena acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, al pago de una multa de RD$75.00, 
y al pago de las costas; Tercero: Se declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por la Señora Antonia 
de los Santos Herrera Vda. Almonte, en su propio nombre 
y de sus hijos menores Rosa, Jovino y Ana Antonia o Alta-
gracia Almonte, y Antonio Colón, por medio de su abo-
gado el Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, contra el prevenido 
Carlos María Almonte Espinal, José Francisco Estévez, 
propietario del vehículo, y contra la Compañía Dominica-
na de Seguros , C. por A., por llenar los requisitos legales: 
Cuarto: Se condena al prevenido Carlos María Almonte 
Espinal, y al propietario del vehículo placa No. 55670, al 
pago de una indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pesos 
oro), en favor de la parte civil constituida, señora Antonia 
de los Santos Herrera Vda. Almonte; y de RD$1,000.00 
(un mil pesos oro), para cada uno de sus hijos menores: 
Rosa, Jovino y Ana Antonia o Altagracia Almonte; por 1 
los daños y perjuicios ocasianados con la muerte del nom- I 
brado Jovino Almonte (fallecido), con el hecho delictuoso 
del apoderado del señor José Francisco Estévez, Carlos 
María Almonte Espinal; y de RD$1.000.00 (un mil pesos 
oro) para Antonio Colón, por los daños y perjuicios que 
éste recibiera en su persona a causa del mismo hecho de- 
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lictuoso del apoderado del Señor José Francisco Estévez, 
Carlos María Almonte Espinal; Quinto: Condena a éstos , 

 al pago de los intereses legales' del uno por ciento (1% ) 
mensual de la suma indicada a partir de la demanda a 
titulo de indemnización supletoria; Sexto: Condena al pago 
de las costas civiles causadas, a favor del Dr. Gustavo E. 
Gómez Ceara, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; Séptimo: Declara oponible esta sentencia a la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., aseguradora del ve-
hículo placa No. 55670, propiedad del señor José Francisco 
Estévez, en toda su extensión"; c) que sobre recursos de 
apelación formulado por el prevenido Carlos María Almon-
te Espinal, la parte civilmente responsable y la Compañía 
Dominicana de Seguros C. por A., intervino la sentencia 
ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido en la forma el recurso 
de apelación interpuesto por el Dr. Luis Ramón Cordero 
González, por los señores Carlos María Almonte Espinal; 
José Francisco Estévez, y la Compañía Dominicana de Se- , 

 guros C. por A., prevenido y persona civilmente responsable, 
respectivamente, los dos primeros contra dictada por la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en sus atribucio-
res correccionales, en fecha 29 de octubre de 1964, que 
descargó a Rafael Tejada Custodio del delito de Violación 
a la Ley Núm. 5771, en jerjuicio de Jovino Almonte; de-
claró culpable a Carlos María Almonte Espinal del delito 
de Violación a la Ley Núm. 5771, en perjuicio de Jovino 
Almonte (fallecido), condenándole al pago de una multa' 
de RD$75.00, (setenta y cinco pesos oro); declaró regular 
y válida la constitución en parte civil hecha por la señora 
Antonia de los Santos 'Terrera Viuda Almonte, en su propio 
nombre y en el de sus hijos menores de nombres Rosa, Jo- 
vira y Ana Almonte o Altagracia Almonte y por Antonio 
Colón, contra el prevenido Carlos María Almonte Espinal, 
y José Francisco Estévez, propietario del vehículo y la Com- 
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pañía Dominicana de Seguros C. por A., condena al preve. 
nido Carlos María Almonte Espinal, y al propietario del 
vehículo placa Núm. 556701 al pago de una indemnización 
de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en favor de la parte 
civil constituida, señora Antonia de los Santos Herrera Viu. 
da Almonte, y de RD$1,000.00 (mil pesos oro), para cada 
uno de sus hijos menores Rosa, Jovina Ana Antonia o Al-
tagracia Almonte, por los daños y perjuicios ocasionádo-
les con la muerte de Jovino Almonte; de RD$1,000.00 (mil 
pesos oro) para Antonio Colón, por los daños y perjuicios 
que éste recibiera con igual motivo; condena a dichos se-
ñores al pago de los intereses legales del 1% de las sumas 
indicadas a partir de la demanda, a título de indemnización 
supletoria; al de las costas civiles con distracción de éstas 
er provecho del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, por afirmar 
haberlas avanzado en su totalidad; declara oponible la 
sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
aseguradora del vehículo, por ajustarse a las disposiciones 
legales; Segundo: Pronuncia defecto contra el prevenido 
Carlos María Almonte Espinal, la parte civilmente res-
ponsable y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
por no haber comparecido a la audiencia estando legalmen-
te citados; Tercero: Confirma la sentencia apelada en cuan-
to condenó al prevenido Carlos María Almonte Espinal, al 
pago de una multa de RD$75.00, (setenta y cinco pesos 
oró), por el delito de violación (a la) ley No. 5771, en per-
juicio de Jovino Almonte, y Antonio Colón; Cuarto: Con-
firma la aludida sentencia en el aspecto civil en cuanto 
acordó a la señora Antonia de los Santos Herrera Viuda 
Almonte, una indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pe-
sos oro), y la modifica en lo que atañe a los hijos menores 
rebajándola a RD$500 00 (quinientos pesos oro), a cada 
uno; y en lo relativo a Antonio Colón, la reduce a (tres-
cientos pesos oro) RD$300.00, sentencia que se hace opo-
nible a la Compañía Aseguradora Dominicana de Seguros 
C. por A., y se dispone que dichas sumas devengarán el in- 
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rés de 1% mensual a partir de la demanda, como indem-
nización supletoria; Quinto: Cdndena al prevenido Carlos 

María Almonte Espinal, al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena al prevenido Carlos María Almonte Espinal, 

a la parte civilmente responsable y a la Compañía Domi-
nicana de Seguros C. por A., al pago de las costas civiles, 
distrayéndolas en provecho del Dr. Gustavo E. Gómez 
Ceara, por afirmar haberlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable que recu-
rran en casación deben, a pena de nulidad, depositar un 
memorial con la indicación de los medios, si no han mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; que, 
aunque ese texto legal se refiere solamente a las partes 
ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la entidad 
aseguradora que haya sido puesta en causa en virtud del 

'artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor; 

Considerando que, en la especie, la parte civilmente 
responsable y la entidad puesta en causa ante los jueces 
del fondo como aseguradora de la persona civilmente res-
ponsable, no han depositado ningún memorial de casación, 
ni motivaron su recurso en la declaración correspondiente, 
por lo cual dichos recursos deben ser anulados; 

En cuanto al recurso del »revenido. 

Considerando que la Cortea-qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, 
que el prevenido el día 1 de marzo de 1964 conduciendo la 
camioneta placa No. 55670 a velocidad excesiva y torpe-
mente, en el lugar llamado Sonador, Municipio de Bonao, 
chocó el carro placa pública No. 29971 que conducía Ra-
món Tejada Custodia, pero que se encontraba detenido a su 
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gañía Dominicana de Seguros C. por A., condena al preve. 
nido Carlos María Almonte Espinal, y al propietario del 
vehículo placa Núm. 55670/ al pago de una indemnización 
de RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en favor de la parte 
civil constituida, señora Antonia de los Santos Herrera Viu. 
cia Almonte, y de RD$1,000.00 (mil pesos oro), para cada 
uno de sus hijos menores Rosa, Jovina Ana Antonia o Al-
tagracia Almonte, por los daños y perjuicios ocasionádo-
les con la muerte de Jovino Almonte; de RD$1,000.00 (mil 
pesos oro) para Antonio Colón, por los daños y perjuicios 
que éste recibiera con igual motivo; condena a dichos se-
ñores al pago de los intereses legales del 1% de las sumas 
indicadas a partir de la demanda, a título de indemnización 
supletoria; al de las costas civiles con distracción de éstas 
er provecho del Dr. Gustavo E. Gómez Ceara, por afirmar 
haberlas avanzado en su totalidad; declara oponible la 
sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
aseguradora del vehículo, por ajustarse a las disposiciones 
legales; Segundo: Pronuncia defecto contra el prevenido 
Carlos María Almonte Espinal, la parte civilmente res-
ponsable y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., 
por no haber comparecido a la audiencia estando legalmen-
te citados; Tercero: Confirma la sentencia apelada en cuan-
to condenó al prevenido Carlos María Almonte Espinal, al 
pago de una multa de RD$75.00, (setenta y cinco pesos 
orci), por el delito de violación (a la) ley No. 5771, en per-
juicio de Jovino Almonte, y Antonio Colón; Cuarto: Con-
firma la aludida sentencia en el aspecto civil en cuanto 
acordó a la señora Antonia de los Santos Herrera Viuda 
Almonte, una indemnización de RD$2,000.00 (dos mil pe-
sos oro), y la modifica en lo que atañe a los hijos menores 
rebajándola a RD$500 00 (quinientos pesos oro), a cada 
uno; y en lo relativo a Antonio Colón, la reduce a (tres-
cientos pesos oro) RD$300.00, sentencia que se hace opo-
nible a la Compañía Aseguradora Dominicana de Seguros 
C. por A., y se dispone que dichas sumas devengarán el in- 
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terés de 1% mensual a partir de la demanda, como indem-
nización supletoria; Quinto: Cdndena al prevenido Carlos 
María Almonte Espinal, al pago de las costas penales; 
Sexto: Condena al prevenido Carlos María Almonte Espinal, 
a la parte civilmente responsable y a la Compañía Domi-
nicana de Seguros C. por A., al pago de las costas civiles, 

distrayéndolas en provecho del Dr. Gustavo E. Gómez 
Ceara, por afirmar haberlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, la 
parte civil y la persona civilmente responsable que recu-
rran en casación deben, a pena de nulidad, depositar un 
memorial con la indicación de los medios, si no han mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; que, 
aunque ese texto legal se refiere solamente a las partes 
ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la entidad 
aseguradora que haya sido puesta en causa en virtud del 

Artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor; 

Considerando que, en la especie, la parte civilmente 
responsable y la entidad puesta en causa ante los jueces 
del fondo como aseguradora de la persona civilmente res-
ponsable, no han depositado ningún memorial de casación, 
ni motivaron su recurso en la declaración correspondiente, 
Por lo cual dichos recursos deben ser anulados; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que la Cortea-qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, 
que el prevenido el día 1 de marzo de 1964 conduciendo la 
camioneta placa No. 55670 a velocidad excesiva y torpe-
mente, en el lugar llamado Sonador, Municipio de Bonao, 
chocó el carro placa pública No. 29971 que conducía Ra-
món Tejada Custodia, pero que se encontraba detenido a su 
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derecha en el paseo de la autopista que pasa el lugar in-
dicado, y atropelló a Jovino Almonte, quien resultó muert o 

 en el suceso y ocasionó golpes y heridas a otros pasajeros 
del automóvil chocado y de la camioneta; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la corte a-qua, constituyen el delito de homicidio 
Por imprudencia causado con el manejo de un vehículo de 
n'otor, previsto por el artículo 1 de la Ley No. 5771 del 31 
de diciembre de 1961 y castigado por el párrafo 1 de dicho 
artículo, con prisión correccional de dos a cinco (5) años 
y multa de RD$500.00 (quinientos pesos oro) a RD$1000.00 
(mil pesos oro); que, por consiguiente, la Corte a-qua, a: 
condenar al prevenido Carlos María Almonte Espinal, a 
una multa de RD$75.00, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, después de declararlo culpable del indicado delito, hizo 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua estableció que Antonia de los Santos 
Herrera Viuda Almonte, sus tres hijos menores, y Antonio 
Colón, constituidos en parte civil, sufrieron a consecuencia 
del hecho cometido por el prevenido, daños morales y mate-
r5ales cuyo monto fijó soberanamente en las sumas de RD$ 
2,000.00, RD$1,500.00 y RD$300.00, respectivamente; que, 
por tanto, al condenarlo al pago de esas sumas, a título de 
indemnización, en provecho de las partes civiles constitui-
das, la Cortea-qua hizo una correcta aplicación del artículo 
1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
1 ,1 sentencia impugnada no contiene en lo que concierne al 
interés del recurrente vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Admite a Antonia de los 
Santos Herrera Viuda Almonte y Antonio Colón, como in-
tervinientes; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por José Francisco Estévez y la Compa- 

nía  Dominicana de Seguros C. por A.; Tercero: Rechaza el 

recurso de casación interpuesto 1  por Carlos María Almon-
te  Espinal, contra sentencia dictada en fecha 5 de marzo 
ue 1965 por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las costas 
distrayéndolas relativas a la acción civil en favor del Dr. 
Gustavo Gómez Ceara, abogado de los intervinientes, quien 
afirma haberlas avanzado. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a-qua estableció que Antonia de los Santos 
Herrera Viuda Almonte, sus tres hijos menores, y Antonio 
Colón, constituidos en parte civil, sufrieron a consecuencia 
del hecho cometido por el prevenido, daños morales y mate-
r5ales cuyo monto fijó soberanamente en las sumas de RD$ 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos 
Pi sentencia impugnada no contiene en lo que concierne al 
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Por tales motivos, Primero: Admite a Antonia de los 
Santos Herrera Viuda Almonte y Antonio Colón, como in-
tervinientes; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por José Francisco Estévez y la Compa- 

la  Dominicana de Seguros C. por A.; Tercero: Rechaza el 
recurso de casación interpuesto 1 por Carlos María Almon-
te  Espinal, contra sentencia dictada en fecha 5 de marzo 
ae 1965 por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo dispo-
sitivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
y, Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de las costas 
distrayéndolas relativas a la acción civil en favor del Dr. 
Gustavo Gómez Ceara, abogado de los intervinientes, quien 
afirma haberlas avanzado. 

(Firmados:) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente. —Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.) 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 

SIntencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de s 
Cristóbal, de fecha 1 de marzo de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Gerardo Marte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Pri-
mer Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, 
Segundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro 
María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, a los 23 días del mes de febrero de 1966, años 
122' de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerardo 
Marte, dominicano, mayor de edad, cédula No. 817, serie 
59, Domiciliado en San Antonio, sección del Municipio de 
San Cristóbal, contra sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictada en 
sus atribuciones correccionales, en fecha 1ro. de marzo de 
1965, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se 
declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el agraviado Gerardo Marte; Segundo: Se confirma 
en todas sus partes la sentencia apelada de fecha 5 del mes  
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de febrero del año 1965, por el Juzgado de Paz del Muni-

cipio de Yamasá, que lo condenó al prevenido Arturo 
Rodríguez a pagar Un Peso Oro (RD$1.00) de multa por 
vagancia de animales y a pagar Veinticinco Pesos Oro 
(RD$25.00) de indemnización en favor del agraviado Ge-
rardo Marte, por los daños ocasionados por dichos anima-
les; Tercero: Condena además al prevenido, al pago de las 
costas de la alzada"; 

Oído el aguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

e la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
ha 5 de marzo de 1965, en la Secretaría del Tribunal 

a-quo, a requerimiento del recurrente, en la cual no se 
mvoca ningún medio determinado de casación: 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona Civilmente responsable, el de-
pósito del memorial, con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatoria, á pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie, Gerardo Marte, parte ci-
vil recurrente, no ha depositado memorial alguno de casa-
ción, ni ha motivado su recurso en la declaración corres-
pondiente; que, por tanto, dicho recurso es nulo; 

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Gerardo Marte, parte civil 
constituida, contra sentencia dictada en sus atribuciones 
correccionales por el Juzgado de Primera Instancia del 
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 Vista el acta del recurso de casación, levantada en fe-
cha 5 de marzo de 1965, en la Secretaría del Tribunal 
a-quo, a requerimiento del recurrente, en la cual no se 

liberado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

invoca ningún medio determinado de casación: 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca- 
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito del memorial, con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatoria, á pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie, Gerardo Marte, parte ci-
vil recurrente, no ha depositado memorial alguno de casa-
ción, ni ha motivado su recurso en la declaración corres-
pondiente; que, por tanto, dicho recurso es nulo; 

Por tales motivos: Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por Gerardo Marte, parte civil 
constituida, contra sentencia dictada en sus atribuciones 
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Sentencia impugnada: Juzgado de l'rimera Instancia del D. J. de 
El Seibo, de fecha 30 de noviembre de 1964. 

Materia: Correccional. (Viol. a la Ley 2402). 

Recurrente: Luz de la Cruz 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, F.E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre 
sidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavá-
rez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo, Manfredo A. 
Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 23 días del mes de febrero del año 
1966, años 122o. de la Independencia y 103o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luz de 
la Cruz, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, residente en el Distrito Municipal de El Valle, 
Sabana de la Mar, cédula 1444, serie 67, contra sentencia 
dictada en fecha 30 de Noviembre de 1964, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrio Judicial de El Seibo, en 
sus atribuciones correccionales, como Tribunal de Segun 
do Grado, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en la lectura de sus conclusiones; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
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Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 1ro. de ma rzo 
 de 1965, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del 

presente fallo, y Segundo:' Condena al recurrente al pa go 
 de las costas. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber. 
gés Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue leída firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo). 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 
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Secretaría del Tribunal a quo, en fecha 30 de Noviemb re 
 de 1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual no 

 se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 del año 
1950; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casac-ón; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Luz de la Cruz contra 
Evangelista Alburquerque, en fecha 7 de Septiembre de 
1964, por violación a la Ley No. 2402 del 1950, en perjui-
cio de los menores Luis Enrique y Ana Isabel, procreados 
con la querellante, el Juzgado de Paz del Distrlo Munici-
pal de El Valle, regularmente apoderado por el Ministerio 
Público, dictó en fecha 21 de Septiembre de 1964, una sen 
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar co-
mo en efecto declara bueno y válido las pretensiones de 
la señora Luz de la Cruz, en contra del acusado Evangelis-
ta Alburquerque, en relación a la solicitud de aumento de 
pensión alimentecia reclamada por dicha señora, según la 
querella hecha ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacio-
nal de esta localidad; Segundo: Que aumentar como en 
efecto aumenta la pensión alimenticia, de doce a catorce 
pesos (de $12.00 a $14.00), al señor Evangelista Alburquer-
que, a partir de la fecha de esta sentencia, en favor de los 
menores mencionados, procreados con dicha señora Luz de 
la Cruz; Tercero: Que debe condenarlo y lo condena a su-
frir una pena de dos años de prisión correccional, en la 
fortaleza de Santa Cruz del Seybo, y pago de las costas. 
Cuarto: Que debe declarar como en efecto declara suspen-
siva la ejecución de esta sentencia en cuanto a la pena cor-
poral, y paga regularmente la pensión determinada"; b) 
que sobre los recursos de apelación de Evangelista Albur 
querque y Luz de la Cruz, intervino la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Que debe declarar, como al efecto declara. 
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regulares y válidas en cuanto a la forma los recursos de 
alzadas hechos por los nombrados Evangelista Alburquer-

que y Luz de la Cruz, por haber sido interpuesto en tem-
po hábil y con las formalidades de ley; Segundo: Que debe 
revocar, como al efecto revoca, el ordinal 3ro. de la sen-
tencia No. 75 dictada por este Juzgado de Paz de El Valle, 
de fecha 21 de septiembre, de 1964, y en consecuencia se 
descarga de la sanción penal por haber cumplido con lo 
dispuesto por el artículo 2 de la Ley de la Materia; Tercero: 
Que debe modificar, como al efecto modifica, la pensión ali-
menticia de RD$14.00 a RD$12.00 mensuales, que deberá 
pasar a la madre querellante a favor de dos menores pro-
creados con la señora Luz de la Cruz, a partir de la quere-
lla; Cuarto: Que debe ordenar, como al efecto ordena, la 
ejecución provisional de la sentencia, no obstante cualquier 
recurso; Quinto: Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, las conclusiones presentadas por el Dr. Juan Jorge Cha-
hín Tuma, en cuanto a la distracción de costas, por improce-
dentes y mal fundadas; Sexto: Que debe condenar, como al 
efecto condena, al prevenido Evangelista Alburquerque, al 
pago de las costas"; 

Considerando que según lo dispone el artículo 1 de la 
Ley 2402, del año 1950, el padre en primer término y la 
madre, después, están obligados a alimentar, vestir, soste- 
ner, educar y procurar albergue a sus hijos menores de 18 
años, de acuerdo con las necesidades de los menores y en 
relación con los medios de que puedan disponer los padres; 

Considerando que en cuanto al aspecto penal, el exa- 
men de la sentencia impugnada muestra, que el Tribunal 
a quo dio por establecido, mediante la ponderación sobe- 
rana de los elementos de prueba regularmente aportados 
en la instrucción de la causa, que la propia madre quere- 
llante afirma que Evangelista Alburquerque hasta el día 
de la audiencia había cumplido con sus obligaciones de pa- 
dre frente a los menores procreados con ella; que, por con- 
siguiente, al descargarlo en esas circunstancias por no ha- 
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Secretaría del Tribunal a quo, en fecha 30 de Noviembre 
de 1964, a requerimiento de la recurrente, en la cual n o  
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 del año 
1950; 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casac-ón; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de la querella presentada por Luz de la Cruz contra 
Evangelista Alburquerque, en fecha 7 de Septiembre de 
1964, por violación a la Ley No. 2402 del 1950, en perjui-
cio de los menores Luis Enrique y Ana Isabel, procreados 
con la querellante, el Juzgado de Paz del Distr .-o Munici-
pal de El Valle, regularmente apoderado por el Ministerio 
Público, dictó en fecha 21 de Septiembre de 1964, una sen 
tencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: Primero: Que debe declarar co-
mo en efecto declara bueno y válido las pretensiones de 
la señora Luz de la Cruz, en contra del acusado Evangelis-
ta Alburquerque, en relación a la solicitud de aumento da 
pensión alimentecia reclamada por dicha señora, según la 
querella hecha ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacio-
nal de esta localidad; Segundo: Que aumentar como en 
efecto aumenta la pensión alimenticia, de doce a catorce 
pesos (de $12.00 a $14.00), al señor Evangelista Alburquer-
que, a partir de la fecha de esta sentencia, en favor de los 
menores mencionados, procreados con dicha señora Luz de 
la Cruz; Tercero: Que debe condenarlo y lo condena a su-
frir una pena de dos años de prisión correccional, en la 
fortaleza de Santa Cruz del Seybo, y pago de las costas. 
Cuarto: Que debe declarar como en efecto declara suspen-
siva la ejecución de esta sentencia en cuanto a la pena cor-
poral, y paga regularmente la pensión determinada"; b) 
que sobre los recursos de apelación de Evangelista Albur 
querque y Luz de la Cruz, intervino la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo se copia a continuación: "Fa-
lla: Primero: Que debe declarar, como al efecto declara. 
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regulares y válidas en cuanto a la forma los recursos de 
alzadas hechos por los nombralos Evangelista Alburquer-
que y Luz de la Cruz, por haber sido interpuesto en tem-
po hábil y con las formalidades de ley; Segundo Que debe 
revocar, como al efecto revoca, el ordinal 3ro. de la sen-
tencia No. 75 dictada por este Juzgado de Paz de El Valle, 
de fecha 21 de septiembre, de 1964, y en consecuencia se 
descarga de la sanción penal por haber cumplido con lo 
dispuesto por el artículo 2 de la Ley de la Materia; Tercero: 
Que debe modificar, como al efecto modifica, la pensión ali-
menticia de RD$14.00 a RD$12.00 mensuales, que deberá 
pasar a la madre querellante a favor de dos menores pro-
creados con la señora Luz de la Cruz, a partir de la quere-
lla; Cuarto: Que debe ordenar, como al efecto ordena, la 
ejecución provisional de la sentencia, no obstante cualquier 
recurso; Quinto: Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, las conclusiones presentadas por el Dr. Juan Jorge Cha-
hín Tuma, en cuanto a la distracción de costas, por improce-
dentes y mal fundadas; Sexto: Que debe condenar, como al 
efecto condena, al prevenido Evangelista Alburquerque, al 
pago de las costas"; 

Considerando que según lo dispone el artículo 1 de la 
Ley 2402, del año 1950, el padre en primer término y la 
madre, después, están obligados a alimentar, vestir, soste- 
ner, educar y procurar albergue a sus hijos menores de 18 
años, de acuerdo con las necesidades de los menores y en 
relación con los medios de que puedan disponer los padres; 

Considerando que en cuanto al aspecto penal, el exa- 
men de la sentencia impugnada muestra, que el Tribunal 
a quo dio por establecido, mediante la ponderación sobe- 
rana de los elementos de prueba regularmente aportados 
en la instrucción de la causa, que la propia madre quere- 
llante afirma que Evangelista Alburquerque hasta el día 
de la audiencia había cumplido con sus obligaciones de pa- 
dre frente a los menores procreados con ella; que, por con- 
siguiente, al descargarlo en esas circunstancias por no ha- 
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ber cometido el hecho, que se le imputa, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que para reducir el monto de la pensión 
acordada por el Tribunal de Primer Grado, el Tribunal a 
quo tomó en cuenta, que el prevenido, además de los dos 
hijos procreados con la querellante, tenía cinco hijos más 
que mantener; que, en consecuencia, al apreciar dicho Tri-
bunal como una cuestión de hecho, que de acuerdo con los 
medios económicos de que disponía el prevenido, sólo podía 
pasarle a los menores Luis Enrique y Ana Isabel, procrea-
dos con la recurrente, una pensión de RD$12.00 mensuales, 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
lación interpuesto por Luz de la Cruz, contra sentencia dic-
tada como Tribunal de Segundo Grado, en sus atribuciones 
correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seybo, de fecha 30 de Noviembre de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; Segundo: Declara las costas de oficio; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Raye- 
lo 

 
 de la Fuente.— Guarionex A García de Peña.— Luis 

Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de noviembre de 1964. 

:siltteria: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

E•eurrente: Pericles Monsanto Pérez y Cía. Dominicana de Si.- 
guros, C. por A. 

hiterviniente: Horacio Mora y comparte. 

abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
, ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, a los 23 días del mes de 'febrero del año 1966, 
años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Peri-
eles Monsanto Pérez, dominicano, 40 años de edad, casa-

. do, empleado privado, domiciliado en la casa No. 11 de 
la calle 10 del Ensanche Luperón, de esta ciudad, cédula 
38465 serie 31, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Apé- 

Ert 
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ber cometido el hecho, que se le imputa, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación de la ley; 

Considerando que para reducir el monto de la pensión 
acordada por el Tribunal de Primer Grado, el Tribunal a 
quo tomó en cuenta, que el prevenido, además de los dos 
hijos procreados con la querellante, tenía cinco hijos más 
que mantener; que, en consecuencia, al apreciar dicho Tri-
bunal como una cuestión de hecho, que de acuerdo con los 
medios económicos de que disponía el prevenido, sólo podía 
pasarle a los menores Luis Enrique y Ana Isabel, procrea-
dos con la recurrente, una pensión de RD$12.00 mensuales. 
hizo una correcta aplicación de la ley; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
$aeión interpuesto por Luz de la Cruz, contra sentencia dic-
tada como Tribunal de Segundo Grado, en sus atribuciones 
correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seybo, de fecha 30 de Noviembre de 
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; Segundo: Declara las costas de oficio; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A García de Peña.— Luis 
Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hi-
jo.— Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por tní, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 17 de noviembre de 1964. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 5771) 

Recurrente: Pericles Monsanto Pérez y Cía. Dominicana de Se- 
guros, C. por A. 

Interviniente: Horacio Mora y comparte. 

bogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Alfredo Con-
de Pausas, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer 
Sustituto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de 
Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Pe-
dro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, 

- asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito 
Nacional, a los 23 días del mes de febrero del año 1966, 
años 1229  de la Independencia y 103 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Peri-
eles Monsanto Pérez, dominicano, 40 años de edad, casa-

do , empleado privado, domiciliado en la casa No. 11 de 
la calle 10 del_ Ensanche Luperón, de esta ciudad, cédula 
38465 serie 31, y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia 
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Apé- 
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lación de Santo Domingcb, en fecha 17 de noviembre d e 
 1964 y notificádale a los recurrentes el 10 de diciembre 

 del mismo año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oido el Lic. Salvador Espinal Miranda Miranda, cé-
dula 8632 serie lra., abogado de los intervinientes Hora-
cío Mora y Manuel Nicolás Astacio, dominicanos, domic,- 
liados en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
'te la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 18 de diciembre de 
1964, a requerimiento del abogado Dr. Joaquín Ramírez 
de la Rocha, cédula 40345 serie lra., en representación de 
los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el escrito de los intervinientes firmado por su 
ahogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771 de 1961, 
1382 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 y 
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
24 de abril de 1964, la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia en defecto cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra 
el procesado Perícles Nicolás Monsanto Pérez, por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legalmen 
te citado; Segundo: Se declara el procesado Perícles Nicolás 
Monsanto Pérez culpable de haber violado las disposicio-
nes de la Ley No. 5771, sobre accidentes causados por 
vehículos de motor, en perjuicio de Horacio de Mora y 

Manuel Nicolás Astacio, y en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de un año de prisión correccional; Tercero: 
Se descarga a los procesados Ibracio de Mora y Manuel 
Nicolás Astacio del delito puesto a su cargo; Cuarto: Se 
declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha por los señores Horacio de Mora y Manuel Nicolás 
Astado, en contra del procesado Pericles Nicolás. Mon-
santo Pérez, por ser buena en la forma y justa en el fondo; 
Quinto: Condena al procesado Pericles Nicolás Monsan-
to Pérez, a pagar mil quinientos pesos oro (1,500.00) y mil 
pesos oro (RD$1000.00), más los intereses legales a par-
tir de la demanda, en favor de los señores Horacio de Mo-

ra Y Manuel Nicolás Astacio, respectivamente, como justa 
reparación de los daños morales y materiales que les ha 
ocasionado el hecho delictuoso; Sexto: Se dispone que la 
presente sentencia sea oponible en cuanto a las indemni-
zaciones precedentemente acordadas y las costas a la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en su ca-
lidad de aseguradora del vehículo que conducía el pro-
cesado Pericles Nicolás Monsanto, hasta el límite de sus 
obligaciones asumidas en la póliza, de acuerdo con la ley 
de la materia"; b) que sobre los recursos de oposición in-
terpuestos por los hoy recurrentes, la indicada Cámara 
dictó en fecha 25 de junio de 1964, una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribe en el del fallo ahora impugnad': 
e) que sobre los recursos de apelación interpuestos por 
los referidos recurrentes, y por las personas constituidas 
en parte civil, intervino la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regulares y válidos en sus respectivas forMas, los recur-
sos de apelación interpuestos por el prevenido Pericles 
Nicolás Monsanto, la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., y las partes civiles constituidas Horacio Mora 
y Manuel Nicolás Astacio, por haber sido interpuestos en 
tiempo hábil y conforme las normas procedimentales; Se-
gundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Pericles 
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lación de Santo Dominn, en fecha 17 de noviembre d e 
 1964 y notificádale a los recurrentes el 10 de diciembre 

 del mismo año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oido el Lic. Salvador Espinal Miranda Miranda, cé-
dula 8632 serie lra., abogado de los intervinientes Hora-
cio Mora y Manuel Nicolás Astacio, dominicanos, domic,- 
liados en esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada eh 
la Secretaría de la Corte a-qua, el día 18 de diciembre de 
1964, a requerimiento del abogado Dr. Joaquín Ramírez 
de la Rocha, cédula 40345 serie lra., en representación de 
los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

Visto el escrito de los intervinientes firmado por su 
abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado Y vistos los artículos 1 de la Ley 5771 de 1961, 
1382 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955 y 
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
24 de abril de 1964, la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, apoderada 
por el Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia en defecto cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra 
el procesado Perícles Nicolás Monsanto Pérez, por no haber 
comparecido a la audiencia no obstante haber sido legalmen 
te citado; Segundo: Se declara el procesado Perícles Nicolás 
Monsanto Pérez culpable de haber violado las disposicio-
nes de la Ley No. 5771, sobre accidentes causados por 
vehículos de motor, en perjuicio de Horacio de Mora y 

Manuel Nicolás Astacio, y en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de un año de prisión correccional; Tercero: 
Se descarga a los procesados Hpracio de Mora y Manuel 
Nicolás Astacio del delito puesto a su cargo; Cuarto: Se 
declara regular y válida la constitución en parte civil he-
cha por los señores Horacio de Mora y Manuel Nicolás 
Astacio, en contra del procesado Pericles Nicolás. Mon-
santo Pérez, por ser buena en la forma y justa en el fondo; 

quinto: Condena al procesado Pericles Nicolás Monsan-
to Pérez, a pagar mil quinientos pesos oro (1,500.00) y mil 
pesos oro (RD$1000.00), más los intereses legales a par-
tir de la demanda, en favor de los señores Horacio de Mo-

ra Y Manuel Nicolás Astacio, respectivamente, como justa 
reparación de los daños morales y materiales que les ha 
ocasionado el hecho delictuoso; Sexto: Se dispone que la 
presente sentencia sea oponible en cuanto a las indemni-
zaciones precedentemente acordadas y las costas a la 
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en su ca-
lidad de aseguradora del vehículo que conducía el pro-
cesado Pericles Nicolás Monsanto, hasta el límite de sus 
obligaciones asumidas en la póliza, de acuerdo con la ley 
de la materia"; b) que sobre los recursos de oposición in-
terpuestos por los hoy recurrentes, la indicada Cámara 
dictó en fecha 25 de junio de 1964, una sentencia cuyo 
dispositivo se transcribe en el del fallo ahora impugnad': 

e) que sobre los recursos de apelación interpuestos por 
los referidos recurrentes, y por las personas constituídas 
en parte civil, intervino la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regulares y válidos en sus respectivas formas, los recur-
sos de apelación interpuestos por el prevenido Pericles 
Nicolás Monsanto, la Compañía Dominicana de Seguros, 
C. por A., y las partes civiles constituidas Horacio Mora 

Manuel Nicolás Astacio, por haber sido interpuestos en 
tiempo hábil y conforme las normas procedimentales; Se-
gundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Pericies  
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(1 
Nicolás Monsanto y la Compañía Dominicana de Seguros. 
C. por A., por no haber comparecido a esta audiencia par z, 
la cual fueron legalmente citados; Tercero: Confirma en el 
aspecto penal la sentencia recurrida, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en fecha 25 del mes de junio del año 1964, cuyo disposi-
tivo dice así; "Falla: Primero: Se acoge como bueno y vá-
.ido en cuanto a la forma el recurso de oposición inter-
puesto por el señor Pericles Monsanto Pérez Y la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia 
dictada en su contra por este Tribunal en fecha 24 de abril 
de 1964; Segundo: Se revoca dicha sentencia en cuanto el 
fondo en lo que respecta al procesado Pericles Nicolás 
Monsanto Pérez y acerca de la Compañía Dominicana de 
Seguros C. por A., se declara la nulidad de su recurso de 
oposición por no haber sido representada en esta audien-
cia, no obstante haber sido legalmente emplazada; Tercero: 
En consecuencia, se declara al procesado Pericles Nicolás 
Monsanto Pérez, culpable de violación a la ley No. 5771. 
en perjuicio de los señores Horacio de Mora y Manuel Ni-
colás Astacio, y se condena a dicho procesado, a pagar una 
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00); Cuarto: Se man-
tiene en cuanto a los señores Horacio de Mora y Manuel 
Nicolás Astacio, la sentencia mencionada que pronunció 
el descargo en favor de dichos señores; Quinto: Se conde-
na al procesado Pericles Nicolás Monsanto Pérez, a pagar 
quinientos pesos oro (RD$500.00), más los intereses lega-
les a partir de la demanda, en favor de los señores Ho-
racio de Mora y Manuel Nicolás Astacio, respectivamente, 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
que les ha ocasionado el hecho delictuoso; Sexto: Se con-
dena además al procesado Perícles Nicolás Monsanto Pé-
rez, al pago de las costas penales y civiles, con distracción 
de estas últimas en favor del Lic. Salvador Espinal MI-
randa, quien afirma haberlas avanzado en ¿ti. totalidad: 

BOLETÍN AICIAL 
	

303 

- 
séptimo: Se mantiene la dispolio'n de la sentencia de 
fecha 24 de abril de 1964, que hace oponible las indemni-
zaciones y costas de la presenten  instancia contra la Com-
pañía de Seguros, C. por A., en vista de la nulidad de su 
recurso de oposición"; Cuarto: Modifica en el aspecto ci-
vil, la antes mencionada sentencia en cuanto a las indem-
nizaciones en el sentido de aumentar estas a un mil pesos 

oro (RD$1,000 . 00), y quinientos pesos oro (RD$500.00) le 
indemnización en favor de los señores Horacio de Mora 

y Manuel Nicolás Astacio, respectivamente, más los inte-
reses legales a partir de la fecha de la demanda y la con-
firma en sus demás aspectos; Quinto: Condena al preve-
-tido Pericles Nicolás Monsanto y la Compañía Domini-
cana de Seguros C. por A., al pago de las costas civiles, 
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Salva-
dor Espinal Miranda, quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido.— 

Considerando que la Corte a-qua mediante la ponde- 
ción de los elementos de prueba aportados en la instruc-

ción de la causa, dió por establecidos los siguientes he-
chos: a) que como a las 5 de la mañana del día 26 de oc-
tubre de 1963, mientras el automóvil conducido por el 
prevenido transitaba de Este a Oeste por la calle Pedro 
Livio Cedeño, de esta ciudad, chocó contra un triciclo 
manejado por Horacio Mora y a consecuencia de ese cho-
que, este triciclo chocó a su vez contra otro triciclo que 
en la misma dirección iba manejando Manuel Nicolás As-
tacio; b) que a consecuencia de esa doble colisión, Mora 
resultó con golpes que curaron después de 10 y antes de 
20 días, y Astacio con golpes que curaron antes de 10 
días; c) que la colisión se produjo por la torpeza con que 
condujo su vehículo el prevenido, al no frenar a tiempo, 
tan pronto como advirtió la presencia del triciclo maie-
jado por Mora; 
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Nicolás Monsanto y la Compañía Dominicana de Seguros 
C. por A., por no haber comparecido a esta audiencia p ara 

 la cual fueron legalmente catados; Tercero: Confirma en el 
aspecto penal la sentencia recurrida, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Tercera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en fecha 25 del mes de junio del año 1964, cuyo disposi-
tivo dice así; "Falla: Primero: Se acoge como bueno y vá_ 
.ido en cuanto a la forma el recurso de oposición inter-
puesto por el señor Pericles Monsanto Pérez Y la Compu-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia 
dictada en su contra por este Tribunal en fecha 24 de abril 
de 1964; Segundo: Se revoca dicha sentencia en cuanto al 
fondo en lo que respecta al procesado Pericles Nicolás 
Monsanto Pérez y acerca de la Compañía Dominicana de 
Seguros C. por A., se declara la nulidad de su recurso de 
oposición por no haber sido representada en esta audien-
cia, no obstante haber sido legalmente emplazada; Tercero: 
En consecuencia, se declara al procesado Pericles Nicolás 
Monsanto Pérez, culpable de violación a la ley No. 5771. 
en perjuicio de los señores Horacio de Mora y Manuel Ni-
colás Astacio, y se condena a dicho procesado, a pagar una 
multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00); Cuarto: Se man-
tiene en cuanto a los señores Horacio de Mora y Manuel 
Nicolás Astacio, la sentencia mencionada que pronunció 
el descargo en favor de dichos señores; Quinto: Se conde-
na al procesado Pericles Nicolás Monsanto Pérez, a pagar 
quinientos pesos oro (RD$500.00), más los intereses lega-
les a partir de la demanda, en favor de los señores Ho-
racio de Mora y Manuel Nicolás Astacio, respectivamente, 
como justa reparación de los daños morales y materiales 
que les ha ocasionado el hecho delictuoso; Sexto: Se con-
dena además al procesado Perícles Nicolás Monsanto Pé-
rez, al pago de las costas penales y civiles, con distracción 
de estas últimas en favor del Lic. Salvador Espinal Mi-
randa, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad: 
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Considerando que en ésos hechos así comprobados e a 
 encuentran reunidos los elementos constitutivos de los 

litos de golpes por imprudyncia que curaron antes de 10 
días uno, y después de 10 y antes de 20 días, el otro, cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, delitos pre-
vistos por el artículo 1 de la Ley 5771 de 1961, y casti-
gado en su más alta expresión, por el apartado b) de dicho 
artículo con prisión de 3 meses a un año y multa de 50 a 
300 pesos; que, por consiguiente, la Corte a-qua al con. 
denar al prevenido después de declararlo culpable de los 
indicados delitos y acogiendo circunstancias atenuantes, 
a 25 pesos de multa, hizo una correcta aplicación de la 
ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civile;, 
que la Corte a-qua dió por establecido que Horacio Mora 
y Manuel Nicolás Astacio, personas constituidas en parte 
civil, sufrieron a consecuencia de los delitos cometidos por 
el prevenido, daños morales y materiales cuyo monto apre-
ció en las sumas de mil pesos para Mora y 500 para Asta-
cio .  que en consecuencia, al condenar al prevenido al pago 
de las sumas indicadas a título de indemnización en pro-
vecho de dichas partes civiles constituidas, la referida 
Corte hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del 
Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de-
más aspectos, no contiene en lo concerniente al interés del 
recurrente Monsanto, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

En cuanto al recurso de la Conoañía Dominicana de 
Seguros C. por A.— 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el Ministerio Público, 
la parte civil y la persona civilmente responsable que re-
curran en casación, deben, a pena de nulidad depositar 
un memorial con la indicación de los medios, si no ha nz- 
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tivado el recurso en la declaración correspondiente; que. 
aunque ere texto legal se refiere solamente a las partes 
ya mencionadas, su disposición debe aplicarse a la enii-
dad aseguradora que haya sido puesta en causa en virtud 
del artículo 10 de la ley 4117 del año 1955, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de me- 

tor; 

Considerando que en la especie, esta recurrente, pues-
ta en causa ante los jueces del fondo, como aseguradora 
del prevenido Monsanto, no ha depositado ningún metw-
rial de casación, ni ha motivado su recurso en el acta co-
rrespondiente; que, por consiguiente, su recurso de casa- 

ción es nulo; 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Horacio Mora y Manuel Nicolás Astacio; Segundo: 
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Pericles 
Monsanto Pérez, contra la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en fecha 17 de noviembre de 1964, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente falla; 
Tercero: Declara nulo el recurso de casación que contra 
la indicada sentencia ha interpuesto la Compañía Domi-
nicana de Seguros C. por A.; Cuarto: Condena a los re-
currentes que sucumben, al pago de las costas, ordenán-
dose la distracción de las civiles en provecho del Lic. Sal-
vador Espinal Miranda, abogado de los intervinientes, 
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 
Saviñón.-- Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.-- 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.. 
neral.— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por ! os 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la  

audiencia pública del día, mes y año en él indicados, y 
fue leida, firmada y publicada por mí, Secretario Generai, 
que certifico.—. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 

BOLETÍN JUDICIAL 	 307 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966. 

sentencia impugnada: Tribunal Supiérior de Tierras, de fecha 7 de 

agosto de 1964. 

Materia: Tierras. 

Recnrrente: José de Jesús Florencio. 

Abogado: Dr. Luis E. Jourdain Heredia. 

Recurrido: Corporación Azucarera de la República Dominicana. 
Abogado: Dr. Bienvenido Vélez Toribio y Dr. Luis Armando Mer-

cedes Moreno. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus- 
r ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 

Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincín hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 23 de febrero de 1966, 
años 122' de la Independencia y 103' de la Restauración, 
dicta en, audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de 
Jesús Florencio, dominicano, mayor de edad, agrimensor 
público, de este domicilio, y cuya cédula no consta en el 
expediente, contra sentencia del. Tribunal Superior de Tie-
rras, dictada en fecha 7 de agosto de 1964, en relación con 
las Parcelas Nos. 10, 11, 30, 46, 48, 49, 50 y 61 del Distrito 
Catastral No. 31 del Distrito Nacional, y cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

á 

N 
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Jesús Florencio, dominicano, mayor de edad, agrimensor 
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isdicción Original dictó una sentencia cuyo dispositivo 
nsta en el de la ahora impugnada; b) que sobre el re-

rso  de apelación del referido Agrimensor Florencio, in-
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se 

. copia a continuación: "Falla: Primero: Que debe rechazar 
y rechaza la apelación interpuesta en fecha 9 de septiem-
bre de 1963 por el Dr. Luis Emilio Jourdain Heredia, a 
nombre y en representación del Agrimensor José de Jesús 
Florencio, contra la Decisión No. 1 dictada por el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de 
agosto de 1963, en relación con las Parcelas Nos. 10, 11, 
30, 46, 48, 49, 50 y 61 del Distrito Catastral No. 31, del 
Distrito Nacional; Segundo: Que debe rechazar y rechaza 
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones for-
muladas por el apelante en audiencia y ratificadas por es-
crito de fecha 9 de marzo de 1964; Tercero: Que debe con-
firmar y confirma la decisión antes mencionada, cuyo dis-
positivo dice así: `Unico: que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, la petición hecha por el Agrimensor José de 
Jesús Florencio, tendiente a recabar para fines de inscrip-
ción de privilegio hipotecario de la Azucarera Haina, 
C. por A., las copias de los Certificados de Títulos (Dupli-
cado del dueño), correspondientes a las Parcelas Nos. 10, 
11, 30, 46, 48, 49, 50 y 61 del Distrito Catastral No. 31 
del Distrito Nacional';". 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Violación de los ar-
tículos 7, 8, 86, 180, 181, y 197 de la Ley de Registros de 
Tierras; y, falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo de sus medios de 
casación, el recurrente alega que el Registrador de Títulos 
del Departamento de Santo Domingo no dió cumplimiento 
a la solicitud de inscripción de gravamen sobre cada uno 
de los Certificados de Títulos relativos a las parcelas NO3. 
10 y 11 del Distrito Catastral No. 31, del Distrito Nacio- 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Luis E. Jourdain Heredia, cédula 7783, 

rie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus Co n_ 
clusiones; 

Oído el Dr. Bienvenido Vélez Toribio, cédula 24291, 
serie 31, por sí y en representación del Dr. Luis Armando 
Mercedes Moreno, cédula 61423, serie lra., abogados de la 
Corporación Azucarera de la República Dominicana, orga- 
nismo autónomo creado por la Ley No. 78 del 1963, parte 
recurrida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 6 de no-
viembre de 1964, por el abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios de casación que se indican más ade• 
lante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos de la parte recurrida y notificado al recurrente el 18 
de diciembre del 1964; 

Visto el auto dictado en fecha 18 de febrero del co-
rriente año 1966, por el Magistrado Primer Sustituto en 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro María 
Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de 
este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, 
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que 
se trata, de conformidad con las leyes 684 y 926, de 1934 
y 1935, respectivamente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 180 de la Ley de Registros de 
Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 27 de agosto del 1963 el Tribunal de Tierras de 
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curso  de apelación del referido Agrimensor Florencio, in-
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo se 
copia a continuación: "Falla: Primero: Que debe rechazar 

y rechaza la apelación interpuesta en fecha 9 de septiem-
bre de 1963 por el Dr. Luis Emilio Jourdain Heredia, a 
nombre y en representación del Agrimensor José de Jesús 
Florencio, contra la Decisión No. 1 dictada por el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 27 de 
agosto de 1963, en relación con las Parcelas Nos. 10, 11, 
30, 46, 48, 49, 50 y 61 del Distrito Catastral No. 31, del 
Distrito Nacional; Segundo: Que debe rechazar y rechaza 
por improcedentes y mal fundadas, las conclusiones for-
muladas por el apelante en audiencia y ratificadas por es-
crito de fecha 9 de marzo de 1964; Tercero: Que debe con-
firmar y confirma la decisión antes mencionada, cuyo dis-
positivo dice así: `Unico: que debe rechazar, como al efec-
to rechaza, la petición hecha por el Agrimensor José de 
Jesús Florencio, tendiente a recabar para fines de inscrip-
ción de privilegio hipotecario de la Azucarera Haina, 
C. por A., las copias de los Certificados de Títulos (Dupli-
cado del dueño), correspondientes a las Parcelas Nos. 10, 
11, 30, 46, 48, 49, 50 y 61 del Distrito Catastral No. 31 
del Distrito Nacional';". 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Violación de los ar-
tículos 7, 8, 86, 180, 181, y 197 de la Ley de Registros de 
Tierras; y, falta de liase legal; 

Considerando que en el desarrollo de sus medios de 
casación, el recurrente alega que el Registrador de Títulos 
del Departamento de Santo Domingo no dió cumplimiento 
a la solicitud de inscripción de gravamen sobre cada uno 
de los Certificados de Títulos relativos a las parcelas NO3. 
10 y 11 del Distrito Catastral No. 31, del Distrito Nacio- 
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nal, por las sumas debidas por concepto de la mensura ea. 
tastral de esas parcelas phrtenecientes a Aníbal Trujillo 
Molina; que para rechazar su solicitud de inscripción de 
dicho gravamen, el mencionado funcionario se fundó en 
que en la instancia no se habían indicado los números de 
las Parcelas que debían ser gravadas; que, posteriorment e, 
el recurrente dirigió al Registrador otra instancia en la 
cual se indicaban los números de esas parcelas; pero éste 
se negó a inscribir los gravámenes alegando que sobre di-
chos inmuebles habían sido expedidos los Certificados de 
Títulos en favor de la Azucarera Haina, C. por A.; que en 
vista de la negativa del Registrador de Títulos, el recu-
rrente pidió al Tribunal Superior de Tierras que fuera ra-
tificada la orden de cobro dictada por dicho Tribunal en 
fecha 9 de septiembre del 1945, en su favor, por los traba-
jos de mensura realizados por él y que estaban pendien-
te de pago, y, además, que se ordenara a dicho Registra-
dor que procediera a la inscripción de los gravámenes; 
que, el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 
ahora impugnada, la cual carece de base legal por cuanto 
estimó, entre otras cosas, que no procedía la inscripción 
de los gravámenes mencionados ya que el artículo 180 de 
la Ley de Registro de Tierras expreáa que la inscripción 
no puede hacerse cuando han sido expedidos los certifica-
dos de títulos; que los Jueces debieron tener en cuenta, 
agrega el recurrente, que cuando él se dirigió nor primera 
vez al Registrador de Títulos, solicitó esa inscripción sobre 
todas las parcelas de ese Distrito Catastral; pero, 

Considerando que el artículo 180 de la ley de Regis-
tro de Tierra dispone que: "Cuando la mensura catas- 
tral haya sido hecha por iniciativa particular, el Agrimen- 
sor Contratista podrá requerir al Registrador de Títulos, 
para garantizar el pago de sus derechos profesionales que 
registre en su favor un privilegio por la suma que se le 
adeude de la mensura, si no se hubiere expedido el dupli- 
cado del dueño, libre . de* todo derecho"; 
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Considerando que e] Tribunal a-quo para rechazar la 
solicitud del recurrente tendieryle a que se ordenara al Re-

gistrador de Títulos la inscripción de los referidos gravá 
/nenes se fundó en que en la fecha del requerimiento ya 
habían sido expedidos los certificados de títulos correspon-
dientes a las parcelas sobre las cuales se pretendía inscri-
bir esos gravámenes; que por estas circunstancias las deu-
das contraídas con el agrimensor Florencio por concepto de 

la mensura catastral de esas parcelas quedaron como qui-
rografarias que por todas esas razones el Tribunal a-quo 
al dictar su fallo en la forma antes indicada, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 180 de la Ley de Registro de 

Tierras; 

Considerando que el recurrente alega, también, que el 
Tribunal Superior de Tierras está en la obligación de man-
tener la orden de cobro, dictada en fecha 29 de septiembre 
de 1945, por concepto de los trabajos de mensura realiza-. 
dos por el Agrimensor Florencio en el aludido Distrito Ca-
tastral No. 31 del Distrito Nacional, pues de no hacerlo así 
incurriría en exceso de poder; pero, 

Considerando que el alegato antes señalado carece de re-
levancia en razón de que la sentencia impugnada se ha limi-
tado a rechazar el pedimento de inscripción de gravámenes 
por los conceptos antes señalados, lo que no implica que se 
haya desconocido dicha Orden de Cobro, por lo cual el me-
dio que se examina es inadmisible; 

Considerando, en cuanto a la falta de base legal, ale-
gada también por el recurrente: que la sentencia impug-
nada contiene motivos suficientes y pertinentes aue justi-
fican su dispositivo y una exposición completa de los he-
chos y circunstancias de la causa que han permitido veri-

ficar que el Tribunal a-quo hizo, en el caso, una correcta 
aplicación de la ley; por todo lo cual los medios del recur-
so carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
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sación interpuesto por el Agrimensor José de Jesús no-
rencio, contra sentencia de;  Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha 7 de agosto de 1964, dictada sobre las parcelas 
Números 31, del Distrito Nacional, y cuyo dispositivo se 
copia en parte anterior del presente fallo; Segundo: Co n

-dena al recurrente al pago de las costas, con distracción en 
favor de los Doctores Luis Armando Mercedes Moreno y 
Bienvenido Vélez Toribio, abogados de la parte recurrida, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.--1  Pedro María Cruz.— Manfredo A

. 

Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
diencia 

 
 pública del día, mes y año en él expresados, y fue - 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE FEBRERO DEL 1966. 

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 30 

de abril de 1963. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Lilliam de Lemos de Diez y Elvira Sarnelli de 

Monclús. 
Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Recurrido: Albertina Marte Capellán Vda. Pérez y compartes. 
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda y Lic. Félix Tomás 

Monte. 
	• 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Savi-
ñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael Rin-
cón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 23 de febrero del año 1966, años 
122' de la Independencia y 103' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lilliam 
de Lemos de Díaz, dominicana, de quehaceres domésticos, 
mayor de edad, cédula No. 19401, serie la., domiciliada en 
el No. 3011, Ontario Road, N. W., de la ciudad de Washing-
ton, Estados Unidos de América, y Elvira Sarnelli de Mon-
clús, dominicana, de quehaceres domésticos, mayor de edad, 

del 
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cédula No. 17810, serie la., domiciliada en la casa No. 193 
de la Avenida Independen4ia de la ciudad de Santiago, co n.. 
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, pronuncia-- 
da en fecha 30 de abril del 1963, en relación con la Parcela 
No. 242 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Puer-
to Plata, y cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, eh repre-

sentación del Lic. Amiro Pérez, cédula No. 85, serie 37, 
abogado de las recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído el Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, 
serie la., por sí y en representación del Lic. Félix Tomás 
del Monte, abogados de los recurridos, Albertina Marte Ca-
pellán Vda. Pérez, Juan Marte Capellán, Marcos Marte To-
rres, María Marte Rodríguez, Abelardo Marte Rodríguez. 
Gertrudis o Ramona Marte Rodríguez, Antonia Marte Ro-
dírguez, Enrique Marte Rodríguez, Luis María García y 
Felipe Marte Rodríguez, sucesores de Andrés Marte Cape-
llán, y en representación tambi-n de los Sucesores de 
Francisco Marte Rodríguez, mayores de edad, dominica-
nos, agricultores, domiciliados en Sabaneta de Cangrejo, 
Sosúa, Puerto Plata, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
jd 

de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en Secretaría 
en fecha 5 de julio del 1963, y suscrito por el abogado de 
las recurrentes, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se expresan; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por los aboga-
dos de la parte recurrida, y notificado a las recurrentes 
por acto de alguacil de fecha 14 de julio del 1964; 

Visto el auto dictado en fecha 18 de febrero del corrien-
te año 1966 por el Magistrado Primer Sustituto en funcio- 

BOLETÍN J5DICIAL 

nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama a los Magijtrados Pedro María Cruz, 
Manfredo A. Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este 
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en 

la deliberación y fallo del recurso de casación de que se 
trata, de conformidad con las leyes Nos. 684, de 1934 y 

926, de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-

cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha 25 de junio del 1962, el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original dictó una sentencia, cuyo dispositivo 
dice así: FALLA: PRIMERO: Que debe declarar como al 
efecto declara, que el acta de partición original levantada 
por el Notario G. Ernesto Jiménez en fecha 27 de junio 
de 1928, no adolece de ninguna irregularidad, por lo cual 

be' debe producir los efectos jurídicos pertinentes ;SEGUNDO: 
Que debe Rechazar, como al efecto Rehaza, la reclamación 
de los sucesores de Candelaria Marte, sustentada por los 
señores Pedro Marte, representante de Francisco Marte y 
Daniel Pérez representante de los demás miembros de la 
sucesión, todos domiciliados y residentes en la Sección de 
Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Pro- 
vincia de Puerto Plata, representados por el Lic. Salvador 
Espinal M.; TERCERO: Que debe Rechazar, como al efecto 
Rechaza, la reclamación de los sucesores de Andrés Marte 
Capellán, sustentada por los señores Juan, Freddy, Rafael, 
Pedro, Gloria Mercedes, Hugo Andrés Marte y Nereyda 
Marte, miembros de dicha sucesión y Concepción Capellán 
Vda. Marte. esposa superviviente, representados por el Li- 
cenciado Félix Tomás del Monte, su abogado, éste con bu- 
fete en la calle Sánchez No. 52 de Santo Domingo, D. N., 
y los demás domiciliados y residentes en la sección de Sa- 
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baneta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provin-
cia de Puerto Plata; CUARITO: Que debe Acoger; como 41 
efecto Acoge, por ser justa y reposar en prueba legal, la 
instancia de fecha 21 de agosto de 1954 dirigida al Tribu-
nal Superior de Tierras el Licenciado Amiro Pérez a nom-
bre de las señoras Lillian de Lemos de Díaz y Elvira Sar-
nelly de Monclús; QUINTO: Que debe Declardr, como al 
efecto Declara, que la sucesión de la finada María Engra-
cia Marte la constituyen sus hijos naturales Dionisio, Juan 
María, Marcos, Cecilio, María Antonia e Isabel Marte, to-
dos ya fallecidos; SEXTO: Que debe Ordenar, como al efec-
to Ordena, la transferencia de una porción de 119 hectá-
reas, 80 áreas, 44 centiáreas, 38 decímetros cuadrados, con 
todas sus mejoras, dentro de la parcela No. 242 del Distri-
to Cátastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, sitio de 
Guainamoca de los García, Provincia de Puerto Plata, ei 
favor de las señoras Elvira Sarnelly de Monclús y Lillian 
de Lemos de Díaz en la proporción de 72 hectáreas, 49 
áreas, 66 centiáreas, 30 decímetros cuadrados, en favor de 
la primera y 47 hectáreas, 30 áreas, 78 centiáreas, 08 decí-
metros cuadrados, para la otra; SEPTIMO: Que debe Or-
denar, como al efecto Ordena, al Registrador de Títulos del 
Departamento de Santiago, la cancelación del Certificado 
de Título No. 176 del Libro No. 1 de Puerto Plata, de fe-
cha 5 de febrero de 1947, que ampara la parcela No. 242 
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, 
sitio de Guainamoca de los García, Provincia de Puerto Pla-
ta, y la expedición de un nuevo Certificado de Título que 
ampara dicha parcela en la siguiente forma y proporción: 
a) 72 héctáreas, 49 áreas, 66 centiáreas, 30 decímetros cua-
drados, con todas sus mejoras y en el lugar de su posesión, 
en favor de la señora Elvira Sarnelly de Monclús, domini-
cana, mayor de edad, de oficios domésticos, casada con 
Bienvenido Monclús, cédula No. 18810, serie la., domicilia-
da y residente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Dis-
trito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; b) 
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47 hectáreas, 30 áreas, 78 centiáreas, 08 decímetros cuadra-

dos, con todas' sus mejoras y erl el lugar de su posesión, en 
favor de la señora Lillian de Lemos de Díaz, dominicana, 
mayor de edad, casada con Aníbal Díaz Lora, de oficios 

domésticos, c -dula No. 8401, serie la., domiciliada y resi-
dente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; e) 01 hectá-

reas, 02 áreas, 02 centiáreas, 08 decímetros cuadrados, con' 

todas sus mejoras y en el lugar de su posesión, en favor de 
la señora Albertina Marte Capellán, Vda. Pérez, dominica-
na, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, domici-
liada y residente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, 
Distrito Municipal de Sosúa, cédula No. 3250, serie 37; y d) 
O hectárea, 88 áreas, 74 centiáreas, 54 dec"metros cuadra-
dos, con todas sus mejoras y en el lugar de su posesión, en 
favor de los Sucesores de Cecilio Marte, domiciliados y re-
sidentes en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito 
Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata"; b) que so-
bre los recursos de apelación interpuestos contra la indica-
da decisión, intervino la sentencia ahora impugnada, y cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Acogen 

las apelaciones interpuestas en fecha 4 de julio de 1962 
por el Lic. Salvador Espinal Miranda a nombre de los Su-
cesores de Candelaria Marte; en fecha 4 de julio de 1962 
por el señor Freddy Marte Capellán, por sí y a nombre de 
los Sucesores de Candelaria Marte. Sucesores de Andrés 
Marte Capellán y Sucesores de María Engracia Marte, con-
tra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 25 de junio de 1962, en re-
lación con la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 
del Municipio de Puerto Plata; SEGUNDO: Se Modifica la 

Decisión No. 9 arriba indicada, para que en lo adelante su 
dispositivo rija así: 'Primero: que debe Declarar, como al 
efecto Declara, que los únicos herederos de la finada Ma-
ría Engracia Marte son sus nietos y biznietos mencionados 
a continuación: Porfiria Marte Rodríguez y Gertrudis Marte 
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baneta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provin- 
cia de Puerto Plata; CUARITO: Que debe Acoger; como Ni 
efecto Acoge, por ser justa y reposar en prueba legal, la 
instancia de fecha 21 de agosto de 1954 dirigida al Tribu-
nal Superior de Tierras el Licenciado Arniro Pérez a nom-
bre de las señoras Lillian de Lemos de Díaz y Elvira Sar-
nelly de Monclús; QUINTO: Que debe Declardr, como al 
efecto Declara, que la sucesión de la finada María Engra-
cia Marte la constituyen sus hijos naturales Dionisio, Juan 
María, Marcos, Cecilio, María Antonia e Isabel Marte, to-
dos ya fallecidos; SEXTO: Que debe Ordenar, como al efec-
to Ordena, la transferencia de una porción de 119 hectá-
reas, 80 áreas, 44 centiáreas, 38 decímetros cuadrados, con 
todas sus mejoras, dentro de la parcela No. 242 del Distri-1: 
to Cátastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, sitio del' 
Guainamoca de los García, Provincia de Puerto Plata, en 
favor de las señoras Elvira Sarnelly de Monclús y Lillian 
de Lemos de Díaz en la proporción de 72 hectáreas, 49 
áreas, 66 centiáreas, 30 decímetros cuadrados, en favor de 
la primera y 47 hectáreas, 30 áreas, 78 centiáreas, 08 decí-
metros cuadrados, para la otra; SEPTIMO: Que debe Or-
denar, como al efecto Ordena, al Registrador de Títulos del 
Departamento de Santiago, la cancelación del Certificado 
de Título No. 176 del Libro No. 1 de Puerto Plata, de fe-
cha 5 de febrero de 1947, que ampara la parcela No. 242 
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, 
sitio de Guainamoca de los García, Provincia de Puerto Pla-
ta, y la expedición de un nuevo Certificado de Título que 
ampara dicha parcela en la siguiente forma y proporción: 
a) 72 héctáreas, 49 áreas, 66 centiáreas, 30 decímetros cua-
drados, con todas sus mejoras y en el lugar de su posesión, 
en favor de la señora Elvira Sarnelly de Monclús, domini-
cana, mayor de edad, de oficios domésticos, casada con 
Bienvenido Monclús, cédula No. 18810, serie la., domicilia-
da y residente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Dis-
trito Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; bl  

47 hectáreas, 30 áreas, 78 centiáreas, 08 decímetros cuadra-

dos, con todas sus mejoras y er4 el lugar de su posesión, en 
favor de la señora Lillian de Lemos de Díaz, dominicana, 
mayor de edad, casada con Aníbal Díaz Lora, de oficios 

domésticos, c -dula No. 8401, serie la., domiciliada y resi-
dente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Mu-
nicipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata; c) 01 hectá-

reas, 02 áreas, 02 centiáreas, 08 decímetros cuadrados, con 

todas sus mejoras y en el lugar de su posesión, en favor de 
la señora Albertina Marte Capellán, Vda. Pérez, dominica-
na, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, domici-
liada y residente en la sección de Sabaneta de Cangrejos, 
Distrito Municipal de Sosúa, cédula No. 3250, serie 37; y d) 
C hectárea, 88 áreas, 74 centiáreas, 54 dec'metres cuadra-
dos, con todas sus mejoras y en el lugar de su 2 °sesión, en 

favor de los Sucesores de Cecilio Marte, domiciliados y re-
sidentes en la sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito 
Municipal de Sosúa, Provincia de Puerto Plata"; b) que so-
bre los recursos de apelación interpuestos contra la indica-
da decisión, intervino la sentencia ahora impugnada, y cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se Acogen 

las apelaciones interpuestas en fecha 4 de julio de 1962 
por el Lic. Salvador Esoinal Miranda a nombre de los Su-
cesores de Candelaria Marte; en fecha 4 de julio de 1962 
por el señor Freddy Marte Capellán, por sí y a nombre de 
los Sucesores de Candelaria Marte. Sucesores de Andrés 
Marte Capellán y Sucesores de María Engracia Marte, con-
tra la Decisión No. 9 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 25 de junio de 1962, en re-
lación con la parcela No. 242 del Distrito Catastral No. 3 
del Municipio de Puerto Plata; SEGUNDO: Se Modifica la 

Decisión No. 9 arriba indicada, para que en lo adelante su 
dispositivo rija así: 'Primero: que debe Declarar, como al 
efecto Declara, que los únicos herederos de la finada Ma-
ría Engracia Marte son sus nietos y biznietos mencionados 
a continuación: Porfiria Marte Rodríguez y Gertrudis Marte 
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Rodríguez, Sucesores de Santiago Marte Rodríguez, Suc eso, 
res de Abrahán Marte Rodríguez y Sucesores de Altagra cia 

 Marte Rodríguez, 'en representación de Dionisio Marte; 
quien a su vez era hijo de María Engracia Marte; Ana R 
ta Marte Capellán, Pedro Marte Capellán, Cristino Marte 
Capellán, Porfirio Marte Capellán y Albertina Marte C a

-pellán, Sucesores de Casiano Marte Capellán, Sucesores de 
Andrés Marte Capellán y Sucesores de Hermenegilda Mar-
te Capellán, en representación de Juan María Marte, quien 
a su vez era hijo de María Engracia Marte; Marcos Marte 
Torres, en representación de Marcos Marte, quien a su vez 
era hijo de María Engracia Marte; Gertrudis o Ramona 
Marte Rodríguez, Felipe Marte Rodríguez, Antonia Marte* 
Rodríguez, Abelardo Marte Rodríguez, Enrique Marte Ro-
dríguez, María Marte Rodríguez y Sucesores de Francisco 
Marte Rodríguez, en representación de Cecilio Marte, quien 
a su vez era hijo de María Engracia Marte; Sucesores de 
Luis Felipe Hedeman Marte y de Luisa Hedeman Marte. 
en representación de María Antonia Marte, quien a su vez 
era hija de María Engracia Marte; José Soler Marte y Ma-
riana Soler Marte de De La Rosa, en representación de Isa-
bel Marte de Soler, quien a su vez era hija de María En-
gracia Marte;' TERCERO: Que debe Declarar, como al efec-
to Declara, que los únicos herederos de la finada Candela-
ria Marte, quien era hija de María Engracia Marte, son su 
hija Francisca Marte de Marte y sus nietos Ramón Marte 
en representación de Máximo Marte y Angélica Marte de 
Hedeman en representación de Cristina Marte; CUARTO: 
Que debe Ordenar, como al efecto Ordena las siguientes 
transferencias dentro de la Parcela No. 242 del Distrito Ca-
tastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata; a) 72 Has.. 49 
As., 66.3 Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelli de Mon-
clús; b) 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de la señora Li-
lliam de Lemos de Díaz: QUINTO: Que dely ,  Ordenar, co-
mo al efecto Ordena al Registrador d.! Títulos del Depar-
tamento de Santiago la cancelación del Certificado de Tí- 
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o No. 176, que ampara la parcela No. 242, del Distrito 
tastral No. 3 del Municipio cle Puerto Plata, arriba in-

'cada, para que en su lugar expida otro que ampara di-
a parcela en la siguiente forma y proporción: a) 72 Has., 
As., 66.3 Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelli de 

onclús, dominicana, mayor de edad, de oficios domésti-
cos, casada con Bienvenido Monclús, Cédula No. 18810, 
serie la., domiciliada y residente en la Sección de Sabane-
ta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia 
de Puerto Plata; b) 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de 
la señora Lillian de Lemos de Díaz, dominicana, mayor de 
edad, casada con Aníbal Díaz Lora, de oficios domésticos, 
cédula No. 8401, serie la., domiciliada y residente en la 
Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de 

Sosúa, Provincia de Puerto Plata; e)1 5 Has., 79 As., 58.1 
Cas., en favor de cada uno de los señores Francisca Mar-
te de Marte, Ramón Marte y Angélica Marte de Hedeman, 
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes 
en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto 
Plata; d) 1 Ha., 56 As., 72.4 Cas., en favor de Albertina 
Marte Capellán Viuda Pérez, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la Sec-
ción de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de So-
súa, cédula No. 3250, serie 37; e) 1 Ha., 56 As., 72.4 Cas., 
en favor de los Sucesores de Andrés Marte Capellán, do -

miciliados y residentes en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa. Puerto Plata; f) 12 Has., 53 As., 79.22 Cas., 
en favor de Marcos Marte Torres, dominicano, mayor de 
edad, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de 
Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; g) 00 Ha., 12 As., 57.7 Cas., 
en favor de María Marte Rodríguez. dominicana, mayor de 
edad„ domiciliada y residente en Sabaneta de Cangrejos, 
Sosúa, Puerto Plata; hl 00 Ha.. 12 As., 57.7 Cas., en favor 
de Abelardo Marte Rodríguez, dominicano. mayor de edad, 
domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; i) 01 Ha., 79 As.. 11.31 Cas.. 

1II 
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Rodríguez, Sucesores de Santiago Marte Rodríguez, Su ceso, 
res de Abrahán Marte Rodríguez y Sucesores de Altagraci a 

 Marte Rodríguez, 'en representación de Dionisio Marte, 
quien a su vez era hijo de María Engracia Marte; Ana 1 - 

 ta Marte Capellán, Pedro Marte Capellán, Cristino Marte 
Capellán, Porfirio Marte Capellán y Albertina Marte Ca-
pellán, Sucesores de Casiano Marte Capellán, Sucesores de 
Andrés Marte Capellán y Sucesores de Hermenegilda Mar-
te Capellán, en representación de Juan María Marte, quien 
a su vez era hijo de María Engracia Marte; Marcos Marte 
Torres, en representación de Marcos Marte, quien a su vez 
era hijo de María Engracia Marte; Gertrudis o Ramona 
Marte Rodríguez, Felipe Marte Rodríguez, Antonia Marte 
Rodríguez, Abelardo Marte Rodríguez, Enrique Marte Ro-
dríguez, María Marte Rodríguez y Sucesores de Francisco 
Marte Rodríguez, en representación de Cecilio Marte, quien 
a su vez era hijo de María Engracia Marte; Sucesores de 
Luis Felipe Hedeman Marte y de Luisa Hedeman Marte, 
en representación de María Antonia Marte, quien a su vez 
era hija de María Engracia Marte; José Soler Marte y Ma-
riana Soler Marte de De La Rosa, en representación de Isa-
bel Marte de Soler, quien a su vez era hija de María En-
gracia Marte;' TERCERO: Que debe Declarar, como al efec-
to Declara, que los únicos herederos de la finada Candela-
ria Marte, quien era hija de María Engracia Marte, son su 
hija Francisca Marte de Marte y sus nietos Ramón Marte 
en representación de Máximo Marte y Angélica Marte de 
Hedeman en representación de Cristina Marte; CUARTO: 
Que debe Ordenar, como al efecto Ordena las siguientes 
transferencias dentro de la Parcela No. 242 del Distrito Ca-
tastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata; a) 72 Has.. 49 
As., 66.3 Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelli de Mon-
clús; b) 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de la señora Li-
lliam de ternos de Díaz: QUINTO: Que dely. Ordenar, co-
mo al efecto Ordena al Registrador cic! Títulos del Depar-
tamento de Santiago la cancelación del Certificado de Tí- 

(4) 
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talo No. 176, que ampara la parcela No. 242, del Distrito 
Catastral No. 3 del Municipio Je Puerto Plata, arriba in-
dicada, para que en su lugar expida otro que ampara di-
cha parcela en la siguiente forma y proporción: a) 72 Has., 

As., 66.3 Cas., en favor de la señora Elvira Sarnelli de 
Monclús, dominicana, mayor de edad, de oficios domésti-
cos, casada con Bienvenido Monclús, Cédula No. 18810, 
serie la., domiciliada y residente en la Sección de Sabane-
ta de Cangrejos, Distrito Municipal de Sosúa, Provincia 
de Puerto Plata; b) 6 Has., 94 As., 81.4 Cas., en favor de 
la señora Lillian de Lemos de Díaz, dominicana, mayor de 
edad, casada con Aníbal Díaz Lora, de oficios domésticos, 
cédula No. 8401, serie la., domiciliada y residente en la 
Sección de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de 
Sosúa, Provincia de Puerto Plata; c) 5 Has., 79 As., 58.1 
Cas., en favor de cada uno de los señores Francisca Mar-
te de Marte, Ramón Marte y Angélica Marte de Hedeman, 
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes 

en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto 
Plata; d) 1 Ha., 56 As., 72.4 Cas., en favor de Albertina 
Marte Capellán Viuda Pérez, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, domiciliada y residente en la Sec-
ción de Sabaneta de Cangrejos, Distrito Municipal de So-
súa, cédula No. 3250, serie 37; e) 1 Ha., 56 As., 72.4 Cas., 
en favor de los Sucesores de Andrés Marte Capellán, do -

miciliados y residentes en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa. Puerto Plata; f) 12 Has., 53 As., 79.22 Cas., 
en favor de Marcos Marte Torres, dominicano, mayor de 
edad, domiciliado v residente en la Sección de Sabaneta de 
Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; g) 00 Ha., 12 As., 57.7 Cas., 
en favor de María Marte Rodríguez. dominicana, mayor de 
edad„ domiciliada y residente en Sabaneta de Cangrejos, 
Sosúa, Puerto Plata; hl 00 Ha., 12 As., 57.7 Cas., en favor 
de Abelardo Marte Rodríguez, dominicano. mayor de edad, 
domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; il 01 Ha., 79 As.. 11.31 Cas.. 
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en favor de Gertrudis o Ramona Marte Rodríguez, d oini_ nicana, mayor de ed..qd, dc4niciliada y residente en la Sec-
ción de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; j) 
01 Ha., 79 As., 11.31 Cas. en favor de Felipe Marte Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente 
en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto 
Plata; k) 01 Ha., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Antonia 
Marte Rodríguez, dominicana, mayor de edad, domicilia-
da y residente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, So-
súa, Puerto Plata; 1) 01 Ha., 79 As., 11.31 Gas., en favor 
de Enrique Marte Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; y m) 01 Ha., 79 As., 11.31 Cas., 
en favor de los Sucesores de Francisco Marte Rodríguez, 
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 
Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata"; 

Considerando que en su memorial de casación las re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: 
Mala aplicación, con efecto retroactivo, de la Ley 985 del 
1945 y violación de los artículos 740 y 742 del Código Ci-
vil; Segundo Medio: Contradicción de dos sentencias del 
mismo Tribunal; violación de la cosa juzgada y del artícu-
lo 743 del Código Civil; Tercer Medio: Desnaturalización 
y rechazo indebido de documentos de la causa; declaración 
de nulidades de oficio, sin haberlo pedido nadie; falta de es-
tudio de documentos; motivos erróneos, contradicciones, 
ausencia de motivos; errores en cálculos; violación del prin-
cipio de la prueba por escrito; desnaturalización de testi-
monio y no apreciación de declaración judicial de parte de 
un reclamante"; 

Considerando qué las recurrentes alegan, en resumen, 
en el desarrollo de los dos medios, de su recurso, que el 
Tribunal a-quo, en la sentencia impugnada aplicó retroac-
tivamente la Ley No. 985 de fecha 31 de agosto de 1945, 
al estimar que Candelaria Marte, hija de María Engracia  

1 
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Marte, había dejado descendientes naturales que concu-
rrían por representación a la pallición de los bienes de la 
última, y en esa virtud, ordenó el registro del derecho de 
Propiedad de una porción de la Parcela No. 242 del Distri-
to Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, sitio de 
"Guainamoca de los García", en favor de dichos sucesores, 
sin tener en cuenta que Candelaria Marte murió en el año 
1905, y por tanto, su sucesión se abrió en esa fecha, y en-
tonces estaban vigentes los artículos 740 y 742 del Código 
Civil que solamente permiten la representación de los su- 
cesores legítimos; 

Considerando que el Tribunal a-quo, para revocar la 
sentencia de jurisdicción original, y atribuirle calidad de 
herederos a los sucesores de Candelaria Marte, expuso en 
la sentencia impugnada, los motivos siguientes: "que los 
hijos de Candelaria Marte no van a la sucesión de María 
Engracia Marte en representación de su madre, sino que 
ellos concurren a la misma como herederos, en razón de 
que en el expediente hay evidencias que demuestran que 
Candelaria Marte había heredado ya de su madre, en ra-
zón de que ésta había fallecido primero"; que, lo transcri-
to anteriormente, no permite a esta Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación, verificar si la ley 
ha sido bien o mal aplicada puesto aue los jueces del fon-
do no han indicado como era su deber, cuáles fueron las 
"evidencias" que según afirman, lo condujeron a decidir 
de ese modo; que, por consiguiente, procede casar la sen-
tencia impugnada por falta de base legal si;n que sea nece-
sario ponderar los demás medios del recurso; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 30 de abril de 
1963 en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catas-
tral No. 3, del Municipio de Puerto Plata, sitio de Guaina- 
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en favor de Gertrudis o Ramona Marte Rodríguez, domi-
nicana, mayor de edad, dogniciliada y residente en la Sec-
ción de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata; j 
01 Ha., 79 As., 11.31 Cas. en favor de Felipe Marte Rodrí-
guez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente 
en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto 
Plata; k) 01 Ha., 79 As., 11.31 Cas., en favor de Antonia 
Marte Rodríguez, dominicana, mayor de edad, domicilia.. 
da y residente en la Sección de Sabaneta de Cangrejos, So-
súa, Puerto Plata; 1) 01 Ha., 79 As., 11.31 Gas., en favor 
de Enrique Marte Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta de Can-
grejos, Sosúa, Puerto Plata; y m) 01 Ha., 79 As., 11.31 Cas., 
en favor de los Sucesores de Francisco Marte Rodríguez, 
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en 
Sabaneta de Cangrejos, Sosúa, Puerto Plata"; 

Considerando que en su memorial de casación las re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: 
Mala aplicación, con efecto retroactivo, de la Ley 985 del 
1945 y violación de los artículos 740 y 742 del Código Ci-
vil; Segundo Medio: Contradicción de dos sentencias del 
mismo Tribunal; violación de la cosa juzgada y del artícu-
lo 743 del Código Civil; Tercer Medio: Desnaturalización 
y rechazo indebido de documentos de la causa; declaración 
de nulidades de oficio, sin haberlo pedido nadie; falta de es-
tudio de documentos; motivos erróneos, contradicciones, 
ausencia de motivos; errores en cálculos; violación del prin-
cipio de la prueba por escrito; desnaturalización de testi-
monio y no apreciación de declaración judicial de parte de 
un reclamante"; 

Considerando qu'e las recurrentes alegan, en resumen, 
en el desarrollo de los dos medios, de su recurso, que el 
Tribunal a-quo, en la sentencia impugnada aplicó retroac-
tivamente la Ley No. 985 de fecha 31 de agostio de 1945, 
al estimar que Candelaria Marte, hija de María Engracia 
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Marte, había dejado descendientes naturales que concu-

rrían 
por representación a la paIrtición de los bienes de la 

última, y en esa virtud, ordenó el registro del derecho de 
Propiedad de una porción de la Parcela No. 242 del Distri-
to Catastral No. 3 del Municipio de Puerto Plata, sitio de 

"Guainamoca de los García", en favor de dichos sucesores, 
sin tener en cuenta que Candelaria Marte murió en el año 

1905, y por tanto, su sucesión se abrió en esa fecha, y en-
tonces estaban vigentes los artículos 740 y 742 del Código 
Civil que solamente permiten la representación de los su- 

cesores legítimos; 

it 	Considerando que el Tribunal a-quo, para revocar la 
sentencia de jurisdicción original, y atribuirle calidad de 
herederos a los sucesores de Candelaria Marte, expuso en 

la sentencia impugnada, los motivos siguientes: "que los 
hijos de Candelaria Marte no van a la sucesión de María 
Engracia Marte en representación de su madre, sino que 
ellos concurren a la misma como herederos, en razón de 
aue en el expediente hay evidencias que demuestran que 
Candelaria Marte había heredado ya de su madre, en ra-
zón de que ésta había fallecido primero"; que, lo transcri-
to anteriormente, no permite a esta Suprema Corte de Jus-
ticia, en funciones de Corte de Casación, verificar si la ley 
ha sido bien o mal aplicada puesto que los jueces del fon-
do no han indicado como era su deber, cuáles fueron las 
"evidencias" que según afirman, lo condujeron a decidir 
de ese modo; que, por consiguiente, procede casar la sen-
tencia impugnada por falta de base legal si;n que sea nece-
sario ponderar los demás medios del recurso; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando la sentencia es casada por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 30 de abril de 
1963 en relación con la Parcela No. 242 del Distrito Catas-
tral No. 3, del Municipio de Puerto Plata, sitio de Guaina- 



91 
322 	 EtOLEr JUDICIAL 

moca de los García", cuyo dispositivo se copia en parte an_ 
terior del presente fallo, y knvía el asunto por ante le mis-
mo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Compensa las 
costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 25 .))E FEBRERO DEL 1966 

tencia impugnada: Juzgado de Paz de la 2da. Circunscripción 
del D. J. de Santiago, de fecha 30 de julio de 1965. 

ria: Correccional (Violencias y vías de hecho). 

Recurrente: Guarionex Díaz Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jeuces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 25 días 
del mes de febrero de 1966, años 122o. de la Independencia 
y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guarionex 
Díaz Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 3727, serie 
31, contra la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del. 
Municipio de Santiago, en fecha 30 de julio de 1965, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe con-
denar y condena al nombrado Guarionex Díaz Sosa a RD$ 
1.00 de multa, acogiendo en su favor amplias circunstancias 
atenuantes; Segundo: Que lo condena además al pago de 
las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

323 



322 	 BOLEr JUDICIAL 

maca de los García", cuyo dispositivo se copia en parte a n
-terior del presente fallo, y denvía el asunto por ante le mis _ 

mo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Compensa las 
costas; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Raf ael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moo-
re.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.  
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SENTENCIA DE FECHA 25 ))E FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de la 2da. Circunscripción 
del D. J. de Santiago, de fecha 30 de julio de 1965. 

INiateria: Correccional (Violencias y vías de hecho). 

IZveurrente: Guarionex Díaz Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jeuces Manuel D, 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
C.ente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Manfre-
do A. Moore y Rafael Rincón hijo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 25 días 
del mes de febrero de 1966, años 122o. de la Independencia 
y 103o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Guarionex 
Díaz Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 3727, serie 
31, contra la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del 
Municipio de Santiago en fecha 30 de julio de 1965, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Que debe con-
cenar y condena al nombrado Guarionex Díaz Sosa a RD$ 
1.00 de multa, acogiendo en su favor amplias circunstancias 
atenuantes; Segundo: Que lo condena además al pago de 
las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del (Magistrado Procurador Gene' ai 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 4 de agosto de 1965, 

a requerimiento del abogado Dr. Pedro Antonio Lora, cédu-
la 1519, serie 31, en representación del recurrente, en l a 

 cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 311 reformado, Párrafo I 
463 escala 6ta. del Código Penal, 200 del Código de Proce-
d:miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo establecido por el 
artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, sólo 
son susceptibles de esc recurso las sentencias dictadas en 
última o única instancia por los tribunales del orden judicial; 

Considerando que el artículo 200 del Código de Proce-
dimiento Criminal establece que las sentencias pronuncia-
das en materia correccional son susceptibles de apelación 
por mínima que sea la pena aplicada; 

Considerando que en la especie el Juzgado a-qua con-
denó al recurrente a un peso de multa, acogiendo amplias 
circunstancias atenuantes, por el hecho de violencias y vías 
de hecho en la persona de Luis Papaterra Bloyse, que le 
causaron a éste lesiones curables después de seis y antes 
de diez días, delito castigado con la pena de 6 a 60 días 
de prisión correccional y multa de cinco a sesenta pesos, 
o una de estas dos penas solamente; que al juzgar en mate-
ria correccional por atribución especial de competencia, la 
sentencia impugnada era apelable y no recurrible en casa-
ción; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Guarionex Díaz Sosa, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
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el juzgado de Paz de la Segun(, • Circunscripción del Muni-
cipio de Santiago, de fecha 30 de julio de 1965, cuyo dis-
positivo se ha copiado en otro . gar del presente fallo; Se-
gundo Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 
de la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez Ta-
várez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Rafael 
Rincón hijo; Manfredo A. Moore; Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que fi ,.7,1tran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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Oído el dictamen del LVIagistrado Procurador Gen era] 
 de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Juzgado a-quo en fecha 4 de agosto de 1965 ,  
a requerimiento del abogado Dr. Pedro Antonio Lora, cédu-
la 1519, serie 31, en representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311 reformado, Párrafo I y 
463 escala 6ta. del Código Penal, 200 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimientc 
de Casación; 

Considerando que de acuerdo con lo establecido por el 
artículo 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, sólo 
son susceptibles de esc recurso las sentencias dictadas en 
última o única instancia por los tribunales del orden judicial; 

Considerando que el artículo 200 del Código de Proce-
dimiento Criminal establece que las sentencias pronuncia-
das en materia correccional son susceptibles de apelación 
por mínima que sea la pena aplicada; 

Considerando que en la especie el Juzgado a-qua con-
denó al recurrente a un peso de multa, acogiendo amplias 
circunstancias atenuantes, por el hecho de violencias y vías , 
de hecho en la persona de Luis Papaterra Bloyse, que le I 
causaron a éste lesiones curables después de seis y antes 
de diez días, delito castigado con la pena de 6 a 60 días 
de prisión correccional y multa de cinco a sesenta pesos, 
o una de estas dos penas solamente; que al juzgar en mate-
ria correccional por atribución especial de competencia, la 
sentencia impugnada era apelable y no recurrible en casa-
ción; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Guarionex Díaz Sosa, con-
tra la sentencia dictada en atribuciones correccionales por  

el juzgado de Paz de la Segun( "j Circunscripción del Muni-

cipio cipio de Santiago, de fecha 30`e julio de 1965, cuyo dis-
positivo se ha copiado en otro .. gar del presente fallo; Se-

gundo Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Manuel D. Bergés Chupani; F. E. Ravelo 

de 
la Fuente; Guarionex A. García de Peña; Luis Gómez Ta-

várez; Rafael Richiez Saviñón; Pedro María Cruz; Rafael 
Rincón hijo; Manfredo A. Moore; Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que fievran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECE 25 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgadi; de lra. Instancia del D. J. de 
Juan de la Maguana, de fecha 13 de octubre de 1965. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Juana Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi- I 
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustittuo de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 25 días del mes de febrero del año 
1966, años 122' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana 
Pérez, dominicana, mayor de edad, de oficios domésticos, 
soltera, domiciliada y residente en la ciudad de San Juan 
de la Maguana, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en atribuciones correccionales, en fecha 13 de 
octubre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; gu 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Juzgado a-quo, requerimiento de la recu- 
rrente, en la cual no se invoca llingún medio determinado 

de casación; 
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402, de 1950, 

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 20 
de agosto de 1965, Tulio Antonio Sánchez, solicitó al Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, 
rebajar la pensión de treinticinco pesos mensuales, que su-
ministra a Juana Pérez, para la manutención de siete me-
nores procreados con ella, a la suma de veintiocho pesos, 
y el mismo Juzgado de Paz, en fecha 31 de agosto de 1965, 
resolvió el caso por sentencia cuyo dispositivo dice: "Fa-
lla: Primero: Que debe rechazar como al efecto rechaza en 
todas sus partes el pedimento de rebaja de pensión efec-
tuado por el nombrado Tulio Sánchez, en perjuicio de sie-
te menores que tiene procreados con la nombrada Juana 
Pérez, y se le mantiene la pensión fijada por este Juzga-
do de Paz en fecha anterior, a sufrir dos años de prisión 
correccional y una pensión mensual de RD$35.00 para 
ayudarse con la manutención de los referidos menores"; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el

• 
LiErm  prevenido, intervino la sentencia ahora impugnada, con el 

siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara bueno 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el prevenido Tulio Antonio Sánchez, contra 
sentencia No. 948, de fecha 31 de agosto de 1965, del Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, 
que lo condenó a dos años de prisión correccional y a pa-
gar una pensión de RD$35.00 mensuales, por haber sido 
hecho dentro de las formalidades legales; Segundo: Se re-
voca la sentencia en cuanto a la pensión y se condena a 
dos años de prisión correccional y a pagar una pensión de 
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SENTENCIA DE FECI:. 25 DE FEBRERO DEL 194 

Sentencia hnpugtnada: Juzgadi; de lra. Instancia del D. J. de San 
Juan de la Maguana, de fecha 13 de octubre de 1965 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Juana Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustittuo de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Pedro María Cruz, Rafael Rincón hijo y Manfredo 
A. Moore, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, a los 25 días del mes de febrero del año 
1966, años 122' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana 
Pérez, dominicana, mayor de edad, de oficios domésticos, 
soltera, domiciliada y residente en la ciudad de San Juan 
de la Maguana, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en atribuciones correccionales, en fecha 13 de 
octubre de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
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tarja del Juzgado a-quo, 11 requerimiento de la recu-
te, en la cual no se invoc4ingún medio determinado 

de casación; 
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402, de 1950, 

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 20 

Ill de agosto de 1965, Tulio Antonio Sánchez, solicitó al Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, 
rebajar la pensión de treinticinco pesos mensuales, que su-

' ministra a Juana Pérez, para la manutención de siete me-
nores procreados con ella, a la suma de veintiocho pesos, 
y el mismo Juzgado de Paz, en fecha 31 de agosto de 1965, 
resolvió el caso por sentencia cuyo dispositivo dice: "Fa-
lla: Primero: Que debe rechazar como al efecto rechaza en 
todas sus partes el pedimento de rebaja de pensión efec-
tuado por el nombrado Tulio Sánchez, en perjuicio de sie-

te menores que tiene procreados con la nombrada Juana 
Pérez, y se le mantiene la pensión fijada por este Juzga-
do de Paz en fecha anterior, a sufrir dos años de prisión 

kal
correccional y una pensión mensual de RD$35.00 para 

, \ ayudarse con la manutención de los referidos menores"; 
b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por el 
prevenido, intervino la sentencia ahora impugnada, con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara bueno 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el prevenido Tulio Antonio Sánchez, contra 

sentencia No. 948, de fecha 31 de agosto de 1965, del Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, 
que lo condenó a dos años de prisión correccional y a pa-
gar una pensión de RD$35.00 mensuales, por haber sido 
hecho dentro de las formalidades legales; Segundo: Se re-
voca la sentencia en cuanto a la pensión y se condena a 
dos años de prisión correccional y a pagar una pensión de 
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RD$28.00, para la mann ción de siete menores que tie-
ne procreados con la noml.rada Juana Pérez; Tercero: Se 
condena al prevenido al págo de las costas del presente r e

-curso de alzada"; 

Considerando que como al prevenido le fue confirm a. 
da por el Juzgado a-quo, la pena de dos años de prisión 
correccional que le fue impuesta por el Tribunal de pri-
mer grado, el presente recurso de casación interpuesto po r 

 la madre querellante queda restringido al monto de la pen-
sión alimentaria acordada en favor de los menores de cu-
yo interés se trata; 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de dieciocho años, deben tener en cuenta las nece-
sidades de los menores y los medios económicos de que 
pudan disponer los padres; 

Considerando que en la especie el exámen del fallo • 
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma 
de veintiocho pesos mensuales la pensión que el preveni-
do Tulio Antonio Sánchez, debe suministrar a la madre 
querellante Juana Pérez, para subvenir a las necesidades  
de los menores procreados con ella, el Juzgado a-quo, tuvo 
en cuenta los elementos de juicio a que se refiere el men-
cionado texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juana Pérez, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por el juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en fecha 13 de octubre de 1965, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Declara las costas de oficio. 
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García- de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez•— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 
fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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RD$28.00, para la 'manut clon de siete menores que tie-
ne procreados con la nombrada Juana Pérez; Tercero: Se 
condena al prevenido al págo de las costas del presente re-
curso de alzada"; 

Considerando que como al prevenido le fue confirm a_ 
da por el Juzgado a-quo, la pena de dos años de prisió n 

 correccional que le fue impuesta por el Tribunal de pri-
mer grado, el presente recurso de casación interpuesto por 
la madre querellante queda restringido al monto de la pe n-
sión alimentaria acordada en favor de los menores de cu-
yo interés se trata; 411 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de dieciocho años, deben tener en cuenta las nece-
sidades de los menores y los medios económicos de que 
pudan disponer los padres; 

Considerando que en la especie el exámen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma 
de veintiocho pesos mensuales la pensión que el preveni-
do Tulio Antonio Sánchez, debe suministrar a la madre 

-010' querellante Juana Pérez, para subvenir a las necesidades 
de los menores procreados con ella, el Juzgado a-quo, tuvo 
en cuenta los elementos de juicio a que se refiere el men-
cionado texto legal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique 

 
 su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juana Pérez, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por el juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en fecha 13 de octubre de 1965, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Se-
gundo: Declara las costas de oficio. 
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(Firmados): Manuel. D. Beriés Chupani.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García- de Peña.— Luis Gó-
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— 
Manfredo A. Moore.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FFICILt 25 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha, 
28 de julio de 1965. 

• Materia: Criminal 

Recurrente: José del Carmen Holguín 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo, Manfredo A. Moore, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 25 días del 
mes de febrero del año 1966, años 122° de la Independencia 
V 1039  de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Holguín, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta, 
del Municipio de La Vega, cédula No. 8701, serie 50, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha 28 de julio de 1965, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamente del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
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secretaría de la Corte a-qua a qquerimiento del recurren-
te, en fecha 29 de julio de 1965, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
erado y vistos los artículos 18, 295 y 304 (2) del Código 

penal, 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:' a) 
que el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de La Vega, requirió del Juez de Instrucción de aquel Dis-
trito Judicial para que procediera a la instrucción de la 
sumaria correspondiente contra José del Carmen Holguín, 
en relación con la muerte de Martín Fernández; b) que en 
techa 5 de junio de 1964, el Magistrado Juez de Instruc-
ción ya mencionado, dictó una providencia calificativa con 
el siguiente dispositivo: "Declaramos: Unico: que existen 
hechos, prUebas, presunciones e indicios lo suficientemente 
graves para inculpar al nombrado José del Carmen Holguín 
de generales anotadas como autor del crimen de Homici-
dio Voluntario en perjuicio del que en vida se llamó Martín 
Fernández, hecho ocurrido en la secc5ón de Sabaneta de 
el Municipio de La Vega; Mandamos y Ordenamos; Prime-
o: que dicho inculpado José del Carmen Holguín, sea en-
viado por ante el Tribunal Criminal correspondiente, para 
que allí se le juzgue conforme a la Ley; Segundo: que la 
I resente Providencia Calificativa sea notificada por Se-
cretaría al Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial de La Vega, así como también a dicho inculpado; 
Tercero: que un estado de las piezas que integran el pre-
sente expediente y que hayan de servir como medio de con-
vicción sea remitido al Magistrado Procurador Fiscal de 
éste Distrito Judicial, para los fines nue hallan de lugar, 
después de expirado el plazo de la apelación"; e) que en 
fecha 8 de marzo de 1965, la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
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SENTENCIA DE FECHA' 25 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha . 

28 de julio de 1965. 

Materia: Criminal 

Recurrente: José del Carmen Holguín 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupan, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente, F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Pedro María Cruz, Rafael 
Rincón hijo, Manfredo A. Mopre, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 25 días del 
mes de febrero del año 1966, años 122 9  de la Independencia 
y 1039 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente.sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Holguín, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, 'domiciliado y residente en la Sección de Sabaneta. 
'del Municipio de La Vega, cédula No. 8701, serie 50, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha 28 de julio de 1965, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamente del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del recurren-

te, en fecha 29 de julio de 1965, en la cual no se invoca nin-
(-lin medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 (2) del Código 
Penal, 1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:` a) 
que el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial 
de La Vega, requirió del Juez de Instrucción de aquel Dis-
trito Judicial para que procediera a la instrucción de la 
sumaria correspondiente contra José del Carmen Holguín, 
en relación con la muerte de Martín Fernández; b) que en 
lecha 5 de junio de 1964, el Magistrado Juez de Instruc-
ción ya mencionado, dictó una providencia calificativa con 
el siguiente dispositivo: "Declaramos: Único: que existen 
hechos, prliebas, presunciones e indicios lo suficientemente 
graves para inculpar al nombrado José del Carmen Holguín 
de generales anotadas como autor del crimen de Homici-
dio Voluntario en perjuicio del que en vida se llamó Martín 
Fernández, hecho ocurrido en la sección de Sabaneta de 
el Municipio de La Vega; Mandamos y Ordenamos; Prime-
ro: que dicho inculpado José del Carmen Holguín, sea en-
viado por ante el Tribunal Criminal correspondiente, para 
que allí se le juzgue conforme a la Ley; Segundo: que la 
presente Providencia CalifiCativa sea notificada por Se-
cretaría al. Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito 
Judicial de La Vega, así como también a dicho inculpado; 
Tercero: que un estado de las piezas que integran el pre-
sente expediente y que hayan de servir como medio de con-
vicción sea remitido al Magistrado Procurador Fiscal de 
éste Distrito Judicial, para los fines que hallan de lugar, 
después de expirado el plazo de la apelación"; e) que en 
fecha 8 de marzo de 1965, la Segunda Cámara Penal del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La 
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rente administrados en la in4ucción de la causa, que el 
acusado José del Carmen Holgitin, infirió voluntariamente 
una herida en el cuello a Andrés Fernández, que le ocasio-

né la muerte instantáneamente; 
Considerando que los hechos así establecidos por la 

Corte a-qua constituyen, a cargo del acusado José del Car-
men Holguín, el crimen de Homicidio Voluntario, en la per-
sona de Andrés Fernández, previsto por el artículo 295 del 
Código Penal y castigado por los artículos 304, párrafo 2do. 

y 18 del mismo Código, con la pena de 3 a 20 años de tra-
bajos públicos; que, en consecuencia la Corte a-qua al con-

denar al acusado, después de declararlo culpable del indi-
cado crimen, a sufrir la pena de diez años de trabajos pú-
b!icos, hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 

la Corte a-qua dió por establecido que Dolores Fernández, 
madre de la víctima, constituida en parte civil, sufrió a 
consecuencia del crimen cometido poi el acusado, daños 
morales y materiales, cuyo monto apreció soberanamente 
en la suma de RD$3,000.00; que, por tanto, al condenar a 
dicho acusado al pago de esta suma, a título de indemniza-
ción en provecho de la parte civil constituida, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por José del Carmen Holguín, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte 
de apelación de La Vega, en fecha 28 de julio de 1965, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-

'elo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
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Vega, así apoderada, dict e"}' una sentencia cuyo dispositi vo 
 dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado 

José del Carmen Holguín, del crimen de Homicidio Volun_ 
tarso, cometido en la persona de quien en vida se llamó 
Andrés Fernández (a) Martín, y en consecuencia, se l e 

 condena a sufrir la pena de doce (12) años de Trabalos 
Públicos.— Se condena además al pago de las costas ju. 
diciales; Segundo:— Se declara buena y válida en cuanto 
a la forma la constitución en parte civil hecha por la Se- ' 
hora Dolores Fernández, madre de la víctima, a través de 
su abogado el Dr. Gregorio de Jesús Batista, y en cuanto 
al fondo, se condena a José del Carmen Holguín a paga/ 
una indemnización de RD$3,000.00, así como al pago de 
las costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Gre-
gorio de Jesús Batista, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; d) que sobre recurso de apelación del 
acusado, intervino la sentencia ahora impugnada con el 
siguiente dispositivo: "Falla.: Primero: Declarar regular y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
el señor José del Carmen Holguín, contra sentencia de la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en atribuciones 	i  
criminales en fecha 8 de Marzo del año en curso, que lo 	S. 
condenó a sufrir la pena de doce años de trabajos públicos 
y al pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor 
de la parte civil constituida señora Dolores Fernández. así 
como el pago de las costas penales y civiles, por el crimen 
dé Homicidio Voluntario en perjuicio del que en vida se 

rn 	
j f 

llamó Andrés Fernández (a) Martín, por haber sido hecho 1 2 
 Ce conformidad a la Ley: Segundo: Confirma en todas sus •  

partes la sentencia apelada, a excepción de la pena, que la illiw 
reduce a diez años de trabajos púbilcos.Tereero: Condena 
al acusado José del Carmen Holguín, al pago de las costas 
procediméntales"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los medios de prueba regular- 



41E- 

r' 

332 	 BOLEVJ JUDICIAL 

Vega, así apoderada, dict una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado 
José del Carmen Holguín, del crimen de Homicidio Volun_ 
tario, cometido en la persona de quien en vida se llamó 
Andrés Fernández (a) Martín, y en consecuencia, se le 
condena a sufrir la pena de doce (12) años de Trabajos 
Públicos.— Se condena además al pago de las costas ju-
diciales; Segundo:— Se declara buena y válida en cuanto 
a la forma la constitución en parte civil hecha por la Se-
ñora Dolores Fernández, madre de la víctima, a través de 
su abogado el Dr. Gregorio de Jesús Batista, y en cuanto 
al fondo, se condena a José del Carmen Holguín a paga/ 
una indemnización de RD$3,000.00, así como al pago de 
laS costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Gre-
gorio de Jesús Batista, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; d) que sobre recurso de apelación del 
acusado, intervino la sentencia ahora impugnada con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declarar regular y 
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
el señor José del Carmen Holguín, contra sentencia de la 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, dictada en atribuciones 
criminales en fecha 8 de Marzo del año en curso, que lo 
condenó a sufrir la pena de doce años de trabajos públicos 
y al pago de una indemnización de RD$3,000.00 en favor 
de la parte civil constituída señora Dolores Fernández. así 
como el pago de las costas penales y civiles, por el crimen 
de Homicidio Voluntario en perjuicio del que en vida se 
llamó Andrés Fernández (a) Martín, por haber sido hecho 
Ce conformidad a la Ley: Segundo: Confirma en todas sus 
partes la sentencia apelada, a excepción de la pena, que la 
reduce a diez años de trabajos públicos.Teroero: Condena 
al acusado José del Carmen Holguín, al pago de las costas 

mediante la ponderación de los medios de prueba regular-

procKlimentales"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
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rente administrados en la in4ucción de la causa, que el 
acusado José del Carmen Holgtrin, infirió voluntariamente 
una herida en el cuello a Andrés Fernández, que le ocasio-
né la muerte instantáneamente; 

Considerando que los hechos así establecidos por la 

Corte a-qua constituyen, a cargo del acusado José del Car-
men Holguín, el crimen de Homicidio Voluntario, en la per-
sona de Andrés Fernández, previsto por el artículo 295 del 
Código Penal y castigado por los artículos 304, párrafo 2do. 

y 18 del mismo Código, con la pena de 3 a 20 años de tra-
bajos públicos; que, en consecuencia la Corte a-qua al con-

denar al acusado, después de declararlo culpable del indi-
cado crimen, a sufrir la pena de diez años de trabajos pú-
lr!icos, hizo una correcta aplicación de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 

la Corte a-qua dió por establecido que Dolores Fernández, 
madre de la víctima, constituida en parte civil, sufrió a 
consecuencia del crimen cometido poi el acusado, daños 
n'orales y materiales, cuyo monto apreció soberanamente 
en la suma de RD$3,000.00; que, por tanto, al condenar a 
dicho acusado al pago de esta suma, a título de indemniza-
ción en provecho de la parte civil constituida, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés del recurrente, vicio alguno que justifique su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José del Carmen Holguín, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte 
de apelación de La Vega, en fecha 28 de julio de 1965, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis 
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Gómez Tavárez.— Rafael( Richiez Saviñón.— Pedro 
:María Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.— E

l ._ resto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, qu

e  certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

2>!'.
L 

 DE FEBRERO DEL 1966 

de lra. Instancia del D. J. de Sa 
fecha 30 de octubre de 1964. 

Materia: Correccional. 

ilectirrente: Juan Bautista Orozco y Ana Rosa Mejía. 

Dios, Patria Y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero 
del año 1966. años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Bautista Orozco, dominicano, mayor de edad, casado, agri- 

e cultor, domiciliado y residente en Juan Herrera, juris-
dicción del Municipio de San Juan de la Maguana, cédu!a 
No. 9627, serie 12 y Ana Rosa Mejía, dominicana, mayor 
Je edad, soltero, domiciliada y residente en la ciudad de 
San Juan de la Maguana, cédula 4240, Serie 12, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan de la Maguana, en fecha 30 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

SENTENCIA DE FECHA 

44.ntencia impugnada: Juzgado 
Juan de la Maguana, de 

410t 
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Gómez Tavárez.— Rafael‘Richiez Saviiión.— Pedro Ma
ría  Cruz.— Rafael Rincón hijo.— Manfredo A. Moore.---: E
r.  resto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, Y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, qu

e  certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 2t\i DE FEBRERO DEL 1966 

,entencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de Sa 
Juan de la Maguana, de fecha 30 de octubre de 1964. 

∎Iateria: Correccional. 

Recurrente: Juan Bautista Orozco y Ana Rosa Mejía. 

Dios, Patria Y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D. 
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente, Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
Saviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero 
del año 1966. años 123 9  de la Independencia y 103 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Bautista Orozco, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Juan Herrera, juris-
dicción del Municipio de San Juan de la Maguana, cédu!a 
No. 9627, serie 12 y Ana Rosa Mejía, dominicana, mayor 
de edad, soltero, domiciliada y residente en la ciudad de 
San Juan de la Maguana, cédula 4240, Serie 12, contra 
sentencia dictada en atribuciones correccionales, por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan de la Maguana, en fecha 30 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

334 



336 
	

BOLE1tS JUDICIAL 

Vistas las actas de los( recursos de casación levantadls 
en la Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimientó 
los recurrentes, en las cuales no se invoca ningún • medio 
determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 25 de 'febrero del 
rriente año 1966, por el Magistrado Primer. Sustituto e n 

 funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro Maria 
Cruz, Manfredo A. Moore, y Rafael Rincón hijo, Jueces 
de este Tribunal, para integrar la Suprema• Corte de Jus-
4- icia, en la deliberación y fallo de los recursos de casa-
ción de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos 
684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, Y vistos los artículos 1, 2, 7 y 8 de la Ley No. 
2402 de 1950 y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimien 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia • impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 4 

 a) que en fecha 22 de julio de 1964, Ana Rosa Mejía pre-
sentó querella contra Juan Bautista Orozco, solicitando el 
aumento de la pensión de veintisiete pesos a la suma de 
sesenta pesos mensuales, para subvenir a las necesidades  
de cuatro menores procreados con ella; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del Municipio de San Juan de 
la Maguana, éste lo decidió en fecha 11 de septiembre de 
1964, por sentencia cuyo dispoitivo dice así: "FALLA. 
PRIMERO: Que debe pronunciar como al efecto pronun-
cia defecto contra el nombrado Juan Bautista Orozco Je . 
las generales ignoradas, por no haber comparecido a la 
audiencia de éste día no obstante haber sido legalmente 
citado, y en consecuencia se le condena a asignarle una `); 
pensión mensual de RD$50.00 a sufrir dos años de pri-
Sión correccional, por el hecho de violación a la Ley 2402 1, 
de paternidad en perjuicio de cuatro menores que tiene 
procreados con la nombrada Ana Rosa Mejía Santos, SE ,  

Juan 
 eou ns a na 

 costas"; e) que sobre recurso de apelación interpuesto por 
a  

misma prevenido al pago de :as 

Bautista 
 Judicial de San Juan de la Maguana, dictó la sen- 
ahora impugnada con el dispositivo siguiente: "FA-

LLA:

CUNDO: 

 PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso d' 
apelación interpuesto por Juan Bautista Orozco, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de éste Municipio que Corl-

denó a Juan Bautista Orozco a sufrir dos años de prisión 

•orreccional, y a una pensión de RD$27.00 mensuales, en 
favor de los menores procreadois con Ana Rosa Mejía; 

SEGUNDO: Se revoca dicha sentencia, y se condena s 
Juan Bautista Orozco, dos años de prisión correccional, y 

al pago de las costas; TERCERO: Fijar en la suma de Cua-
renta Pesos, la pensión que deberá pasar mensualmente 
el prevenido a la señora Ana Rosa Mejía, para las aten-
ciones de los menores procreados con ésta"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación, dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o 
en libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za, o la suspensión de la ejecución de la pena de confor-
midad con los artículos 7 y 8 de la LeY 2402, de 1950; por 
tanto, su recurso no puede ser admitido; 

Considerando que como al prevenido le fue confir-
mada por el Juzgado a-quo, la pena de dos años de pr.- 
Sión correccional que le fue impuesta por el tribunal 
primer grado, el presente recurso de casación interpuesto 
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Vistas las actas de lorecursos de casación levanta,i-ts 
en la Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimientó (1,4 
los recurrentes, en las cuales no se invoca ningún • medio 
determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 25 de 'febrero del 
rriente año 1966, por el Magistrado Primer. Sustituto el, 
funciones de Presidente de la Suprema Corte de Justi , .. a.  
por medio del cual llama a los Magistrados Pedro Maria 
Cruz, Manfredo A. Moore, y Rafael Rincón hijo, Jueces 
de este Tribunal, para integrar la Suprema• Corte de Jus-
'ida, en la deliberación y fallo de los recursos de casa"' 
ción de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos 
684 de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber i »- 
liberado, Y vistos los artículos 1, 2, 7 y 8 de la Ley No. 
2402 de 1950 y 1, 36 y 65 de la Ley Sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 
a) que en fecha 22 de julio de 1964, Ana Rosa Mejía pre-
sentó querella contra Juan Bautista Orozco, solicitando el 
aumento de la pensión de veintisiete pesos a la suma de 
sesenta pesos mensuales, para subvenir a las necesidades:  
de cuatro menores procreados con ella; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del Municipio de San Juan de 
la Maguana, éste lo decidió en fecha 11 de septiembre de 
1964, por sentencia cuyo dispoitivo dice así: "FALLA. 
PRIMERO: Que debe pronunciar como al efecto pronun-
cia defecto contra el nombrado Juan Bautista Orozco Je 
las generales ignoradas, por no haber comparecido a la 
audiencia de éste día no obstante haber sido legalmente 
citado, y en consecuencia se le condena a asignarle una 
pensión mensual de RD$50.00 a sufrir dos años de pri-
sión correccional, por el hecho de violación a la Ley 2402 
de paternidad en perjuicio de cuatro menores que tiene 
procreados con la nombrada Ana Rosa Mejía Santos, SE- 
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GUNDO: Se condena al mismc; prevenido al pago de las 
costas"; c) que sobre recurso de apelación interpuesto por 

Juan Bautista Orozco, el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, dictó la sen-

encia ahora impugnada con el dispositivo siguiente: "FA-

LLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso cl ,=. 

apelación interpuesto por Juan Bautista Orozco, contra 
sentencia del Juzgado de Paz de éste Municipio que con-

denó a Juan Bautista Orozco a sufrir dos años de prisión 
•orreccional, y a una pensión de RD$27.00 mensuales, en 
favor de los menores procreadois con Ana Rosa Mejía: 

SEGUNDO: Se revoca dicha sentencia, y se condena s 
Juan Bautista Orozco, dos años de prisión correccional, y 

al pago de las costas; TERCERO: Fijar en la suma de Cua-
renta Pesos, la pensión que deberá pasar mensualmente 
el prevenido a la señora Ana Rosa Mejía, para las aten-
ciones de los menores procreados con ésta"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que el artículo 36 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación, dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, 
no podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o 
en libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za, o la suspensión de la ejecución de la pena de confor-
midad con los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; pnr 
tanto, su recurso no puede ser admitido; 

Considerando que como al prevenido le fue confir-
mada por el Juzgado a-quo, la pena de dos años de pri-
sión correccional que le fue impuesta por el tribunal 
primer grado, el presente recurso de casación interpuesto 
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por la madre querellante c(ueda restringido al monto de 
la pensión alimentaria acordada en favor de los menina 
de cuyo interés se trata; 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de dieciocho años, deben teper en cuenta las.'neee- 
sidades de los menores y los medios económicos de que 

. 
pueden disponer los padres; 

Considerando que en la especie, el exámen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma 
de cuarenta pesos, la pensión que el prevenido debe su-
ministrar a la madre querellante, para subvénii a las ne-
cesidades de los cuatro menores procreados con ella, el 
Juzgado aguo, tuvo en cuenta los elementos de juicio a 
que se refiere el mencionado texto legal; 

Considerando que axminada en sus demás aspecto, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
r. -^urso de casación interpuesto por Juan Bautista Orozco, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia ;  del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana, dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 30 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Ana Rosa Mejía, contra la indicada senten-
cia; Tercero: Condena al prevenido recurrente .al pago de 
las costas; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz,: Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

-55 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
e leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-

al, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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por la madre querellante f  ueda restringido al monto de 
la pensión alimentaria acordada en favor de los mei -linea 
de cuyo interés se trata; 

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley 
2402 de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la 
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de dieciocho años, deben teper en cuenta lasinece-
sidades de los menores y los medios económicos de que 
pueden disponer los padres; 

Considerando que en la especie, el exámen del fallo 
impugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma 
de cuarenta pesos, la pensión que el prevenido debe su-
ministrar a la madre querellante, para subvénir a las ne-
cesidades de los cuatro menores procreados con ella, el 
Juzgado aquo, tuvo en cuenta los elementos de juicio a 
que se refiere el mencionado texto legal; 

Considerando que axminada en sus demás aspecto, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
r.-^urso de casación interpuesto por Juan Bautista Orozco, 
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia ;  del Dis-
trito Judicial de San Juan de la Maguana, dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha 30 de octubre de 1964, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Ana Rosa Mejía, contra la indicada senten-
cia; Tercero: Condena al prevenido recurrente .al pago de 
las costas; 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Ra 
fael Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.-j- Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

-
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue leída, firmada y publicada por mí, Secretario Gene-

al, que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHL 28 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j, C e  

San Juan de la Maguana, de fecha 3 de noviembre de 1964., 

Materia: Correccional 

Recurrente: Idalia de León 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.  
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente: Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez 
qaviñón, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero 
del año 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

el ■ 

la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Idalia de 
León, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la ciudad de San Juan 
de la Maguana, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la 
Maguana, en atribuciones correccionales, en fecha 3 de-no-
viembre de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, cédula 8687, se-
rie 25, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 
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Oído el dictamen del Mag..sirado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Juzgado a-quo, el 11 de noviembre de 1964,  

a  requerimiento de la recurrente; 
Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

de la recurrente;i  sto elauto    d 

ictado en fecha 25 de febrero de 1966, 
por el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual 
llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfredo A. 
Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, para 
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación 

y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950, 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en le -; 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
29 de agosto de 1964, Idalia de León presentó querella-
contra Ricardo Rodríguez para que éste cumpliera sus obli-
gaciones de padre de seis menores procreados con ella; b) 
que citadas las partes ante el Juzgado de Paz del Munici-
pio de San Juan de la Maguana, para fines de conciliación, 
ésta no tuvo lugar por no ponerse dichas partes de acuer-
do sobre el monto de la pensión solicitada; c) que el mismo 
Juzgado de Paz, decidió el caso por sentencia de fecha 14 
de septiembre de 1964, cuyo dispositivo dice: "Falla' Pri-
mero: que debe condenar como al efecto condena al nom-
brado Ricardo Rodríguez, de las generales anotadas asig-
narle una pensión mensual de RD$40.00 a la nombrada Ida-
ia de León por violación a la Ley 2402 de paternidad, y 

a sufrir dos años de prisión correccional y a darle Siete 
botellas de leche diarias; Segundo: se condena al mismo 
prevenido al pago de las costas; (6 menores que ambos tie- 
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mingo, Distrito Nacional, a los 28 días del mes de febrero 
del ario 1966, 123' de la Independencia y 103' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Idalia de 
León, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
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Oído el Dr. Santiago Cotes Bobadilla, cédula 8687, se-
rie 25, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones; 
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1 SENTENCIA DE FECH 28 DE FEBRERO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j, de 
San Juan de la Maguana, de fecha 3 de noviembre de 1964. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Idalia de León 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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i" 
Oído el dictamen del Mag..-sírado Procurador General 

la aVisetPaúeblliaccat;a del recurso de casación levantada en la 
retaría del Juzgado a-quo, el 11 de noviembre de 1964, 

requerimiento de la recurrente; 
Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

la recurrente; 

Visto el auto dictado en fecha 25 de febrero de 1966, 
r el Magistrado Primer Sustituto en funciones de Presi-

dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual 
llama a los Magistrados Pedro María Cruz, Manfredo A. 
Moore y Rafael Rincón hijo, Jueces de este Tribunal, para 
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación 
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684, de 1934 y 926 de 1935; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950, 

:y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en le--; 

documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
29 de agosto de 1964, Idalia de León presentó querelló 
contra Ricardo Rodríguez para que éste cumpliera sus obli-
gaciones de padre de seis menores procreados con ella; b) 
que citadas las partes ante el Juzgado de Paz del Munici-
pio de San Juan de la Maguana, para fines de conciliación, 
ésta no tuvo lugar por no ponerse dichas partes de acuer-
do sobre el monto de la pensión solicitada; c) que el mismo 
Juzgado de Paz, decidió el caso por sentencia de fecha 14 
de septiembre de 1964, cuyo dispositivo dice: "Falla' Pri-
mero: que debe condenar como al efecto condena al nom-
brado Ricardo Rodríguez, de las generales anotadas asig-
narle una pensión mensual de RD$40.00 a la nombrada Ida-
1 ia de León por violación a la Ley 2402 de paternidad, y 
a sufrir dos años de prisión correccional y a darle siete 
botellas de leche diarias; Segundo: se condena al mismo 
prevenido al pago de las costas; (6 menores que ambos tie- 
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nen procreados)"; d) que soljre recursos de apelación inter-
puestos por Ricardo Rodrí ez e Idalia de León, el Juzga-
do de Primera Instancia del Dsitrito Judicial de San Ju an 

 de la Maguana, dictó la sentencia ahora impugnada con e] 
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se declara bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por las partes 
por haber sido hecho en tiempo hábil, contra la sentencia 
del Juzgado de Paz que condenó a Ricardo Rodríguez a su-
frir Dos años de Prisión correccional y a pasarle una pen-
sión de RD$40.00 mensuales en favor de los menores pro-
creados con Idalia de León; Segundo< Se revoca la senten: 
tencia y se condena a Ricardo Rodríguez, a dos años de 
prisión correccional y al pago de las costas; Tercero: Fijar 
en la suma de cincuneta pesos oro (RD$50.00), la pensión 
que deberá pasar mensualmente el prevenido a la madre 
Idalia de León, para las atenciones de los menores procrea-
dos con éste"; 

Considerando que la recurrente invoca en su único 
medio, violación del artículo 1 de la ley 2402 de 1950; 

Considerando que en el desarrollo de su medio pro-
puesto, la recurrente alega, Que se ha violado el artículo 
1 de la Ley 2402, "porque Ricardo Rodríguez fue descar-
gado cuando el mismo artículo indica prisión cuando no se 
esté atendiendo a los menores, que es el presente caso; 
que además ese texto fue violado, al fijar solamente en 
cincuenta pesos la pensión, ya que de acuerdo con las ne-
cesidades de los menores y en relación cpn los medios de 
que puedan disponer los padres dicha pensión debe ser ma-
yor"; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto, que el Juzgado a-quo, para descargar al pre-
venido Ricardo Rodríguez del delito de violación al artícu-
lo 1 de la Ley 2402, dio por establecido, que éste cumplía 
sus obligaciones de padre de los seis menores procreados 
con Idalia de León, suministrándoles semanalmente alimen-
tos y dinero en efectivo; que para fijar en la suma de cin- 
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cuenta 
-re 

+ 
pesos, la pensión que el yvenido debe suministrar 

a la 
 madre querellante, para subvenir a las necesidades de 

los menores procreados con ella, tuvo en cuenta que Ricar-

do 
 Rodríguez, no produce suficiente dinero; pues tiene 

"otra familia procreada" y trabaja "en tierras de su pa-
dre"; que, por tanto, el medio que sexamina carece de fun-

damento y debe ser desestimado; 

Considerando que examinadas en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca-

sación; 

Por r tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Idalia de León, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan de la Maguana, dictada en atribuciones correcciona-
les, en fecha 3 de noviembre de 1964; Segundo: Declara 

las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secre-

tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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nen procreados)"; d) que sobre recursos de apelación inter- 
! puestos por Ricardo Rodrí ez e Idalia de León, el Juzga- 

do de Primera Instancia del Dsitrito Judicial de San Juan 
de la Maguana, dictó la sentencia ahora impugnada con e] 
dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Se declara bueno y 
válido el recurso de apelación interpuesto por las partes 
por haber sido hecho en tiempo hábil, contra la sentencia 
del Juzgado de Paz que condenó a Ricardo Rodríguez a su-
frir Dos años de Prisión correccional y a pasarle una pen-
sión de RD$40.00 mensuales en favor de los menores pro-
creados con Idalia de León; Segundo< Se revoca la senten: 
tencia y se condena a Ricardo Rodríguez, a dos años de 
prisión correccional y al pago de las costas; Tercero: Fijar 
en la suma de cincuneta pesos oro (RD$50.00), la pensión 
que deberá pasar mensualmente el prevenido a la madre 
Idalia de León, para las atenciones de los menores procrea-
dos con éste"; 

Considerando que la recurrente invoca en su único 
medio, violación del artículo 1 de la ley 2402 de 1950; 

Considerando que en el desarrollo de su medio pro-
puesto, la recurrente alega, aue se ha violado el artículo 
1 de la Ley 2402, "porque Ricardo Rodríguez fue descar-
gado cuando el mismo artículo indica prisión cuando no se 
esté atendiendo a los menores, que es el presente caso; 
que además ese texto fue violado, al fijar solamente en 
cincuenta pesos la pensión, ya que de acuerdo con las ne-
cesidades de los menores y en relación con los medios de 
que puedan disponer los padres dicha Pensión debe ser ma-
yor"; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto, que el Juzgado a-quo, para descargar al pre-
venido Ricardo Rodríguez del delito de violación al artícu-
lo 1 de la Ley 2402, dio por establecido, que éste cumplía 
sus obligaciones de padre de los seis menores procreados 
con Idalia de León, suministrándoles semanalmente alimen-
tos y dinero en efectivo; que para fijar en la suma de cin- 
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cuenta 
la   pesos, la pensión que el y 

madre querellante, para subvenir a las necesidades de 

-revenido debe suministrar 

los  menores procreados con ella, tuvo en cuenta que Ricar-
do Rodríguez, no produce suficiente dinero; pues tiene 
"otra familia procreada" y trabaja "en tierras de su pa-
dre"; que, por tanto, el medio que sexamina carece de fun- 

damento y debe ser desestimado; 

Considerando que examinadas en Isus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca- 

sacióno; 

Por r tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Idalia de León, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Juan de la Maguana, dictada en atribuciones correcciona-
les, en fecha 3 de noviembre de 1964; Segundo: Declara 

las costas de oficio. 

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael 
Richiez Saviñón.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. 
Moore.— Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secre- 

tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
leída, firmada y publicada por mí, Secretario General, que 
que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo). 
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SENTENCIA DE FECH 28 DE FEBRERO DEL 1966. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J d e 
 Independencia, como tribunal de Segundo Grado, de fecha 

5 de febrero de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alejandro Ramírez y Mélida Medrano. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel 
D. Berg-s Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente ;Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
váárez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 28 de febrero del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de ta Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ale-
jandro Ramírez, agricultor, domiciliado y residente en La 
Descubierta, Provincia Independencia, cédula 4, serie 20, 
y Mélida Medrano, dominicana, mayor de edad, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en Neyba, Provincia 
de Bahoruco, cédula No. 196, serie 20; contra sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionaleS, como tribunal 
de Segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Independencia, en fecha 5 de febrero 
de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

das en la Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 5 de fe-

dberelra República; 
Vistas las actas de los recursos de casación, levanta-

das de 1965, a requerimiento de los recurrentes, en las 
cuales no se invoca ningún medio determinado de casa-

ción; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N 9  2402 de 

1950; 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la querella presentada por Mélida Medrano contra 
Alejandro Ramírez, en fecha 4 de noviembre de 1964, por 

violación a la Ley N9  2402 del año 1950, el Juzgado de 
Paz del Municipio de La Descubierta, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó una sentencia en 
sus atribuciones correccionales, en fecha 30 de noviembre 
de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe Declarar, al nombrado Alejandro Ramí-
rez, de generales anotadas, no culpable del delito de viola-
ción a la Ley N 9  2402, en perjuicio de los menores Héctor 
Radhamés, Seneida, Alejandro, Jorge y Jesús Radhamés, 
de 17, 15, 13, 8 y 5 años de edad, respectivamente, pro-
creados con la querellante, señora Mélida Medrano, que se 
le imputa, y en consecuencia, lo descarga de toda respon-

sabilidad penal por haberse comprobado que nb está en fal-
ta en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones de padre 
frente a sus hijos menores; SEGUNDO: Asignar y Asig-
na, en la suma de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) la pensión 
que el prevenido Alejandro Ramírez, deberá suministrar-
le todos los meses a partir de la fecha de la presente sen-
tencia, a la madre querellante, señora Mélida Medrano, 
para las necesidades de los menores procreados por ellos; 
y TERCERO: Declarar y Declara, de oficio las costas pro- 
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SENTENCIA DE FECH 28 DE FEBRERO DEL 1968. 
1  

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. j. d 
Independencia, como tribunal de Segundo Grado, de fecluí 
5 de febrero de 1965. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Alejandro Ramírez y Mélida Medrano. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
D. Berg-s Chupani, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de 
Presidente ;Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
váárez, Pedro María Cruz, Manfredo A. Moore y Rafael 
Rincón hijo, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo, Distrito Nacional, hoy día 28 de febrero del año 
1966, años 123' de la Independencia y 103' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ale-
jandro Ramírez, agricultor, domiciliado y residente en La 
Descubierta, Provincia Independencia, cédula 4, serie 20, 
y Mélida Medrano, dominicana, mayor de edad, de oficios 
domésticos, domiciliada y residente en Neyba, Provincia 
de Bahoruco, cédula No. 196, serie 20; contra sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionaleS, como tribunal 
de Segundo grado por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Independencia, en fecha 5 de febrero 
de 1965, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos de casación, levanta- 

das en la Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 5 de fe- 

brero de 1965, a requerimiento de los recurrentes, en las 
cuales no se invoca ningún medio determinado de casa- 

ción; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N 9  2402 de 

1950; 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- 

ción; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la querella presentada por Mélida Medrano contra 
Alejandro Ramírez, en fecha 4 de noviembre de 1964, por 

violación a la Ley N9  2402 del año 1950, el Juzgado de 
Paz del Municipio de La Descubierta, regularmente apo-
derado por el Ministerio Público, dictó una sentencia en 
sus atribuciones correccionales, en fecha 30 de noviembre 
de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

MERO: Que debe Declarar, al nombrado Alejandro Ramí-
rez, de generales anotadas, no culpable del delito de viola-
ción a la Ley N 9  2402, en perjuicio de los menores Héctor 

Radhamés, Seneida, Alejandro, Jorge y Jesús Radhamés, 
de 17, 15, 13, 8 y 5 años de edad, respectivamente, pro-
creados con la querellante, señora Mélida Medrano, que se 
le imputa, y en consecuencia, lo descarga de toda respon-
sabilidad penal por haberse comprobado que nb está en fal-
ta en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones de padre 
frente a sus hijos menores; SEGUNDO: Asignar y Asig-
na, en la suma de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) la pensión 
que el prevenido Alejandro Ramírez, deberá suministrar-
le todos los meses a partir de la fecha de la presente sen-
tencia, a la madre querellante, señora Mélida Medrano, 
para las necesidades de los menores procreados por ellos; 
y TERCERO: Declarar y Declara, de oficio las costas pro- 
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cedimentales"; b) que sobre los recursos de apelación d 
los recurrentes, intervino la sentencia ahora impugnada, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe Declarar y Declara, regulares y válid os 

 en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpues. 
tos por el nombrado Alejandro Ramírez, procesado, y por 
la señora Mélida Medrano, parte sui-géneris, contra sen-
tencia correccional N° 72 de fecha 30 del mes de noviem-
bre del pasado año 1964, dictada por el Juzgado de Paz del 
Municipio de La Descubierta, de esta demarcación provin-
cial, cuyo dispositivo dice como se expresa a continuación: 
`Falla: Primero: Que debe Declarar, al nombrado Alejan-
dro Ramírez, de generales anotadas, rio culpable del deli-
to de violación a la Ley 1\19  2402, en perjuicio de los me-
nores Héctor Radhamés, Seneida, Alejandro, Jorge y Je-
sús Ramírez, de 17, 15, 13, 8y 5 años de edad, respectiva-
mente, procreados con la querellante, señora Mélida Me-
drano, que se le imputa, y en consecuencia lo descarga de 
toda responsabilidad penal por haberse comprobado que 
no está en falta en cuanto al cumplimiento de sus obliga-
ciones de padre frente a sus hijos menores; Segundo: Asig-
nar y Asigna, en la suma de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) 
la pensión que el prevenido Alejandro Ramírez, deberá su-
ministrarle todos los meses a partir de la fecha de la pre-  
sente sentencia, a la madre querellante, señora Mélida Me- 
drano, 

 
 para las necesidades de los menores procreados por , i  

ellos; y Tercero: Declarar y Declara, de oficio las costas 
procedimentales; "por haber sido hechos en tiempo hábil y 
mediante el cumplimiento de las formalidaeds legales"; 
SEGUNDO: Modificar y Modifica, la sentencia recurrida 
unicamente en el sentido de condenar al recurrente Ale-
jandro Ramírez, a sufrir la pena de Dos Años de Prisión 
Correccional; TERCERO: Confirmar y Confirma, en cuan-
to respecta a sus demás aspectos, la sentencia apelada; 
CUARTO: Ordenar y Ordona, la ejecución provisional de 
la presente sentencia, no obstante cualquier recurso; y 

QUINTO: Condenar y Condena, -además, al recurrente Ale-

jandro Ramírez, al pago de las costas de estos recursos; 
En cuanto al recurso del prevenidos 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya ob-

tenido-  su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por consiguiente, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

En cuanto al recurso de la madre querellante: 
Considerando que el examen de la sentencia impugna-

da muestra, que el Tribunal a-quo dio por establecido, me-

diante la ponderación soberana de los elementos de prue-
bas regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
que los ingresos mensuales que obtiene el prevenido Ale-
jandro Ramírez en su condición de agricultor, sólo le per-
mite suministrar mensualmente a sus cinco hijos menores 
procreados con Mélida Medrano, una pensión de treinta pe-
sos; que, en consecuencia, al apreciar dicho Tribunal co-
mo una cuestión de hecho, que de acuerdo con los medios 
económicos de que disponía el prevenido sólo podía pasar-
le a los menores Héctor Radhamés, Senaida, Alejandro, 
Jorge y Jesús, procreados con la recurrente, una pensión 
de RD$30.00, hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Alejandro Ramírez, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Independencia, como Tribunal 
de Segundo grado, en fecha 5 de febrero de 1965, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
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cedimentales"; b) que sol re los recursos de apelación d 
los recurrentes, intervino la sentencia ahora impugnad a, 

 cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: pm, 
MERO: Que debe Declarar y Declara, regulares y válido 
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpu es

-tos por el nombrado Alejandro Ramírez, procesado, y po 
la señora Mélida Medrano, parte sui-géneris, contra ser 
tencia correccional 1\T9  72 de fecha 30 del mes de noviero 
bre del pasado año 1964, dictada por el Juzgado de Paz del 
Municipio de La Descubierta, de esta demarcación provin-
cial, cuyo dispositivo dice como se expresa a continuación: 
`Falla: Primero: Que debe Declarar, al nombrado Alejan-
dro Ramírez, de generales anotadas, río culpable del deli-
to de violación a la Ley I\TQ 2402, en perjuicio de los mr...- 
nores Héctor Radhamés, Seneida, Alejandro, Jorge y Je-
sús Ramírez, de 17, 15, 13, 8y 5 años de edad, respectiva-
mente, procreados con la querellante, señora Mélida Me-
drano, que se le imputa, y en consecuencia lo descarga de 
toda responsabilidad penal por haberse comprobado que 
no está en falta en cuanto al cumplimiento de sus obliga-
ciones de padre frente a sus hijos menores; Segundo: Asig-
nar y Asigna, en la suma de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) 
la pensión que el prevenido Alejandro Ramírez, deberá su-
ministrarle todos los meses a partir de la fecha de la pre- ,i 
sente sentencia, a la madre querellante, señora Mélida Me- ' 1 
drano, para las necesidades de los menoresprocreados por 
ellos; y Tercero: Declarar y Declara, de oficio las costas 
procedimentales; "por haber sido hechos en tiempo hábil y 
mediante el cumplimiento de las formalidaeds legales"; 
SEGUNDO: Modificar y Modifica, la sentencia recurrida 
únicamente en el sentido de condenar al recurrente Ale-
jandro Ramírez, a sufrir la pena de Dos Años de Prisión 
Correccional; TERCERO: Confirmar y Confirma, en cuan-
to respecta a sus demás aspectos, la sentencia apelada; 
CUARTO: Ordenar y Orcna, la ejecución provisional de 
la presente sentencia, no obstante cualquier recurso; y 
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taNTO: Condenar y Condena, .además, al recurrente Ale-

jandro Ramírez, al pago de las costas de estos recursos; 
En cuanto al recurso del prevenido< 
Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación dispone que los 'condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya ob-
tenida su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por consiguiente, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

En cuanto al recurso de la madre querellante: 
Considerando que el examen de la sentencia impugna-

da muestra, que el Tribunal a-quo dio por establecido, me-

diante la ponderación soberana de los elementos de prue-
bas regularmente aportados en la instrucción de la causa, 
que los ingresos mensuales que obtiene el prevenido Ale-

jandro Ramírez en su condición de agricultor, sólo le per-
mite suministrar mensualmente a sus cinco hijos menores 
procreados con Mélida Medrano, una pensión de treinta pe-
sos; que, en consecuencia, al apreciar dicho Tribunal co-
mo una cuestión de hecho, que de acuerdo con los medios 
económicos de que disponía el prevenido sólo podía pasar-
le a los menores Héctor Radhamés, Senaida, Alejandro, 
Jorge y Jesús, procreados con la recurrente, una pensión 
de RD$30.00, hizo una correcta aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Alejandro Ramírez, 
contra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Independencia, como Tribunal 
de Segundo grado, en fecha 5 de febrero de 1965, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: 
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Rechaza el recurso de casación interpuesto por Mélida M e.. 
drano contra la mencionada sentencia; Tercero: Condena 
al recurrente Alejandro Ramírez al pago de las cóstas; d e.. 
clarando de oficio las relativas ala recurrente Mélida M e_ 
drano; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ratéelo 
de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó. 
mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.— 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada. por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

bor de la Suprema Corte o Justicia, durante el mes 
de febrero I.Q., 1966. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 10 

Recursos de casación civiles fallados 	 4 

Recursos de casación penales conocidos 	 15 

Recursos de casación penales fallados 	 32 

Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3 

Defectos 	  2 

Declinatorias 	  2 

Designación de Jueces 	  8 

Desistimientos 	  1 

Juramentación de Abogados 	  3 

Nombramientos de Notarios 	  39 

Impugnación de Estados de Costas 	 1 

Resoluciones Administrativas 	  13 

Autos autorizando emplazamientos 	 8 

Autos pasando expedientes para dictamen 31 

Autos fijando causas 	  26 

198 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

-Santo Domingo, D. N., 
obrero, 1966. 
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Rechaza el recurso de casqCión interpuesto por Mélida M e.. 
dreno contra la mencionada sentencia; Tercero: Condena 
al recurrente Alejandro Ramírez al pago de las costas; de-
clarando de oficio las relativas ala recurrente Mélida 
drano; 

Firmados: Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ravel o 
 de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis Gó-

mez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Manfredo A. Moore.– 
Rafael Rincón hijo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada. por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu , 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

hor de la Suprema Corte o Justicia, durante el mes 
de febrero w 1966. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 10 

Recursos de casación civiles fallados 	 4 

Recursos de casación penales conocidos 	 15 

Recursos de casación penales fallados 	 32 

Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3 

Defectos 	  2 

Declinatorias 	  2 

Designación de Jueces 	  8 

Desistimientos 	  1 

Juramentación de Abogados 	  3 

Nombramientos de Notarios 	  39 

Impugnación de Estados de Costas 	 1 

Resoluciones Administrativas 	  13 

Autos autorizando emplazamientos 	 8 

Autos pasando expedientes para dictamen 31 

Autos fijando causas 	  26 

198 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

-Santo Domingo, D. N., 
obrero, 1966. 	• 
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